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Jorge Carlos Ramírez Marín.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pablo Escudero Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

17

17

25

30

30

31

31

Director General de
Crónica y Gaceta Parlamentaria

Gilberto Becerril Olivares

Presidente

Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña

Director del
Diario de los Debates

Jesús Norberto Reyes Ayala

Poder Legislativo Federal, LXI Legislatura

Diario de los Debates
ORGANO OFICIAL DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

DEL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Correspondiente al Segundo Periodo de Sesiones Ordinarias del Primer Año de Ejercicio

Año  I México, DF, martes 16 de marzo de 2010 Sesión No.  16

S U M A R I O



Año I, Segundo Periodo, 16 de marzo de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados2

Carlos Alberto Pérez Cuevas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Omar Fayad Meneses. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jorge Carlos Ramírez Marín.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se designa comisión que represente a la Cámara de Diputados para asistir al acto
que refiere la invitación recibida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA

Oficio del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa con el que envía la
Memoria anual de funcionamiento del tribunal correspondiente al ejercicio fiscal
de 2009. Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VIRUS INFLUENZA AH1N1

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que envía contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Comisión Permanente en la sesión del 13 de enero pasa-
do, por el que se exhorta a la Secretaría de Salud a informar sobre las medidas que
ha implementado para el resguardo y buen uso de vacunas o medicamentos de
emergencia y sobre la vacuna contra la influenza AH1N1. Se remite al promoven-
te para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, DESARROLLO RURAL,
PESCA Y ALIMENTACION

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que envía contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Comisión Permanente en la sesión del 13 de enero pasa-
do, por el que se exhorta al Ejecutivo federal a informar a esta soberanía, a través
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sobre el monto de subejercicio de
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación
(Sagarpa) del ejercicio fiscal 2009, así como de la reasignación de dichos recursos
a los mismos programas y beneficiarios de apoyo al campo, y a no exigir en los
programas de tipo pari passu la aportación estatal correspondiente. Se remite al
promovente para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VIGILANCIA DE LOS AEROPUERTOS DE MEXICO

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que envía contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Comisión Permanente en la sesión del 20 de enero pasa-
do, relativo a la vigilancia de los aeropuertos de México. Se remite al promoven-
te para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PREVENCION DE LAS ADICCIONES

Oficio de la Presidencia de la Mesa Directiva por el que comunica los nombres de
diputadas y diputados designados por los grupos parlamentarios para la integra-
ción del grupo de trabajo interinstitucional entre los Poderes Ejecutivo y Legisla-
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tivo, a fin de impulsar la elaboración de un nuevo y eficaz Programa Nacional
Contra las Adicciones, aprobado el pasado 23 de febrero. Aprobado.. . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

Se recibe del diputado Leobardo Soto Martínez iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal, para eliminar las delegaciones federales de las secretarías de Estado
subordinadas al Ejecutivo federal. Se turna a la Comisión de Gobernación.. . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

Se recibe de los diputados Canek Vázquez Góngora y Maurilio Ochoa Millán ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo cuarto transitorio del de-
creto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Federal de Teleco-
municaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de febrero de
2009, para extender el plazo de registro por un año más del registro de usuarios de
telefonía móvil. Se turna a la Comisión de Comunicaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD - LEY GENERAL DE EDUCACION

Desde su curul, la diputada María Cristina Díaz Salazar presenta iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 115 y 212 de la Ley General de Sa-
lud, y el artículo 75 de la Ley General de Educación, en relación con el sobrepe-
so y la obesidad. Se turna a las Comisiones de Salud y a la de Educación Pública
y Servicios Educativos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 105 CONSTITUCIONAL

Desde su curul, el diputado Francisco Amadeo Espinosa Ramos presenta iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el artículo 105 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, para establecer un derecho de las minorías
parlamentarias para interponer de manera directa controversias constitucionales
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE SEGURIDAD NACIONAL

Se recibe del diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari, iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 5 y 12 de la Ley de Seguridad Nacional, para
considerar como amenaza a la seguridad nacional los actos intencionados en con-
tra de las áreas naturales protegidas. Se turna a la Comisión de Gobernación. . . . 

Desde su curul, el diputado José Luis Soto Oseguera solicita moción de procedi-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

Desde su curul, la diputada Norma Leticia Salazar Vázquez presenta iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 2, 12, 45 y 58 de la Ley del Servi-
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cio Exterior Mexicano, en relación a los servicios que prestan las misiones diplo-
máticas, representaciones consulares y unidades administrativas de México en el
extranjero. Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos.

TRABAJOS LEGISLATIVOS

Desde su curul, el diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega re-
aliza comentarios en relación a tema a tratar en el apartado de agenda política. El
Presidente da respuesta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

Desde su curul, la diputada Laura Arizmendi Campos se adhiere a la iniciativa pre-
sentada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Norma Leticia Salazar Vázquez acepta la adhesión, y
solicita cambio de trámite.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

La diputada Leticia Quezada Contreras presenta iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma los artículos 8, 14 y 38 de la Ley General de Educación, para esta-
blecer escuelas de tiempo completo de educación básica, que impulsen y favorez-
can el desarrollo de competencias definidas en los planes y programas de estudio.
Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos.. . . . . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Desde su curul, el diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta realiza comenta-
rios en relación programa de reducción de gasto de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. El Presidente da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTES FEDERALES

La diputada Ifigenia Martha Martínez y Hernández presenta iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal, para crear las áreas de descanso y esta-
cionamiento en las carreteras y autopistas nacionales. Se turna a la Comisión de
Transportes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Claudia Edith Anaya Mota se adhiere a la iniciativa.

La diputada Ifigenia Martha Martínez y Hernández acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ARTICULO 79 CONSTITUCIONAL - LEY DE FISCALIZACION Y
RENDICION DE CUENTAS DE LA FEDERACION

Se recibe del diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 79 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, adiciona un artículo 40 Bis y reforma el artículo 85 de la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, en relación a las atribu-
ciones del Auditor Superior de la Federación en procedimientos y acciones de la
administración pública. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales y de la Función Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

El diputado Miguel Angel Riquelme Solís presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo, en relación con incidentes de falsedad de fir-
ma. Se turna a la Comisión de Justicia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO DE ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El diputado Juan Carlos Natale López presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 167 y 168 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, para determinar el momento en el que se da inicio a
ciertas etapas del procedimiento de inspección y vigilancia en materia ambiental.
Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales. . . . . . . . . . . . 

LEY DE APOYO SOLIDARIO PARA LOS ADULTOS 
MAYORES DEL CAMPO

La diputada Narcedalia Ramírez Pineda presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que expide la Ley de Apoyo Solidario para los Adultos Mayores del Campo.
Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, con opinión de la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Sergio Mancilla Zayas se adhiere a la iniciativa. . . . 

LEY DEL SERVICIO PUBLICO DE ENERGIA ELECTRICA

La diputada Sofía Castro Ríos presenta iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 32 de la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica, fin de pro-
curar que en los recibos de cobro se apliquen criterios que den mayor certidumbre
y claridad en el cobro de la electricidad. Se turna a la Comisión de Energía. . . . . 
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LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El diputado Eduardo Alonso Bailey Elizondo presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 176 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, res-
pecto a la deducción de impuestos en los pagos de colegiatura, inscripción y reins-
cripción en todos los niveles educativos. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 25 CONSTITUCIONAL - LEY ORGANICA DE LA
PROCURADURIA DE LA DEFENSA DEL CONTRIBUYENTE

El diputado Omar Fayad Meneses presenta iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un párrafo noveno al artículo 25 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, para establecer a la Procuraduría de
la Defensa del Contribuyente como un organismo público constitucional autóno-
mo. Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia. . 

LEY DE COORDINACION FISCAL

El diputado Ovidio Cortázar Ramos presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fiscal, con objeto de desti-
nar un determinado porcentaje de los recursos del Fondo de Aportaciones para el
Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Dis-
trito Federal a las actividades prioritarias de los municipios, y fortalecer los re-
cursos financieros que se destinan a la seguridad de la población. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Camilo Ramírez Puente se adhiere a la iniciativa. . . 

Desde su curul, el diputado Ovidio Cortázar Ramos acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 73, 76 Y 89 CONSTITUCIONALES

El diputado José Luis Jaime Correa presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 73, 76 y 89 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para la definición de la participación del Poder Legislativo en
los lineamientos generales de política exterior. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL PARA LA REGULACION DE LOS CENTRO DE APOYO Y
REHABILITACION EN MATERIA DE ADICCIONES Y DISCAPACIDADES

La diputada Caritina Sáenz Vargas presenta iniciativa con proyecto de decreto que
expide la Ley Federal para la Regulación de los Centro de Apoyo y Rehabilitación
en Materia de Adicciones y Discapacidades. Se turna a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Rosi Orozco se adhiere a la iniciativa. . . . . . . . . . . . 
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La diputada Caritina Sáenz Vargas acepta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADA QUE SOLICITA LICENCIA

Comunicación de la diputada Judith Fabiola Vázquez Saut con la que solicita li-
cencia para separarse de su cargo como diputada federal electa en el XX distrito
del estado de Veracruz. Aprobados los puntos de acuerdo, comuníquese.. . . . . . . 

DIPUTADO QUE SOLICITA LICENCIA

Comunicación del diputado Roberto Gil Zuarth con la que solicita licencia para
separarse de su cargo como diputado federal electo en la tercera circunscripción
plurinominal. Aprobados los puntos de acuerdo, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia realiza comentarios.

Aprobados los puntos de acuerdo; comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde sus curules, expresan comentarios los diputados:

Pablo Escudero Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Humberto Benítez Treviño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Enrique Ibarra Pedroza.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Armando Ríos Piter. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Castro Cosío. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Julio Castellanos Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Cora Cecilia Pinedo Alonso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Alvarez Cisneros. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente designa comisión que acompañe a los ciudadanos Ana Georgina Za-
pata Lucero y Rafael Rodríguez González, diputados suplentes electos en el II y
XX Distrito de los estados de Chihuahua y Veracruz, respectivamente, en el acto
de rendir su protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE PREMIOS, ESTIMULOS Y RECOMPENSAS CIVILES

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Gobernación con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 44 y 45 de la Ley de Premios, Estímulos y Re-
compensas Civiles. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Ciencia y tecnología con proyec-
to de decreto que reforma las fracciones IV y V del artículo 36 de la Ley de Cien-
cia y Tecnología. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE POBLACION

Primera lectura del dictamen de las Comisiones Unidas de Población, Fronteras y
Asuntos Migratorios, y de Gobernación con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 71 y 128 de la Ley General de Población. . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

Primera lectura del dictamen de la Comisión de Ciencia y Tecnología con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Ciencia
y Tecnología.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural con proyecto de
decreto que reforma el artículo 37 y adiciona los artículos 33, 43 y 44 de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable. Sin discusión, es aprobado; pasa a la Cámara de
Senadores para los efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural con proyecto de
decreto que adiciona un artículo 24 Bis a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

A discusión, intervienen los diputados:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Carlos Luis Meillón Johnston solicita moción de or-
den.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Pablo Escudero Morales solicita moción de orden. . . 

Desde su curul, el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña realiza co-
mentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Continúa el diputado Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido, es aprobado; pasa a la Cámara de Senadores para los
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural con proyecto de
decreto que reforma el artículo 84 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Sin
discusión, es aprobado; pasa a la Cámara de Senadores para los efectos constitu-
cionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos que reforma y adiciona los artículos 21 y 33 de la Ley General de Edu-
cación. Sin discusión, es aprobado; se devuelve a la Cámara de Senadores para los
efectos del inciso e) del artículo 72 constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY GENERAL DE POBLACION

Segunda lectura del dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios que adiciona un segundo y tercer párrafos al artículo 67 y una frac-
ción VI al artículo 113 de la Ley General de Población. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueban en lo general y en lo particular los artículos no reservados. . . . . . . . 

A discusión en lo particular, presenta modificación el diputado Marcos Pérez Es-
quer, que se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado, con la modificación presentada. Se devuelve a la Cámara de Sena-
dores para los efectos del inciso e) del artículo 72 constitucional. . . . . . . . . . . . . 

TRABAJOS LEGISLATIVOS

Desde su curul, el diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña realiza co-
mentarios en relación con el orden del día. El Presidente da respuesta. . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION 2010

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos con pun-
to de acuerdo sobre la proposición presentada el 15 de diciembre de 2009 por la
que se exhorta a la Secretaría de Educación Pública federal a cumplir, en el dise-
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ño de las reglas de operación de los programas correspondientes a la dependencia
a su cargo, de manera puntual lo establecido en el artículo 29 del decreto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal del año 2010. Sin dis-
cusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DERECHOS HUMANOS DE MIGRANTES MEXICANOS

Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios con pun-
to de acuerdo relativo a la proposición presentada el 15 de diciembre de 2009 pa-
ra que esta soberanía se pronuncie a favor del respeto irrestricto de los derechos
humanos de los migrantes mexicanos que se encuentran fuera de las fronteras na-
cionales, que retornan durante el fin y principio de año; y exhorta a los diferentes
niveles de gobierno a mantenerse vigilantes de lo anterior. Sin discusión, se reser-
va para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OFICINAS DE ATENCION DE MIGRANTES

Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios con pun-
to de acuerdo respecto a la proposición presentada el 6 de octubre de 2009 relati-
va al fortalecimiento de las oficinas de atención de migrantes de los estados de la
República Mexicana. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . 

FONDO DE DESASTRES NATURALES

Dictamen de la Comisión de Gobernación con punto de acuerdo referente a la pro-
posición presentada el 1o de diciembre de 2009 por la que se exhorta al gobierno
federal a modificar mediante la Secretaría de Gobernación y la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público las Reglas de Operación del Fondo de Desastres Natura-
les (Fonden) para 2010. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . 

ESTADOS DE DURANGO, CHIHUAHUA, CHIAPAS, OAXACA, SAN LUIS
POTOSI Y GUERRERO

Dictamen de la Comisión de Reforma Agraria con punto de acuerdo sobre la pro-
posición presentada el 1 de diciembre de 2009 por la que se exhorta al Ejecutivo
federal y a los gobernadores de Durango, Chihuahua, Chiapas, Oaxaca, San Luis
Potosí y Guerrero a integrar con las dependencias y las entidades federales y las
estatales involucradas mesas de diálogo para que, con la participación de los le-
gisladores de la Comisión de Reforma Agraria, atiendan la problemática social,
agraria y ambiental de los municipios, los ejidos y las comunidades que se citan.
Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DISTRITO FEDERAL

Dictamen de la Comisión del Distrito Federal con punto de acuerdo respecto de la
proposición presentada el 24 de noviembre de 2009 por la que se exhorta al Go-
bierno del Distrito Federal a tomar las medidas necesarias para detener las inva-
siones de barrancas en Cuajimalpa de Morelos y Alvaro Obregón. Sin discusión,
se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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DISTRITO FEDERAL

Dictamen de la Comisión del Distrito Federal con punto de acuerdo relativo a la
proposición presentada el 24 de noviembre de 2009 por la que se exhorta al Go-
bierno del Distrito Federal a implantar una política integral de salud en Iztapala-
pa, donde pondere la zona que abarcan las colonias Alvaro Obregón, Los Frentes,
Leyes de Reforma Segunda y Tercera Secciones y Renovación. Sin discusión, se
reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DISTRITO FEDERAL

Dictamen de la Comisión del Distrito Federal con punto de acuerdo a proposición
presentada el 8 de diciembre de 2009, por el que se exhorta al jefe de gobierno del
Distrito Federal, así como al jefe delegacional en Tlalpan, a que con estricto res-
peto a las formas internas de organización política determinadas por el Consejo de
los Pueblos Originarios de Tlalpan, mantengan una puntual observación en los dis-
tintos procesos electivos que se lleven a cabo del cumplimiento de las normas de
elección de representantes, establecidas por las propias comunidades de Tlalpan.
Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VIRUS DEL PAPILOMA HUMANO

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo a proposición presenta-
da el 15 de diciembre de 2009, por el que se exhorta a la Secretaría de Salud a in-
cluir, a través del Comité de Expertos en Vacunación de México, en el esquema
nacional de aplicación de la vacuna contra el virus del papiloma humano a las mu-
jeres mexicanas de entre 9 y 55 años de edad. Sin discusión, se reserva para su vo-
tación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CANCER DE MAMA

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo sobre la proposición pre-
sentada el 15 de diciembre de 2009 por la que se exhorta a la Secretaría de Salud
a destinar recursos para el Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Repro-
ductiva y al Fondo de Protección Contra Riesgos Sanitarios del Seguro Popular y
a la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris) pa-
ra que modifique la NOM- 041-SSA2-2002 con el objetivo de reforzar las medi-
das de prevención y atención del cáncer de mama en el país. Sin discusión, se re-
serva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMAS DE SALUD PARA MIGRANTES

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo referente a la proposi-
ción presentada el 15 de diciembre de 2009 por la que se exhorta a la Secretaría
de Salud a establecer el Seguro Binacional de Salud y a fortalecer los programas
de salud para migrantes. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . 
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SALUD MENTAL

Dictamen de la Comisión de Salud con punto de acuerdo relativo a la proposición
presentada el 6 de octubre de 2009 para exhortar al Ejecutivo federal a través de
la Secretaria de Salud para que dicte la norma oficial mexicana que contemple un
modelo integrado de atención a la salud mental que sea aplicado a la población en
general. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . 

Son aprobados en conjunto los anteriores 12 dictámenes; comuníquense. . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural con puntos de acuerdo por los que
se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, presentada el 30 de abril
de 2008. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural con puntos de acuerdo por los que
se desechan las iniciativas con proyectos de decreto que adicionan la fracción XII
del artículo 179 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, presentadas el 11 de
abril de 2007 y el 6 de marzo de 2008. Sin discusión, se reserva para su votación
en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural con puntos de acuerdo por los que
se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable presentada el
28 de enero de 2009. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . 

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales con puntos de
acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 60 Ter de la Ley General de Vida Silvestre presentada el 11 de diciem-
bre de 2008. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos con pun-
tos de acuerdo por los que se desechan las iniciativas con proyectos de decreto que
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Educación pre-
sentadas el 18 de agosto de 2004, 13 de agosto y 11 de septiembre de 2008. Sin
discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública con puntos de acuerdo por los que
se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 35 de la
Ley Federal de Seguridad Privada presentada el 26 de marzo de 2009. Sin discu-
sión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública con puntos de acuerdo por los que
se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 10 de la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada presentada el 3 de marzo de 2009.
Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA POLICIA FEDERAL PREVENTIVA

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública con puntos de acuerdo por los que
se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 5, 6, 9 y
10, de la Ley de la Policía Federal Preventiva presentada el 26 de abril de 2007.
Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL QUE ESTABLECE LAS BASES DE COORDINACION DEL
SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública con puntos de acuerdo por los que
se desecha la minuta con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo
10 de la Ley General que establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública recibida el 3 de septiembre de 2009. Sin discusión, se re-
serva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE EXPROPIACION Y RESTRICCIONES AL DOMINIO 
DE LOS BIENES

Dictamen de la Comisión de Gobernación con puntos de acuerdo por los que se
desecha la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de Expropiación
y Restricciones al Dominio de los Bienes presentada el 18 de septiembre de 2007.
Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA Y DEL GOBIERNO CORPORATIVO DE 
PETROLEOS MEXICANOS Y ORGANISMOS SUBSIDIARIOS

Dictamen de las Comisiones Unidas de Energía, y de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto de
decreto que expide la Ley Orgánica y del Gobierno Corporativo de Petróleos Me-
xicanos y Organismos Subsidiarios; y abroga la Ley Orgánica de Petróleos Mexi-
canos y Organismos Subsidiarios presentada el 26 de abril de 2007. Sin discusión,
se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL

Dictamen de la Comisión de Agricultura y Ganadería con puntos de acuerdo por
los que se desecha la minuta con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley Federal de Sanidad Animal recibida el 17 de sep-
tiembre de 2008. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . 

LEY DE PROTECCION A MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

Dictamen de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios con pun-
tos de acuerdo por los que se desecha la minuta con proyecto de decreto que ex-
pide la Ley de Protección a Migrantes y sus Familias recibida el 5 de abril de
2006. Sin discusión, se reserva para su votación en conjunto. . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueban en conjunto los anteriores 13 dictámenes, archívense los expedientes
como asuntos concluidos. Por lo que se refiere al dictamen de la Comisión de Po-
blación, Fronteras y Asuntos Migratorios, se remite a la Cámara de Senadores pa-
ra los efectos del apartado D del artículo 72 constitucional.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

SINDICATO MEXICANO DE ELECTRICISTAS

Sobre la solución del conflicto del Sindicato Mexicano de Electricistas y la com-
pañía Luz y Fuerza del Centro interviene los diputados:

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Hernández Juárez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ramón Jiménez López . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Castro Cosío . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Narro Céspedes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Laura Itzel Castillo Juárez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Gerardo Sánchez García . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pedro Avila Nevárez.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Miguel Ernesto Pompa Corella . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera suficientemente discutido.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CIUDAD JUAREZ, CHIHUAHUA

Sobre la militarización y violación de los derechos humanos en Ciudad Juárez,
Chihuahua, se concede el uso de la palabra a los diputados:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Avelino Méndez Rangel . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Leticia Quezada Contreras . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Adán Augusto López Hernández . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Teresa Guadalupe Reyes Sahagún . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Zamora Jiménez .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera suficientemente discutido el tema. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

De la próxima sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESION. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento para la Transparencia y el Ac-
ceso a la Información Pública de la H. Cámara de Diputados, se publican las vo-
taciones de los siguientes dictámenes:

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 37 y adiciona el 33, 43 y 44 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable (en lo
general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de decreto que adiciona el ar-
tículo 24 Bis a la Ley de Desarrollo Rural Sustentable (en lo general y en lo par-
ticular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 84 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable (en lo general y en lo particu-
lar). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los artículos 21 y 33 de la Ley General de Educación
(en lo general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, con proyecto de
decreto que adiciona un segundo y tercer párrafos al artículo 67 y la fracción VI
al artículo 113 de la Ley General de Población (en lo general y en lo particular los
artículos no reservados). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, con proyecto de
decreto que adiciona un segundo y tercer párrafos al artículo 67 y la fracción VI
al artículo 113 de la Ley General de Población (en lo particular la adición de un
artículo transitorio, propuesto por el diputado Marcos Pérez Esquer y aceptado por
la asamblea). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
Francisco Javier Ramírez Acuña

ASISTENCIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta
Presidencia el resultado del cómputo de asistencia de las
señoras diputadas y señores diputados.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Se
informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 300 diputados. Por tanto hay quórum, señor presi-
dente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña (11:40 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Consulte la Secretaría a la asamblea si se le dispensa la
lectura al orden del día, en virtud de que se encuentra pu-
blicado en la Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se le dispensa la lectura al orden
del día. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Segundo Periodo de Sesiones Ordinarias.— Primer Año
de Ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Martes 16 de marzo de 2010.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones 

La Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal,
invita a la ceremonia cívica conmemorativa del 72 aniver-

sario de la Expropiación Petrolera, el próximo 18 de mar-
zo a las 10:00 horas. 

De la diputada Judith Fabiola Vázquez Saut. 

Del diputado Roberto Gil Zuarth. 

De la Junta de Coordinación Política. 

Proposiciones de acuerdo de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política

Oficio del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa 

Con el que remite la Memoria anual de funcionamiento del
tribunal correspondiente al ejercicio fiscal de 2009. 

Oficios de la Secretaría de Gobernación 

Tres, con los que remite contestaciones a puntos de acuer-
do aprobados por la Comisión Permanente. 

Iniciativas 

Que reforma el artículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado Leobar-
do Soto Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Sólo turno a Comisión) 

Que reforma el artículo 4o. transitorio del decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley Federal
de Telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 9 de febrero de 2009, suscrita por los di-
putados Canek Vázquez Góngora y Maurilio Ochoa Mi-
llán, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Sólo turno a Comisión) 

Que reforma los artículos 115 y 212 de la Ley General de
Salud, y el artículo 75 de la Ley General de Educación, a
cargo de la diputada María Cristina Díaz Salazar, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión) 

Que reforma el artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Fran-
cisco Amadeo Espinosa Ramos, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión) 
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Que reforma los artículos 5 y 12 de la Ley de Seguridad
Nacional, a cargo del diputado Jorge Antonio Kahwagi
Macari, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Turno a
Comisión) 

Que reforma el artículo 20 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime
Flores Castañeda, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a Comisión) 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Servicio Exterior Mexicano, a cargo de la diputada
Norma Leticia Salazar Vázquez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión) 

Que reforma los artículos 8, 14 y 38 de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Leticia Quezada Contre-
ras, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a Comisión) 

Que reforma los artículos 167 y 168 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo
del diputado Juan Carlos Natale López, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a
Comisión) 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo de la
diputada Ifigenia Martha Martínez y Hernández, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión) 

Que reforma el artículo 79 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, adiciona un artículo 40 Bis
y reforma el artículo 85 de la Ley de Fiscalización y Ren-
dición de Cuentas de la Federación, a cargo del diputado
Jorge Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario
Nueva Alianza. (Turno a Comisión) 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Procedimiento Contencioso Administrativo, a car-
go del diputado Miguel Ángel Riquelme Solís y suscrita por
diversos diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión) 

Que reforma el artículo 176 de la Ley del Impuesto Sobre
la Renta, suscrita por los diputados Eduardo Alonso Bailey
Elizondo y María de Lourdes Reynoso Femat, de los Gru-
pos Parlamentarios de los Partidos Revolucionario Institu-
cional y de Acción Nacional, respectivamente. (Turno a
Comisión) 

Que expide la Ley de Apoyo Solidario para los Adultos
Mayores del Campo, suscrita por los diputados Narcedalia
Ramírez Pineda y Luis Videgaray Caso, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión) 

Que reforma el artículo 32 de la Ley del Servicio Público
de Energía Eléctrica, a cargo de los diputados Sofía Castro
Ríos y Cruz López Aguilar y suscrita por diversos diputa-
dos integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión) 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la
Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Contri-
buyente, a cargo del diputado Omar Fayad Meneses, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión) 

Que reforma el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo del diputado Ovidio Cortázar Ramos, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión) 

Que reforma los artículos 73, 76 y 89 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado José Luis Jaime Correa, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comi-
sión) 

Que expide la Ley Federal para la Regulación de los Cen-
tros de Apoyo y Rehabilitación en Materia de Adicciones y
Discapacidades, a cargo de la diputada Caritina Sáenz Var-
gas, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México. (Turno a Comisión) 

Dictámenes de primera lectura 

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que reforma los artículos 44 y 45 de la Ley de Premios, Es-
tímulos y Recompensas Civiles. 

De la Comisión de Ciencia y Tecnología, con proyecto de
decreto que reforma las fracciones IV y V del artículo 36
de la Ley de Ciencia y Tecnología. 

De las Comisiones Unidas de Población, Fronteras y Asun-
tos Migratorios y de Gobernación, con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona los artículos 71 y 128 de la Ley
General de Población. 



De la Comisión de Ciencia y Tecnología, con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Ciencia y Tecnología. 

Dictámenes a discusión 

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 37 y adiciona los artículos 33,
43 y 44 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de de-
creto que adiciona un artículo 24 Bis a la Ley de Desarro-
llo Rural Sustentable. 

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 84 de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable. 

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículos 21 y 33 de la Ley General de Educación. 

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con proyecto de decreto que adiciona un segundo y
tercer párrafos al artículo 67 y una fracción VI al artículo
113 de la Ley General de Población. 

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secre-
taría de Educación Pública Federal a cumplir, en el diseño de
las reglas de operación de los programas correspondientes a
la dependencia a su cargo, de manera puntual, lo establecido
en el artículo 29 del decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal del año 2010. 

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con puntos de acuerdo para que esta soberanía se
pronuncie a favor del respeto irrestricto a los Derechos Hu-
manos de los Migrantes Mexicanos que se encuentran fue-
ra de las Fronteras Nacionales que retornan durante el fin y
principio de año, y exhorta a los diferentes niveles de go-
bierno para que se mantengan vigilantes de lo anterior. 

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con puntos de acuerdo relativos al fortalecimiento
de las oficinas de atención a migrantes de los estados de la
República Mexicana. 

De la Comisión de Gobernación, con punto de acuerdo
por el que se exhorta al gobierno federal para que modi-

fique las Reglas de Operación del Fondo de Desastres Na-
turales. 

De la Comisión de Reforma Agraria, con puntos de acuer-
do por los que se exhorta al titular del Ejecutivo federal y
a los gobernadores de los estados de Durango, Chihuahua,
Chiapas, Oaxaca, San Luis Potosí y Guerrero a integrar
mesas de diálogo, para que con la participación de los Le-
gisladores de la Comisión de Reforma Agraria, atiendan la
problemática social, agraria y ambiental de los municipios,
ejidos y comunidades que se citan. 

De la Comisión del Distrito Federal, con puntos de acuer-
do por los que se exhorta al Gobierno del Distrito Federal
a tomar medidas necesarias para detener de forma inme-
diata las invasiones a las Barrancas de las delegaciones
Cuajimalpa de Morelos y Álvaro Obregón. 

De la Comisión del Distrito Federal, con punto de acuerdo
por el que se exhorta al Gobierno del Distrito Federal, pa-
ra que implemente una política pública de salud en la dele-
gación Iztapalapa, ponderando la zona que abarcan las co-
lonias Álvaro Obregón, Los Frentes, Leyes de Reforma
segunda y tercera sección y Renovación. 

De la Comisión del Distrito Federal, con punto de acuerdo
por los que se exhorta al Gobierno del Distrito Federal, así
como al jefe delegacional en Tlalpan a mantener, con es-
tricto respeto a las formas internas de organización política
determinadas por el Consejo de los Pueblos originarios de
Tlalpan, una puntual observación en los distintos procesos
electivos que se lleven a cabo, del cumplimiento a las nor-
mas de elección de representantes establecidas por las pro-
pias comunidades de esa demarcación.

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo por el que
se exhorta a la Secretaría de Salud a incluir, a través del
Comité de Expertos en vacunación de México, a las muje-
res mexicanas de entre 9 y 55 años de edad en el esquema
nacional de aplicación de la vacuna contra el virus del Pa-
piloma Humano.

De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo por los
que se exhorta a la Secretaría de Salud destine recursos pa-
ra el Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Re-
productiva y al Fondo de Protección contra Riesgos Sani-
tarios del Seguro Popular y a la Cofepris para que
modifique la NOM-041-SSA2-2002. 
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De la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo por los
que se exhorta a la Secretaría de Salud a lanzar y poner en
funcionamiento el Seguro Binacional de Salud, así como
fortalecer los Programas de Salud para Migrantes. 

De la Comisión de Salud, con punto de acuerdo, para exhor-
tar al Ejecutivo federal para que, a través de la Secretaría de
Salud, dicte la Norma Oficial Mexicana de Prevención y
Atención Integral de Salud y Enfermedades Mentales. 

Dictámenes negativos de iniciativas

De la Comisión de Desarrollo Rural, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

De la Comisión de Desarrollo Rural, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción XII del artículo 179 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

De la Comisión de Desarrollo Rural, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con punto de acuerdo, por el que se desecha la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 60 Ter de
la Ley General de Vida Silvestre. 

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con puntos de acuerdo por los que se desechan tres Ini-
ciativas con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Educación. 

De la Comisión de Seguridad Pública, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 35 de la Ley Federal de Segu-
ridad Privada. 

De la Comisión de Seguridad Pública, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 10 de la Ley Federal Contra la
Delincuencia Organizada. 

De la Comisión de Seguridad Pública, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-

creto que reforma los artículos 5, 6, 9 y 10 de la Ley de la
Policía Federal Preventiva. 

De la Comisión de Gobernación, con puntos de acuerdo
por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decre-
to que expide la Ley de Expropiación y Restricciones al
Dominio de los Bienes. 

De las Comisiones Unidas de Energía y Presupuesto y
Cuenta Pública, con puntos de acuerdo por los que se dese-
cha la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
Orgánica y del Gobierno Corporativo de Petróleos Mexi-
canos y Organismos Subsidiarios; y abroga la Ley Orgáni-
ca de Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios. 

De la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios, con punto de acuerdo por el que se desecha la mi-
nuta con proyecto de decreto que expide la Ley de Protec-
ción a Migrantes y sus Familias, remitida por el Senado de
la República y turnada a esta Comisión en la pasada LIX
Legislatura. 

De la Comisión de Seguridad Pública, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la minuta con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona el artículo 10 de la Ley General
que Establece las Bases de Coordinación del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública. 

De la Comisión de Agricultura y Ganadería, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la minuta con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Sanidad Animal.

Proposiciones 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral a congelar el precio del diesel durante 2010 y a reo-
rientar los subsidios de los comestibles, a cargo del diputado
Guillermo Cueva Sada, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. (Sólo turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular al go-
bierno del estado de Durango, del municipio de Lerdo, a la
Conagua, a la Segob, a través del Centro Nacional de Pre-
vención de Desastres, y al Infonavit, a establecer una mesa
plural para resolver la problemática que aqueja a los habi-
tantes de la Colonia César G. Meraz, derivada de los hun-
dimientos en el lugar donde está asentada, a cargo del di-
putado Pedro Vázquez González, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión) 



Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la SHCP que
informe sobre la situación de las inversiones realizadas por
el IMSS en la empresa Metromedia, a cargo del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CNDH,
para que por conducto de la visitaduría correspondiente, re-
alice las investigaciones e inspecciones pertinentes a fin de
determinar la existencia de violaciones a los derechos hu-
manos en los penales de Durango, a cargo del diputado Bo-
nifacio Herrera Rivera, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, con la finalidad de crear una Comi-
sión Especial para dar seguimiento al cumplimiento de los
compromisos del Ejecutivo federal en la estrategia para la
recomposición social e institucional de Ciudad Juárez,
Chihuahua, a cargo de la diputada María Antonieta Pérez
Reyes, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la SCT que
instale sistemas de aterrizaje por instrumentos en el aero-
puerto de Nuevo Laredo, Tamaulipas, a cargo de la diputada
Cristabell Zamora Cabrera y suscrito por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des educativas del Gobierno del Estado de Tamaulipas a re-
alizar las acciones necesarias para cubrir las plazas de maes-
tros jubilados en el municipio de Matamoros, a cargo de la
diputada Norma Leticia Salazar Vázquez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP a ren-
dir un informe respecto al programa denominado “escuelas
de tiempo completo”, a cargo de la diputada Leticia Que-
zada Contreras, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Banco de
México, a la SHCP, a la STPS, a la SE, a la Comisión Na-
cional de Salarios Mínimos y a la Profeco a instrumentar
las medidas necesarias, urgentes y suficientes para proteger
y compensar el creciente deterioro del poder adquisitivo de
la clase trabajadora, a cargo de la diputada Cora Pinedo
Alonso, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Urgente
resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la SSP y de la Segob a permitir, en cumplimiento de sus
atribuciones y funciones, salvaguardar la integridad, los
derechos y bienes de las personas integrantes de esta so-
ciedad mexicana; asimismo, a actuar de manera igualitaria
en la atención y dar respuestas concretas y eficientes a las
víctimas de la delincuencia y el crimen organizado, a car-
go del diputado Jaime Flores Castañeda, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Urgen-
te resolución) 

Con punto de acuerdo, referente al embargo camaronero
impuesto por Estados Unidos a México, suscrita por diver-
sos diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios de
los Partidos Revolucionario Institucional, de la Revolución
Democrática, y Verde Ecologista de México. (Urgente re-
solución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al DIF nacio-
nal y a los DIF estatales y del Distrito Federal a realizar un
censo de los albergues que operan en sus demarcaciones,
con el objeto de conocer cuántos menores de edad tienen a
su cuidado y sus condiciones, e implar un programa per-
manente de supervisión de los albergues, a cargo del dipu-
tado Agustín Castilla Marroquín, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a establecer, a través de la SHCP y de la CFE, tari-
fas especiales para uso domiciliario y agrícola en las zonas
de atención prioritaria, a cargo del diputado Gerardo Ley-
va Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a expedir el Reglamento de la Ley de la Policía Fe-
deral y a informar, a través del titular de la SSP, sobre las
razones por las cuales no se ha publicado dicha norma, a
cargo de la diputada Adriana Sarur Torre, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. (Urgen-
te resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular del
GDF a cumplir con la entrega del Subsidio para la Segun-
dad Pública de los Municipios y las Demarcaciones Terri-
toriales del Distrito Federal, con la finalidad de que las die-
ciséis delegaciones beneficiadas ejerzan éste de manera
autónoma, conforme a la fórmula que refleja los criterios
que estableció esta soberanía en el PEF 2010, a cargo de la
diputada María de la Paz Quiñones Cornejo, del Grupo
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Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente reso-
lución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta de manera ur-
gente al Ejecutivo federal a remover al titular de la STPS,
a cargo del diputado Ramón Jiménez López, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al DIF nacio-
nal a implementar un registro nacional de adopciones, a
cargo del diputado Gregorio Hurtado Leija, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente resolu-
ción) 

Con punto de acuerdo, relativo al clima de inseguridad y
violencia en el estado de Chihuahua, a cargo del diputado
Mauricio Alonso Toledo Gutiérrez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente re-
solución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a instruir para que la SHCP, la Conagua, la SCT y
la Sedesol trabajen en coordinación para implementar un
programa emergente de rehabilitación de los caminos rura-
les, sistemas de distribución de agua entubada, reparación
de viviendas, así como la operación del Programa de Em-
pleo Temporal y de Apoyos Económicos, a efecto de resar-
cir los daños causados por las precipitaciones fluviales e
inundaciones en detrimento de las familias que viven en los
municipios de la región de La Montaña y de la Costa Chi-
ca, estado de Guerrero, a cargo del diputado Socorro Sofío
Ramírez Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se solicita al Pleno de es-
ta soberanía que, dentro del marco de la conmemoración
del Día Internacional de la Mujer, suscriba el documento
Compromisos por la igualdad entre mujeres y hombres,
suscrito por diputadas y diputados integrantes de la Comi-
sión de Equidad y Género. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Poderes
Ejecutivos y a los Congresos estatales, así como del Distri-
to Federal a conformar a partir del Presupuesto para el ejer-
cicio de 2010 un fondo especial para garantizar los recur-
sos necesarios a los municipios o demarcaciones
territoriales a efecto de que estos accedan al Subsemun,
suscrito por diputados integrantes de la Comisión de Segu-
ridad Pública. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno
del Estado de Nuevo León a informar a esta soberanía so-
bre el proceso de licitación número 48111002-09, corres-
pondiente a la obra “construcción de techos cuenca para
cosecha de agua de lluvia para el consumo humano”, lle-
vada a cabo por la Corporación para el Desarrollo Agrope-
cuario del Gobierno del Estado de Nuevo León, en el que
se incluya el presupuesto base con sus correspondientes
costos unitarios, a cargo del diputado Alfredo Javier Ro-
dríguez Dávila, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, para que las legisladoras y los le-
gisladores de esta honorable Cámara de Diputados donen
voluntariamente un día de su dieta, destinado a las y los
damnificados de los municipios de los estados de Michoa-
cán, Guanajuato, Querétaro, México y el Distrito Federal,
a los órganos político administrativos de las delegaciones
Gustavo A. Madero, Venustiano Carranza, Iztacalco e Izta-
palapa, que fueron afectados por los fenómenos hidrome-
teorológicos ocurridos en los primeros días de éste mes, a
cargo de la diputada Leticia Quezada Contreras, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sagarpa,
emita el pago del Procampo en los estados de Oaxaca,
Guerrero y Chiapas, a través de los Centros de Apoyo al
Desarrollo Rural y no por transferencia bancaria, a cargo
del diputado Elpidio Desiderio Concha Arellano, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la compare-
cencia del gobernador del Banco de México y del titular de
la SHCP, ante el Pleno de esta soberanía para que informen
respecto de la serie de monedas conmemorativas fusión
cultural “la mercancía” y “el intercambio”, a cargo del di-
putado Pedro Jiménez León, del Grupo Parlamentario de
Convergencia. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a coordinarse, a través de la Semarnat, con los go-
biernos estatales y municipales que forman parte de la
cuenca del río Laja para elaborar y ejecutar un plan de ma-
nejo de la cuenca, a fin de proteger y sanear dicho río, a
cargo del diputado Rubén Arellano Rodríguez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión) 



Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob pa-
ra que, en el ámbito de sus facultades, las radiodifusoras de
todo el país dejen de trasmitir o tocar la canción “Unas nal-
gadas”, que canta Alejandro Fernández, en su disco Dos
mundos, a cargo de la diputada Ma. Teresa Rosaura Ochoa
Mejía, del Grupo Parlamentario de Convergencia. (Turno a
Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, al Gobierno del estado de Jalisco, al INAH y a las
autoridades competentes a impulsar y promover como pa-
trimonio de la humanidad el centro de la ciudad de Puerto
Vallarta, a cargo del diputado Rafael Yerena Zambrano, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a establecer, a través de la Sedesol y de la Ssa, las
medidas conducentes para que aquellos ex braceros que
participaron en el Programa Bracero (1942-1964) puedan
ser incorporados al Programa 70 y Más y al Seguro Popu-
lar, a fin de que cuenten con un ingreso mínimo y acceso a
los servicios de salud que requieren para vivir con digni-
dad, a cargo del diputado Carlos Luis Meillón Johnston,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobierno
del Estado de México a establecer una mesa de diálogo y
negociación para resolver las demandas de los damnifica-
dos por las inundaciones en los municipios de Chalco y de
Valle de Chalco, a cargo del diputado Óscar González Yá-
ñez, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la SHCP y a
la SSP que implementen en el estado de Chihuahua un pro-
grama de regularización para los vehículos usados de pro-
cedencia extranjera, a cargo de la diputada Adriana Terra-
zas Porras, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las autorida-
des de la SEP y de la Segob a respetar la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
para reforzar acciones a favor de una cultura de respeto a
las diferencias y la no discriminación entre los miembros
de las comunidades escolares, autoridades, trabajadores,
maestros y estudiantes que favorezcan la sana convivencia
y el cumplimiento de los objetivos educativos, a cargo de

la diputada Gloria Romero León, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares
de la Segob y de la CNBV para que sean aceptadas como
documento oficial de identificación las credenciales de los
diputados federales en las instituciones bancarias y sucur-
sales que operan dentro de la República Mexicana, a cargo
del diputado Emilio Serrano Jiménez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las diputa-
das y diputados integrantes de las Comisiones Unidas de
Pesca y de Medio Ambiente y Recursos Naturales a des-
echar toda iniciativa que pretenda modificar el artículo 68
de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, por
el que se protegen las especies reservadas en exclusiva a la
pesca deportivo-recreativa, en este caso particular el pez
dorado, a cargo del diputado Miguel Ángel García Grana-
dos, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las Procura-
durías de Justicia de las entidades federativas a abatir el re-
zago en la ejecución de las órdenes de aprehensión, a car-
go del diputado Bonifacio Herrera Rivera, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral a instruir al titular de la SCT para que presente un in-
forme pormenorizado sobre los ingresos recaudados en 2009
por concepto de peaje, tanto de la red propia como por las
autopistas concesionadas; asimismo, a implementar un
programa mejoramiento de servicios, a cargo del diputado
Emilio Serrano Jiménez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, para que a través de las Comisiones
de Atención a Grupos Vulnerables, y Especial de apoyo a
los festejos del bicentenario de la Independencia y el cen-
tenario de la Revolución, se realice un encuentro nacional
de reconocimiento a adultos mayores centenarios en el
marco de esas conmemoraciones, a cargo de la diputada
Yolanda de la Torre Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Procura-
duría Ambiental y del Ordenamiento Territorial del Distri-
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to Federal a hacer públicas las recomendaciones de dicha
dependencia para desarrollos habitacionales en las 16 dele-
gaciones del Distrito Federal, a cargo de la diputada Silvia
Esther Pérez Ceballos, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a crear el Consejo de Atención Inmediata a las Co-
munidades y Municipios que Presentan Mayor Incidencia
Delictiva en el País, a cargo del diputado Jesús Alfonso Na-
varrete Prida, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a considerar, a través de la SCT, la pertinencia de
agilizar y aumentar los frentes de trabajo respecto a la am-
pliación y modernización de la Carretera San Luis Río Co-
lorado-Sonoyta-Caborca, estado de Sonora, a cargo del di-
putado Leonardo Arturo Guillén Medina, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión) 

Con punto de acuerdo, por el que se crea una Comisión Es-
pecial para el desarrollo de la familia, suscrito por las di-
putadas María Joann Novoa Mossberger y Paz Gutiérrez
Cortina, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, relativo a la tención y las indemni-
zaciones por las inundaciones en el estado de México y en
el Distrito Federal, a cargo del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a impedir, a través de la SE, la importación de fri-
jol, y dar prioridad a los productores nacionales sobre la
compra en el extranjero de esta leguminosa; y al titular de
la Sagarpa, a realizar un estudio urgente sobre el daño que
una acción de importación de esta naturaleza causaría a los
productores y consumidores nacionales, a cargo del dipu-
tado Rolando Zubía Rivera, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE y a
la Segob a solicitar, formular, establecer e implantar, en el
ámbito de su competencia y con sus contrapartes estadou-
nidenses, los mecanismos correspondientes y estrategias de
simplificación de los trámites y tiempos de resolución, con
el objetivo de agilizar la expedición de visas; y al Congre-

so de la Unión a incluir en el marco de la reunión interpar-
lamentaria México-Estados Unidos el tema específico del
apoyo del Congreso Estadounidense para que el procedi-
miento para la obtención de visa sea expedito y claro, a car-
go de la diputada Cristabell Zamora Cabrera, y suscrito por
diversos diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, relativo a la huelga de Cananea, a
cargo del diputado Francisco Hernández Juárez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Urgente resolución) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Infonavit, a
la SHCP, a la CNBV y a los gobiernos del Distrito Federal,
de los estados y de los municipios, en el marco de sus atri-
buciones, a otorgar a los cuerpos policiacos del país el ac-
ceso a créditos para la adquisición de vivienda y de vehí-
culos automotores, a cargo del diputado Ernesto de Lucas
Hopkins, y suscrito por diversos diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión) 

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Institu-
tos Electorales de los Estados de Aguascalientes, Baja Ca-
lifornia, Chiapas, Chihuahua, Durango, Hidalgo, Oaxaca,
Puebla, Quintana Roo, Sinaloa, Tamaulipas, Tlaxcala, Ve-
racruz, Yucatán y Zacatecas, a solicitar al IFE que colabo-
re en la organización de los procesos electorales por lle-
varse cabo en sus entidades respectivas durante el año
2010, a cargo del diputado Roberto Gil Zuarth, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a comi-
sión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal a ordenar, coordinar e implementar las acciones
precisas y necesarias con el titular de la Conagua a efecto
de solucionar la grave crisis hidrológica y ambiental que
viene padeciendo la cuenca de los ríos Lerma-Chapala-
Santiago, a cargo del diputado Joel González Díaz, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Urgente resolución) 

Excitativa 

Al Senado de la República, a solicitud del diputado José
Luis Ovando Patrón, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 



Agenda política 

Comentarios sobre la militarización y violación de los de-
rechos humanos en Ciudad Juárez, Chihuahua, a cargo del
diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Comentarios sobre la militarización del país e instalación
de retenes militares en diferentes partes de la República, en
particular en Querubabi, Sonora, a cargo del diputado José
Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo. 

Comentarios relativos a la partidización de los apoyos y la
parcial participación de las autoridades del estado de Mé-
xico y del Distrito Federal en las inundaciones registradas
en ambas entidades federativas, a cargo del diputado Car-
los Alberto Pérez Cuevas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Comentarios relativos al desalojo de los vecinos de la co-
lonia Nuevo Sol, en el municipio de Tuxpan, Veracruz, a
cargo del diputado Miguel Martín López, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: El siguiente punto del orden del día es la lectura del ac-
ta de la sesión anterior. Le pido a la Secretaría que consul-
te a la asamblea si se le dispensa la lectura, tomando en
consideración que ha sido publicada en la Gaceta Parla-
mentaria.

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se le dispensa la lectura al
acta de la sesión anterior, tomando en consideración que ha
sido publicada en la Gaceta Parlamentaria. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Acta de la Sesión de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, celebrada el jueves once de marzo de dos mil

diez, correspondiente al segundo periodo de sesiones ordi-
narias del primer año de ejercicio de la LXI Legislatura

Presidencia del diputado
Francisco Javier Salazar Sáenz

En el Palacio Legislativo de San Lázaro en la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de 281 di-
putadas y diputados, a las 11 horas con 19 minutos del jue-
ves 11 de marzo de 2010, el presidente declaró abierta la
sesión.

En votación económica se dispensó la lectura al orden del
día y enseguida del acta de la sesión anterior. Desde su cu-
rul el diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta, del
Partido del Trabajo, realizó comentarios. El presidente hi-
zo aclaraciones y en votación económica se aprobó el acta.

Se dio cuenta con oficio de la Mesa Directiva por el que in-
forma la recepción de dictámenes en sentido negativo rela-
tivos a proposiciones publicados en la Gaceta Parlamenta-
ria del miércoles 10 de marzo, de las Comisiones de
Gobernación, y de Población, Fronteras y Asuntos Migra-
torios. Publíquense en el Diario de los Debates y archíven-
se los expedientes como asuntos concluidos, por lo que se
refiere al dictamen de la Comisión de Población, Fronteras
y Asuntos Migratorios, se dio por atendida la proposición
correspondiente.

Se dio cuenta con oficio del diputado Héctor Agustín Mur-
guía Lardizabal, del Partido Revolucionario Institucional,
por el que solicita licencia para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en el II distrito del estado de
Chihuahua, a partir de esta fecha. En votación económica
se aprobaron los puntos de acuerdo por los que se conce-
de la licencia solicitada y se llama al suplente. Comuní-
quense.

Se dio cuenta con oficio de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público con el que remite anexos actualizados re-
lacionados con los informes trimestrales sobre la ejecución
del presupuesto, la situación económica, las finanzas pú-
blicas y la deuda pública correspondiente al cuarto trimes-
tre de 2009. Desde su curul el diputado Mario Alberto di
Costanzo Armenta, del Partido del Trabajo, hizo comenta-
rios. El presidente realizó aclaraciones e instruyó remitir
los anexos a las Comisiones de Hacienda y Crédito Públi-
co, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conoci-
miento.
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Se dio cuenta con oficio de la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes con el que remite el Presupuesto para el
Proyecto del Sistema Satelital Mexicano. Se remitió a las
Comisiones de Comunicaciones, para su conocimiento.

Se dio cuenta con oficios de la Secretaría de Gobernación
con los que remite contestaciones a puntos de acuerdo
aprobados por la Comisión Permanente relativos:

• Al caso Rosendo Radilla Pacheco contra los Estados
Unidos Mexicanos. Se remitió a la Comisión de Gober-
nación y al promovente, para su conocimiento.

• Al caso del campo algodonero contra los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se remitió al promovente, para su co-
nocimiento.

Se dio cuenta con oficios de la Cámara de Senadores con
los que remite:

• Iniciativa con proyecto de decreto que abroga la Ley
de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2010; el decreto por el que se reforman, adicionan y de-
rogan diversas disposiciones de las leyes del Impuesto
sobre la Renta, del Impuesto a los Depósitos en Efecti-
vo y del Impuesto al Valor Agregado, del Código Fiscal
de la Federación y del decreto por el que se establecen
las obligaciones que podrán denominarse en Unidades
de Inversión y reforma y adiciona diversas disposicio-
nes del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 1 de abril de 1995; el decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios; el de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Derechos y el decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Derechos, relativo al régimen fiscal de Petróle-
os Mexicanos, presentada por el senador Ricardo Mon-
real Ávila, del Partido del Trabajo. Se turnó a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público.

• Minuta con proyecto de decreto por el que se reforma
la Ley de Asistencia Social. Se turna a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables.

El presidente informó a la asamblea que en relación con la
proposición con punto de acuerdo presentada en la sesión
del miércoles 10 de marzo de 2010 por el diputado Alfon-
so Navarrete Prida, del Partido Revolucionario Institucio-

nal, para crear una Comisión Especial para investigar las
denuncias ciudadanas contenidas en el libro “Camisas
Azules, Manos Negras”, se turnó a la Junta de Coordina-
ción Política.

Se dio cuenta con las siguientes proposiciones con puntos
de acuerdo de los diputados:

• Cuauhtémoc Salgado Romero, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se exhorta a las institu-
ciones de salud, a los Congresos estatales y a la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal, a que en conjunto
y de manera coordinada desarrollen un plan de difusión
de los centros de atención primaria de adicciones “Nue-
va Vida”. Se dio cuenta de su recepción y se turnó a la
Comisión de Salud.

• Eduardo Mendoza Arellano, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta al titular de la
Comisión Federal de Electricidad, a que rinda un infor-
me detallado de los reportes de eventos diarios que emi-
te el Sistema Integral de Control Remoto y Acción de
Datos instalados en los centros de operación de las re-
des de distribución de Ecatepec, Pedregal y Verónica,
como causa de las inundaciones ocurridas en Chalco,
Ecatepec e Iztapalapa. Se dio cuenta de su recepción y
se turnó a las Comisiones Unidas de Energía, y de Re-
cursos Hidráulicos.

• Leticia Robles Colín y Vidal Lleneras Morales, del
Partido de la Revolución Democrática, relativo a las
afectaciones por las precipitaciones pluviales e inunda-
ciones de los días 2, 3, 4 y 5 de febrero de 2010, en mu-
nicipios de los estados de México y Michoacán, así co-
mo en cuatro delegaciones del Distrito Federal. Se dio
cuenta de su recepción y se turnó a la Comisión de Go-
bernación.

• Alejandro Carabias Icaza, del Partido Verde Ecologis-
ta de México, relativo a los recursos para la prevención
y control del virus del papiloma humano y el cáncer cér-
vicouterino, en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción de 2011. Se dio cuenta de su recepción y se turnó a
la Comisión de Salud.

• Carlos Samuel Moreno Terán, del Partido Verde Eco-
logista de México, por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, a que instruya a la Secretaría de Economía y a la
Secretaría de Gobernación, para que en conjunto se avo-
quen al estudio jurídico sobre la posibilidad de solicitar



la cancelación de la concesión que opera la mina de Ca-
nanea, a la empresa Mexicana de Cananea Sociedad
Anónima de Capital Variable. Se dio cuenta de su re-
cepción y se turnó a las Comisiones Unidas de Econo-
mía y de Gobernación.

• Velia Idalia Aguilar Armendáriz, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta a la Secretaría de Go-
bernación, así como al Comité Técnico del Fideicomiso
que Administra el Fondo de Apoyo Social para ex Tra-
bajadores Migratorios Mexicanos, tomen las medidas
pertinentes para cubrir el pago correspondiente a los ex
braceros o a sus beneficiarios, cuando éste se les haya
negado por errores tipográficos o en el proceso de inte-
gración de su expediente los cuales son totalmente aje-
nos a su responsabilidad, así como a corregir los mis-
mos. A solicitud hecha desde su curul por el diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, y aceptado por el proponente se turnó
a la Junta de Coordinación Política.

• Josué Cirino Valdés Huezo, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se exhorta al director gene-
ral del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, pa-
ra que se cuente bien a los mexicanos de los municipios
del país y considere la idea de no disminuir a menos de
la mitad las preguntas del cuestionario en el próximo
Censo General de Población y Vivienda. Se turnó a la
Comisión de Gobernación.

• Martha Elena García Gómez, del Partido de la Revo-
lución Democrática, por el que se exhorta al titular de
Secretaría de Desarrollo Social a fin de que impulse la
creación de un programa social de instauración de ins-
tancias de día para las y los adultos mayores del país. Se
turnó a la Comisión de Desarrollo Social.

• Narcedalia Ramírez Pineda, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se solicita a la Secretaría de
Economía, escuche la opinión de los sectores producti-
vos del campo mexicano, antes de avanzar en las pláti-
cas preparatorias y en la negociación del Tratado de Li-
bre Comercio con Brasil, para no afectar a nuestro
sector agropecuario en ese acuerdo. Se turnó a la Comi-
sión de Economía.

• José Ignacio Seara Sierra, del Partido Acción Nacio-
nal, por el que se exhorta al Ejecutivo federal para que
a través de las instancias correspondientes y en ejercicio
de sus atribuciones, consideren al estado de Campeche

como sede para la construcción de un Centro de Inves-
tigaciones Espaciales. Se dio cuenta de su recepción y
se turnó a la Comisión de Ciencia y Tecnología.

• Juan Enrique Ibarra Pedroza, del Partido del Trabajo,
por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a pagar en una
sola exhibición, la cantidad que se adeuda a ex trabaja-
dores migratorios, con cargo al patrimonio del Fideico-
miso que administrará el Fondo de Apoyo Social para
Ex trabajadores Migratorios Mexicanos. Se turnó a la
Comisión de Gobernación.

• José del Pilar Córdova Hernández, del Partido Revo-
lucionario Institucional, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal, a la Secretaría de Energía y a la Comisión
Federal de Electricidad, para que pongan en marcha me-
didas para el control de las inundaciones en Tabasco, así
como para que en conjunto con la Comisión Nacional
del Agua, se regule el desfogue de las presas de acuerdo
a las temporadas de lluvias y los sistemas meteorológi-
cos nacionales, y se obligue a la Comisión Federal de
Electricidad a responder por los daños que está ocasio-
nando a los bordos de protección y obras hidráulicas que
se realizan en Tabasco. Se turnó a la Comisión de Ener-
gía, con opinión de la Comisión de Recursos Hidráuli-
cos.

A las 12 horas con 12 minutos, por instrucciones de la Pre-
sidencia, la Secretaría instruye el cierre del sistema elec-
trónico de asistencia con un registro de 412 diputadas y di-
putados.

• Francisco Arturo Vega de Lamadrid, del Partido Ac-
ción Nacional, por el que se exhorta al Ejecutivo fede-
ral, para que a través de la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores, se considere en las festividades propias de las
embajadas y consulados mexicanos, en el exterior, el
consumo de vinos de mesa preferentemente mexicanos,
con el objeto de expandir la industria vitivinícola del pa-
ís. Se turnó a la Comisión de Relaciones Exteriores.

• Mario Alberto di Costanzo Armenta, del Partido del
Trabajo, para que la Cámara de Diputados apruebe la
implantación de un plan emergente de desarrollo social
en Ciudad Juárez, Chihuahua. Se turnó a la Comisión de
Desarrollo Social.

• Carolina Gudiño Corro, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta al Ejecutivo federal,
a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
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de la Comisión Federal de Electricidad y de la Secreta-
ría de Energía, reclasifiquen las tarifas de energía eléc-
trica en el estado de Veracruz. Se dio cuenta de su re-
cepción y se turnó a la Comisión de Energía.

• Sergio Tolento Hernández, del Partido Acción Nacio-
nal, por el que se exhorta al Ejecutivo federal y al go-
bierno de Baja California, para que asignen los recursos
necesarios para que se realicen los estudios del estado
de salud y estatus de conservación de la población de
Totoaba, en el Golfo de California. Se turnó a la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

• Juan Enrique Ibarra Pedroza, en nombre propio y de la
diputada Laura Itzel Castillo Juárez, del Partido del Tra-
bajo, por el que se solicita la comparecencia ante esta
soberanía de los titulares de la Secretaría de Goberna-
ción, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de
la Secretaría de Desarrollo Social, de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, de la Secretaría
de Energía, de la Secretaría de Economía, de la Secreta-
ría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación, de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, de la Secretaría de la Función Pública , de
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, de la Co-
misión Federal de Electricidad, del Servicio de Admi-
nistración y Enajenación de Bienes, a fin de exponer un
informe documentado, completo y detallado del estado
en que se encuentra el decreto de extinción de Luz y
Fuerza del Centro, la situación que guarda su proceso de
desincorporación y el estado en que se encuentra la
prestación del servicio público de energía eléctrica en la
región atendida por Luz y Fuerza del Centro. Se turnó a
la Junta de Coordinación Política.

• Sergio Mancilla Zayas, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta al director general de
la Comisión Federal de Electricidad, a que disponga la
reubicación de la planta generadora de energía, dentro
de la misma subestación “Los Remedios”, en razón de
que genera contaminación ambiental acústica y daños a
las construcciones de los habitantes de los fracciona-
mientos Jardines de San Mateo y Alcanfores, del muni-
cipio de Naucalpan de Juárez, México. Se turnó a la Co-
misión de Energía.

• Mario Alberto di Costanzo Armenta, del Partido del
Trabajo, por el que se exhorta a la Cámara de Diputa-
dos, para que a la brevedad otorgue seguridad social a
todas las personas que prestan sus servicios en esta so-

beranía, sea a grupos parlamentarios o por el régimen de
honorarios. Se turnó a la Junta de Coordinación Políti-
ca.

Desde sus curules realizaron comentarios en relación con
los sucesos de la sesión del 10 de marzo de 2010 los dipu-
tados: Guadalupe Eduardo Robles Medina, del Partido Ac-
ción Nacional, quien ofreció disculpas al Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México, y Juan José
Guerra Abud, quien en nombre de ese grupo parlamentario
las aceptó.

• Diva Hadamira Gastélum Bajo, en nombre propio y
del diputado Manuel Guillermo Márquez Lizalde, del
Partido Revolucionario Institucional, por el que se soli-
cita a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, des-
tine parte de los subejercicios a que se refiere el artícu-
lo 14 del decreto del Presupuesto de Egresos de la
Federación de 2010, al Fideicomiso 2106, con el fin de
incrementar el patrimonio de éste y dar cauce al objeto
por el que fue creado. Se turnó a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público.

• Samuel Herrera Chávez, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se solicita a la Secretaría de
Desarrollo Social y al Consejo Nacional de Evaluación
de la Política de Desarrollo Social, proporcionen infor-
mación concreta sobre la utilización de los datos de me-
dición de pobreza, las correcciones, modificaciones y
supresiones de programas que hayan sido resultado de
la aplicación de dichas evaluaciones. Se turnó a la Co-
misión de Desarrollo Social.

• Nazario Norberto Sánchez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta a la Secretaría
de Protección Civil del Distrito Federal, a que informe
con qué tecnología cuenta para la prevención de sismos,
que complemente el Sistema de Alerta Sísmica del Cen-
tro de Instrumentación y Registro Sísmico, para reducir
la vulnerabilidad de la población de la Ciudad de Méxi-
co, asimismo se coordine con la Secretaría de Goberna-
ción para hacerlo extensivo a las entidades federativas
con riesgo sísmico. Se turnó a la Comisión del Distrito
Federal.

• Agustín Guerrero Castillo, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que remueva de su cargo al titular de la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes, asimismo se
exhorta al director del Instituto Mexicano del Seguro



Social, cese la subrogación de guarderías y proceda a
manejarlas de manera directa en apego a derecho y para
la prestación de un servicio de calidad y que vele por la
seguridad de las hijas e hijos de los trabajadores afilia-
dos. Se turnó a la Junta de Coordinación Política.

• Julio Saldaña Morán, del Partido Acción Nacional, por
el que se exhorta a las autoridades municipales de Vera-
cruz, a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales y a la Comisión Nacional del Agua, a no autori-
zar los proyectos en el humedal de tembladeras en dicha
entidad. Se turnó a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales.

• Jesús Ramírez Rangel, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público y a la Comisión Federal de Electricidad,
ajusten la tarifa eléctrica doméstica del municipio de
Muzquiz, Coahuila, tomando como referencia los datos
climatológicos de la estación meteorológica automática
localizada en el centro del área urbana de dicho munici-
pio. Se dio cuenta de su recepción y se turnó a la Comi-
sión de Energía.

• Ezequiel Retiz Gutiérrez, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta a las entidades federativas y a sus
respectivos municipios, que a la fecha no hubiesen ex-
pedido las leyes o realizado las modificaciones condu-
centes en materia de responsabilidad patrimonial del es-
tado, a que realicen las reformas necesarias para ello,
con el fin de dar cumplimiento a la obligación constitu-
cional en la materia, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 14 de junio de 2002. Se turnó a la Comi-
sión de Justicia.

• Tomasa Vives Preciado, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para que a tra-
vés de la Procuraduría Federal del Consumidor y de la
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
Usuarios de Servicios Financieros, a los gobiernos de
las entidades federativas y sus municipios, así como a
los gobiernos del Distrito Federal y sus demarcaciones
territoriales para que, de forma individual o coordinada,
implanten campañas informativas sobre los riesgos de la
usura. Se dio cuenta de su recepción y se turnó a las Co-
misiones Unidas de Economía y de Hacienda y Crédito
Público.

• Carlos Alberto Pérez Cuevas, del Partido Acción Na-
cional, por el que se exhorta al gobernador del estado de

México y a la Procuraduría General de la República, a
que instruyan –en el ámbito de sus competencias– la re-
alización de investigaciones para deslindar responsabi-
lidades y, en su caso, proceder penalmente contra quien
resulte responsable por la supuesta participación y vin-
culación de miembros de la Agencia de Seguridad Esta-
tal con la delincuencia organizada. Se dio cuenta de su
recepción y se turnó a la Comisión de Justicia.

• Carlos Alberto Ezeta Salcedo, del Partido Verde Eco-
logista de México, relativo a la deforestación, conserva-
ción y protección de los bosques y selvas y su inventa-
rio. Se turnó a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales.

• Elsa María Martínez Peña, de Nueva Alianza, por el
que se exhorta al titular de la Secretaría de Educación
Pública, revise exhaustivamente el proceso de evalua-
ción de la calidad de los programas de las escuelas nor-
males públicas del país. Se turnó a la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos.

• David Hernández Vallín, en nombre propio y de la di-
putada Margarita Gallegos Soto, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se exhorta al presidente de
la República a no intervenir en el proceso electoral de
Aguascalientes y suspenda sus giras de proselitismo
electoral en los estados del país donde habrán de cele-
brarse procesos electorales, asimismo que esta sobera-
nía forme una Comisión Especial de legisladores para
dar seguimiento al presente punto de acuerdo, bajo el
cumplimiento irrestricto de la ley. Se turnó a la Junta de
Coordinación Política.

• Blanca Estela Jiménez Hernández, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que se exhorta a los titula-
res del Ejecutivo federal y de la Secretaría de Goberna-
ción, dejen de transmitir boletines de aprehensión en
contra de la delincuencia o acciones policíacas, en me-
dios de difusión. Se turnó a la Comisión de Goberna-
ción.

• Leticia Quezada Contreras, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud, a la Comisión Federal para la Protección con-
tra Riesgos Sanitarios y a la Secretaría de Economía, a
que lleven a cabo las acciones necesarias para regular
adecuadamente la comercialización, distribución y ven-
ta de las denominadas bebidas energizantes. Se turnó a
las Comisiones Unidas de Salud, y de Economía.
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• Florentina Rosario Morales, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, en nombre propio y de diputados in-
tegrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido de la
Revolución Democrática y del Partido del Trabajo, por
el que se hace público el conocimiento oficial y las obli-
gaciones derivadas de la sentencia emitida por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, por el caso Ro-
sendo Radilla en contra del Estado mexicano. Se turnó
a la Junta de Coordinación Política.

• Víctor Manuel Castro Cosío, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta al gobierno de
Baja California y a los miembros del Partido Acción Na-
cional de esta entidad, a que cesen de inmediato la cam-
paña de violencia sistemática en contra la ciudadanía,
especialmente en perjuicio de la maestra en ciencias
Martha Beatriz López Amador. Se turnó a la Junta de
Coordinación Política.

• Óscar Martín Arce Paniagua, del Partido Acción Na-
cional, por el que se exhorta al gobernador del estado de
México y a la Procuraduría General de Justicia de dicho
estado, para que investiguen los posibles vínculos de
miembros de la Agencia de Seguridad Estatal con la de-
lincuencia organizada, así como para que se implanten
de manera urgente, procedimientos de control y confia-
bilidad a los integrantes de dicha corporación policiaca.
Se dio cuenta con su recepción y se turnó a la Junta de
Coordinación Política.

• Víctor Manuel Báez Ceja, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se solicita al titular de la Secre-
taría de Turismo, emita a la brevedad posible el Regla-
mento de la Ley General de Turismo. Se turna a la Co-
misión de Turismo.

• Rafael Pacchiano Alamán, del Partido Verde Ecologis-
ta de México, relativo al embargo camaronero impuesto
por Estados Unidos de América a México. Se turnó a la
Comisión de Pesca.

Se dio cuenta con las siguientes proposiciones de acuerdo
de la Junta de Coordinación Política:

• Por el que se exhorta al Poder Judicial de la federación
a que revise el proceso de las ciudadanas Teresa Alcán-
tara Juan y Alberta González Cornelio, y a la Comisión
de Derechos Humanos de la LXI Legislatura, a que so-
licite al presidente de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos información detallada sobre las accio-

nes que ha tomado en la defensa de las ciudadanas men-
cionadas.

• Por el que se hace un urgente llamado al titular del Po-
der Ejecutivo en contra del uso de la fuerza del Estado
en las minas de Cananea, Sombrerete y Taxco.

En sendas votaciones económicas se aprobaron los acuer-
dos. Comuníquense.

La Secretaría dio lectura al orden del día de la próxima se-
sión.

El presidente clausuró la sesión a las 14 horas con 13 mi-
nutos y citó para la próxima que tendrá lugar el martes 16
de marzo de 2010 a las 11:00 horas.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
Está a discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la
palabra, en votación económica se pregunta si se aprueba.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobada el acta.

Proseguimos con el desahogo del orden del día con el ca-
pítulo de comunicaciones.

SECRETARIA DE CULTURA DEL
GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Secreta-
rios de la honorable Cámara de Diputados, presentes.

La Secretaría de...

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Con permiso, compañero. Estamos en huelga, en apoyo a
la huelga...



El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Proceda la Secretaría a dar lectura a la comunicación
de la Secretaría de Cultura del Distrito Federal. Diputado
Ramírez Marín, dígame usted.

El diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (desde la cu-
rul): Presidente, para solicitar atentamente, en primer lugar,
que llame al orden de la sesión. En segundo lugar, a que to-
me las medidas necesarias para que continúe. En tercer lu-
gar, presidente, para decir a nuestros compañeros que hay
un espacio en la agenda política donde esos temas pueden
inscribirse y debatirse. Le suplicamos que continúe con la
sesión.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado, por sus comentarios. Sí, señor dipu-
tado Escudero, dígame usted.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul): En
el mismo sentido. Existe un gran rezago legislativo. Lo que
tiene que hacer esta Cámara de Diputados es ponerse a tra-
bajar. Le pedimos atentamente que reanude la sesión y em-
pecemos a trabajar con gran responsabilidad. No podemos
ser rehenes de unos cuantos. Gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado Escudero. Diputado Carlos Pérez,
dígame usted.

El diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas (desde la cu-
rul): Señor presidente, en el mismo sentido de lo que ya ha
manifestado la bancada del PRI y la bancada del Verde. Ac-
ción Nacional considera que tenemos en puerta una gran
cantidad de trabajo por construir y no podemos seguir
siendo rehenes de unos cuantos. Que tienen derecho a ma-
nifestarse, sí, pero jamás tendrán el derecho de impedir que
esta Cámara siga trabajando.

La bancada de Acción Nacional se pronuncia para que ha-
ga uso de sus facultades, presidente, y que la sesión conti-
núe.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Le agradezco sus comenta-
rios. Pido a los señores secretarios que vengan a ocupar su
espacio en esta Mesa Directiva, en la parte donde nos en-
contramos. Sí, diputado Omar Fayad, dígame usted.

El diputado Omar Fayad Meneses (desde la curul): Pre-
sidente, preguntarle si nos pueden informar a qué se debe

la toma de la tribuna porque hasta acá no se escuchó. Cuan-
do menos saber de qué se trata. Pedirles que inscriban el
tema en la agenda política, y después que continúe la se-
sión.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Creo que tomaron la decisión los compañeros del PT
de así hacerlo. Así es que están en su derecho y están ahí
haciendo lo que ellos consideran que es correspondiente.

Pido a los señores secretarios y a las señoras secretarias
que suban a este espacio donde nos encontramos los vice-
presidentes y su servidor, a efecto de continuar con la se-
sión.

Pido a la Secretaría que dé cuenta de la comunicación de la
Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal.

El diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado, dígame usted.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Comunicaciones. De la Secretaría de Cultura del Gobierno
del Distrito Federal.

Invitación de la Secretaría de Cultura del Gobierno del Dis-
trito Federal a la ceremonia cívica conmemorativa del 72
aniversario...

El diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado Ramírez Marín, dígame usted.

El diputado Jorge Carlos Ramírez Marín (desde la curul):
Señor presidente, para que la sesión continúe en un ambien-
te de orden, por favor, le solicitamos declare un receso.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Vamos a continuar con la sesión, porque también la
asamblea no puede ser rehén de quienes impiden la reali-
zación de las tareas parlamentarias.

Le pido a todos los grupos parlamentarios actuemos con
responsabilidad y vamos a desahogar nuestro orden del día.
Gracias, diputado.
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El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Secretarios de la Honorable Cámara de Diputados— Pre-
sentes.

La Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal
ha programado la ceremonia cívica conmemorativa del 72
aniversario de la Expropiación Petrolera (1938), el jueves
18 de marzo, a las 10:00 horas, en el Eje Central Lázaro
Cárdenas y Doctor Erazo, colonia Doctores, delegación
Cuauhtémoc.

Por lo anterior, me permito solicitar a ustedes los nombres
de los diputados de esa honorable Cámara que asistirán a la
ceremonia de referencia.

Agradezco las atenciones que se sirvan prestar a la presen-
te y les reitero las seguridades de mi atenta y distinguida
consideración.

Atentamente

Licenciada Guadalupe Lozada León, coordinadora.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Para asistir en representación de esta Cámara se desig-
na a los siguientes diputados: Roberto Rebollo Vivero y
Avelino Méndez Rangel.

Señoras y señores diputados, continuamos con oficios de la
Junta de Coordinación Política.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Diputado Francisco Ramírez...

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA
FISCAL Y ADMINISTRATIVA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrati-
va.

Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 41, fracción
XXXIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justi-

cia Fiscal y Administrativa, por su amable conducto me
permito presentar a la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión la memoria anual de funcionamiento de este
tribunal, correspondiente a 2009, elaborada por la Junta de
Gobierno y Administración, con las actividades y los re-
sultados obtenidos por todas las áreas que integran este ór-
gano jurisdiccional.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarle la
seguridad de mi más alta consideración.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 8 de marzo de 2010.— Francisco Cuevas Godínez (rú-
brica), magistrado Presidente.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico para su conocimiento.

VIRUS INFLUENZA AH1N1

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número DGPL 61-II-2-308 signado
por los diputados Francisco Javier Ramírez Acuña y Héc-
tor Pablo Ramírez Puga Leyva, presidente y secretario, res-
pectivamente, de la Mesa Directiva de la Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión, me permito
remitir para los fines procedentes, copia del similar núme-
ro 170/UCVPS/DGAVS/312/2010, suscrito por el licencia-
do Miguel Gutiérrez Hernández, director general adjunto
de Vinculación Social de la Secretaría de Salud, así como
los anexos que en el se mencionan, mediante los cuales
responde el punto de acuerdo relativo a la vacuna contra la
influenza AH1N1.

Atentamente 

México, DF, a 8 de marzo de 2010.— Licenciado Gonzalo Altamirano
Dimas (rúbrica), titular de la Unidad.»



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Contador Público José Manuel Minjares Jiménez, subse-
cretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Me refiero al punto de acuerdo presentado en la sesión ce-
lebrada el 13 de enero pasado por la senadora María del
Socorro García Quiroz (PRI), en los siguientes términos:

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de Salud para que a la bre-
vedad posible informe a esta soberanía las medidas
emergentes que tiene implantadas para vacunas o medi-
camentos que requieran refrigeración en caso de existir
cortes en los suministros de energía eléctrica y contin-
gencias ambientales; asimismo, para que explique las
medidas de seguridad en el resguardo de éstos.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de Salud para que, a la
brevedad posible, explique a esta soberanía sobre los
criterios bajo los cuales se llevará a cabo la verificación
y mecanismo de oferta para poner a disposición del sec-
tor privado la vacuna contra la influenza AH1N1.

Al respecto, me permito acompañar oficio número 0708,
suscrito por el doctor Fernando Meneses González, coordi-
nador de Asesores de la Subsecretaría de Prevención y Pro-
moción de la Salud, quien remite tos comentarios del Cen-
tro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia
y del Centro Nacional de Vigilancia Epidemiológica y
Control de Enfermedades, respecto del punto de acuerdo
referido.

Con base en lo anterior, he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

México, DF, 8 de marzo de 2010.— Licenciado Miguel Gutiérrez Her-
nández (rúbrica), director general adjunto.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Licenciado Miguel Gutiérrez Hernández, director general
adjunto de Vinculación Social de la Unidad Coordinadora
de Vinculación y Participación Social.— Presente.

En atención a su oficio 170/UCVPS/DGAVS/48/2010 me-
diante el cual hacen del conocimiento el punto de acuerdo
presentado por los diputados Francisco Javier Ramírez
Acuña y Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, presidente y
secretario, respectivamente, de la Mesa Directiva de la Co-
misión Permanente del honorable Congreso de la Unión,
en donde se solicita lo siguiente:

“Único. La Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión, con sustento en lo dispuesto en los
numerales 1 y 3 del artículo 45 y en los numerales 1 y 3
del artículo 97 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, solicita al titular
de la Secretaría de Salud, hacer llegar a esta soberanía a
la brevedad, un informe sobre:

a) Las medidas emergentes que se tienen implanta-
das para vacunas y medicamentos que requieran re-
frigeración, principalmente en caso de existir cortes
en los suministros de energía eléctrica y contingen-
cias ambientales, explicando a detalle las medidas
de seguridad en el resguardo de las mismas.

b) Los criterios bajo los cuales se llevará a cabo la
verificación y mecanismo de oferta para poner a dis-
posición del sector privado la vacuna contra la in-
fluenza AH1N1.

c) Los contratos que se han otorgado o se vayan a
otorgar para la compra de las vacunas contra la in-
fluenza AH1N1, explicando a detalle las condicio-
nes que imperaban durante la fase de alarma y, con-
cretamente, durante la contratación.”

Al respecto, me permito adjuntar los oficios números
405/CeNSIA/2010 y CENAVECE/3117/10, suscritos por
la directora general del Centro Nacional para la Salud de la
Infancia y la Adolescencia y el director general del Centro
Nacional de Vigilancia Epidemiológica y Control de En-
fermedades, respectivamente, mediante los cuales propor-
cionan la opinión técnica a los puntos de acuerdo de refe-
rencia.

Sin otro particular
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Atentamente

México, DF, a 5 de marzo de 2010.— Doctor Fernando Meneses Gon-
zález (rúbrica), coordinador.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Fernando Meneses González, coordinador de Ase-
sores de la SPPS.— Presente.

En respuesta a su oficio 0347 recibido el día 8 de febrero
en este centro, le envío la información correspondiente:

a) Relacionado con las medidas emergentes que tienen
implementadas para vacunas y medicamentos que re-
quieran refrigeración, principalmente en caso de existir
cortes en los suministros de energía eléctrica y contin-
gencias ambientales, explicando a detalle las medidas
de seguridad en el resguardo de éstas.

Anexo Plan de Contingencia de Cadena de Frío.

b) Los criterios bajo los cuales se llevará a cabo la veri-
ficación y mecanismo de oferta para poner a disposición
del sector privado la vacuna contra la influenza A
(H1N1).

Este centro no dispone de biológicos para sector pri-
vado, esta tarea la realiza Birmex, quienes tienen co-
nocimiento de los requisitos de cadena de frío y con-
servación de vacunas necesarios para asegurar que
la vacuna llegue en condiciones adecuadas a su des-
tino final.

c) Los contratos que se han otorgado o se vayan a otor-
gar para la compra de las vacunas contra la Influenza A
(H1N1), explicando a detalle las condiciones que impe-
raban durante la fase de alarma y, concretamente, du-
rante la contratación.

Censia no ha otorgado, ni firmado contrato de com-
pra de vacunas contra influenza.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 11 de febrero de 2010.— Doctora Vesta Richardson Ló-
pez Collada (rúbrica), directora general.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Plan de Contingencia de la Cadena de Frío.

Establecer un Plan de Contingencia, es indispensable ante
un desastre natural o por error humano (huracán, inunda-
ciones, sismos, corte de energía eléctrica) ya que pone en
peligro la integridad y funcionamiento de los equipos fri-
goríficos instalados en las unidades de salud que pudieran
ser afectados por dichos eventos. Por este motivo es nece-
sario prever los posibles daños u rompimiento de la cade-
na de frío, por ello es conveniente contar con un sistema
bien establecido garantizando la conservación y el poder
inmunógeno de las vacunas.

El Plan de Contingencia es aplicable al sector salud así co-
mo organismos públicos, privados y sociales en los dife-
rentes niveles de atención, tanto nivel estatal, jurisdiccio-
nal, municipal, delegación, zona o localidad.

Objetivo general:

Unificar criterio entre el sector salud, privado y social, an-
te eventualidades que ponga en riesgo o dañe la cadena de
frío para la conservación de las vacunas.

Específicos:

• Establecer líneas de acción a seguir en situaciones de
emergencia que pueden afectar el adecuado funciona-
miento de la cadena de frío para la conservación de las
vacunas en cada uno de los niveles que conforman la ca-
dena de frío.

El plan de contingencia incluye lo siguiente:

• Un esquema y procedimientos a seguir ante un desas-
tre natural

• Fortalecer los consejos estatales de vacunación

• Coordinación interinstitucional e intersectorial

• Contar con un directorio del personal involucrado en
la cadena de frío

• Evaluación periódica de las condiciones del equipo de
la cadena de frío por institución.



• Análisis y reportes de accidentes de la cadena de frío.

• Establecer unidades centinelas tales como: centros de
vacunología, almacenes de vacunas, centro de salud, clí-
nicas u hospitales. Los cuales deben de contar con el
equipo idóneo exclusivo para almacenamiento de vacu-
nas y con la capacidad suficiente para garantizar su res-
guardo

• Elaborar un mapa para la ubicación de las unidades
centinelas,

• Contar con una red de comunicación entre las áreas
donde se ubican las unidades centinelas, tales como In-
ternet, fax, teléfono móvil e inalámbrico, etcétera, asi-
mismo con vías accesibles de transporte.

• Contar con un programa de capacitación para el per-
sonal involucrado en el manejo de la cadena de frío y
vacunación, por cada nivel de salud.

• Elaborar un programa de supervisión con las acciones
del plan de contingencia por cada uno de los niveles de
salud.

• Seguimiento a las acciones planeadas y ejecutadas.

• Recursos Humanos: coordinador de vacunación, coor-
dinador de Recursos Financieros, coordinador de epide-
miología y personal encargado de infraestructura, salud
ambiental, personal de mantenimiento preventivo y co-
rrectivo para las unidades refrigerantes, y personal va-
cunador.

• Análisis de información con la finalidad de evaluar o
reforzar cualquier tipo de acción que beneficie las me-
didas tomadas antes, durante y después del evento.

• Recursos Financieros. Contar con una partida para la
dotación suficiente y oportuna de insumos tales como ga-
solina, viáticos, etcétera, en caso de desastres naturales

• Recursos Materiales:

Las instituciones del sector salud, privadas o públicas do-
tarán los insumos necesarios: vacunas, jeringas, equipo ne-
cesario para conservación de las vacunas, papelería, etcéte-
ra, vehículos termoking para el traslado de vacuna, para
transporte de personal, trasporte de carga para traslado de

las unidades refrigerantes conforme lo tenga contemplado
y de acuerdo a sus necesidades.

Durante el desarrollo normal de las actividades realizadas
en el Programa de Vacunación Universal, es probable que
se presenten situaciones de emergencia en las unidades re-
frigerantes; estas situaciones generalmente se presentan
por descompostura de la unidad refrigerante o por inte-
rrupción de la energía eléctrica. Para ello es conveniente
que se tomen las siguientes medidas

• Medidas inmediatas

a) Verificar que la temperatura se encuentre dentro del
rango entre 2°C y 8°C.

b) Revisar la unidad refrigerante, sin abrir la puerta, con
la intención de detectar la causa y de ser posible, darle
solución (verificar si el cordón o cable eléctrico ésta co-
nectado, si las conexiones o contactos están debidamen-
te instalados, si los fusibles no están fundidos, etcétera).

c) Si no resuelve el problema, avisar a la persona res-
ponsable, sellar con tela adhesiva la puerta y colocar en
la parte frontal un letrero con la leyenda “No se abra”;
también se debe registrar la hora del incidente y la tem-
peratura que guardan las vacunas en ese momento.

d) En caso de emergencia por falla del refrigerador o
cortes de energía eléctrica, dependiendo de la capacidad
del evaporador, del número de paquetes refrigerantes
dentro de él y la cantidad de botellas con agua en los es-
pacios libres del gabinete, la temperatura entre 2°C y
8°C se puede mantener hasta por cuatro horas en climas
cálidos, y hasta por 10 horas, en climas fríos, siempre y
cuando no se abra la puerta del refrigerador.

e) En aquellos lugares donde la temporada invernal al-
canza temperaturas ambientales por debajo de 0°C, que
afecta la temperatura interna del refrigerador, se deberá
de regular el termostato y retirar las botellas del gabine-
te para estabilizar su temperatura interna.

• Medidas mediatas

a) Tener un esquema de coordinación bien establecido,
con los posibles lugares para trasladar la vacuna en ca-
so de ser necesario.
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b) Contar siempre con paquetes refrigerantes, o hielo y
termos, para el traslado de vacunas.

c) Disponer de termómetro de lectura externa, tomar la
temperatura cada hora a partir del inicio del incidente.
En el momento en el que se observe fuera del rango nor-
mado, preparar el termo con los paquetes refrigerantes o
hielo en bolsas de plástico; colocar las vacunas y trasla-
darlas a una unidad refrigerante que esté funcionando.

d) Recordar que cuando el refrigerador tiene paquetes
refrigerantes en el congelador, y botellas con agua en los
espacios libres del gabinete, la temperatura interna pue-
de durar hasta cuatro horas en regiones costeras y hasta
10 horas en las regiones serranas y frías.

Un accidente de la cadena de frío ocurre cuando las vacu-
nas son expuestas a temperaturas menores a 2°C o mayo-
res a + 8°C, que aceleran la pérdida de potencia de éstas.

En cuanto se tenga conocimiento de un evento de esta na-
turaleza, se deberán seguir los siguientes procedimientos:

• Notificar a la autoridad superior.

• Colocar las vacunas en termos con refrigerante o en re-
frigeradores domésticos, y las vacunas no deben utili-
zarse hasta nueva indicación.

• Notificar inmediatamente a través de acta administra-
tiva a los niveles jurisdiccional, zonal, estatal y nacio-
nal, de la institución correspondiente.

Con los siguientes datos:

Nombre de la vacuna

Número de lote

Presentación

Cantidad

Fecha de caducidad

Costo

Temperatura alcanzada

Tiempo de exposición

Cada una de las entidades federativas en sus distintos nive-
les, cuenta con un directorio de unidades de apoyo y de los
responsables de las unidades que coordinarán las acciones
en caso de contingencia.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase al promovente para su conocimiento.

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA,
DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACION

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L 61-II-8-214 signado
por los diputados Francisco Javier Ramírez Acuña y Héc-
tor Pablo Ramírez Puga Leyva, presidente y secretario, res-
pectivamente, de la Mesa Directiva de la Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión, me permito
remitir para los fines procedentes, copia del similar núme-
ro 112.-152, suscrito por el ingeniero Jorge Zermeño Gon-
zález, Coordinador General de Política Sectorial de la Se-
cretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca
y Alimentación, así como el anexo que en el se menciona,
mediante los cuales responde el punto de acuerdo relativo
a los subejercicios y a los programas tipo pari passu.

Atentamente

México, DF, a 10 de marzo de 2010.— Licenciado Gonzalo Altamira-
no Dimas (rúbrica), titular de la Unidad.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Licenciado Gonzalo Altamirano Dimas, titular de la Uni-
dad de Enlace Legislativo.— Presente.

En atención a su oficio número SEL/UEL/311/293/10 del
18 de enero de 2010, a través del cual comunica punto de
acuerdo aprobado por el honorable Congreso de la Unión,
mediante el cual exhorta respetuosamente al titular de la



Sagarpa, a que los subejercicios presupuestarios sean sub-
sanados en términos del último párrafo del artículo 23 de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria
y que en esta ocasión, se pondere la posibilidad de que en
los programas tipo pari passu no se exija la aportación co-
rrespondiente. Se solicita de la secretaría citada, se sirva
enviar a la brevedad a esta soberanía, un informe detallado
del avance sobre las acciones emprendidas para subsanar
los subejercicios de referencia.

Al respecto, anexo fotocopia del oficio número 510.-719
del 1 de marzo de 2010, elaborado por la Dirección Gene-
ral de Eficiencia Financiera y Rendición de Cuentas de la
Oficialía Mayor, para los fines que estime procedentes.

Sin más por el momento, y en espera de que esta informa-
ción le sea de utilidad, aprovecho la oportunidad para en-
viarle un cordial saludo.

Atentamente

Sufrágio Efectivo. No Reelección.

México, DF, a 5 de marzo de 2010.— Ingeniero Jorge Zermeño Gon-
zález (rúbrica), coordinador general.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación.

Ingeniero Jorge Zermeño González, coordinador general
de Política Sectorial.— Presente.

Hago referencia a su oficio 112.-060 en el que remite pun-
to de acuerdo aprobado en sesión del honorable Congreso
de la Unión, referentes a que los subejercicios presupues-
tarios sean subsanados en los términos del último párrafo
del artículo 23 de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria, así como a que se pondere la posibi-
lidad de que en los programas con pari passu, no se exija
la aportación estatal correspondiente.

Al respecto, en atención a dichas peticiones comunico a us-
ted lo siguiente:

• En 2009, todos los subejercicios fueron subsanados en
su totalidad, registrándose al cierre de ese año, un ejer-
cicio del 99.9% del presupuesto autorizado (se anexa es-
tado del ejercicio presupuestal preliminar 2009).

• Respecto a no exigir las aportaciones estatales que co-
rresponden al pari passu en programas con concurren-
cia de recursos, es de destacar que es el propio Legisla-
tivo quien establece dicha obligatoriedad en el artículo
36, fracción V, del decreto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para 2010.

Sin más por el momento, aprovecho la ocasión para en-
viarle un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 1 de marzo de 2010.— Licenciado Carlos Gutiérrez Jai-
me (rúbrica), director general.»
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase al promovente para su conocimiento.

VIGILANCIA DE LOS AEROPUERTOS DE MEXICO

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número DGPL 61-II-2-292 signado
por los diputados Francisco Javier Ramírez Acuña y Héc-
tor Pablo Ramírez Puga Leyva, presidente y secretario, res-
pectivamente, de la Mesa Directiva de la Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión, me permito
remitir para los fines procedentes, copia del similar núme-
ro 1.3.-095/2010 suscrito por el maestro Mony de Swaan,
titular de la Unidad de Apoyo al Cambio Estructural de la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, mediante el
cual responde el punto de acuerdo relativo al aeropuerto in-
ternacional de la Ciudad de México.

Atentamente

México, DF, a 10 de marzo de 2010.— Licenciado Gonzalo Altamira-
no Dimas (rúbrica), titular de la Unidad.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Licenciado Gonzalo Altamirano Dimas, titular de la Uni-
dad de Enlace Legislativo de la Secretaría de Goberna-
ción.— Presente.

Me refiero a su oficio SEL/UEL/311/191/10, de fecha 21
de enero de 2010, por el que comunica el punto de acuer-
do aprobado por el pleno de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, en sesión celebrada, el 20 del cita-
do mes, que a continuación se transcribe:

“Único. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, con sustento en lo dispuesto en los numerales 1
y 3 del artículo 45 y en los numerales 1y 3 del artículo
97 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-

tados Unidos Mexicanos, solicita a la titular del Institu-
to Nacional de Migración y al Titular de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes, informen por escrito a
esta soberanía, la situación actual y las acciones que es-
tán llevando a cabo agentes estadounidenses en el aero-
puerto internacional de la Ciudad de México para su-
pervisar el paso de extranjeros por territorio mexicano,
así como informar el detalle de los mecanismos o filtros
a pasajeros que, en su caso, se les niegue el acceso a
nuestro país, antes del término de la Comisión Perma-
nente.”

Sobre el particular, la Subsecretaría de Transportes informó
a esta unidad a mi cargo, que la Subdelegación Regional
del Instituto Nacional de Migración en el aeropuerto inter-
nacional de la Ciudad de México, solicitó la expedición de
tarjetas de identificación aeroportuarias tipo C con acceso
a la terminal 1 y terminal 2, por tres meses, a nombre del
personal y de los funcionarios estadounidenses que partici-
parían en el Programa Conjunto de Seguridad de Viajeros
en México, celebrado entre el gobierno estadounidense por
conducto de Aduanas y Protección Fronteriza de los Esta-
dos Unidos (CBP) y el gobierno de México a través del
Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gober-
nación. Por lo que la presencia de los mencionados funcio-
narios estadounidenses en el aeropuerto internacional de la
Ciudad de México obedece a la participación de éstos en el
referido Programa Conjunto de Seguridad de Viajeros en
México, y en consecuencia no recae en el ámbito de com-
petencia de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes,
ni de la autoridad aeronáutica, sino del Instituto Nacional
de Migración.

Aprovecho la oportunidad para enviarle un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 5 de marzo de 2010.— Maestro Mony de Swaan (rúbri-
ca), titular de la Unidad.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Remítase al promovente para su conocimiento.

Proceda la Secretaría a dar cuenta con los asuntos de la
Junta de Coordinación Política.
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PREVENCION DE LAS ADICCIONES

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Diputado Francisco Ramírez Acuña, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 34, inciso
c), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 8, tercer párrafo, del acuerdo re-
lativo al orden del día de las sesiones, las discusiones de los
dictámenes y la operación del sistema electrónico de vota-
ción, pido atentamente que se someta a consideración del
pleno de la Cámara de Diputados los nombres de diputadas
y de diputados designados por los grupos parlamentarios
para la integración del Grupo de Trabajo de Alto Nivel pa-
ra impulsar una Estrategia y un Programa Eficaz en mate-
ria de Atención y Prevención de las Adicciones, cuya crea-
ción fue aprobada por el pleno el 23 de febrero pasado. 

Sin más por ahora, le reitero las seguridades de mi consi-
deración.

Atentamente 

Palacio Legislativo, México, DF, a 16 de marzo de 2010.— Diputado
Francisco Rojas Gutiérrez (rúbrica), Presidente.» 

«Grupo de Trabajo de Alto Nivel para impulsar una Es-
trategia y un Programa Eficaz en materia de Atención
y Prevención de las Adicciones:

Diputados: María de Jesús Aguirre Maldonado (PRI),
presidenta; Luis Carlos Campos Villegas (PRI), Miguel
Ángel García Granados (PRI), Malco Ramírez Martínez
(PRI), Alma Carolina Viggiano Austria (PRI), María
Dolores del Río Sánchez (PAN), Julián Francisco Ve-
lázquez y Llorente (PAN), Sergio Talento Hernández
(PAN), Indira Vizcaíno Silva (PRD), Heladio Gerardo
Verver y Vargas Ramírez (PRD), Carlos Alberto Ezeta
Salcedo (PVEM), Jaime Fernando Cárdenas Gracia
(PT), María del Pilar Torre Canales (Nueva Alianza),
Víctor Hugo Círigo Vásquez (Convergencia).»

En votación económica se pregunta si se aprueba. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-

se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobado.

LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Continuamos con el capítulo de iniciativas. La Presi-
dencia recibió del diputado Leobardo Soto Martínez, del
Grupo Parlamentario del PRI, iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 17 Bis de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal. 

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Iniciativa que reforma el artículo 17 Bis de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, a cargo del di-
putado Leobardo Soto Martínez, del Grupo Parlamentario
del PRI

Leobardo Soto Martínez, diputado del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional en la LXI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, en ejercicio de la facultad que le
confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento
en el artículo 55, fracción II, 56, 62, 63 y 64 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presenta la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 17
Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral renta de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como objeto único reformar la
Ley Orgánica de la Administración Pública en su artículo
17 Bis, eliminando definitivamente a las delegaciones fe-
derales de la administración pública centralizada, es decir
las secretarías de Estado subordinadas al Ejecutivo federal,
generan un gasto administrativo muy alto, que al final de
cuentas no se refleja en nada, ni beneficia a los ciudadanos
del país, ya que un alto porcentaje del presupuesto destina-
do a cada una de las delegaciones se destina a nomina, pa-



go de rentas, vehículos, gasolina, papelería etcétera, por lo
que se propone eliminar esta figura, generando una vincu-
lación y coordinación entre las secretarías federales con los
gobiernos de las entidades federativas a través de sus se-
cretarías homólogas.

Consideraciones

La división de poderes que predomina en el mundo, remi-
te al concepto de la separación de poderes que fue definido
por el teórico francés Charles-Louis de Montesquieu en
uno de sus principales ensayos, El espíritu de las leyes
(1748), donde ya quedaba descrita la triple división (él no
usó el término “separación”) que desde entonces se convir-
tió en el eje fundamental de la mayoría de las constitucio-
nes contemporáneas.

La división o separación de los poderes del Estado consti-
tuye una exigencia indeclinable de todo régimen democrá-
tico principio característico del constitucionalismo con-
temporáneo, supone una garantía para el propio Estado y
para el ciudadano que queda protegido por un marco legal
que dificulta los abusos de poder y posibles actuaciones ar-
bitrarias de instituciones públicas.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en su artículo 49 establece al respecto que el supremo po-
der de la federación se divide, para su ejercicio, en Legis-
lativo, Ejecutivo y Judicial, y que no podrán reunirse dos o
más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni
depositar el Legislativo en un individuo, salvo el caso de
facultades extraordinarias al Ejecutivo, conforme a lo dis-
puesto en el artículo 29 (suspensión de garantías).

La función ejecutiva; denominada también administrativa
o gubernativa, es aquella que está encomendada a los ór-
ganos del Poder Ejecutivo.

La Carta Magna en el artículo 80 define que el Poder Ejecu-
tivo de la Unión, reside en un presidente de la República; en
el artículo 89 se otorgan facultades y establecen obligaciones
así como en el 90 se establece que la administración pública
federal será centralizada y paraestatal conforme a la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal.

La Presidencia de la República, las secretarías de Estado,
los departamentos administrativos y la Consejería Jurídica
del Ejecutivo federal, integran la administración pública
centralizada.

La centralización administrativa se caracteriza por la rela-
ción de jerarquía que liga a los órganos inferiores con los
superiores de la administración.

Esa relación implica varios poderes, de decisión y de man-
do, que mantienen la unidad de dicha administración.

La concentración del poder de decisión consiste en que no
todos los empleados que forman parte de la organización
administrativa tiene facultad de resolver, de realizar actos
jurídicos creadores de situaciones de derecho, ni de impo-
ner sus determinaciones; son pocos lo que tienen esas fa-
cultades, por lo que los demás simplemente realizan actos
materiales necesarios para auxiliar a aquellas autoridades.

Además, existe una concentración de la fuerza pública, de
tal manera que las medidas de ejecución forzada de las re-
soluciones administrativas no pueden llevarse a cabo por
cualquier órgano de la administración, sino por un número
muy reducido de ellos a quienes legalmente se les otorga
competencia para tal efecto.

La forman el presidente de la República, los secretarios de
Estado, los departamentos administrativos y el procurador
general de la República.

El presidente de la República, único titular del Poder Eje-
cutivo, tiene en la organización constitucional un doble ca-
rácter, de órgano político y de órgano administrativo.

Su carácter de órgano político deriva de la relación directa
e inmediata que guarda con el Estado. Dentro de la esfera
que le señala la ley, en su voluntad constituye la voluntad
del Estado.

Mientras que el carácter de órgano administrativo se confi-
gura al realizar la función administrativa bajo el orden ju-
rídico establecido por el Poder Legislativo; es decir, ejecu-
tando las leyes como función administrativa.

Como autoridad administrativa el presidente de la Repú-
blica constituye el jefe de la administración pública fede-
ral. Ocupa el lugar más alto de la jerarquía, concentrando
en sus manos los poderes de decisión, mando y jerárquico
para mantener la unidad de la administración.

La situación legal del presidente de la República es regula-
da fundamentalmente por el derecho constitucional: el ré-
gimen relativo a su designación, su separación, las faculta-
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des que le corresponden y sus relaciones con el Estado y
otros Poderes del Estado.

Cuadro que determina el gasto por entidad 
federativa en relación con las delegaciones federales

Entidad federativa Presupuesto destinado a
las delegaciones
Aguascalientes 851.3 millones
Baja California 1 mil 776.4 millones
Baja California Sur 1 mil 028.9 millones
Campeche 1 mil 158.0 millones
Coahuila 1 mil 360.0 millones
Chiapas 2 mil 734.3 millones
Colima 3 mil 834.2 millones
Chihuahua 1 mil 797.8 millones
D.F. 1 mil 271.8 millones
Durango 1 mil 600.0 millones
Guanajuato 2 mil 620.0 millones
Guerrero 1 mil 912.2 millones
Hidalgo 1 mil 346.0 millones
Jalisco 2 mil 293.2 millones
México 1 mil 974.8 millones
Michoacán 2 mil 514.0 millones
Morelos 852.0 millones
Nayarit 1 mil 157.0 millones
Nuevo León 1 mil 661.0 millones
Oaxaca 2 mil 817.5 millones
Puebla 1 mil 560.7 millones
Querétaro 948.9 millones
Quintana Roo 1 mil 91.0 millones
San Luis 2 mil 195.8 millones
Sinaloa 1 mil 505.0 millones
Sonora 1 mil 769.7 millones
Tabasco 1 mil 510.0 millones
Tamaulipas 1 mil 577.7 millones
Tlaxcala 925.4 millones
Veracruz 2 mil 10.9 millones
Yucatán 1 mil 884.4 millones
Zacatecas 1 mil 454.6 millones
Total 54 mil 994.5 

millones de pesos

Fuente: Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de
Diputados.

A raíz de las facultades que le otorga actualmente, a las se-
cretarías de estado el artículo 17 Bis de La Ley Orgánica de
la Administración Publica Federal, para crear sus propias

delegaciones y ubicarlas en las entidades federativas o re-
gionalmente, es necesario comentar que el gasto que se ge-
nera es meramente administrativo que oscila entre los 55
mil millones de pesos anuales en toda la República Mexi-
cana, que no refleja ni beneficia a los ciudadanos del país,
ya que un alto porcentaje del presupuesto destinado a cada
una de las delegaciones se destina a nomina, pago de ren-
tas, vehículos, gasolina, papelería, etcétera.

Eliminando definitivamente las delegaciones federales, se
podrá recomponer el presupuesto de la federación estiman-
do invertir más en infraestructura, educación, empleos, sa-
lud, etcétera, evitando seguir gastando en gasto corriente
de la administración pública centralizada.

Con la crisis que estamos viviendo los mexicanos necesita-
mos reformas que en realidad adelgacen el gasto burocráti-
co, por lo que pongo a consideración de este pleno el si-
guiente proyecto de

Decreto

Primero. Se reforma el artículo 17 Bis para quedar como
sigue:

Artículo 17 Bis. Las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal, conforme a lo previsto en los re-
glamentos interiores o sus ordenamientos legales de crea-
ción, respectivamente, se vincularán y coordinarán con los
gobiernos de las entidades federativas a través de las se-
cretarías homólogas, para el cumplimiento de los progra-
mas a su cargo y cuenten con recursos aprobados para di-
chos fines en sus respectivos presupuestos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 16 de mar-
zo de 2010.— Diputado Leobardo Soto Martínez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Gobernación.



LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Recibimos iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo cuarto transitorio del decreto por el que se
reforman diversas disposiciones de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 9 de febrero de 2009, suscrita por los diputados
Canek Vázquez Góngora y Maurilio Ochoa Millán, del
Grupo Parlamentario del PRI, así como de Jorge Juraidini
Rumilla. 

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Iniciativa que reforma el artículo cuarto transitorio del de-
creto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley Federal de Telecomunicaciones publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 9 de febrero de 2009, suscrita
por los diputados Canek Vázquez Góngora y Maurilio
Ochoa Millán, del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, Canek Vázquez Góngora y Maurilio Ochoa
Millán, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política; y 55, frac-
ción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos someten a
consideración de esta soberanía iniciativa que reforma el
artículo cuarto transitorio del decreto por el que se refor-
man diversas disposiciones de la Ley Federal de Teleco-
municaciones publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción (DOF) el 9 de febrero de 2009, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Antecedentes

El 9 de febrero de 2009 se publicó en el DOF una serie de
reformas a la Ley Federal de Telecomunicaciones, encami-
nadas a combatir los delitos derivados del mal uso de la te-
lefonía inalámbrica. Entre las consideraciones de los legis-
ladores se planteó la necesidad de formar una base de datos
con la información proporcionada por los usuarios en el
momento de activar una línea telefónica, tanto en la moda-
lidad de prepago como de pospago, que permitiera ubicar
al adquiriente del equipo, o SIM card, a efecto de identifi-
car el punto geográfico del propio equipo, y con ello de-
sincentivar la comisión de actos delictivos por medio de te-
léfonos móviles.

Asimismo, se establecía la necesidad de que las empresas
concesionarias de redes inalámbricas móviles del país con-
tribuyeran a resolver un problema social generado por el
dinamismo de las comunicaciones vía telefónica móvil. Se
planteaba que la autoridad debía exigir la implantación de
un control sobre la información de usuarios del sistema a
través de una estrategia mediante la cual los datos de las
personas que adquieren un chip inteligente, y los equipos
telefónicos en la modalidad de prepago, pudieran acredi-
tarse a través documentos oficiales que permitan identifi-
carlo, presentando para ello la credencial para votar emiti-
da por el Instituto Federal Electoral o la CURP (Clave
Única del Registro de Población) y ubicar su domicilio
(constancia de domicilio oficial con recibo de agua, luz o
teléfono) que corresponda al solicitante del servicio o ad-
quiriente de chips inteligentes (SIM card). Con dicha in-
formación, se argumentaba, se inhibirá el uso indiscrimi-
nado de la telefonía móvil que se utiliza en la comisión de
delitos como la extorsión y el secuestro, de manera feha-
ciente o virtual.

Los artículos transitorios de la referida reforma facultaban
a la Comisión Federal de Telecomunicaciones (Cofetel) pa-
ra emitir las medidas administrativas correspondientes a
efecto de reglamentar el registro de usuarios de telefonía,
así como la actualización de datos personales y registros
fehacientes de identificación y ubicación de los usuarios
que contratan telefonía en cualquiera de sus modalidades,
que fueron publicadas en el DOF el 15 de mayo de 2009.
Asimismo, se establecía que los concesionarios contarían
con un plazo de un año, contado a partir de la entrada en
vigor del decreto, para cumplir las obligaciones de registro
y control.

A partir de la entrada en vigor del decreto, de acuerdo con
información de la Cofetel, los concesionarios de redes pú-
blicas de telecomunicaciones móviles han iniciado el re-
gistro de los usuarios de conformidad con lo ordenado en
las reglas, además de realizar campañas de información di-
rigidas a los usuarios, para informarles de la obligación de
registrar y actualizar los datos de las líneas de telefonía
móvil derivada de las reformas.

Otro aspecto relevante de la reforma establece la obliga-
ción de los concesionarios para, una vez expirado el plazo
de registro, suspender del servicio del usuario que no se ha-
ya registrado, sin derecho a reactivación, pago o indemni-
zación.
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Situación actual

El mercado de la telefonía móvil en el país se ha constitui-
do como el principal medio de comunicación: alcanzar una
penetración cercana a 75 por ciento de la población nacio-
nal, contando con aproximadamente 78.5 millones de
usuarios, de los que unos 76.7 millones son usuarios pree-
xistentes a la entrada en vigor del decreto.

Pese a las campañas de difusión, los usuarios de telefonía
móvil registrados, en el marco de la reforma, al 10 marzo
de 2010 es de aproximadamente 38 millones de usuarios:
apenas 46 por ciento de la población, por lo que se estima
necesario, ante el inminente vencimiento del plazo para el
registro y reflexionando sobre las sanciones establecidas
para las líneas que no estén registradas, sin perjuicio del
planteamiento de estrategias más eficaces para incentivar a
la población a realizar el registro, reformar el marco nor-
mativo con el propósito de establecer una prórroga que per-
mita concluir la formación de la base de datos de los usua-
rios de telefonía móvil, en los términos planteados en la
reforma, considerando el amplio efecto que esta tecnología
genera en la vida diaria de millones de mexicanos.

La ampliación del plazo permitirá replantear las estrategias
de difusión hacia los usuarios para explicar de manera pun-
tual las implicaciones de la reforma en virtud de que, de-
bemos reconocerlo, una de las razones que han detenido el
registro deriva de una gran desconfianza de los usuarios so-
bre el uso y destino de la información proporcionada. Los
legisladores somos conscientes de la obligación del Estado
mexicano de crear los mecanismos necesarios para dotar de
la mayor certeza posible sobre las alcances de este tipo de
medidas.

Propuesta de reforma

Ante el escenario expuesto, los suscritos consideramos ne-
cesario modificar el artículo cuarto transitorio del decreto
por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Telecomunicaciones publicado en el DOF el 9 de
febrero de 2009, a efecto de establecer la posibilidad de
que la Cofetel tenga margen de maniobra para extender el
plazo de registro por un año más, con posibilidad de am-
pliación de otro, buscando cumplir el registro de al menos
90 por ciento de los usuarios.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta asam-
blea el siguiente

Decreto por el que se reforma el artículo cuarto transi-
torio del decreto por el que se reforman diversas dispo-
siciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de
febrero de 2009

Único. Se reforma el artículo cuarto transitorio del decreto
por el que se reforman los artículos 52 y 64, fracción XV;
y se adicionan la fracción XIII, recorriéndose la actual XIII
para pasar a ser XIV, al artículo 7, el inciso D a la fracción
I, recorriéndose el actual D para pasar a ser E, al artículo
16, las fracciones XI a XV al artículo 44, la fracción XVI,
recorriéndose la actual XVI para pasar a ser XVII, al artí-
culo 64 y la fracción VI al Apartado A del artículo 71 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones, publicado el 9 de fe-
brero de 2009, para quedar como sigue:

Cuarto. En el caso del registro de usuarios de telefonía
móvil en cualquiera de sus modalidades adquiridas con an-
terioridad a la entrada en vigor del presente decreto, los
concesionarios contarán con un plazo de un año para cum-
plir las obligaciones de registro y control a que se refiere el
presente decreto. En caso de que al término de ese plazo
no se alcanzare a cubrir el registro de al menos noventa
por ciento de los usuarios de telefonía móvil a esa fecha,
el término se amplía por un año adicional, que será pro-
rrogable por la Comisión Federal de Telecomunicacio-
nes, por plazos iguales y hasta por una ocasión sucesiva,
hasta en tanto no logre alcanzarse el registro de por lo
menos noventa por ciento de los usuarios de telefonía
móvil.

Los concesionarios deberán realizar una campaña de infor-
mación, sin costo adicional, dirigida a sus clientes y que
garantice el derecho a los usuarios en esta modalidad de
servicios de que se les informe de la obligación de registrar
y actualizar los datos, presentando el equipo celular o chip
inteligente, así como la documentación correspondiente, y
de las consecuencias en caso de no hacerlo dentro de los
plazos señalados, incluyendo la suspensión del servicio,
sin derecho a pago o indemnización.

Transcurrido el plazo señalado, y en su caso, consideran-
do la ampliación respectiva, existirá la obligación de los
concesionarios de cancelar en forma inmediata las líneas
de telefonía móvil que no hayan sido identificadas o regis-
tradas por los usuarios o clientes. Los concesionarios que
incumplan esta disposición se harán acreedores a las
sanciones correspondientes que determinará la Comi-
sión Federal de Telecomunicaciones.



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de marzo de 2010.— Diputa-
dos: Canek Vázquez Góngora (rúbrica), Maurilio Ochoa Millán.»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a la Comisión de Comunicaciones.

LEY GENERAL DE SALUD - 
LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra, desde su curul, la diputada María
Cristina Díaz Salazar, del Grupo Parlamentario del PRI,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma los artículos 115 y 212 de la Ley General de Salud y el
artículo 75 de la Ley General de Educación.

La diputada María Cristina Díaz Salazar (desde la cu-
rul): La obesidad y el sobrepeso en escolares y adolescen-
tes ha aumentado de manera acelerada en la última década
en nuestro país. En la etiología de esta enfermedad se en-
cuentran factores genéticos, biológicos, socioculturales,
económicos y ambientales.

El Programa Nacional de Salud 2007-2012 señala que se
considera con carácter de epidemia el sobrepeso y la obe-
sidad y son dos de los principales riesgos a que se enfren-
tan la población mexicana y el sistema de salud.

Un ejemplo sumamente claro de esto es que su prevalencia
en adultos se incrementó de 34.5 por ciento en 1988 a 69.3
por ciento en 2006. Actualmente nuestro país ocupa el pri-
mer lugar en obesidad infantil a nivel mundial, y el segun-
do lugar en obesidad de los adultos. Más del 70 por ciento
de la población adulta presenta sobrepeso u obesidad y, au-
nado a esto, 10 millones de mexicanos sufren diabetes.

El sobrepeso y la obesidad en su dimensión de epidemia no
sólo son resultado de la suma de malos hábitos individua-
les, sino también se debe tomar en cuenta el efecto de un
ambiente que los promueve y conocido por los especialis-
tas como ambiente obesiogénico, es decir, ambiente que
promueve la obesidad.

La publicidad es un arma poderosa para ayudar al proble-
ma de sobrepeso y obesidad, en particular si ésta va dirigi-
da principalmente a los niños, ya que la carencia de una
orientación nutricional adecuada y etiquetados confusos en
los alimentos y bebidas provocan una excesiva oferta de lo
que conocemos como comida chatarra en las escuelas prin-
cipalmente.

Lo anterior se agrava ante la falta de acceso a agua potable
y la enorme promoción que se hace de bebidas azucaradas
como jugos y refrescos que, aunado a una forma de vida se-
dentaria, han conseguido que la obesidad y el sobrepeso se
conviertan en el principal problema de salud pública en el
país.

Durante el Encuentro Internacional de Expertos en Publici-
dad y Nutrición, realizado por la propia Organización
Mundial de la Salud en 2006, se llegó a la conclusión de
que el objetivo de cualquier acción reguladora debería ser
proteger a los niños de la publicidad que está afectando ne-
gativamente sus dietas, reduciendo significativamente el
volumen e impacto de la población comercial de alimentos
y bebidas densamente energéticas y pobres en micronu-
trientes.

A pesar de la enorme oposición de la industria de alimen-
tos procesados para regular la publicidad dirigida a los ni-
ños en alimentos y bebidas, algunos países están logrando
avances en la materia. Tal es el caso de Inglaterra, Suecia,
Noruega y otros países.

Asimismo, la Unión Europea aprueba que se formulen di-
rectrices en ese sentido y la Organización Mundial de la
Salud ha centrado la atención en este tema esperando des-
arrollar un código internacional para la publicidad dirigida
a niños.

La preocupación por el incremento de la inseguridad en
nuestras calles, parques, campos deportivos, impide permi-
tir a nuestros niños jugar libremente por el temor a la de-
lincuencia. Esto es un factor determinante, que aunado a
los avances en la tecnología orillan a disminuir la práctica
del deporte y juegos al aire libre, encontrando distracción
con la televisión, videojuegos y películas, orillando a que
los niños se queden en casa en el sedentarismo.

La obesidad es una enfermedad grave, es un problema de
salud pública que se incrementa día con día y es causa di-
recta ésta, como un factor de riesgo importante, de muchas
enfermedades graves y mortales.
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El estilo de vida que ha ido cambiando es factor importan-
te en las causales obesiogénicas. Los centros laborales se
encuentran retirados de las casas habitación de los emplea-
dos y esto provoca que tengan que ingerir sus alimentos en
restaurantes o expendios públicos de comida y de comida
rápida, lo que no le permite adecuar su dieta equilibrada-
mente.

Por esto es necesario que quienes se dedican a la elabora-
ción y venta de alimentos disminuyan las porciones que ahí
ofrecen y mejoren sus productos reduciendo el contenido
de grasa y sodio, disminuyendo la densidad energética y li-
mitando al mínimo los ácidos grasos.

También deben procurar que en sus menús se especifiquen
el número de calorías contenidas en cada uno de ellos.

El sobrepeso y la obesidad tienen graves consecuencias
para la salud, como causa de enfermedades crónicas, en-
fermedades cardiovasculares como cardiopatías y acciden-
tes vasculares cerebrales, siendo la principal causa de
muerte en todo el mundo la diabetes, que se ha transfor-
mado rápidamente en una epidemia mundial.

La Organización Mundial de la Salud calcula que las muer-
tes por diabetes aumentarán en todo el mundo en más de un
50 por ciento en los próximos 10 años.

El combate a esta epidemia es un reto urgente, multifacto-
rial, en el cual inciden cambios de estilo de vida y entornos
para mejorar la calidad de vida, bienestar, productividad y
salud.

En virtud de lo antes expuesto, solicito que la presente ini-
ciativa sea turnada a las Comisiones Unidas de Salud y de
Educación Pública y Servicios Educativos de esta honora-
ble Cámara de Diputados.

Por lo anterior, someto a la consideración de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
la fracción IV del artículo 115 y el segundo párrafo del ar-
tículo 212 de la Ley General de Salud. Y la fracción VIII
del artículo 75 de la Ley General de Educación Pública, pa-
ra quedar como siguen:

Artículo 115, fracción IV. Normar el valor nutritivo y ca-
racterísticas de la alimentación en establecimiento de ser-
vicios colectivos en alimentos y bebidas no alcohólicas. Y
en los restaurantes con más de 20 sucursales deberán in-

formar en sus menús el número de calorías por platillo que
se expenden, y ofrecer menús para adultos y niños, bajos
en grasas y carbohidratos.

Artículo 212. En las etiquetas y contraetiquetas para los
alimentos y bebidas no alcohólicas serán obligatorios los
datos de información nutrimental, incluyendo las calorías
contenidas por porción y por 100 gramos, los gramos de
hidratos de carbono, grasas (lípidos) y proteínas. Se elimi-
nará el término kilojoules (kj) para dejar sólo el de calorí-
as. También se incluirá el porcentaje de la ingesta diaria re-
comendada que aporta el producto por cada nutrimento. No
está permitido que se incluya en la etiqueta o contraetique-
ta que un alimento o bebida no alcohólica posee propieda-
des para prevenir, aliviar, tratar o curar una enfermedad o
trastorno.

Ley General de Educción.

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servicios
educativos:

I a VII. ...

VIII. Realizar o permitir se realice publicidad dentro del
plantel escolar que fomente el consumo de alimentos y be-
bidas no alcohólicas densos en energía...

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le pedimos concluir, diputada, por favor.

La diputada María Cristina Díaz Salazar (desde la cu-
rul): Estoy por concluir, presidente. Alimentos y bebidas
no alcohólicas densos en energía, así como realizar o per-
mitir la comercialización de bienes o servicios notoriamen-
te ajenos al proceso educativo.

En el caso de alimentos y bebidas no alcohólicas queda
prohibida la publicidad que especifique cualquier producto
de consumo con imágenes o con pintura subliminal que se
venda dentro de los planteles.

Transitorios. Primero. El presente decreto entrará en vigor
a los seis meses a partir de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. A partir de la publicación de este decreto en el
Diario Oficial de la Federación, el Ejecutivo federal, a tra-
vés de las Secretarías de Salud y de Educación Pública...



El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Concluya, por favor, diputada.

La diputada María Cristina Díaz Salazar (desde la cu-
rul): ... deberá ajustar los reglamentos y normas oficiales
mexicanas correspondientes a los lineamientos que esta-
blece el presente decreto. Es cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 115 y 212 de la Ley
General de Salud, y 75 de la Ley General de Educación, a
cargo de la diputada María Cristina Díaz Salazar, del Gru-
po Parlamentario del PRI

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional en la LXI Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en ejerci-
cio de la facultad que le confieren los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y con fundamento en lo establecido en los nu-
merales 55, fracción II, 56, 62, 63 y demás relativos del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presenta iniciativa,
con base en los siguientes

Antecedentes

La obesidad y el sobrepeso en escolares y adolescentes han
aumentado de manera acelerada en la última década en el
país.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Nutrición y Salud
(Ensanut), 26 por ciento de los escolares presenta sobrepe-
so u obesidad. De 1999 a 2006, la prevalencia de sobrepe-
so y obesidad aumentó en ese grupo de edad 39.7 por cien-
to en ambos sexos.

En 2006 se reportó que 30 por ciento de los adolescentes
presentaba sobrepeso u obesidad, con gran predisposición
a ser obesos en la etapa adulta.

En la etiología de esta enfermedad se encuentran factores
genéticos, biológicos, socioculturales, económicos y am-
bientales.

Mientras 33 por ciento de la obesidad se considera de ori-
gen hereditario, el resto se debe a hábitos alimentarios ina-
decuados y al sedentarismo, que dan como resultado una
diferencia positiva con relación a la ingesta con el gasto ca-
lórico.

El Programa Nacional de Salud 2007-2012 señala que se
consideran con carácter de epidemia el sobrepeso y la obe-
sidad, dos de los principales riesgos a que se enfrentan la
población mexicana y el sistema de salud. Un ejemplo su-
mamente claro de esto es que su prevalencia en adultos se
incrementó de 34.5 por ciento en 1988 a 69.3 en 2006. Ac-
tualmente, el país ocupa el primer lugar mundial en obesi-
dad infantil y el segundo en obesidad de los adultos: más
de 70 por ciento de la población adulta presenta sobrepeso
u obesidad. Aunado a esto, 10 millones de mexicanos su-
fren diabetes.

Exposición de Motivos

El sobrepeso y la obesidad en su dimensión de epidemia no
sólo son resultado de la suma de malos hábitos individua-
les: también debe tomarse en cuenta el efecto de un am-
biente que los promueve, conocido por los especialistas co-
mo obesiogénico, “promotor de la obesidad”.

La publicidad es un arma poderosa para ayudar al proble-
ma de sobrepeso y obesidad, en particular si va dirigida
principalmente a los niños, ya que la carencia de orienta-
ción nutricional adecuada, y los etiquetados confusos en
los alimentos y bebidas provocan una excesiva oferta de
comida chatarra en las escuelas principalmente. Lo anterior
se agrava ante la falta de acceso a agua potable y la enor-
me promoción que se hace de bebidas azucaradas, como
“jugos” y “refrescos” que, aunados a una vida sedentaria,
han conseguido que la obesidad y el sobrepeso se convier-
tan en el principal problema de salud pública.

Ya que este problema es global, la Organización Mundial
de la Salud (OMS) elaboró la estrategia mundial sobre ré-
gimen alimenticio, actividad física y salud, donde señala
entre otras cosas que la publicidad se aprovecha de la cre-
dulidad e inexperiencia de los niños, deteriorando sus há-
bitos alimenticios.

En el Encuentro internacional de expertos en publicidad y
nutrición, realizado por la OMS en 2006, se concluyó que
“el objetivo de cualquier acción reguladora debería ser pro-
teger a los niños de la publicidad, que está afectando nega-
tivamente sus dietas, reduciendo significativamente el vo-
lumen e impacto de la promoción comercial de alimentos
y bebidas densamente energéticas y pobres en micronu-
trientes”.

Pese a la enorme oposición de la industria de alimentos
procesados para regular la publicidad dirigida a los niños
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en alimentos y bebidas, algunos países están logrando
avances en la materia, como Inglaterra, Suecia y Noruega.
Asimismo, la Unión Europea aprueba que se formulen di-
rectrices en ese sentido y la OMS ha centrado la atención
en el tema esperando desarrollar un código internacional
para la publicidad dirigida a niños.

La preocupación por el incremento de la inseguridad en ca-
lles, parques y campos deportivos impide a los niños jugar
libremente por el temor a la delincuencia. Esto es un factor
determinante que, aunado a los avances de la tecnología,
orilla a disminuir la práctica del deporte y juegos al aire li-
bre. Los niños encuentran distracción en la televisión, los
videojuegos y las películas, por lo cual se queden en casa,
en el sedentarismo.

Como se menciona en el Acuerdo Nacional para la Salud
Alimentaria, signado por las Secretarías de Salud, y de
Educación Pública, el ambiente promotor de la obesidad
predomina en las escuelas del país. En estudios realizados
por el Instituto Nacional de Salud Pública, los planteles de
educación primaria indican:

• Los escolares tienen hasta cinco oportunidades de co-
mer en cuatro horas y media de escuela. La ingesta du-
rante el horario escolar llega a ser de alrededor de la mi-
tad de requerimiento de todo el día.

• Hay amplia disponibilidad de alimentos densamente
energéticos.

• La mayoría de los niños compra los alimentos en la es-
cuela, en lugar de llevar refrigerio.

• Hay dificultad para el acceso al agua potable.

• Hay poca disponibilidad de frutas y verduras.

• El recreo y la clase de educación física son las únicas
oportunidades que tienen los niños para realizar activi-
dad física.

• La clase de educación física es sólo una vez a la se-
mana y dura 39 minutos en promedio y su calidad no es
adecuada, la materia tiene poco valor curricular y deja
de ser obligatoria en el bachillerato, por lo que la mayo-
ría de los jóvenes que cursan éste deja de practicar de-
porte durante la jornada escolar.

• Hay limitaciones de recursos humanos, espacios y ma-
teriales para la práctica de la actividad física.

En México, sólo 35 por ciento de las personas de entre 10
y 19 años es activo. Más de la mitad de esos adolescentes
pasan 14 horas semanales o más frente a la televisión y una
cuarta parte pasa hasta 3 horas diarias en promedio. De los
adolescentes y los adultos jóvenes de 12 a 29 años, sólo 40
por ciento practica algún tipo de actividad física; el seden-
tarismo es mayor en mujeres que entre hombres.

El consumo de azúcar ha aumentado significativamente
entre la población en general. En 2006, en México fue de
casi 48 kilogramos per cápita, más del doble del promedio
mundial: 21. De manera paralela, la Ensanut de 2006 re-
porta que el consumo de bebidas representa 22.3 por cien-
to de la ingesta calórica de los adultos, mientras que el res-
to, 77.7 por ciento, proviene del consumo de alimentos
sólidos. La OMS alienta un estilo de vida saludable, facili-
tando información correcta y equilibrada mediante educa-
ción, comunicación y concienciación, incluyendo la infor-
mación comercial y la publicidad, una responsable que no
explote la falta de experiencia y la credulidad de los niños.

La obesidad es una enfermedad grave, problema de salud
pública que se incrementa día con día y es causa directa o
está como un factor de riesgo importante de muchas enfer-
medades graves y mortales. El estilo de vida, que ha ido
cambiando, es importante en las causales de obesidad; los
centros laborales se encuentran retirados de las casas de los
empleados, y esto provoca que tengan que ingerir sus ali-
mentos en restaurantes o expendios públicos de comida y
de comida rápida, lo que no permite una dieta equilibrada.
Por eso es necesario que quienes elaboran y venden ali-
mentos disminuyan las porciones que ofrecen y mejoren
sus productos, reduciendo el contenido de grasa y sodio,
disminuyendo la densidad energética y limitando al míni-
mo los ácidos grasos. También deben procurar que en sus
cartas especifiquen el número de calorías en cada uno de
los platillos.

El sobrepeso y la obesidad tienen graves consecuencias pa-
ra la salud como causa de enfermedades crónicas, enfer-
medades cardiovasculares como cardiopatías y accidentes
vasculares cerebrales, siendo la principal causa de muerte
en todo el mundo.

La diabetes se ha transformado rápidamente en una epide-
mia mundial. La OMS calcula que las muertes por diabe-



tes aumentarán en todo el mundo en más de 50 por ciento
en los próximos 10 años la artrosis, el cáncer de mama y
colón entre otros. Además, la diabetes infantil va en au-
mento, lo que disminuye las probabilidades de años vida
con relación a los índices actuales.

El combate de esta epidemia es un reto urgente multifacto-
rial, en el cual inciden cambios de estilo de vida y entornos
para mejorar la calidad de vida, bienestar, productividad y
salud, reorientando las conductas alimentarias en el país y
fomentando el ejercicio.

En virtud de lo expuesto, solicito que la presente iniciativa
sea turnada a las Comisiones Unidas de Salud, y de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos de la Cámara de
Diputados.

Por lo anterior someto a consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la fracción IV del artículo 115, se-
gundo párrafo del artículo 212 de la Ley General de Sa-
lud y la fracción VIII del artículo 75 de la Ley General
de Educación

Ley General de Salud

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo

I. a III. …

IV. Normar el valor nutritivo y las características de la
alimentación en establecimientos de servicios colecti-
vos y en alimentos y bebidas no alcohólicas y en los
restaurantes con más de 20 sucursales deberán in-
formar en sus menúes el número de calorías por pla-
tillo que expenden y ofrecer para adultos y para ni-
ños menúes bajos en grasas y carbohidratos.

Artículo 212. …

…

En las etiquetas y contraetiquetas para los alimentos y las
bebidas no alcohólicas serán obligatorios los datos de in-
formación nutrimental, incluyendo las calorías conteni-
das por porción y por 100 gramos, los gramos de hidra-
tos de carbono, grasas (lípidos) y proteínas. Se
eliminará el término kilojoules (kj) para dejar sólo ca-
lorías. También se incluirá el porcentaje de la ingesta

diaria recomendada que aporta el producto por cada
nutrimento. No está permitido que se incluya en la eti-
queta o contraetiqueta que un alimento o bebida no al-
cohólica posee propiedades para prevenir, aliviar, tra-
tar o curar una enfermedad o trastorno.

Ley General de Educación

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servicios
educativos

I. a VII. …

VIII. Realizar o permitir que se realice publicidad den-
tro del plantel escolar que fomente el consumo de ali-
mentos y bebidas no alcohólicas densos en energía, así
como realizar o permitir la comercialización de bienes o
servicios notoriamente ajenos al proceso educativo; en
el caso de alimentos y bebidas no alcohólicas, queda
prohibida la publicidad que especifique cualquier
producto de consumo con imágenes o con pintura
subliminal que se venda en los planteles.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los seis
meses a partir de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. A partir de la publicación de este decreto en el
Diario Oficial de la Federación, el Ejecutivo federal, a tra-
vés de las Secretarías de Salud, y de Educación Pública,
deberá ajustar los reglamentos y las normas oficiales mexi-
canas correspondientes a los lineamientos del presente de-
creto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de marzo de 2010.—
Diputados: María Cristina Díaz Salazar, Julieta Octavia Marín Torres,
María Isabel Merlo Talavera, Noé Fernando Garza Flores, , Fermín
Montes Cavazos, Miguel Ángel Riquelme Solís, Héctor Fernández
Aguirre, Melchor Sánchez de la Fuente, José Trinidad Padilla López,
Teresa del Carmen Inchaustegui Romero, Marcela Guerra Castillo,
Germán Contreras García, María Dina Herrera Soto, Julián Francisco
Velázquez y Llorente, Armando Ríos Piter, María Teresa Rosaura
Ochoa Mejía, Sergio Tolento Hernández, Carlos Cruz Mendoza, David
Hernández Pérez, José Antonio Yglesias Arreola, Laura  García Dávi-
la, Cristabell Zamora Cabrera, Morelos Canseco Gómez, Clara Gómez
Caro, María de Jesús Aguirre Maldonado, Olivia Guillén Padilla, He-
ladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez, Ana Estela Durán Rico (rúbri-
cas).» 
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El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Como lo solicita, insértese en el Diario de los Debates.
Túrnese a las Comisiones Unidas de Salud y de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos.

El diputado Julián Velázquez y Llorente solicita adherirse
a su propuesta, ¿está usted de acuerdo, diputada?

La diputada María Cristina Díaz Salazar (desde la cu-
rul): De acuerdo.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí está de acuerdo la diputada. Favor de pasar a suscri-
birlo.

Con toda atención solicitamos a los medios de comunica-
ción que tomen su lugar, que ocupen el lugar que tienen
asignado para cumplir con su importante labor informativa.

ARTICULO 105 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra, desde su curul, el diputado Francisco
Amadeo Espinosa Ramos, del Grupo Parlamentario del PT
–en su curul, señor diputado–, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 105 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Francisco Amadeo Espinosa Ramos (desde
la curul): Compañeros y compañeras legisladoras. La ini-
ciativa que sometemos a su consideración tiene el propósi-
to de establecer en la fracción I inciso c) del artículo 105
de nuestra Constitución, un derecho de las minorías parla-
mentarias para interponer de manera directa controversias
constitucionales ante la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.

Esta iniciativa justamente tiene el propósito de que las mi-
norías tengamos la facultad de interponer de manera direc-
ta controversias ante la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción y no estar sujetos a las mayorías en este Congreso de
la Unión.

De todas maneras, compañeras y compañeros legisladores,
es la Suprema Corte la que tendrá la facultad de decidir si
tenemos o no tenemos razón. Esto tiene que ver con las ex-
periencias que estamos viviendo.

El día de hoy, precisamente, hay una huelga política nacio-
nal encabezada por el Sindicato Mexicano de Electricistas,
precisamente porque esta Cámara no interpuso la contro-
versia el 11 de octubre de 2009.

De igual forma la negativa en días pasados a impugnar, vía
controversia constitucional, las disposiciones administrati-
vas de contratación en materia de adquisiciones, arrenda-
mientos, obras y servicios de las actividades sustantivas de
carácter productivo de Petróleos Mexicanos y organismos
subsidiarios.

Esto ha provocado que en una buena parte del pueblo –que
el día de hoy está en las calles– esté la idea, persista la sos-
pecha de que el PRI y el PAN se están prestando para en-
tregar la riqueza de nuestro país por la vía de esos contra-
tos a las empresas transnacionales.

Por eso estamos proponiendo esta iniciativa que reforma la
fracción I del artículo 105 para quedar como sigue:

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá en los términos que señale la ley reglamentaria de
los asuntos siguientes: fracción I, inciso c) Los grupos par-
lamentarios de cada Cámara están legitimados para inter-
poner controversias constitucionales cuando a su juicio
consideren que existen actos o disposiciones generales del
Poder Ejecutivo que puedan ser violatorios de esta Consti-
tución.

Ésta es la reforma que proponemos y que evitaría que, co-
mo el día de hoy, una gran parte de los mexicanos esté lu-
chando en las calles para tratar de hacer valer sus derechos.

El Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo expresa su
solidaridad con la lucha que el día de hoy de los electricis-
tas del Sindicato Mexicano, los maestros de la Sección 22,
de la Sección 7 y de muchas partes del país donde diversas
organizaciones sociales están luchando.

El Partido del Trabajo, el Movimiento en Defensa de la Eco-
nomía Popular, la Soberanía y el Petróleo se expresa en esta
Cámara, porque aquí no se pueden ocultar o no se deben
ocultar los grandes problemas que el país está viviendo.

Ya basta de que se siga entregando la riqueza de todos los
mexicanos a las empresas transnacionales. Ya basta de que
se esté golpeando a los trabajadores. No se pueden correr
de un plumazo a más de 44 mil trabajadores del Sindicato



Mexicano de Electricistas. Por ello esta protesta del día de
hoy. Muchas gracias por su atención.

«Iniciativa que reforma el artículo 105 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado Francisco Amadeo Espinosa Ramos, del Grupo Par-
lamentario del PT

El suscrito, diputado federal a la LXI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a consideración del pleno de la
Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al inciso
c) de la fracción I del artículo 105 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La iniciativa que sometemos a su consideración tiene el
propósito de establecer en el artículo 105, fracción I, inci-
so c), de nuestra Constitución un derecho de las minorías
parlamentarias para interponer de manera directa contro-
versias constitucionales ante la Suprema Corte de Justicia
de la Nación.

En términos de la regulación constitucional actual se re-
quiere de mayoría absoluta del pleno de la Cámara de Di-
putados para interponer controversias constitucionales a
través del Presidente de la Cámara.

Contrario a lo que señala el artículo 93 constitucional en su
párrafo tercero, donde se indica que para constituir una co-
misión de investigación se requiere una cuarta parte de sus
miembros, es decir, al menos 125 diputados que estén a fa-
vor de constituirla, para que ésta se integre y realice las in-
vestigaciones materia de su creación, o el 33% de los inte-
grantes de las Cámaras del Congreso que se prevé en el
propio artículo 105 fracción II, inciso a) y b), para interpo-
ner acción de inconstitucionalidad. 

En el caso de las controversias constitucionales, práctica-
mente y sin señalarlo de manera expresa la Constitución, se
nos obliga a contar con una mayoría calificada en virtud de
que si están presentes los 500 diputados se requieren 251

votos a favor de la interposición de una controversia cons-
titucional.

Compañeras y compañeros legisladores: en la iniciativa
que sometemos a su consideración planteamos que se pon-
ga en práctica uno de los principios contemporáneos del
concepto de democracia que establece que las mayorías no
pueden avasallar a las minorías, en este caso, parlamenta-
rias.

Como legisladores, al tomar protesta de nuestros cargos,
nos comprometimos a cumplir y hacer cumplir la Constitu-
ción General de la República, según se dispone en el artí-
culo 128 de nuestra norma fundamental, en relación con el
artículo 15, numeral 6, de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos.

En tal virtud, los diputados tenemos interés directo en que
la Constitución General de la República sea siempre, en
términos del artículo 133 constitucional, la Norma Supre-
ma de toda la Unión, que en virtud de esta supremacía no
haya actos y disposiciones generales del Poder Ejecutivo
que la violenten.

Ahora bien, debemos señalar que en el texto original de la
Constitución aprobada en 1917, ya se preveía la facultad de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver
controversias constitucionales entre dos o más estados, en-
tre los poderes de un mismo estado sobre la constituciona-
lidad de sus actos y de los conflictos entre la federación y
uno o más estados.

Sin embargo, en estricto sentido, la Corte muy pocas veces
ejerció esta facultad jurídica en virtud de que el titular del
Poder Ejecutivo se convirtió en el artífice de solución de
todo conflicto. Las soluciones no eran jurídicas ni como re-
sultado de un proceso, sino estrictamente de índole políti-
co.

Existieron dos reformas al artículo 105 constitucional, pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación el 25 de oc-
tubre de 1967 y el 25 de octubre de 1993, pero sus efectos
no fueron trascendentales.

El 31 de diciembre de 1994 se reformó el artículo 105 y se
establecieron, en la fracción I, las controversias constitu-
cionales, así como quiénes pueden ser partes de ellas y las
acciones de inconstitucionalidad, de igual forma quiénes
son los legitimados para interponerlas.
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En el caso de la justicia constitucional y como medios pa-
ra salvaguardar la supremacía de la Constitución, se han
establecido los siguientes medios de control:

a) El juicio de amparo,

b) La controversia constitucional, y

c) La acción de inconstitucionalidad 

Es sabido que el juicio de amparo procede en los supuestos
que señalan las fracciones I, II y III, del artículo 103 cons-
titucional. Las controversias constitucionales y las accio-
nes de inconstitucionalidad se regulan conforme a lo que
establece el propio artículo 105, también constitucional.

En la controversia se enfrentan poderes u órganos que se
hayan investidos de autoridad y ejercen las facultades que
se les ha conferido en la Constitución, principalmente.

En consecuencia, a través de la interposición de controver-
sias constitucionales los órganos legitimados para interpo-
nerla pretenden la salvaguarda y supremacía de la Consti-
tución.

En términos de las disposiciones legales aplicables en esta
Cámara no se puede interponer controversia constitucional
si las mayorías parlamentarias no están de acuerdo con ella,
no sólo vulnerando los derechos de las minorías sino, lo más
peligroso, permitiendo que la Constitución sea violentada.

Tenemos la experiencia cercana de la negativa de las ma-
yorías de esta Cámara a interponer controversia constitu-
cional en el caso del decreto inconstitucional expedido por
Calderón el 11 de octubre de 2009, por el que se extingue
el organismo público descentralizado Luz y Fuerza y la ne-
gativa en días pasados a impugnar vía controversia consti-
tucional las disposiciones administrativas de contratación
en materia de adquisiciones, arrendamientos, obras y servi-
cios de las actividades sustantivas de carácter productivo
de Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios.

Debemos recordar que el Poder Legislativo, en particular
la Cámara de Diputados, en múltiples ocasiones ha inter-
puesto controversia constitucional en contra de disposicio-
nes emanadas del Poder Ejecutivo y la Corte le ha dado la
razón a esta soberanía.

Con base en la teoría de la división de poderes y del con-
trol de los poderes públicos entre sí, la controversia consti-

tucional es un instrumento fundamental para evitar que al-
gún poder público se exceda en el ejercicio de sus atribu-
ciones y con ello violente el orden constitucional.

Compañeras y compañeros legisladores: En el otro medio de
control constitucional previsto en la fracción II del propio ar-
tículo 105, los partidos políticos nacionales se encuentran le-
gitimados para interponer, por medio de sus dirigencias na-
cionales o estatales, acciones de inconstitucionalidad
exclusivamente en materia electoral y basta ver las sesiones
del pleno de la Corte o las sentencias publicadas en el Dia-
rio Oficial de la Federación para darnos cuenta que la Cor-
te le ha dado la razón a los partidos y ha expulsado del or-
den jurídico tramos normativos de leyes electorales.

En el caso de las controversias constitucionales, que no es
sino enfrentamiento jurídico entre poderes públicos u órga-
nos de gobiernos distintos, en múltiples ocasiones la Corte
ha fallado a favor o en contra del Ejecutivo federal.

En la página electrónica de esta Cámara de Diputados se
encuentran publicadas las sentencias íntegras tanto de con-
troversias constitucionales como de acciones de inconstitu-
cionalidad. 

El Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo propone en
la presente iniciativa que los Grupos Parlamentarios, que
tienen reconocimiento constitucional en el artículo 70, pá-
rrafo tercero, de la Constitución, estén legitimados para in-
terponer controversias constitucionales, como un derecho
de las minorías para proteger la Constitución, finalmente
ese es el interés de los diputados de nuestro grupo parla-
mentario y la obligación de todos los legisladores.

Por las consideraciones expuestas y con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, someto a consideración del pleno de la Cámara de Di-
putados, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al in-
ciso c) de la fracción I del artículo 105 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Primero. Se adiciona un segundo párrafo al inci-
so c) de la fracción i del artículo 105 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:



Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria,
de los asuntos siguientes:

I. … 

a) y b) …

c) …

Los Grupos Parlamentarios de cada Cámara es-
tán legitimados para interponer controversias
constitucionales cuando, a su juicio, consideren
que existen actos o disposiciones generales del
Poder Ejecutivo que puedan ser violatorios de es-
ta Constitución.

d) a k) …

II. y III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de marzo de 2010.—
Diputado Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Puntos
Constitucionales.

LEY DE SEGURIDAD NACIONAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Jorge Antonio Kahwagi Maca-
ri, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza, iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 5 y 12 de la
Ley de Seguridad Nacional.  

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Iniciativa que reforma los artículos 5 y 12 de la Ley de
Seguridad Nacional, a cargo del diputado Jorge Antonio
Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza

Jorge Antonio Kahwagi Macari, integrante del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza en la LXI Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73,
fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 26 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción
II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
senta ante el pleno de esta honorable soberanía iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 5 y 12 de la Ley de Seguridad Nacional al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

Uno de los temas fundamentales en la percepción cotidia-
na de la sociedad y que genera constantes demandas a las
autoridades es el relacionado con la seguridad. La deman-
da ciudadana por seguridad no es nueva, el tema siempre
ha estado en el centro del debate teórico ya que el Estado
tiene la responsabilidad absoluta de garantizar la protec-
ción a su población y para ello se ha dotado de facultades
e instrumentos; sin embargo, hoy vemos que la seguridad
de los individuos está amenazada por nuevas entidades que
no habían sido previstas. Lo anterior pude ser explicado
por que los instrumentos para vulnerar la seguridad de los
individuos y del propio Estado jamás serán estáticos y pro-
vendrán de una misma fuente, por el contrario, estos cam-
bian constantemente a lo largo de tiempo y se van perfec-
cionando. 

La seguridad en el ser humano es un aspecto psicológico
que se entiende como una situación en la cual se está a sal-
vo de todo riesgo y peligro, y según algunos expertos, ésta
puede considerarse bajo dos aspectos: el primero es el sub-
jetivo y tiene que ver con la confianza de las personas de
que sus bienes y derechos están a salvo de riegos; el se-
gundo es el objetivo, que implica un orden jurídico cuya
eficacia está garantizada por el poder público.1

En una democracia regida por un estado de derecho, la se-
guridad nacional se concibe no como un fin sino como un
medio para proveer estabilidad al desarrollo de los indivi-
duos. Por ello, los Estados impulsan diversos instrumentos
(medios) que buscan tutelar y proteger todo aquello que
consideren importante para la sobrevivencia del Estado y
del individuo (fin), ya que en un estado de caos, anarquía o
autoritarismo es imposible establecer condiciones de res-
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peto a los derechos de las personas o el normal ejercicio de
las funciones públicas. 

Es en tal sentido que la seguridad nacional se entiende co-
mo la condición que asegura la existencia de un ambiente
propicio para que todas las actividades del conglomerado
social se desarrollen armónicamente y el medio por el cual
se garantiza que las instituciones públicas funcionen ade-
cuadamente en beneficio de la existencia del Estado, en-
tendido éste como la organización social y política consti-
tuida por cinco elementos básicos: territorio, población,
orden jurídico, gobierno y el fin teleológico consistente en
procurar el bienestar y felicidad de cada persona en lo in-
dividual.2

En México la seguridad nacional está definida como el
conjunto de acciones, estrategias y políticas destinadas a
mantener la integridad, estabilidad y permanencia del Es-
tado, del orden constitucional, de las instituciones demo-
cráticas y del desarrollo social, económico y político. La
razón para ello es que los principios, normas y valores con-
tenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, tales como garantías individuales, la soberanía
nacional, la renovación de los titulares de los órganos esta-
tales, la forma de gobierno republicana y democrática, la
organización federal, la división de poderes, la creación y
aplicación de leyes, la impartición de justicia, entre otros,
serían de difícil realización si nuestro país no contara con
las condiciones mínimas de seguridad para garantizarlos.

Por lo anterior, podemos considerar que las amenazas a la
seguridad nacional pueden ser aquellas3

1. Que violen los principios básicos contenidos en la
Constitución

2. Que rebasan la circunscripción territorial jurídica,
económica, política o social de varios estados de la Re-
pública, pudiendo afectar a otros países.

3. Que tienen un carácter atemporal, es decir que pue-
den presentarse en cualquier momento.

4. Que pueden atentar contra personas e instituciones re-
basando su capacidad de actuación y respuesta.

5. Que ponen en riesgo la existencia misma del Estado,
cualquier posibilidad de organización social armónica y
vigencia de los derechos humanos.

6. Que son difíciles de prevenir y de combatir aun con
toda la capacidad militar, económica y política de un Es-
tado.

7. Que vulneran el bien superior que es la existencia del
individuo y del Estado como ente regulador. 

Ahora bien, ¿por qué entonces los actos intencionados en
contra de las áreas naturales protegidas y los servicios am-
bientales que en ellas se producen deben ser considerados
un asunto de seguridad nacional?

A lo largo de muchos años el medio ambiente se ha venido
deteriorando producto de la contaminación del aire, el agua
y la deforestación de los bosques y selvas, hasta el punto
donde hoy los terremotos son de mayor intensidad, las llu-
vias son mas fuertes en unos lados y mas escasas en otros,
los huracanes son mas poderosos, etcétera. Algunos exper-
tos en México consideran que de seguir  la tendencia actual
de deterioro ambiental, para el año 2050 este fenómeno re-
ducirá un 25 por ciento el área cultivable del país, la mitad
de los ecosistemas de bosques tendrán vegetación de cli-
mas más secos, mientras que la desertificación y las se-
quías serán tan severas y extensas que, según el Banco
Mundial, afectarán al 80 por ciento de la población en rá-
pido crecimiento de México, es decir aquella población
concentrada en las áreas del norte y centro, las cuales re-
presentan más del 80 por ciento del producto interno bru-
to, más del 90 por ciento de la irrigación y el 75 por cien-
to de la actividad industrial.4

Ante esta situación, y desde hace algunos años, México ha
buscado tener áreas naturales protegidas con el fin de tener
primeramente un desarrollo sustentable y garantizar a las
generaciones actuales y futuras un adecuado medio am-
biente como lo garantiza la constitución; y segundo, tener
áreas que ayuden a minimizar el cambio climático. Estos
dos puntos son consecuencia uno de otro, pero son de vital
importancia para la vida de un país, ya que como hemos
observado recientemente con el terremoto en Haití, con el
huracán Katrina en Estados Unidos de América, etcétera, el
cambio climático tiene efectos devastadores en la pobla-
ción y afecta toda la vida institucional de un país. Sin em-
bargo, consideramos que el esfuerzo pudiera ser mayor-
mente significativo si establecemos como un asunto de
seguridad nacional la protección de áreas naturales e invo-
lucremos en lo toma de decisiones del Consejo de Seguri-
dad Nacional al secretario de Medio Ambiente y Recursos
Naturales.   



Aun a pesar de que los distintos gobiernos de los últimos
20 años han tenido una agenda, principalmente en el ámbi-
to internacional, buscando implantar políticas públicas pa-
ra mitigar los efectos del daño al medio ambiente5 y aun a
pesar de que en nuestra Carta Magna esté consagrado el de-
recho a un medio ambiente sano, es considerado que la au-
toridades no tienen dimensionado el problema y sus conse-
cuencias. 

No exageramos cuando decimos que la falta de una visión
estratégica y de largo plazo sobre los riesgos y amenazas si-
lenciosas futuras puede ocasionarnos muchos más proble-
mas a la seguridad nacional de los que ya tenemos. Como lo
expusimos anteriormente, son amenazas a la seguridad na-
cional todo lo que pone en riesgo la existencia misma del Es-
tado, cualquier posibilidad de organización social armóni-
ca y la vigencia de los derechos humanos.

En este sentido, y tan sólo por poner unos ejemplos, los
brotes de epidemias como malaria, dengue, fiebre amarilla
y cólera pudieran resurgir con el aumento de temperatura,
ocasionando un aumento en la migración de poblaciones
hacia otras zonas. El tema que más debe preocuparnos y
que es la crisis de acceso al agua potable pudiera generar
conflictos políticos y sociales que vulneren la capacidad
institucional del país. La seguridad alimentaria tampoco
puede soslayarse, pues con el cambio climático se prevé
que pudiera reducirse la producción de granos y cereales a
nivel mundial. Otro tema que debe considerarse, de au-
mentar el nivel de los mares, es el resguardo de la infraes-
tructura estratégica del país: Petróleos Mexicano cuenta
con 193 plataformas marinas, 4 mil 441 kilómetros de ole-
oductos y 7 mil 312 kilómetros de gaseoductos expuestos
a fenómenos meteorológicos extremos. Cerca del 41 por
ciento del total de hidrocarburos a nivel nacional se extrae
en regiones marinas.6

Los recientes desastres naturales en otros países, producto
del cambio climático, nos deben llevar a reflexionar y a to-
mar con seriedad el asunto en mención. Por ello propone-
mos que las amenazas a la seguridad nacional y, por ende,
a la viabilidad del Estado, producto del cambio climático,
deban estar incluidas en el debate del Consejo de Seguri-
dad Nacional y consideradas en la agenda nacional que ela-
boran las instancias de seguridad nacional. No podemos
darnos el lujo de actuar hasta que el problema sea inmi-
nente ya que no sólo faltaríamos a la regla de oro de los
asuntos de seguridad y que consiste en adelantarse a la
amenaza para minimizar por todos los medios el riesgo la-

tente, sino, más importante aun, comprometeríamos la via-
bilidad política, económica y social del país. 

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za, someto a consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 5 y 12 de la
Ley de Seguridad Nacional para quedar como sigue:

Único. Se reforman los artículos 5 y 12 de la Ley de Segu-
ridad Nacional para quedar como sigue:

Artículo 5. Para los efectos de esta ley, son amenazas a la
seguridad nacional

I a XII. …

XIII. Actos intencionados en contra de las áreas na-
turales protegidas de carácter federal y los servicios
ambientales que en ellas se producen. 

Artículo 12. Para la coordinación de acciones orientadas a
preservar la seguridad nacional, se establece el Consejo de
Seguridad Nacional, que estará integrado por

I. a XI. …

XII. El secretario de Medio Ambiente y Recursos
Naturales.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 Régimen jurídico de la inteligencia gubernamental, tesis que presen-
ta para obtener el grado de maestra en derecho Virginia Martínez Eleu-
terio. Página 72. UNAM, Facultad de Derecho.

2 Ídem. 

3 Ídem.

4 www.cambioclimaticoyseguridadnacional.org. Febrero 25 de 2010.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 16 de marzo de 201057



Año I, Segundo Periodo, 16 de marzo de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados58

5 En 1992 México firmó la Convención Marco de las Naciones Unidas
sobre el Cambio Climático, la cual ratificó en 1993; en 2002 se ratifi-
có el Protocolo de Kioto mediante el cual los países desarrollados y
economías en transición se comprometen a reducir las emisiones de ga-
ses de efecto invernadero en un promedio de 5.2 por ciento respecto a
1990 para el periodo de compromiso 2008-2012.

6 www.cambioclimaticoyseguridadnacional.org. Febrero 25 de 2010.

Dado en la sede de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a 16 de marzo de 2010.—
Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Túrnese a la Comisión de Gobernación.

El diputado José Luis Soto Oseguera (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado Soto, dígame usted.

El diputado José Luis Soto Oseguera (desde la curul):
Presidente, muy atentamente comentarle a usted que desde
hace un buen rato estaba pidiendo hacer uso de la voz. Pe-
dirle que, con apoyo del personal de esta Cámara, pueda
poner atención a quienes queremos hacer algún comenta-
rio.

Por otro lado, que la Presidencia pudiera tomar nota de los
compañeros diputados que de manera voluntaria están ma-
nifestando su no intención o su no deseo por trabajar el día
de hoy y se manifiestan en huelga, para que se les pueda
hacer un descuento en su dieta. Sería cuanto, presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias por sus comentario, señor diputado. Esta Cá-
mara está trabajando de acuerdo a lo establecido en el or-
den del día. Sabemos que son condiciones un tanto cuanto
especiales. Les pedimos a todos la mayor de las atenciones.

LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra, desde su curul, la diputada Norma Le-
ticia Salazar Vázquez, del Grupo Parlamentario del PAN,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-

ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Servi-
cio Exterior Mexicano.

La diputada Norma Leticia Salazar Vázquez (desde la
curul): Con el permiso de la Presidencia. Compañeras y
compañeros diputados, la suscrita, diputada integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, someto
a la consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley del Servicio Exterior Me-
xicano, con base en lo siguiente:

De acuerdo con el artículo 1o. de la ley que lo regula, el
Servicio Exterior Mexicano es el cuerpo permanente de
funcionarios del Estado encargados de representarlo en el
extranjero. Asimismo, es el responsable de ejecutar la polí-
tica exterior en México, de conformidad con los principios
normativos que establece la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Por su parte, el artículo 2o. de la propia Ley del Servicio
Exterior Mexicano adjudica al SEM, entre otras, las si-
guientes responsabilidades:

Primera. Promover y salvaguardar los intereses nacionales
ante los estados extranjeros y en el organismo y reuniones
internacionales en los que participe México.

Segundo. Proteger, de conformidad con los principios y
normas del derecho internacional, la dignidad y los dere-
chos de los mexicanos en el extranjero y ejercer las accio-
nes encaminadas a satisfacer sus legítimas reclamaciones.

Resulta pues que al Estado mexicano le corresponde la pro-
tección de sus ciudadanos donde éstos se encuentren.

Una verdadera política de Estado sobre los migrantes debe
partir del alcance de su protección y del reconocimiento de
los derechos que nuestra propia Constitución establece.

En función de ello, consideramos de gran trascendencia
que se mejore el servicio que prestan los consulados mexi-
canos, la calidad de éstos, la ampliación de los horarios de
atención al público cuando sea necesario, a fin de que se
proporcionen los servicios de manera eficiente y evitar las
largas filas para obtener la matrícula consular, pasaportes,
actas de nacimiento, así como una real y eficaz asistencia
jurídica a los migrantes que enfrentan la justicia en el ex-
tranjero.



Ante este panorama, el Poder Legislativo no debe perma-
necer impávido ante la realidad que viven nuestros conna-
cionales hombres, mujeres y niños que residen en diversos
países del mundo, particularmente en Estados Unidos, don-
de observamos que son objeto de agresiones, violaciones a
sus derechos humanos y abusos en su persona, que se ma-
nifiestan en múltiples formas.

Motivo por el cual, en primer término, se propone reformar
el artículo 2o. y el artículo 12 de la Ley del Servicio Exte-
rior Mexicano, a fin de elevar a rango de ley la necesidad
de que los funcionarios que laboren en representaciones di-
plomáticas y consulares lo hagan en periodos de ocho ho-
ras diarias, con guardias de 24 horas durante los 365 días
del año, con objeto de garantizar la protección de nuestros
connacionales en el extranjero.

Por otro lado es un tema superado el hecho de que los go-
biernos democráticos como el nuestro deben rendir cuentas
para reportar o explicar sus acciones, y deben transparen-
tarse para mostrar su funcionamiento y ser sujetos de es-
crutinio público.

Con la rendición de cuentas las autoridades se responsabi-
lizan ante los gobernados de sus actos. Con la transparen-
cia los funcionarios actúan de acuerdo con la necesidad de
contar con el concurso y la aprobación del público.

La transparencia ataca la discrecionalidad y la corrupción.
La rendición de cuentas es una herramienta útil para casti-
gar a gobernantes ineficaces o deshonestos y premiar a
quienes atienden los intereses de sus electores dentro del
marco de la ley.

En resumen, la transparencia, la rendición de cuentas y, en
medio de ellas, el acceso a la información forman el sus-
tento de una buena relación en la que los ciudadanos son
exigentes y los gobiernos son vigilados.

Tomar decisiones para institucionalizar la rendición de
cuentas, garantizar el acceso a la información y obligar a
los gobernantes a poner a disposición de cualquiera la in-
formación, de tal manera que la hagan transparente, es
aceptar hasta sus últimas consecuencias que el poder polí-
tico para que sea democrático debe estar limitado de ma-
nera efectiva y eficiente por el poder ciudadano. La trans-
parencia, el acceso a la información y la rendición de
cuentas forman parte fundamental de toda democracia.

En esta tesitura es que se propone, de igual manera, refor-
mar los artículos 45 y 58 de la Ley del Servicio Exterior
Mexicano, a fin de que los jefes de misiones diplomáticas,
representaciones consulares y unidades administrativas in-
formen del estado que guardan sus representaciones, como
resultado de la aplicación de políticas de rendición de
cuentas y transparencia. Que brinden información suficien-
te respecto del número de apoyos legales que prestaron, el
número de cadáveres repatriados, la atención de víctimas
de maltrato, el apoyo a los migrantes, la asistencia consu-
lar a presos mexicanos en prisiones extranjeras, etcétera.

Por último y en obviedad del tiempo es que omito la lectura
del decreto referido. Sin embargo, solicito a esta Presidencia
que el texto de la presente iniciativa se inserte íntegramente
en el Diario de los Debates. Es cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, a cargo de la di-
putada Norma Leticia Salazar Vázquez, del Grupo Parla-
mentario del PAN

La suscrita, Norma Leticia Salazar Vázquez, diputada a la
LXI Legislatura por el Partido Acción Nacional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política; y 55, fracción II, y 56 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de la Cámara de Diputados la presente iniciativa con
proyecto de decreto, que reforma y adiciona diversos artí-
culos de la Ley del Servicio Exterior Mexicano (SEM).

Exposición de Motivos

De acuerdo con el artículo 1 de la ley que lo regula, el SEM
es el cuerpo permanente de funcionarios del Estado encar-
gado de representarlo en el extranjero. Es el responsable de
ejecutar la política exterior de México, de conformidad con
los principios normativos que establece la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

El mismo artículo señala que el SEM depende del Ejecuti-
vo federal. Su dirección y administración están a cargo de
la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE), de acuerdo
con lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal y con los lineamientos de la política exte-
rior que señale el presidente de la República, de conformi-
dad con sus facultades constitucionales.
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Las dependencias y las entidades de la administración pú-
blica federal mantendrán coordinación con la SRE para el
ejercicio de acciones en el exterior, conforme a la misma
ley orgánica.

El artículo 2 de la ley del SEM adjudica a éste, entre otras,
las siguientes responsabilidades:

I. Promover y salvaguardar los intereses nacionales an-
te los Estados extranjeros y en los organismos y en las
reuniones internacionales en que participe México;

II. Proteger, de conformidad con los principios y las
normas del derecho internacional, la dignidad y los de-
rechos de los mexicanos en el extranjero y ejercer las
acciones encaminadas a satisfacer sus legítimas recla-
maciones…

Este cuerpo permanente de profesionales (diplomáticos)
trabaja para el Estado en la SRE en México y en las emba-
jadas, en los consulados, en las misiones y en las oficinas
del país en el exterior.

Son seleccionados a través de un concurso de oposición
que se convoca de forma regular y deben cumplir requisi-
tos estrictos de probidad, disciplina, conocimientos muy
amplios sobre México (historia, cultura, sociedad, política,
economía) y dominio de varios idiomas.

Contra la percepción pública general, los integrantes del
SEM no dependen directamente para sus asignaciones de
los cambios de gobierno, ya que constituyen un servicio
permanente. De igual forma, los miembros del servicio ex-
terior no seleccionan personalmente el lugar o tipo de sus
adscripciones en el extranjero sino que se limitan a cumplir
las órdenes recibidas por las autoridades de la SRE.

De acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012,
implantado por el presidente Felipe Calderón Hinojosa,
uno de los ejes principales se refiere a una política exterior
responsable. Dicha política sería puesta en marcha a través
de diversas estrategias, entre las cuales sobresale la consis-
tente en modernizar y fortalecer las capacidades del servi-
cio exterior.

Como se ha mencionado, al Estado mexicano corresponde
la protección de sus ciudadanos donde se encuentren. Una
verdadera política de Estado sobre los migrantes debe par-
tir del alcance de su protección y del reconocimiento de los
derechos que la propia Constitución establece.

En función de ello, consideramos de gran trascendencia
que se mejore el servicio que prestan los consulados mexi-
canos, la calidad de éstos y la ampliación de los horarios de
atención al público cuando sea necesario, a fin de que se
proporcionen los servicios de manera eficiente y evitar las
largas filas para obtener la matrícula consular, pasaportes,
actas de nacimiento, etcétera, así como una real y eficaz
asistencia jurídica a los migrantes que enfrentan la justicia
en el extranjero.

Ante este panorama, el Poder Legislativo no puede perma-
necer impávido acerca de la realidad que viven los conna-
cionales que residen en diversos países, particularmente en
Estados Unidos, donde observamos que son objeto de
agresiones, violaciones de sus derechos humanos, y abusos
en su persona que se manifiestan en múltiples formas, mo-
tivo por el cual en primer término se propone reformar los
artículos 2 y 12 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano
a fin de elevar a rango de ley la necesidad de que los fun-
cionarios que laboren en representaciones diplomáticas y
consulares lo hagan en periodos de ocho horas diarias, con
guardias de 24 horas durante los 365 días del año, con ob-
jeto de garantizar la protección de los connacionales en te-
rritorio extranjero.

Por otro lado, es un tema superado el hecho de que los go-
biernos democráticos como el nuestro deben rendir cuentas
para reportar o explicar sus acciones, y debe transparentar-
se para mostrar su funcionamiento y ser sujeto de escruti-
nio público.

Con la rendición de cuentas, las autoridades se responsabi-
lizan ante los gobernados de sus actos. Con la transparen-
cia, los funcionarios actúan de acuerdo con la necesidad de
contar con el concurso y la aprobación del público.

La transparencia ataca la discrecionalidad y la corrupción.
La rendición de cuentas es una herramienta útil para casti-
gar a gobernantes ineficaces o deshonestos y premiar a los
atienden los intereses de sus electores en el marco de la ley.

En resumen, la transparencia, la rendición de cuentas y –en
medio de ellas– el acceso a la información forman el sus-
tento de una buena relación en la que los ciudadanos son
exigentes y los gobiernos son vigilados. Tomar decisiones
para institucionalizar la rendición de cuentas, garantizar el
acceso a la información y obligar a los gobernantes a poner
a disposición de cualquiera la información de tal manera y
forma que la hagan transparente es aceptar hasta sus últi-
mas consecuencias que el poder político, para que sea de-



mocrático, debe estar limitado de manera efectiva y efi-
ciente por el poder ciudadano. La transparencia, el acceso
a la información y la rendición de cuentas forman el trípo-
de fundamental de toda democracia.

En esta tesitura se propone de igual manera reformar los ar-
tículos 45 y 58 de la Ley del Servicio Exterior Mexicano,
a fin de que los jefes de misiones diplomáticas, representa-
ciones consulares y unidades administrativas informen del
estado que guardan sus representaciones, como resultado
de la aplicación de políticas de rendición de cuentas y
transparencia que brinden información suficiente respecto
del número de apoyos legales que prestaron, el número de
cadáveres repatriados, la atención de víctimas de maltrato,
el apoyo de los migrantes, la asistencia consular a reos me-
xicanos en prisiones extranjeras, etcétera.

Por lo anterior presento ante esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Servicio Exterior Mexicano

Único. Se reforman el primer párrafo del artículo 45 y la
fracción XIII del artículo 58; y se adicionan una fracción
XII al artículo 2, recorriéndose la subsecuente, y un párra-
fo tercero al artículo 12 de la Ley del Servicio Exterior Me-
xicano, para quedar como sigue:

Artículo 2. …

I. a XI. …

XII. Prestar los servicios consulares y de atención al
público en general dentro de los horarios a que se re-
fiere el artículo 12 de esta ley.

XIII. Las demás funciones que señalen el servicio exte-
rior ésta y otras leyes y reglamentos, así como los trata-
dos de que México sea parte.

Artículo 12. ...

…

Las misiones diplomáticas y representaciones consula-
res prestarán sus servicios dentro de un horario que en
ningún caso será menor de ocho horas diarias, así como
deberán establecer guardias de veinticuatro horas que

operen los trescientos sesenta y cinco días del año. Di-
cho horario podrá ser ampliado por las autoridades
competentes, tomando en consideración las necesidades
de atención, ubicación, usos y circunstancias de la loca-
lidad.

Artículo 45. Es obligación de los jefes de misiones diplo-
máticas, de representaciones consulares y de unidades ad-
ministrativas de la secretaría informar durante junio de ca-
da año sobre el estado que guarda su representación, así
como, con base en las actuaciones desarrolladas por los
miembros del servicio exterior a sus órdenes, sobre su ap-
titud, comportamiento y diligencia, sin perjuicio de hacer-
lo cada vez que lo estimen necesario.

…

…

…

Artículo 58. …

I. a XII. …

XIII. Incumplir la obligación a que se refieren los pá-
rrafos primero y segundo del artículo 45 de esta ley,
así como incumplir o cumplir a destiempo la presenta-
ción del informe a que se refiere dicha disposición; y

XIV. …

Artículo Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de marzo de 2010.
Diputados: Norma Leticia Salazar Vázquez, Alberto Esquer Gutiérrez,
María Guadalupe García Almanza, Laura Arizméndi Campos, Gumer-
cindo Castellanos Flores, Justino Eugenio Arriaga Rojas, María Dina
Herrera Soto (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Como lo solicita insértese en el Diario de los Debates.
Túrnese a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos.
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TRABAJOS LEGISLATIVOS

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Solicita la palabra el señor diputado Porfirio Muñoz
Ledo. Dígame usted, señor diputado.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Acaba de vencerse hoy el contra-
to colectivo del Sindicato Mexicano de Electricistas. Habrá
una huelga muy extendida con riesgos en el país.

En virtud de que se ha llegado –según entiendo– a un
acuerdo para que este asunto tan grave lo podamos discutir
en el primer punto de la agenda política, esto es a las 3 de
la tarde, en mi criterio y en el de muchos podría la sesión
continuar normalmente, agendando un debate fundamental
para la nación. Muchas gracias, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Nada más le informo a usted que la
sesión está desarrollándose normalmente. Muchas gracias.

Tiene la palabra el diputado Juan Carlos Natale López, del
Grupo Verde Ecologista de México, para presentar iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma los artículos 167 y
168 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente...

LEY DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

La diputada Laura Arizmendi Campos (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Dígame diputada, por favor.

La diputada Laura Arizmendi Campos (desde la curul):
Es para adherirme a su iniciativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: ¿Está usted de acuerdo, diputada, en que se adhieran a
su iniciativa?

La diputada Norma Leticia Salazar Vázquez (desde la
curul): Estoy de acuerdo.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Está de acuerdo. Todas aquellas y aquellos compañeros
que deseen hacerlo, favor de firmar en la Secretaría.

La diputada Norma Leticia Salazar Vázquez (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputada Norma Leticia, dígame.

La diputada Norma Leticia Salazar Vázquez (desde la
curul): Mi iniciativa fue turnada, le entendí, a Educación.
Es una iniciativa que reforma el Servicio Exterior Mexica-
no, yo creo que lo conducente es que se vaya a Relaciones
Exteriores.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene usted toda la razón. Disculpe, era un documento
que tenía yo aquí. Se turna a la Comisión de Relaciones
Exteriores.

No se encuentra el señor diputado Natale López. 

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Por tanto, tiene la palabra la diputada Leticia Quezada
Contreras, del Grupo Parlamentario del PRD, para presen-
tar iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 8, 14 y 38 de la Ley General de Educación.

La diputada Leticia Quezada Contreras: Muchas gra-
cias, señor presidente. Con su venia. Compañeras y com-
pañeros, la verdadera igualdad de oportunidades inicia
cuando partimos y visualizamos nuestras diferencias. En
este sentido, les exhorto a que volteemos a ver nuestra re-
alidad.

La familia, tal como la entendíamos hace 50 años, ha deja-
do de existir para dar paso a una multiplicidad de familias,
todas merecedoras de nuestro respeto y apoyo social.

Así pues, la madre ya no es solamente denominada ama de
casa, que recogía a medio día a las y los hijos, que cocina-
ba y empleaba el resto del día a las labores del hogar y de
la familia. La realidad de hoy es diferente y exige de las
mujeres compromisos de variada índole.



Actualmente, el 39 por ciento de las mujeres en edad eco-
nómicamente productiva, según datos del Inegi, se desem-
peñan en trabajos formales y un número no calculado lo
hacen en actividades no formales e inestables que las lle-
van a una doble y triple –incluso– jornada de trabajo.

Las causas pueden ser porque el ingreso familiar es insufi-
ciente o porque están solas con las responsabilidades fami-
liares por migración en algunos casos y, en la gran mayo-
ría, por abandono de la pareja.

En este sentido, los horarios dedicados al hogar han cam-
biado, las dinámicas familiares también han cambiado.
Hoy en día, a través de las redes de solidaridad familiares,
las mujeres pueden ir a trabajar confiadas en que alguien de
confianza cuida a sus hijas e hijos. Sin embargo, ese apoyo
no puede ser medible respecto a alguna calidad académica,
porque en el mejor de los casos las y los niños solamente
son atendidos con cariño y respeto a sus necesidades.

Sin embargo, no son atendidas sus capacidades intelectua-
les ni son estimuladas sus habilidades, simplemente porque
quien los cuida no es pedagoga o pedagogo, maestra o
maestro. Así, en estos entornos, crecen nuestras niñas y ni-
ños sin mayores oportunidades.

En este contexto, se traslada la obligación formativa a las
personas encargadas de cuidar a las niñas y los niños. Co-
mo una opción incipiente han surgido las escuelas de tiem-
po completo, que dan una oportunidad de atención peda-
gógica. Dichas escuelas se encuentran sustentadas en un
programa, el que opera como forma de programa piloto en
diversas entidades federativas y que atienden, según cifras
oficiales, a unas 70 mil niñas y niños aproximadamente.

Es evidente que estas escuelas no cubren la totalidad de la
demanda que reclama la población, principalmente de fami-
lias monoparentales cuyo sustento recae en la mujer y que
generalmente es de recursos económicamente limitados.

Por tanto, es necesario que la modalidad de tiempo com-
pleto en las escuelas públicas se incorpore cada vez a más
planteles y se atienda a un mayor número de niñas y niños
en nuestro país. Se propone que la adopción de dicho mo-
delo académico se incorpore gradualmente en las escuelas.

En consecuencia, proponemos la adición al artículo 8o. de
una fracción IV para establecer la integralidad de las capa-
cidades y competencias a los educandos a través de la im-
plementación de horarios extendidos, de permanencia en

los planteles de manera que la formación de los niños y jó-
venes adquiera una dimensión humanista y cuya estrategia
es la operación de modelo de escuelas de tiempo completo
en un mayor número de planteles y consolidando la estra-
tegia de enseñanza integral que permita a los alumnos
aprovechar eficientemente el aprendizaje y el desarrollo de
sus habilidades.

Por otra parte, se plantea una adición estableciendo la con-
currencia entre Estado y federación para la instauración de
escuelas de tiempo completo y que se convierta en una po-
lítica pública en la que participen ambas autoridades.

Finamente, una adición para establecer los objetivos socia-
les que buscan resolver las escuelas de tiempo y completo
y el enfoque humanista integral que alcanzarían, especifi-
cando las materias que se atenderían.

La educación en un país es la base del desarrollo y el cre-
cimiento humano. Gracias a la educación se logran mejo-
res estándares de vida y se incrementa sustancialmente el
desarrollo social. Es la mejor inversión que se puede hacer
en un país y es un detonador de avance y movilidad social
que combate la discriminación y exclusión de oportunida-
des educativas y de desarrollo, al mismo tiempo que el Es-
tado asume su responsabilidad con las mujeres trabajado-
ras de este país, desde la perspectiva de género.

Por economía y con fundamento en el artículo 184 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, solicito la inserción ín-
tegra en el Diario de los Debates. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 8, 14 y 38 de la Ley
General de Educación, a cargo de la diputada Leticia Que-
zada Contreras, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Leticia Quezada Contreras, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración del pleno de la
honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por la que se adicionan al artículo 8
una fracción IV, al artículo 14, la fracción XIII, y se reco-
rre el texto del actual XIII para que sea el XIV, al artículo
38 un párrafo segundo de la Ley General de Educación, al
tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

La educación en un país es la base del desarrollo y el cre-
cimiento humano. Gracias a la educación se logran mejo-
res estándares de vida y se incrementa sustancialmente el
desarrollo social. Es pues la mejor inversión que se puede
hacer en un país y es un detonador de avance y movilidad
social. La educación permite tejer redes sociales de enten-
dimiento democrático, promueve el respeto a las diferen-
cias individuales, contribuye a la erradicación de prácticas
de discriminación y a la vez que fortalece la cohesión y ar-
monía social.

Nuestra sociedad se enfrenta a los retos de las nuevas tec-
nologías, actualmente saber un idioma adicional al idioma
materno permite obtener una herramienta de desarrollo y
de acceso a oportunidades laborales, actualmente los niños
y jóvenes se encuentran sujetos a una gran competencia la-
boral, en la que les exige estar preparados.

Por otra parte, las condiciones de competencia, las necesi-
dades económicas y la creciente incorporación de las mu-
jeres en la vida laboral formal e informal hacen que los
mercados de trabajo se feminicen, lamentablemente aún en
condiciones de desigualdad y falta de reconocimiento para
éstas y propician que ambos padres participen activamente
en el sustento económico familiar, lo cual disminuye las
horas de atención que pueden dedicarle a sus hijos; sobre-
cargada principalmente en las mujeres, esta situación se re-
crudece en los casos de familias mono parentales, lo cual
repercute en el óptimo desarrollo de los educandos que se
hallan desatendidos por espacio de varias horas después de
concluido el horario escolar. Dando lugar a las redes de
apoyo familiares en las que son cuidados las y los hijos por
abuelas, tías u otra clase de redes que no poseen herra-
mientas pedagógicas para apoyar en la labor formativa.

Las escuelas de tiempo completo han dado una oportuni-
dad de atención pedagógica, sin embargo estas escuelas ac-
tualmente se encuentran sustentadas en un programa, el
que opera en forma piloto en diversas entidades federativas
y que atiende a una colaboración con las entidades y el go-
bierno federal, sin embargo estas escuelas no cubren la to-
talidad de la demanda que reclama la población, principal-
mente trabajadora y de recursos económicos limitados, por
lo tanto es necesario que la modalidad de tiempo completo
en las escuelas públicas sea progresiva, incorporen cada
vez más planteles y se atienda a más niñas y niños con es-
ta oportunidad de desarrollo de capacidades.

Se trata de impulsar un modelo pedagógico, que permita
recuperar actividades de educación física, más posibilidad
de usar aulas de medios, dominio de la computación, una
segunda lengua y a actividades artísticas.

El programa tal como se encuentra planteado constituye
una alternativa pedagógica que prolonga la estancia de los
maestros, niños y niñas en la escuela, con la finalidad de
favorecer el desarrollo de las competencias definidas en los
planes y programas de estudio para la educación básica.
Uno de los objetivos que persigue es ampliar las oportuni-
dades de aprendizaje de los alumnos, tanto las dedicadas al
estudio de los contenidos establecidos en el currículo como
otras asociadas al fortalecimiento de las competencias so-
ciales, el aprendizaje de una lengua extranjera, el uso de las
tecnologías de la información y la comunicación y así co-
mo el mejoramiento del trabajo colegiado entre el personal
docente de las escuelas.

Para la realización de las actividades antes descritas se re-
quiere que las escuelas de tiempo completo cuenten con
comedor, sala de cómputo, espacio de usos múltiples, ins-
talaciones deportivas y la participación de especialistas en
la enseñanza de una segunda lengua, el uso de tecnologías
informáticas en apoyo al aprendizaje, educación física y ar-
tística. Estas últimas materias pueden brindarse a través de
convenios o acuerdos con instituciones civiles y guberna-
mentales locales que manejen estos campos.

Por ello, es conveniente que el esfuerzo de la acción públi-
ca encuentre sustento normativo en el marco jurídico de
México, de manera que su aplicación sea de forma perma-
nente y no esté sujeta a las voluntades políticas, por ello la
necesidad de legislar en la materia.

Este modelo aunque no resulta nuevo en México, (pues ya
se tuvo hace varios decenios) puede significar un beneficio
para los educandos, para el profesorado, la autoridad edu-
cativa, y también para los padres de familia.

La escuela de tiempo completo presenta múltiples ventajas,
en virtud de que al mismo tiempo que permite proteger a
los menores y aprovechar mejor su tiempo, propicia que
los niños además de recibir una educación con calidad ten-
gan un aprovechamiento escolar mayor y puedan disfrutar
de la lectura, el arte y otras actividades entre ellas las de-
portivas.

Otras características del programa son:



• El tiempo de permanencia de los alumnos en la escue-
la, aumenta de 4 y media horas a 8, más una hora dis-
puesta para que los maestros trabajen en la planeación,
evaluación, trabajo con los padres y participación en ta-
lleres de capacitación.

• Se incorpora la enseñanza del inglés, el manejo de las
tecnologías de la información en apoyo al aprendizaje y
el desarrollo de las actividades físicas y artísticas.

•Se desarrollan talleres de apoyo a los alumnos en la re-
alización de tareas y la regularización, en os casos que
lo requieran.

• Se incide en la formación de buenos hábitos de ali-
mentación en los educandos ofreciéndoles menús elabo-
rados por instituciones especialistas en la materia.

• Se pueden concesionar los servicios de alimentación
por decisión conjunta de las autoridades educativas lo-
cales y la comunidad del centro escolar.

• Se mejoran gradualmente los ambientes escolares.

• Se incorpora a los padres de familia a la toma de deci-
siones escolares, en el ámbito de su competencia.

• Se establecen vínculos con instituciones sociales y gu-
bernamentales.

• Se pluralizan y modernizan las prácticas de gestión es-
colar.

• Se fomenta la convergencia de los programas estraté-
gicos de la educación básica.

El funcionamiento de las sociedades todavía supone que
hay una persona dentro del hogar dedicada completamente
al cuidado de la familia. Los horarios escolares y de los ser-
vicios públicos, de hecho no son compatibles con los de
una familia en que todas las personas adultas trabajan re-
muneradamente. Y no se ha generado un aumento sufi-
ciente en la provisión de infraestructura y servicios de apo-
yo para cubrir las necesidades de niños, niñas y otras
personas dependientes. Aún más, la creciente participación
de las mujeres en el mercado de trabajo se da en un con-
texto de mayor inseguridad y menor protección social, en
sectores altamente informales.

El Programa Nacional de Escuelas de Tiempo Completo,
responde a la exigencia de brindar una mejor y más com-
pleta formación educativa y cultural de los educandos, ade-
más de ofrecer una opción para los hijos de familias unipa-
rentales y de madres trabajadoras que requieren este apoyo
institucional, constituye una de las políticas públicas en
materia de educación en la actual administración, por ello,
debe garantizarse que sea un criterio para la política públi-
ca en materia educativa y ofrecerse como una opción edu-
cativa creciente y que propicie la equidad educativa, ata-
jando brechas sociales a favor de la niñez mexicana.

Naturalmente, se requiere de sumar voluntades y buscar
acuerdos básicos. Necesitamos a los padres de familia, a la
comunidad, a los empresarios, a las autoridades, necesita-
mos la voluntad de toda la ciudadanía. Un llamado a la co-
rresponsabilidad, al logro de acuerdos para mejorar las
condiciones del país.

La existencia de guarderías o centros de cuidado es una
medida fundamental para que trabajadoras y trabajadores
puedan conciliar sus responsabilidades familiares con las
obligaciones relacionadas al empleo. En las leyes laborales
de varios países se explicita el deber del empleador de brin-
dar estos servicios (en el local de trabajo o a través de la
contratación de un proveedor externo). Lo problemático es
que esta obligación generalmente se define en función del
número de empleadas mujeres.

Esto, con la excepción de Bolivia, Ecuador, Paraguay y Re-
pública Bolivariana de Venezuela. Fuera del ámbito de la
legislación laboral, en los países de la región existen diver-
sas iniciativas públicas relativas a servicios de cuidado
–sobre todo infantil– pero en ninguno de estos casos se ga-
rantiza cobertura universal. Los Estados implantan progra-
mas de cuidado no solamente en el marco de medidas de
seguridad social sino también como parte de sus políticas
educativas. Estas, sin embargo, no siempre consideran las
necesidades de las madres y padres trabajadores. Por eso,
muchas veces el horario, los costos o la calidad de los pro-
gramas preescolares y escolares no facilitan la conciliación
de vida laboral y familiar, ni son una política pública gene-
ralizada.

El gobierno federal ha implantado el programa de estancias
infantiles con el objetivo de apoyar a las madres trabajado-
ras y padres solos para que puedan contar con servicios de
cuidado y atención infantil para sus hijos, sin embargo, di-
chas estancias sólo se ocupan del cuidado de menores en-
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tre uno y casi cuatro años de edad, sin embargo existe otra
población de menores de edad que van desde los 4 años y
hasta los 15, a quienes también se les debe prestar atención
constante, de orientación y apoyo por parte de sus familia-
res directos. Las madres trabajadoras con hijos de estas
edades se ven en la necesidad de buscar cuidado informal
para sus hijos o pedir el apoyo de amigos o familiares, co-
mo pueden ser incluso los hermanos mayores. En muchos
de los casos no hay de por medio una persona adulta al cui-
dado de estos menores o se corre el riesgo de contratar a
personas poco profesionales, por lo que es latente el peli-
gro de que éstos cometan un abuso de cualquier índole con-
tra los menores. 

En gran parte de los hogares con hijos en los que la madre
trabaja, se pierde una importante contribución de ella al pa-
pel que juega dentro del desarrollo y educación. 

La presente iniciativa se inscribe en el compromiso que las
y los legisladores tenemos para seguir avanzando en una
mejor calidad de vida, en preparar de forma integral a ni-
ños y jóvenes, dando cumplimiento a diversas recomenda-
ciones al Estado mexicano en materia educativa y brindan-
do equidad en el desarrollo humano, por todo lo antes
expuesto me permito presentar la siguiente iniciativa que
crea un criterio más a la política pública educativa, adicio-
nando a el artículo 8 una fracción IV, para establecer la inte-
gralidad de las capacidades y competencias de los educan-
dos, a través de la implementación de horarios extendidos de
permanencia en los planteles, de manera que la formación
de los niños y jóvenes adquiera una dimensión humanista,
y cuya estrategia es la operación del modelo (de escuelas
de tiempo completo) en un mayor número de planteles y
consolidando la estrategia de enseñanza integral que per-
mita a los alumnos aprovechar efectivamente el aprendiza-
je y el desarrollo de habilidades.

Por otra parte, se plantea la adición de la fracción XIV y la
reforma del actual XIII, estableciendo la concurrencia en-
tre estados y federación para la instauración de escuelas de
tiempo completo y que se convierta en una política pública
en la que participen ambas autoridades y finalmente la adi-
ción de un segundo párrafo al artículo 38, en el que queda
establecidos los objetivos sociales que busca resolver las
escuelas de tiempo completo y el enfoque humanista e in-
tegral que alcanzarían, especificando las materias que se
atenderán.

Por lo expuesto y fundado, se somete a la consideración del
pleno de ésta honorable Cámara de Diputados, la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por la que se adicionan al artículo 8 una frac-
ción IV, al artículo 14, la fracción XIII, y se recorre el
texto del actual XIII para que sea el XIV, al artículo 38
un párrafo segundo, de la Ley General de Educación

Artículo Único. Se adicionan una fracción IV al artículo 8,
la fracción XIII y se recorre el texto del actual XIII para
que sea el XIV del artículo 14, un párrafo segundo al artí-
culo 38, para quedar como sigue

Ley General de Educación

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 8o. El criterio que orientará a la educación que el
Estado y sus organismos descentralizados impartan –así
como toda la educación preescolar, la primaria, la secun-
daria, la normal y demás para la formación de maestros de
educación básica que los particulares impartan– se basará
en los resultados del progreso científico; luchará contra la
ignorancia y sus causas y efectos, las servidumbres, los fa-
natismos, los prejuicios, la formación de estereotipos, la
discriminación y la violencia especialmente la que se ejer-
ce contra las mujeres, niñas y niños, debiendo implementar
políticas públicas de Estado orientadas a la transversalidad
de criterios en los tres órdenes de gobierno.

I. …

III. …

IV. Favorecerá la integralidad de las capacidades y
competencias de los educandos, a través de la im-
plantación de horarios extendidos de permanencia
en los planteles, de manera que la formación de los
niños y jóvenes adquiera una dimensión humanista,
es decir, que sea integradora de una visión formado-
ra de valores de la persona humana y respetuosa de
la diversidad, evaluando gradualmente la operación
del modelo en un mayor número de planteles y con-
solidando la estrategia de enseñanza integral que
permita a los alumnos aprovechar efectivamente el
aprendizaje y el desarrollo de habilidades.

…
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Capítulo II
Del federalismo educativo

Sección 1
De la distribución de la función social educativa

…

Artículo 14. Adicionalmente a las atribuciones exclusivas
a las que se refieren los artículos 12 y 13, corresponde a las
autoridades educativas federal y locales de manera concu-
rrente, las atribuciones siguientes:

I. a XII. …

XIII. Establecerán progresivamente escuelas de
tiempo completo de educación básica, que impulsen
y favorezcan el desarrollo de competencias definidas
en los planes y programas de estudio, y

XIV. Las demás que con tal carácter establezcan esta
Ley y otras disposiciones aplicables.

...

Capítulo III
De la equidad en la educación

Artículo 38. La educación básica, en sus tres niveles, ten-
drá las adaptaciones requeridas para responder a las carac-
terísticas lingüísticas y culturales de cada uno de los diver-
sos grupos indígenas del país, así como de la población
rural dispersa y grupos migratorios.

El criterio que establece el artículo 8, fracción IV, de és-
ta ley se llevará a cabo a través de las denominadas: es-
cuelas de tiempo completo, que tendrán un enfoque al-
tamente social, pedagógico y humanista. Estas escuelas
ampliarán las oportunidades de aprendizaje, a partir
de la diversificación de actividades de enseñanza, la in-
corporación de temas relativos al uso de la tecnología
de la información, la comunicación y el aprendizaje de
una segunda lengua. Estas escuelas son una opción edu-
cativa que apoya a las madres o padres que trabajan al
incrementar el tiempo de estancia de sus hijos en una
escuela segura realizando actividades de alta carga for-
mativa e instrumental.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá establecer la sufi-
ciencia presupuestal para cubrir los requerimientos huma-
nos y materiales para dotar de la infraestructura necesaria.

Tercero. Las entidades federativas y el Distrito Federal co-
laboraran en los términos que establece ésta ley, procuran-
do que se establezcan los planteles suficientes para los re-
querimientos de las entidades federativas.

Palacio Legislativo, a 16 de marzo de 2010.— Diputadas: Leticia Que-
zada Contreras, María Dina Herrera Soto (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Como lo solicita se inserta en el Diario de los Debates.
Túrnese a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos.

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Dígame, diputado Mario di Costanzo.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Presidente, una pregunta. El decreto de Presu-
puesto establecía que a más tardar el 15 de marzo la Secre-
taría de Hacienda tendría que remitir un programa de re-
ducción de gasto. Quisiera saber si esta Presidencia ha
recibido dicho programa, de lo contrario se estaría violan-
do el decreto de Presupuesto.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le puedo comentar, señor diputado, que todo lo que
nos llega a la Mesa Directiva inmediatamente lo informa-
mos al pleno para su conocimiento, o lo turnamos a la Jun-
ta de Coordinación Política.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 16 de marzo de 201067



LEY DE CAMINOS, PUENTES 
Y AUTOTRANSPORTES FEDERALES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene el uso de la palabra la diputada Ifigenia Martha
Martínez y Hernández, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransportes Federales.

La diputada Ifigenia Martha Martínez y Hernández:
Muchas gracias, señor presidente. Considero que hay una
asistencia más o menos normal, y por tanto me voy a per-
mitir presentar esta iniciativa.

En nombre de la fracción del Partido del Trabajo, es para mí
muy satisfactorio someter a la consideración de este pleno la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, para crear áreas de descanso y aparca-
miento en las carreteras y autopistas nacionales.

Esta iniciativa responde a una preocupación que comparti-
mos varios legisladores y ciudadanos. Las condiciones de
trabajo de los trabajadores del volante, en particular de
quienes se dedican al autotransporte de carga o pasajeros,
y garantizar su seguridad, así como la de lugareños, locata-
rios, transeúntes y automovilistas, que a menudo suelen
verse involucrados en accidentes carreteros.

Sabemos que la actividad del transporte, una de las más
importantes y decisivas para la economía, conlleva un ries-
go. A pesar de eso, la legislación actual ha dejado de lado
las necesidades más recurrentes que todo conductor re-
quiere para el desempeño de su actividad.

México cuenta con un estimado de 370 mil kilómetros de
carreteras y en torno de ellas se ha desarrollado una inten-
sa actividad que involucra la existencia descontrolada de
miles de establecimientos dedicados a la atención y aloja-
miento de los trabajadores del volante: hoteles, moteles,
posadas, departamentos y cuartos en renta, son un ejemplo.

Un problema derivado de este descontrol es que se presta a
abusos, que van desde exigir pagos excesivos por el hos-
pedaje hasta incidentes delictivos como asaltos, secuestros
exprés, intentos de homicidio y homicidios.

Otro problema es que coexisten conductas de manejo pre-
cavidas para evitar accidentes, con prácticas inseguras al

exceder los límites de velocidad, manejar cansado o bajo
los influjos de alguna sustancia nociva. Lamentablemente
conductas como las señaladas terminan de manera habitual
en accidentes, que en nuestro país se hacen normales, tan-
to para las autoridades como para los usuarios de carrete-
ras y autopistas.

Para llamar su atención sólo doy un dato: México ocupa
actualmente entre el tercer y cuarto lugar de muertes por
accidentes en carreteras, resultado del cual tenemos una ci-
fra promedio de 20 mil muertes anuales. Frente a esa reali-
dad tenemos que actuar.

Por ello me permito someter a su consideración la presen-
te iniciativa. El objetivo que persigue es dar un paso enor-
me hacia la modernización en materia de cultura vial en las
carreteras, autopistas y caminos que recorren todo lo largo
y ancho del país, pero, sobre todo, mejorar las condiciones
laborales y de esparcimiento de quienes trabajan como
conductores del autotransporte. Darles garantías para cui-
dar su integridad física y, en general, la de todos los usua-
rios de las carreteras.

En esencia se trata de provocar un cambio de visión. Es de-
cir, de hacer conciencia entre nuestras autoridades de una
necesidad que, sin embargo, hoy no reconoce la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes, que ha llegado a decir
en su informe de labores de 2009 que la atención de acci-
dentes es una tarea menor, cuando la prevención de los
mismos debería ser una tarea primordial y parte de sus fun-
ciones.

Doy otro dato: actualmente se estima que el costo de los
accidentes en carreteras puede ser del orden de 16 mil 535
millones de pesos anuales que equivalen al 1.5 por ciento
del producto interno bruto. Hay que subrayar que si tuvié-
ramos otro tipo de programas preventivos al menos un 80
por ciento de estos gastos podrían evitarse.

Si a este dato le sumamos que, de acuerdo a otros cálculos,
el 70 por ciento de los accidentes que suceden en la red de
carreteras federales son provocados por el factor humano,
es un hecho que la batalla no está perdida y que lo mejor
que podemos hacer es impulsar medidas y programas que
realmente modifiquen este factor.

Por eso nuestra propuesta contempla la creación de la in-
fraestructura necesaria para otorgar servicio de descanso y,
en su caso, revisión médica a quienes tienen que usar las
carreteras y autopistas nacionales.
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Este tipo de servicios, mejor conocido como áreas de des-
canso y de aparcamiento, sobre todo en la Unión Europea
y en Estados Unidos de Norteamérica, son un elemento in-
dispensable no solamente por la prestación de los servicios
dedicados al descanso y la atención médica oportuna de los
usuarios, sino también una importante derrama económica
producto de los cobros de servicios.

Llamo a la atención de ustedes, señoras y señores, compa-
ñeros legisladores, para que analicen y en su momento
aprueben la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, para crear las áreas de
descanso y aparcamiento en las carreteras y autopistas na-
cionales. Ello implica reformar varios artículos de la mis-
ma: el 36, el 52, el 59, el 60, el 66 y otros más, por lo que
yo los invito a reflexionar y a analizar, para que esto pase
a la comisión respectiva.

Por su atención, muchas gracias, compañeros. Muchas gra-
cias, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a
cargo de la diputada Ifigenia Martha Martínez y Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario del PT

La suscrita, diputada Ifigenia Martha Martínez y Hernán-
dez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo en la LXI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como 55, fracción II, 56 y 62 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de este pleno la presente iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, para crear
las áreas de descanso y aparcamiento en las carreteras y au-
topistas nacionales, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

Las condiciones de los trabajadores del volante, en parti-
cular de quienes se dedican al autotransporte de carga o pa-
sajeros, distan mucho de ser seguras para los propios ope-
radores, así como para el resto de los conductores y sus
acompañantes, que a menudo suelen verse involucrados en
accidentes carreteros.

Lugareños, locatarios, transeúntes y automovilistas son en
la mayoría de los casos los afectados por alguno de estos
accidentes. Las situaciones de riesgo son variadas: impru-
dencia al no respetar los límites de velocidad, los señala-
mientos, manejo agresivo, hasta llegar a provocar acciden-
tes que generan daños materiales y pérdidas humanas.

Sabemos, con razón, que la actividad de autotransporte no
obstante de ser una actividad noble conlleva un riesgo, y la
legislación vigente no ha hecho los esfuerzos suficientes
para mejorar las condiciones laborales; es decir, hemos de-
jado de lado las necesidades más recurrentes que todo cho-
fer requiere para el desempeño de su actividad.

Nuestro país hoy día cuenta con un estimado de 370 mil ki-
lómetros de carreteras y, en ellas, no es raro observar que a
lo largo de acotamientos, parajes baldíos, orillas de comu-
nidades, se hallan camioneros, transportistas de carga e in-
cluso automóviles particulares detenidos, dedicando un pe-
riodo de tiempo variable al descanso.

Por otro lado, conocemos que existen miles de estableci-
mientos dedicados a la atención y alojamiento de trabaja-
dores del volante. Hoteles y moteles de paso, posadas, de-
partamentos y cuartos en renta, que son un ejemplo del tipo
de servicios ofrecidos para atender las necesidades de des-
canso de familias viajeras y trabajadores del volante, prin-
cipalmente.

En este sentido, encontramos que personas como las ya
mencionadas son quienes buscan solventar estas necesida-
des, involucrando así varios factores que conlleva la toma
de decisiones que van desde hacer pagos excesivos por el
hospedaje, abusos por las condiciones de premura por tener
un lugar donde descansar, hasta incidentes delictivos como
asaltos, secuestros exprés, intentos de homicidio e incluso,
los asesinatos.

Paradójicamente ocurre que coexisten conductas de mane-
jo precavidas para evitar accidentes con prácticas inseguras
al exceder los límites de velocidad, manejar cansado o ba-
jo los influjos de alguna sustancia nociva para el cuerpo,
para tratar de ganar un poco más de tiempo, por motivos que
generalmente tienen que ver con la búsqueda de eficiencia y
rendimiento en sus labores para ganar más dinero1.

Lamentablemente, conductas como las señaladas terminan
de manera habitual en accidentes que en nuestro país se ha-
ce normal tanto para las autoridades, como para los usua-
rios de carreteras y autopistas.
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México, ocupa actualmente entre el tercer y cuarto lugar de
muertes por accidentes en carreteras, llegando a obtener
una cifra promedio de 20 mil decesos anuales2.

A través de la presente iniciativa, queremos dar un paso
enorme hacia la modernización en materia de cultura vial,
sobre todo en las carreteras, autopistas y caminos que re-
corren todo lo largo y ancho del país. Estamos conscientes
que haciendo un esfuerzo por mejorar las condiciones la-
borales y de esparcimiento de quienes se asumen como
conductores de autotransporte en nuestras carreteras, hare-
mos de estas actividades un trabajo eficiente con grandes
beneficios.

Así, debemos reconocer la falta de iniciativa en la procura-
ción de garantías para la integridad física de usuarios y
choferes-transportistas.

No sólo es cosa de anunciar programas parciales que re-
medien temporalmente la severidad de accidentes, como lo
señala la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a tra-
vés de su informe de labores de 2009, donde, por cierto,
presumen en hacer de la atención de accidentes una tarea
menor, cuando su prevención debe ser la tarea primordial3.

Actualmente se estima que la cifra puede ser del orden de
16 mil 575 millones de pesos anuales4, equivalentes a 1.5
por ciento del producto interno bruto, como fue el caso en
2009 por concepto de atención a siniestros automovilísti-
cos en las carreteras del país, lo cual significa que al menos
en 80 por ciento de estos gastos pueden ser prevenidos con
medidas adecuadas y acordes a las necesidades de estos
trabajadores.

Por otra parte, se calcula que 70 por ciento de los acciden-
tes que suceden en la red carretera federal son provocados
por “el factor humano”5. Ante esto, debemos decir que nin-
guna normatividad en materia de transporte y vialidad en
las carreteras de nuestro país, procura hacer cumplir algún
mecanismo preventivo de actos o circunstancias que modi-
fican este factor humano.

Ejemplo de ello es, el efecto perjudicial percibido en los
conductores a consecuencia del cansancio e indebido es-
fuerzo por mantenerse frente al volante6 por más de seis
horas continuas.

Nuestra propuesta contempla la creación de la infraestruc-
tura necesaria para dar servicio de descanso y revisión mé-

dica a quienes hacen uso de las carreteras y autopistas na-
cionales.

Este tipo de servicios, mejor conocidos como áreas de des-
canso y de aparcamiento, sobre todo en la Unión Europea
y Estados Unidos de América, son un elemento indispen-
sable no solamente por la prestación de los servicios dedi-
cados al descanso y la revisión médica de los ya mencio-
nados usuarios, sino también por la importante derrama
económica producto de los cobros de servicios extra que
son ofrecidos en estas áreas.

La razón es justificable, puesto que en nuestro país existen
mínimas condiciones para dar certidumbre al trabajo de to-
dos los hombres y mujeres dedicados al trasporte público y
privado en carreteras7.

Total de carreteras en México (año 2010): 370 mil ki-
lómetros de carreteras construidas.

Principales indicadores sobre accidentes carreteros:
20 mil muertes anuales; 70 mil millones de pesos, equi-
valentes a la inversión en atención de accidentes carre-
teros al año; 70 por ciento de accidentes, producto del
factor humano “fatiga”.

Por las consideraciones antes expuestas, y con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, sometemos a la consideración de este pleno, la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, para crear las áreas de
descanso y aparcamiento en la carreteras y autopistas na-
cionales, para quedar como sigue:

Primero. Se reforma el quinto párrafo del artículo 36 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, para
quedar como sigue:

Artículo 36. …

…

…

…
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Los conductores de vehículos que transitan en los caminos
y puentes deberán portar la licencia vigente que exijan las
disposiciones jurídicas aplicables. Asimismo, se absten-
drán de conducir en estado de fatiga, de ebriedad o bajo los
efectos de drogas, enervantes, estimulantes o por rebasar
los máximos de velocidad establecidos por la secretaría.

Segundo. Se adiciona una fracción VI al artículo 52, para
quedar como sigue:

Artículo 52. …

I. ...

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. Áreas de descanso y aparcamiento.

Tercero. Se adiciona un capítulo VII y un artículo 59 al Tí-
tulo Cuarto, recorriéndose los subsecuentes artículos de la
ley en su orden, para quedar como sigue:

Título Cuarto

Capítulo I. ...

…

…

…

…

…

Capítulo VII. Áreas de descanso y aparcamiento

Artículo 59. La prestación del servicio de las áreas de
descanso para conductores y de las áreas para el apar-
camiento de todo vehículo automotor serán administra-
dos por el permisionario y vigilados por la federación.

Todo conductor, relevo o acompañante con oficio de
chofer, que transite por las carreteras, autopistas y ca-
minos del país, deberá efectuar cuando menos una pa-
rada obligatoria en cualquiera de estas áreas para que
sea revisado en su estado físico y de salud, verificar su
estado anímico y de lucidez. Asimismo, deberán mos-
trar su bitácora de viaje para cerciorarse de acatar las
disposiciones del presente artículo, así como también, se
sujetaran a las recomendaciones emitidas por el perso-
nal responsable de dicha verificación.

Cuarto. Se reforma el artículo 60, para quedar como sigue:

Artículo 60. Los vehículos nacionales y extranjeros desti-
nados a la prestación de servicios de autotransporte inter-
nacional de pasajeros, turismo y carga a que se refiere el ar-
tículo anterior deberán cumplir con los requisitos de
seguridad establecidos por esta ley y sus reglamentos; asi-
mismo, deberán contar con placas metálicas de identifica-
ción e instrumentos de seguridad. Los operadores de di-
chos vehículos deberán portar licencia de conducir vigente.
Será motivo suficiente para cancelar la licencia de con-
ducir, cuando los conductores sean sancionados por el
incumplimiento de las disposiciones del artículo 59  de
esta ley.

Quinto. Se adiciona una fracción VI al artículo 66, para
quedar como sigue:

Artículo 66. …

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. Será obligatorio para concesionarios, permisio-
narios, personas físicas o morales con permiso de los
gobiernos de los estados y del Distrito Federal, para
cada una de las unidades con ruta programada para
viaje, mostrar en las bitácoras de viaje, los tiempos de
descanso de los conductores en las áreas de descanso y
aparcamiento destinados para este propósito.
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Sexto. Se reforma el primer párrafo del artículo 70, para
quedar como sigue:

Artículo 70. La secretaría tendrá a su cargo la inspección,
verificación y vigilancia de los caminos y puentes, de las
áreas de descanso y aparcamiento, así como de los servi-
cios de autotransporte federal, sus servicios auxiliares y
transporte privado, en sus aspectos técnicos y normativos,
para garantizar el cumplimiento de esta ley, sus reglamen-
tos y las normas oficiales mexicanas que expida de acuer-
do con ella. Para tal efecto, podrá requerir en cualquier
tiempo a los concesionarios y permisionarios informes con
los datos técnicos, administrativos, financieros, bitácoras
de viaje y estadísticos, que permitan a la secretaría cono-
cer la forma de operar y explotar los caminos, puentes, los
servicios de autotransporte federal y sus servicios auxilia-
res.

Séptimo. Se adiciona un segundo y tercer párrafo al artí-
culo 70 Bis, para quedar como sigue:

70 Bis. …

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes vigila-
rá permanentemente los itinerarios de viaje y las bitá-
coras del autotransporte de pasajeros y de carga, que
hagan uso de las carreteras, autopistas y caminos del
país.

La secretaría podrá sancionar a los concesionarios, per-
misionarios y a las personas físicas o morales con per-
miso de los gobiernos de los estados y del Distrito Fede-
ral, cuando contravengan lo dispuesto en el artículo 59
de esta ley.

Octavo. Se adiciona un sexto párrafo al artículo 74, para
quedar como sigue:

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. Serán multados hasta con la suma equivalente a
3 mil salarios mínimos, a los conductores que hayan
sido sancionados por infringir lo dispuesto en el artí-
culo 59 de esta ley.

VII. Serán multados hasta con la suma equivalente a
10 mil salarios mínimos, los propietarios, concesio-
narios o permisionarios, que no se sujeten a lo dis-
puesto al artículo 59 de esta ley.

Noveno. Se adicionan las fracciones VI, VII, VIII y IX al
artículo 74 Ter, para quedar como sigue:

Artículo 74 Ter. …

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

VI. Cuando sea detectado en un área de descanso y
aparcamiento, un conductor, relevo o acompañante
con oficio de chofer, cansado e insista a proseguir con
su viaje.

VII. Cuando sea detectado en la bitácora de viaje
menos del tiempo necesario de descanso, que garan-
tice la lucidez para la operación del vehículo de au-
totransporte.

VIII. Cuando sean detectadas incoherencias entre el
reporte de horas descanso del conductor en los para-
deros de descanso obligatorios y las bitácoras de los
conductores.

IX. Cuando sea alterada la bitácora de viaje.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
contrapongan a la presente ley.

Tercero. Todas las empresas concesionarias deberán pre-
ver las adecuaciones e inversiones necesarias para dar
cumplimiento a lo establecido en la presente norma en ma-
teria de servicios brindados por las áreas de descanso y
aparcamiento.

Cuarto. La secretaría tendrá 60 días para hacer las ade-
cuaciones pertinentes a sus reglamentos, una vez que haya
sido publicada la presente iniciativa en el Diario Oficial de
la Federación.

Notas:

1 Revista Transporte Siglo XXI. Marzo de 2004. México. Sección:
Competitividad.

2 Diario Excélsior, 11 de marzo de 2008. México. Sección: Nacional.

3 Tercer informe de labores. México. SCT, página 64.

4 http://www.ehui.com/tag/accidentes

5 Documento Seguridad Vial en Carreteras. Instituto Mexicano del
Transporte. 2003. Volumen 224, página 35.

6 Revista Panamericana de Salud Pública. Julio de 2004. Volumen 16.

7 Reglamento de Tránsito en Carreteras Federales. México. SCT.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de marzo de
2010.— Diputadas: Ifigenia Martha Martínez y Hernández, Yolanda de
la Torre Valdez, Claudia Edith Anaya Mota, (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de Trans-
portes.

La diputada Claudia Edith Anaya Mota (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputada, dígame usted.

La diputada Claudia Edith Anaya Mota (desde la curul):
Solicitarle a la diputada Ifigenia si nos permite adherirnos
a su propuesta.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: ¿Diputada Martínez, tiene usted inconveniente en que
se adhieran a su propuesta?

La diputada Ifigenia Martha Martínez y Hernández:
Perdón, ¿cómo dice, diputado presidente?

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Están solicitando adherirse a su propuesta. ¿Está usted
de acuerdo?

La diputada Ifigenia Martha Martínez y Hernández:
Con todo gusto.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Pasen, las diputadas y los diputados que deseen hacer-
lo, a suscribirlo.

ARTICULO 79 CONSTITUCIONAL - 
LEY DE FISCALIZACION Y RENDICION 

DE CUENTAS DE LA FEDERACION

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se recibió del diputado Jorge Antonio Kahwagi Maca-
ri, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza, iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 79 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicio-
na un artículo 40 Bis y reforma el artículo 85 de la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. 

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Iniciativa que reforma el artículo 79 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y adiciona el 40
Bis y reforma el 85 de la Ley de Fiscalización y Rendición
de Cuentas de la Federación, a cargo del diputado Jorge
Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

Jorge Antonio Kahwagi Macari, integrante del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza en la LXI Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73,
fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 26 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción
II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
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senta ante el pleno de esta honorable soberanía iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 79
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se adiciona un artículo 40 Bis y se reforma el artículo
85 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La democracia no se conquista de una vez y para siempre.
Se trata de un horizonte en movimiento que debe actuali-
zarse constantemente para garantizar su relevancia y efec-
tividad continuas (O’Donnell, 1999).

En el ámbito político, la rendición de cuentas tiene dos di-
mensiones básicas, incluye, por un lado, la obligación de
políticos y funcionarios de informar sobre sus decisiones y
de justificarlas en público y, por otro, la capacidad de san-
cionar a políticos y funcionarios en caso de que hayan vio-
lado sus deberes públicos.

A la rendición de cuentas, las realidades del poder le dan su
razón de ser. Su misión está en reducir las incertidumbres
del poder, limitar sus arbitrariedades, prevenir y remediar
sus abusos, volver predecible su ejercicio, mantenerlo den-
tro de ciertas normas y procedimientos previamente esta-
blecidos.

En México, en la medida que ha evolucionado el sistema
político mexicano, cada vez es mayor la demanda ciudada-
na por información precisa y comprobable de la adminis-
tración pública, tanto de sus recursos como de la toma de
decisiones y de los resultados de la gestión gubernamental.
Demanda que hoy consideremos este como un derecho
fundamental para el ciudadano y una obligación para sus
representantes.

Las instituciones dedicadas al control de los fondos públi-
cos, como el resto de instituciones democráticas, tienen el
reto permanente de modernizarse y adaptarse a las nuevas
situaciones para que esta labor sea cada día más eficaz.
Ello representa una exigencia de gestión permanente del
cambio.

La sociedad actual no solamente exige que el dinero públi-
co se utilice respetando la ley y que las cuentas de las ad-
ministraciones reflejen adecuadamente la actividad econó-
mico-financiera llevada a cabo, sino que también reclama
que la utilización de esos fondos públicos esté basada en
criterios de eficiencia y economía.

Las instituciones de control deben contribuir a la mejora de
la gestión de las entidades a las que fiscalizan, a fin de lo-
grar una mayor eficacia en la utilización de los recursos pú-
blicos. Por ello, es importante contar con herramientas de
carácter preventivo que permitan, por un lado, propiciar la
calidad de la gestión de las entidades públicas y de los ser-
vicios que éstas prestan y, por otro, mejorar la gestión de la
propia institución, aumentando el rendimiento y la calidad
de los trabajos que realiza.

En este sentido es que se considera conveniente dotar de
facultades o acciones de control preventivo a la Auditoría
Superior de la Federación para perfeccionar los resultados
de auditoría ex ante, fortaleciendo el ámbito ex post en la
revisión de la Cuenta Pública.

Es preciso establecer los procesos, técnicas y métodos pa-
ra que la ejecución de la función de control de la gestión
económica y financiera de las administraciones públicas
evolucione hacia la evaluación de las políticas y servicios
públicos en favor de la sociedad mexicana.

En las democracias occidentales, los sistemas de controles
y equilibrios (checks and balances) incorporados en las es-
tructuras gubernamentales han constituido el centro de la
buena gobernabilidad, y han contribuido al poder de los
ciudadanos. Los incentivos que motivan a los servidores
públicos y a los autores de las políticas –las recompensas y
sanciones vinculadas a los resultados que contribuyen al
desempeño del sector público– se encuentran arraigados en
los marcos de responsabilidad de un país. La eficaz gestión
del sector público y de los gastos del gobierno contribuye
a determinar el curso del desarrollo económico y la igual-
dad social, en especial para los pobres y otros grupos des-
favorecidos, tales como las mujeres y los ancianos.

En el México de 1824, con la primera Constitución de la
República surgen las raíces del control interno al crearse el
Departamento de Cuenta y Razón, y asignarse a la Tesore-
ría atribuciones de normatividad en materia de presupues-
to.

Durante el siglo XIX y hasta 1917, con diversas variantes,
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público concentró las
funciones de recaudación, distribución de recursos y las del
control interno de carácter preventivo.

En diciembre de 1917, se creó el Departamento de Contra-
loría General de la Nación. Su objetivo fue realizar una ins-
pección eficaz sobre los fondos y bienes de la nación, y
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contribuir a la regularización de los servicios gubernamen-
tales y a la organización de la contabilidad general de la
Hacienda Pública.

A partir de entonces, las atribuciones de control interno su-
fren diversas reformas para, sucesivamente, asignarse a di-
versas dependencias del Poder Ejecutivo: Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, Secretaría de Bienes Nacionales
e Inspección Administrativa, Secretaría de la Presidencia, y
Secretaría de Programación y Presupuesto.

La crisis económica de 1982 obligó a un replanteamiento
del esquema de control del gobierno mexicano. La crea-
ción de la Secretaría de la Contraloría General de la Fede-
ración, hoy Secretaría de la Función Pública, fue la res-
puesta a la necesidad de fortalecer el sistema de control
interno de la administración pública federal.

La Secretaría de la Función Pública ejerce sus atribuciones
de control interno antes, durante y después de realizada la
gestión gubernamental, y es, desde el Poder Ejecutivo, la
responsable de vigilar la aplicación del gasto federal y las
políticas y programas públicos, y de supervisar la actua-
ción de dependencias y entidades gubernamentales, así co-
mo del comportamiento de los servidores públicos.

En cuanto al control externo, el esquema previsto reservó
al Congreso de la Unión la facultad exclusiva de la revisión
del gasto público y la sanción final a la aplicación de los
recursos federales. Esta función, realizada por el Poder Le-
gislativo a través de la Auditoría Superior de la Federación
(ASF), es la que hoy conocemos como fiscalización supe-
rior.

Por su parte, la ASF ejerce su función fiscalizadora de ca-
rácter externo en los tres Poderes de la Unión, los entes pú-
blicos constitucionalmente autónomos, los estados y muni-
cipios, e incluso los particulares, cuando éstos reciban
recursos federales, realizando su revisión de manera anual
y de forma posterior a la gestión financiera del gobierno,
una vez que se rinde al Poder Legislativo la Cuenta de la
Hacienda Pública Federal.

Importante es señalar que la acción de ambos controles de-
be ser vista bajo un enfoque complementario en beneficio
del propósito que cada uno de ellos persigue. Un eficiente
control interno propicia acciones de buen gobierno y faci-
lita las acciones del control externo a través de la fiscaliza-
ción superior.

El concepto de responsabilidad por los recursos públicos es
muy importante en el proceso de gobierno de nuestro país
y un elemento de crucial importancia para una democracia
saludable.

Los legisladores, funcionarios de gobierno y público en ge-
neral desean saber si los servicios del gobierno están sien-
do suministrados en forma eficiente, eficaz y económica y
en conformidad con las leyes y reglamentos. También quie-
ren saber si los programas de gobierno están alcanzando
sus objetivos y resultados propuestos, y a qué costo. Los
administradores del gobierno tienen la responsabilidad de
responder ante los entes legislativos y público en general
por sus actividades y resultados correspondientes. La audi-
toría gubernamental es un elemento clave para que el go-
bierno cumpla su deber de responder ante el público. La
auditoría les permite, a ellos y a otros interesados, confiar
en la información presentada sobre los resultados de los
programas u operaciones, así como en los correspondientes
sistemas de control interno.

En la fiscalización superior el país ha logrado avances fun-
damentales en la configuración de un marco jurídico más
sólido, en la aplicación de renovados instrumentos técnicos
de revisión, mayores facultades y presupuestos para el ór-
gano fiscalizador, así como un esfuerzo importante por re-
ducir las áreas que estaban al margen de la fiscalización y
mejoras operativas en la revisión de la Cuenta Pública, pe-
ro a pesar de estos avances en el marco institucional y ope-
rativo de la fiscalización superior, es un hecho que deben
continuar reforzándose esquemas para consolidar la fisca-
lización superior en México.

Los hechos de corrupción dada la alternancia democrática
han propiciado en la percepción social la idea de que la fis-
calización es incapaz de detectar y menos de combatir de
manera oportuna la corrupción y abusos de poder de los
que ejercen recursos públicos.

Una insuficiente cobertura efectiva de fiscalización ha ge-
nerando importantes áreas de opacidad de la gestión públi-
ca a pesar de los esfuerzos formales no sustantivos por
transparentar áreas claves de la administración pública. 

Las tendencias internacionales de la fiscalización identifi-
can seis áreas de competencia para la fiscalización: a)
Combate a la corrupción; b) Rendición de cuentas; c)
Transparencia; d) Efectividad, eficiencia y economía de las
políticas y programas públicos; e) Institucionalización de
la implantación de mejoras a la práctica gubernamental; y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 16 de marzo de 201075



f) Identificación de riesgos y tendencias económicas de un
entorno cambiante, lo que incluye la priorización de temas
estratégicos y la evaluación de los impactos estructurales
de las políticas públicas y los programas gubernamentales,
en este sentido debemos continuar con cambios graduales
en el marco de la fiscalización superior.

En este orden de ideas, se debe fortalecer el insumo para
mejorar la planeación de auditorías, los controles preventi-
vos ex ante que mejoren la eficiencia y control del gasto
público, así como la rendición de cuentas, mejorando fi-
nalmente los servicios públicos a favor de los ciudadanos,
esto a través de participaciones presenciales con calidad de
observadores en procedimientos y acciones de la adminis-
tración pública en la creación y desincorporación de em-
presas de participación estatal mayoritaria, fideicomisos,
organismos descentralizados y situaciones de carácter ex-
cepcional en la adquisición de bienes o servicios que por
su cuantía sean de interés  nacional, generando con esto
finalmente la disminución de los daños al patrimonio del
Estado.

Estos controles preventivos o ex ante mejoraran la organi-
zación de cargas de trabajo para la Auditoría Superior de la
Federación, la planeación en áreas de riesgo, la supervisión
al momento en la correcta aplicación de los recursos, redu-
ciendo también los tiempos de revisión de la Cuenta Públi-
ca al propiciar  la entrega de informes  previos de auditoría
en forma más oportuna y con información que se pueda uti-
lizar en el proceso de deliberación del presupuesto. 

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za, someto a consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 79 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se
adiciona un artículo 40 Bis y se reforma el artículo 85
de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación

Artículo Primero. Se  reforma el párrafo segundo; se adi-
ciona un sexto párrafo a la fracción I del artículo 79 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra quedar como sigue: 

Artículo 79. …

La función de fiscalización será ejercida conforme a los
principios de prevención, posterioridad, anualidad, legali-
dad, definitividad, imparcialidad y confiabilidad.

…

I. …

…

…

…

…

Finalmente, sin perjuicio de los principios de poste-
rioridad, anualidad, y definitividad, el auditor supe-
rior de la Federación o personal de mando superior
de la entidad de fiscalización superior de la federa-
ción podrán tener participación presencial sin dere-
cho a voz y voto sólo en calidad de observadores en
procedimientos y acciones de la administración pú-
blica.

Artículo Segundo. Se adiciona artículo 40 Bis; se adicio-
na una fracción II, recorriendo las subsecuentes al artículo
85 Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración para quedar como sigue:

Artículo 40 BIS. Para los efectos de lo previsto en el pá-
rrafo sexto de la fracción I del artículo 79 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el au-
ditor superior de la Federación o personal de mando
superior de la entidad de fiscalización superior de la fe-
deración podrán tener participación presencial sin de-
recho a voz y voto sólo en calidad de observadores en
procedimientos y acciones de la administración pública
en la creación y desincorporación de empresas de par-
ticipación estatal mayoritaria, fideicomisos, organismos
descentralizados y situaciones de carácter excepcional
en la adquisición de bienes o servicios que por su cuan-
tía sean de interés  nacional.

Artículo 85. El auditor superior de la Federación tendrá las
siguientes atribuciones:

I. …
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II. Tener participación presencial o delegar la misma
en personal de mando superior de la  entidad de fis-
calización superior de la federación. Dicha partici-
pación será sin derecho a voz y voto sólo en calidad
de observador en procedimientos y acciones de la ad-
ministración pública.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de marzo de 2010.—
Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales y de la Función Pública.

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el señor diputado Miguel Ángel Ri-
quelme Solís para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

El diputado Miguel Ángel Riquelme Solís: Con su per-
miso, diputado presidente. Compañeras diputadas y com-
pañeros diputados, el juicio contencioso administrativo es
un proceso judicial llevado a cabo por el Tribunal Federal
de Justicia Fiscal y Administrativa que se encuentra dentro
de la estructura de la administración pública federal.

En un estado de derecho todo individuo que pudiera ser
afectado en su esfera jurídica por un acto de autoridad ad-
ministrativa tiene el derecho de defender sus intereses, bus-
cando invalidar dicha decisión. El acceso a la administra-
ción de la justicia es un derecho fundamental que en parte
no puede ser ejercido con plena eficacia al privilegiar pro-
cesalmente a la autoridad.

Actualmente existe la dificultad de que las personas que
han iniciado un procedimiento y tienen su residencia en un

lugar distinto al que radica la sala regional del Tribunal Fe-
deral de Justicia Fiscal y Administrativa que conoce del
conflicto, tienen que cumplir con cargas y obligaciones
procesales dentro de plazos muy breves, bajo el apercibi-
miento de que de no hacerlo se producirá un perjuicio pro-
cesal que se reflejará en el sentido del fallo y por ende en
su patrimonio.

Lo anterior resulta inequitativo y perjudica a los goberna-
dos, en razón de que en el caso de las autoridades deman-
dadas no existe tal cargo procesal, generalmente éstas resi-
den en el mismo lugar de la sala ante la que se sigue el
proceso. La norma, cuando se determina la competencia
del tribunal, evidencia una cierta ventaja de la autoridad
demandada sobre el demandante en términos procesales.

Esta iniciativa responde a la necesidad de equilibrar el pro-
ceso, ya que es una práctica procesal común que la autori-
dad demandada –al percatarse de la ventaja procesal antes
referida– cuestione la autenticidad de la firma que calza el
escrito de demanda y, por tanto, propicia que se le impon-
ga al gobernado la obligación de trasladarse en un plazo in-
suficiente, dado que en la mayoría de los casos su domici-
lio está ubicado en un lugar distante a la sede de la sala que
conoce de su controversia.

Para poder desahogar una carga procesal, lo que a diferen-
cia de la autoridad demandada usualmente no ocurre por
residir en el mismo lugar del tribunal y lo que de manera
invariable coloca las partes en un estado de inequidad pro-
cesal en perjuicio del gobernado.

En este orden de ideas, el proceso actual afecta de manera
directa el patrimonio de los ciudadanos, ya que éstos re-
quieren incurrir en gastos de traslado, los cuales no pueden
ser reembolsados, ya que no se contempla el pago de cos-
tos.

Por otra parte, si el demandante no logra trasladarse a tiem-
po para cumplir con el requerimiento antes referido, resul-
taría en el desecho su demanda. No obstante que pudiera
resultar auténtica la firma que calce ese documento.

La iniciativa en comento propone compensar la inequidad
procesal, haciéndose las modificaciones pertinentes a la
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, con la finalidad de que cuando la parte demandada sos-
tenga la falsedad de una promoción firmada por la actora,
y ésta resida en un lugar distinto al que se ventila el juicio
de nulidad, la sala ordene la ratificación de la firma cues-
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tionada por la parte que la suscribió y que, en caso de que
ésta no acuda en el plazo fijado, ya no sea desechada de
plano la promoción cuestionada, sino que se inicie un inci-
dente de falsedad de firma, que se tramite por cuerda sepa-
rada suspendiendo el procedimiento principal.

Para efectos del trámite del incidente en mención, la sala
apoyada en la prueba pericial que se rinda por un perito ofi-
cial determinará la autenticidad o falsedad de la firma cues-
tionada, lo que implica un procedimiento que a pesar de in-
terrumpir el juicio principal no conlleva un trámite complejo
y le dota de certeza, evitando esa inequidad y consecuente
perjuicio de los derechos de los gobernados.

Por tanto, compañeros diputados, someto a esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto para que se
adicione un segundo párrafo al artículo 4o. de la Ley del
Procedimiento Contencioso Administrativo en caso de que
se cuestione la autenticidad de la firma estampada en un lu-
gar distinto a la que se radica en la sala ante la que se sus-
tancie el juicio. El magistrado instructor puede citar a dicha
parte para que en el plazo de tres días estampe su firma en
presencia del secretario, con el apercibimiento de que en
caso de no hacerlo de oficio se dará inicio al incidente de
falsedad de la firma.

De igual manera, propongo que se adicione el artículo 36
Bis a la mencionada Ley de Procedimiento Contencioso
Administrativo, para que cuando la parte actora no acuda a
rectificar su firma, en los términos de lo dispuesto en el ar-
tículo 4o. de esta ley –termino, presidente–, de oficio se
inicie un incidente de falsedad de firma estableciendo que
ésta se tramitará por cuerda separada y con la suspensión
del procedimiento principal –como ya lo he mencionado–,
en donde el magistrado instructor solicitará a un perito ofi-
cial la emisión del dictamen respectivo, quien a su vez es-
tando en aptitud de rendir su dictamen deberá hacerlo en un
plazo improrrogable de 10 días.

Solicito a la Presidencia sea incluido el texto íntegro de la
presente iniciativa en el Diario de los Debates. Es cuanto,
señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, a cargo del diputado Miguel Ángel Riquelme Solís
y suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del PRI

pri3Los diputados a la LXI Legislatura, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-

cional, Miguel Riquelme Solís, Francisco Saracho Nava-
rro, Hugo Martínez González, Melchor Sánchez de la
Fuente, Rubén Moreira Valdez, Héctor Fernández Aguirre,
Héctor Franco López, Noé Fernando Garza Flores y Tere-
so Medina Ramírez, con fundamento en los artículos 71,
fracción II; 55, fracción II, y 62 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a consideración del pleno de
la Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adiciona un párrafo segundo al
artículo 4, y el actual segundo párrafo pasa a ser tercer pá-
rrafo; se adiciona una fracción VII al artículo 29; se refor-
ma el primer párrafo del artículo 36; y se adiciona un artí-
culo 36 Bis, a la Ley Federal del Procedimiento
Contencioso Administrativo.

Exposición de Motivos

Es claro que aún no ha sido superada aquella tradición
adoptada del derecho español y que data del siglo XIX, re-
lativa a la centralización de la tarea de impartición de jus-
ticia, tal como sucedió en la época colonial cuando se pro-
vocó la concentración de los abogados en las ciudades de
México y Guadalajara, en las cuales residían las dos únicas
audiencias o tribunales de apelación.

Hoy día, esta tradición centralista ha permeado en el ámbi-
to del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa,
lo que se desprende del contenido del artículo 34 de la Ley
Orgánica de dicho tribunal, dado que será competente la
sala del lugar de residencia de la autoridad que haya dicta-
do la resolución impugnada, que pretenda ejecutarla, o que
busque la nulidad de una resolución administrativa favora-
ble a un particular; es decir, si tomamos en cuenta que el
lugar donde residen la mayoría de las autoridades adminis-
trativas federales, es del Distrito Federal y que por ello, la
generalidad de los juicios de nulidad deberán sustanciarse
en esta entidad federativa, se confirma que el aludido cen-
tralismo, sigue vigente.

Lo anterior resulta pernicioso para los demandantes que tie-
nen su residencia particular en un lugar distinto al de la cir-
cunscripción territorial a la que pertenece la sala regional
que conocerá del conflicto expuesto, dado que existen cargas
y obligaciones procesales que las partes deben cumplir den-
tro de los plazos señalados por la Ley Federal del Procedi-
miento Contencioso Administrativo, bajo el apercibimiento
de que de no desahogarse en forma personal, se producirá un
perjuicio procesal que se reflejará en el sentido del fallo que
resuelva el juicio y, por ende, en su patrimonio.
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Tal dificultad se ve agudizada en forma notable, cuando el
gobernado demandante tiene que trasladarse en un plazo
sumamente corto, desde su domicilio particular que puede
estar ubicado en una región muy distante a la sede de la sa-
la que conoce de su controversia, para poder desahogar una
carga procesal; a diferencia de la autoridad demandada,
que usualmente no tiene dicha dificultad por residir en el
mismo lugar de la sala, lo que de manera invariable coloca
a las partes en un estado de inequidad procesal en perjuicio
del gobernado.

Lo antes relatado se verifica cuando la autoridad demanda-
da al percatarse de la desventaja que le representa al go-
bernado residir en una entidad federativa distinta a la en
que radica la sala en que se ventila su juicio de nulidad, til-
da de falsa la firma que calza el escrito de demanda lo que,
consecuentemente, origina que el magistrado instructor le
imponga al actor la carga procesal de ratificar la firma plas-
mada en el documento, en un plazo sumamente breve de
tres días, so pena de que, de no hacerlo, se desechará el es-
crito inicial de demanda.

En este sentido, al resultar, en la mayoría de los casos, im-
posible para el gobernado trasladarse a tiempo para cum-
plir con el requerimiento antes referido, se le genera el per-
juicio de que le sea desechada su demanda o, en otros
casos, por precluido el derecho ejercido en la promoción
desestimada, no obstante que pudiera resultar auténtica
la firma.

La iniciativa en comento propone evitar estos casos de in-
equidad procesal, haciéndose las modificaciones pertinen-
tes a la Ley Federal del Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, con la finalidad de que cuando la parte
demandada sostenga la falsedad de una promoción firmada
por la actora que resida en una entidad federativa distinta a
la que radique la sala ante la que se ventila el juicio de nu-
lidad, el magistrado instructor ordene la ratificación de la
firma cuestionada, por la parte que la suscribió y que, en
caso de que ésta no acuda en el plazo fijado, ya no se dese-
che de plano la demanda o promoción cuestionada, sino
que se inicie de oficio un incidente de falsedad de firma
que se tramite por cuerda separada suspendiendo el proce-
dimiento principal.

Para efectos del trámite del incidente en mención, la sala
apoyada en la pericial que se rinda por un perito oficial, de-
terminará la autenticidad de la firma cuestionada; lo que
implica un procedimiento que, a pesar de interrumpir el
juicio principal, no conlleva un trámite engorroso y le dota

de mayor certeza evitando esa inequidad y perjuicio a los
derechos de los gobernados, antes precisado.

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto

Primero. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 4o.
de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, y el actual segundo párrafo pasa a ser ter-
cer párrafo, para quedar como sigue:

Artículo 4o. Toda promoción deberá contener la firma au-
tógrafa o la firma electrónica avanzada de quien la formu-
le y sin este requisito se tendrá por no presentada. Cuando
el promovente en un juicio en la vía tradicional, no sepa o
no pueda estampar su firma autógrafa, estampará en el do-
cumento su huella digital y en el mismo documento otra
persona firmará a su ruego.

Si se cuestiona la autenticidad de la firma estampada en
alguna promoción suscrita por la parte actora y ésta re-
side en una entidad federativa distinta a la que radica
la sala ante la que se substancia el juicio, el magistrado
instructor citará a dicha parte, para que en el plazo de
tres días, estampe su firma en presencia del secretario,
con el apercibimiento de que, en caso de no hacerlo, de
oficio se dará inicio al incidente de falsedad de firma,
conforme a lo dispuesto en los artículos 36 Bis y 39 de
ésta ley.

Cuando la resolución afecte a dos o más personas, la de-
manda deberá ir firmada por cada una de ellas, y designar
a un representante común que elegirán de entre ellas, si no
lo hicieren, el magistrado instructor nombrará con tal ca-
rácter a cualquiera de los interesados, al admitir la deman-
da.

Segundo. Se adiciona una fracción VII al artículo 29 de la
Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, para quedar como sigue:

Artículo 29. En el juicio contencioso administrativo fede-
ral sólo serán de previo y especial pronunciamiento:

I. a VI. …

VII. La falsedad de firma en términos de lo estable-
cido en el artículo 4 de esta ley.
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Tercero. Se reforma el primer párrafo del artículo 36 de la
Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrati-
vo, para quedar como sigue:

Artículo 36. Cuando alguna de las partes sostenga la fal-
sedad de un documento, incluyendo las promociones y ac-
tuaciones en juicio, distintas de las precisadas en el artí-
culo 4 de esta ley, el incidente se podrá hacer valer ante el
magistrado instructor hasta antes de que se cierre la ins-
trucción en el juicio. El incidente se substanciará conforme
a lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo 39 de esta
ley.

Cuarto. Se adiciona un artículo 36 Bis a la Ley Federal
del Procedimiento Contencioso Administrativo, para
quedar como sigue:

Artículo 36 Bis. Cuando la parte actora no acuda a ra-
tificar su firma, en términos de lo dispuesto en el artí-
culo 4 de esta ley, de oficio se iniciará un incidente de
falsedad de firma, que se tramitará por cuerda separa-
da y con suspensión del procedimiento principal, en el
que el magistrado instructor solicitará a un perito ofi-
cial la emisión del dictamen respectivo.

Para efecto de que el perito oficial esté en aptitud de
rendir su dictamen, se solicitará a las partes los docu-
mentos y comparecencias que dicho profesionista consi-
dere necesarias.

Una vez que el perito oficial cuente con los elementos
necesarios para la elaboración de su dictamen, deberá
rendirlo en un plazo improrrogable de 10 días.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, Distrito Federal, a 16 de marzo de
2010.— Diputados: Miguel Riquelme Solís (rúbrica), Hugo Martínez
González, Melchor Sánchez de la Fuente, Rubén Moreira Valdez (rú-
brica), Francisco Saracho Navarro (rúbrica), Héctor Fernández Aguirre
(rúbrica), Héctor Franco López (rúbrica), Noé Fernando Garza Flores
(rúbrica), Tereso Medina Ramírez (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Como lo solicita, insértese en el Diario de los Debates.
Túrnese a la Comisión de Justicia.

REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le pido a la Secretaría instruya el cierre del sistema
electrónico de asistencia y dé cuenta del registro de diputa-
das y diputados asistentes.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
¿Falta algún diputado o diputada por registrar su asisten-
cia? Ciérrese el sistema electrónico.

Se informa a la Presidencia que hasta el momento hay una
asistencia de 433 diputadas y diputados. Quienes hasta el
momento no hayan registrado su asistencia disponen de 15
minutos para hacerlo por cédula.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el señor diputado Juan Carlos Natale
López, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 167 y 168 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te.

El diputado Juan Carlos Natale López: Buenas tardes,
compañeras y compañeros diputados. Como bien sabemos
la Profepa es un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, que tiene por obje-
to vigilar y evaluar el cumplimiento de las disposiciones
jurídicas aplicables en materia ambiental.

Esta dependencia posee el carácter de ser la entidad admi-
nistrativa directamente responsable de investigar, procesar
y, en su caso, de iniciar los procedimientos administrativos
derivados de las visitas de inspección y verificación en ma-
teria ambiental.

Los procedimientos administrativos de inspección y vigi-
lancia se caracterizan por integrarse bajo tres etapas proce-
sales: la primera, es la etapa de planteamiento que se lleva
a cabo con una visita de inspección. Le sigue la etapa pro-
batoria, materializada con el ofrecimiento y desahogo de
pruebas. Y concluye con la etapa de resolución conforma-
da por la presentación de alegatos y la resolución adminis-
trativa.
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Sin embargo, las disposiciones que actualmente regulan es-
te procedimiento presentan algunas imprecisiones que se
pretenden solucionar con la iniciativa objeto de nuestra
propuesta legislativa.

La primera es la falta del término máximo para que la au-
toridad resuelva la procedencia de instaurar o no un proce-
dimiento administrativo y emplazar al presunto responsa-
ble.

Actualmente la ley en comento solamente prevé el término
que el interesado tendrá para ofrecer pruebas, lo que pre-
supone que el particular ya ha sido emplazado pero no in-
dica cuál es el tiempo máximo que la autoridad ordenado-
ra tiene para llevar a cabo el emplazamiento una vez que ha
recibido el acta de inspección.

Es por ello que propongo que el emplazamiento que da ini-
cio al procedimiento administrativo se lleve a cabo dentro
de los 10 días hábiles posteriores a que se concluya con la
visita de inspección.

La segunda imprecisión se basa en la falta del plazo en el
que la autoridad deberá poner a disposición del interesado
las constancias que integran el expediente, a efecto de que
cuente con los elementos necesarios para formular sus ale-
gatos.

Por ello se propone reformar la ley a efecto de establecer
que una vez que hayan sido deshogadas las pruebas ofreci-
das por el interesado o bien que haya transcurrido el térmi-
no previsto para tales efectos, sin que se haya hecho uso de
este derecho, la autoridad dentro de los cinco días hábiles
posteriores a la actualización de esta hipótesis declarará con-
cluido el periodo probatorio y pondrá a disposición del inte-
resado las constancias que integran el expediente, a efecto de
que esté en la posibilidad de formular sus alegatos.

Por último, la ley obliga a la autoridad ordenadora a emitir
la resolución administrativa que pone fin al procedimiento
de inspección y vigilancia, dentro de los último 20 días há-
biles siguientes a la fecha en que se reciben los alegatos o
a que transcurra el término previsto para tales efectos sin
que se haya hecho uso de este derecho.

Con este artículo se da fin al procedimiento administrativo
instaurado por la Profepa. Sin embargo, y de acuerdo con
el procedimiento llevado a cabo por esta dependencia, an-
tes de la resolución se emite un acuerdo de trámite de pre-
sentación o no presentación de alegatos, el cual tiene como

objeto dejar evidencia de la recepción y análisis de los do-
cumentos presentados en esta etapa del procedimiento.

Dicho acuerdo no tiene una fecha de elaboración ni notifi-
cación al presunto infractor, lo cual ha ocasionado retrasos
en las resoluciones administrativas. Es por ello que se pro-
pone que la Profepa elabore y notifique el acuerdo de ale-
gatos respectivos en un periodo no mayor a cinco días.

Con esta reforma se pretende limitar la discrecionalidad
que actualmente tienen las autoridades administrativas, es-
tableciendo los tiempos máximos que deben existir entre la
conclusión de una etapa del procedimiento y el inicio de la
siguiente etapa, a fin de garantizar la consolidación y trans-
parencia de dicho proceso administrativo. Es cuanto, señor
presidente. Gracias por su atención.

«Iniciativa que reforma los artículos 167 y 168 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, a cargo del diputado Juan Carlos Natale López, del
Grupo Parlamentario del PVEM

Juan Carlos Natale López, diputado integrante de la LXI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a la consideración del pleno de esta honorable
asamblea, el presente proyecto de decreto con base a la si-
guiente

Exposición de Motivos

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profe-
pa) es un órgano desconcentrado de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Natural, que tiene por objeto vigilar
y evaluar el cumplimiento de las disposiciones jurídicas
aplicables en materia ambiental.

Entre sus atribuciones se encuentran vigilar el cumpli-
miento de las disposiciones legales; salvaguardar los inte-
reses de la población en materia ambiental procurando el
cumplimiento de la legislación ambiental y sancionando a
las personas físicas y morales que violen dichos preceptos
legales

La Profepa, esta integrada por 4 subprocuradurías y 32 de-
legaciones federales. La Subprocuraduría Jurídica y las
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ares respectivas en las 32 delegaciones de la Profepa, están
encargadas de llevar los procedimientos administrativos
derivados de las visitas de inspección y verificación.

Los procedimientos administrativos de inspección y vigi-
lancia que regula la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente (LGEEPA), constituye un ele-
mento fundamental del sistema de impartición de justicia
ambiental en el país. A través de éste las autoridades admi-
nistrativas competentes vigilan que los particulares cum-
plan con las disposiciones que prevé dicho ordenamiento y
los que de él derivan, e impone sanciones de índole admi-
nistrativo a los que las incumplen.

En términos generales, el procedimiento de inspección y
vigilancia, inicia con una visita de inspección que la auto-
ridad verificadora realiza al particular que se presume pu-
diera estar incumpliendo alguna disposición ambiental. De
esta forma, la autoridad verificadora se constituye en el si-
tio de la probable afectación ambiental y constata in situ la
forma de la afectación, asentando el resultado de la dili-
gencia en un acta circunstanciada que al término de la dili-
gencia remite a la autoridad ordenadora. 

Posteriormente, la autoridad que ordenó la práctica de la
visita de inspección determina, a partir del contenido del
acta circunstanciada, si es necesario imponer mediadas co-
rrectivas o de urgente aplicación, en caso de que durante la
visita de inspección se hayan constatado afectaciones al
medio ambiente de tal magnitud que merezcan una inter-
vención inmediata; asimismo emplaza al presunto respon-
sables para que acuda a manifestar lo que a su derecho con-
venga y aporte las pruebas que considere pertinentes a su
causa.

Una vez desahogadas las pruebas que, en su caso, hayan si-
do ofrecidas por el interesado, la autoridad pone a disposi-
ción de éste las constancias que integran el expediente pa-
ra que formule sus alegatos en los que expresa porque
considera que le asiste la razón. Finalmente, la autoridad
dicta la resolución administrativa correspondiente, en don-
de determina si el presunto responsable incumplió o no con
sus obligaciones ambientales y, en su caso, impone las san-
ciones que conforme a derecho corresponden.

En este orden de ideas, es factible afirmar que el procedi-
mientos administrativo de inspección y vigilancia está in-
tegrado de tres etapas procesales bien diferenciadas: i) la
etapa de planteamiento (materializado con la visita de ins-
pección) ii) la etapa probatoria (materializada con el ofre-

cimiento y desahogo de pruebas; y iii) la etapa de resolu-
ción (materializada con la presentación de alegatos y la
emisión de la resolución administrativa).

Ahora bien, es importante señalar que las disposiciones
que actualmente regulan este procedimiento presentan las
siguientes imprecisiones que la iniciativa que se pone a
consideración de la Cámara de Diputados pretende resol-
ver:

1. En el primer párrafo del artículo 167 de la LGEEPA
no se establece un término máximo para que la autori-
dad resuelva sobre la procedencia de instaurar o no un
procedimiento administrativo y emplazar al presunto
responsable.

En la actualidad el precepto en cita dispone lo siguiente:

“Recibida el acta de inspección por la autoridad or-
denadora, requerirá al interesado, cuado proceda…
para que adopte de inmediato las medidas correctivas o
de urgente aplicación... Asimismo, deberá señalarse al
interesado que cuenta con un término de quince días pa-
ra que exponga lo que a su derecho convenga y, en su
caso, aporte las pruebas que considere procedentes en
relación con la actuación de la secretaría”.

Como se desprende de este precepto, solamente se prevé el
termino que el interesado tendrá para ofrecer pruebas, lo
que presupone que el particular ya ha sido emplazado, pe-
ro no indica cuál es el tiempo máximo que la autoridad or-
denadora tiene para llevar a cabo el emplazamiento, una
vez que ha recibido el acta de inspección.

Es importante indicar, que la Ley Federal de Procedimien-
to Administrativo es la ley supletoria a la LGEEPA, la cual
en su artículo 32 indica:

Artículo 32. Para efectos de las notificaciones, citacio-
nes, emplazamientos, requerimientos, visitas e infor-
mes, a falta de términos o plazos establecidos en las
leyes administrativas para la realización de trámites,
aquéllos no excederán de diez días. El órgano admi-
nistrativo deberá hacer del conocimiento del interesado
dicho plazo.

Por lo cual, el plazo establecido para la emisión del empla-
zamiento esta subsanado con la Ley del Procedimiento Ad-
ministrativo.
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Sin embargo, es necesario que se establezca en la LGEE-
PA, la acción del emplazamiento y el plazo para su emi-
sión, con la finalidad de que los procedimientos adminis-
trativos en materia ambiental instaurados por la autoridad
no tengan debilidades en el marco jurídico que permitan la
nulidad del proceso.

Es por ello que en la presente iniciativa proponemos para
subsanar esta omisión, adicionar un párrafo segundo al ar-
tículo 167 de la LGEEPA, recorriéndose el subsiguiente, a
efecto de prever que el emplazamiento al procedimiento
debe llevarse a cabo dentro de los diez días hábiles poste-
riores a que se concluya con la visita de inspección, esto sin
perjuicio de que la autoridad con anterioridad al emplaza-
miento requiera al interesado para que adopte las medidas
correctivas o de urgente aplicación que considere necesa-
rias, en aquellos casos en los que durante la visita de ins-
pección se constaten afectaciones al medio ambiente de tal
magnitud que merezcan una intervención inmediata de par-
te de la autoridad.

2. En el actual segundo párrafo de la LGEEPA, no señala
el plazo en el que la autoridad deberá poner a disposición
del interesado las constancias que integran el expediente a
efecto de que cuente con los elementos necesarios para for-
mular sus alegatos. Por ello, se propone reformar el segun-
do párrafo del citado precepto, a efecto de establecer que
una vez que hayan sido desahogadas las pruebas ofrecidas
por el interesado o bien que haya transcurrido el termino
previsto para tales efectos, sin que se haya hecho uso de es-
te derecho, la autoridad, dentro de los cinco días hábiles
posteriores a la actualización de esta hipótesis, declarará
concluido el periodo probatorio y pondrá a disposición del
interesado las constancias que integran el expediente a
efecto de que esté en posibilidad de formular sus alegatos.

3. Por último, en el primer párrafo del articulo 168 de la
LGEEPA, se obliga a la autoridad ordenadora a emitir la
resolución administrativa que pone fin al procedimiento de
inspección y vigilancia, dentro de los 20 días hábiles si-
guientes a la fecha en la que se reciban los alegatos o a que
transcurra el termino previsto para tales efectos sin que se
haya hecho uso de este derecho.

Con este artículo se da fin al procedimiento administrativo
instaurado por la Profepa. Sin embargo y de acuerdo con el
procedimiento llevado a cabo por esta dependencia, antes
de la resolución se emite un acuerdo de trámite de presen-
tación o no presentación de alegatos, el cual tiene como ob-
jeto dejar evidencia de la recepción y análisis de las docu-

mentales presentadas en esta etapa del procedimiento. Di-
cho acuerdo, no tiene una fecha de elaboración y notifica-
ción al presunto infractor, lo cual ha ocasionado retrasos en
las resoluciones administrativas.

Si bien, el acuerdo de alegatos, no es una etapa de procedi-
miento administrativo, de acuerdo con la LGEEPA y la Ley
Federal del Procedimiento Administrativo, es una acción
llevada a cabo para dar cumplimiento a lo establecido en el
Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual es su-
pletorio a la Ley del Procedimiento Administrativo. Por tal
motivo, es un requisito indispensable durante el procedi-
miento administrativo, con el cual se da certeza a los pre-
suntos infractores que todas las pruebas entregadas a la au-
toridad fueron analizadas y forman parte del expediente del
procedimiento bajo el cual están sujetos.

Es por ello, que se propone reformar el primer párrafo del
artículo 168 de la LGEEPA, para que se elabore y notifique
el acuerdo de alegatos respectivo en un periodo no mayor
a 5 días.

Con la reforma que se plantea se pretende limitar la discre-
cionalidad que actualmente tienen las autoridades adminis-
trativas, para determinar el momento en el que se da inicio
a ciertas etapas del procedimiento de inspección y vigilan-
cia en materia ambiental, estableciendo, por disposición de
la ley, el tiempo que como máximo deberá existir entre la
conclusión de una etapa del procedimiento y el inicio de la
siguiente etapa, a fin de garantizar la sustanciación conca-
tenada de dicho procedimiento administrativo.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 167 y 168 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente

Artículo Único. Se adiciona el párrafo segundo recorrién-
dose el subsiguiente y se reforman el párrafo segundo aho-
ra tercero del artículo 167 y se reforma el artículo 168 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, para quedar como sigue: 

Artículo 167. …

El emplazamiento deberá practicarse dentro de los diez
días hábiles siguiente a que concluya la visita de ins-
pección, sin perjuicio de que la autoridad requiera pre-
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viamente al interesado para que adopte las medidas co-
rrectivas o de urgente aplicación que considere necesa-
rias. 

Dentro de los cinco días posteriores a que se concluya
con el deshago de las pruebas ofrecidas por el interesa-
do, o bien trascurrido el término referido en el primer
párrafo de este artículo sin que se haya hecho uso de es-
te derecho, la autoridad declarará concluido el periodo
probatorio y en el mismo acto pondrá a disposición del
interesado las actuaciones que consten en el expediente
para que dentro del término de tres días hábiles formu-
le sus alegatos por escrito.

Artículo 168.- Una vez recibidos los alegatos o transcurri-
do el término para presentarlos, la Secretaría en un pe-
riodo no mayor a 5 días posteriores a la entrega, elabo-
rará y notificará el acuerdo de alegatos respectivo,
posterior a la notificación y en un plazo no mayor a 20
días, se dictará por escrito la resolución respectiva, mis-
ma que se notificará al interesado, personalmente o por
correo certificado con acuse de recibo.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los dieciseis días del mes de marzo del año dos mil
diez.— Diputado Juan Carlos Natale López (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales.

LEY DE APOYO SOLIDARIO PARA
LOS ADULTOS MAYORES DEL CAMPO

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Narcedalia Ramírez Pine-
da, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
expide la Ley de Apoyo Solidario para los Adultos Mayo-
res del Campo, suscrita por la diputada Ramírez Pineda y
Luis Videgaray Caso, del Grupo Parlamentario del PRI.

La diputada Narcedalia Ramírez Pineda: Señor presiden-
te, compañeros diputados: la iniciativa de Ley de Apoyo So-
lidario para los Adultos Mayores del Campo que hemos sus-
crito el diputado Luis Videgaray y yo, expresa los
sentimientos de aquellos humildes mexicanos, del México
profundo, que quieren terminar su vida de una manera digna.

Me honra mucho presentarles este alegato reivindicador.
Traer hasta esta tribuna la voz de poco más de un millón y
medio de adultos mayores de 70 años y más, que no piden
ni requieren de nuestra misericordia, sino que reclaman
nuestra plena solidaridad y responsabilidad legislativa.

En el mundo rural ancestralmente se han respetado social-
mente los años. El viejo, sobre todo en las comunidades in-
dígenas, tenía un lugar destacado, no por viejo sino por la
madurez y sus juicios más reposados producto de la expe-
riencia.

Hoy, sin embargo, en ese universo, envejecer en la pobre-
za para los hombres y mujeres que dejaron atrás su edad
productiva es sencillamente una condena. Pobreza para es-
te sector social no quiere decir sólo carecer de satisfactores
materiales, para ellos implica también exclusión social, ne-
gación de oportunidades para llevar una vida plena.

En el campo, la ley de hierro del mercado los expulsa de la
competencia y los hace pasar al recinto de los innecesarios.
Por eso los adultos mayores se debaten en el círculo vicioso
de las necesidades. Su realidad de desechables incuba su po-
breza.

La seguridad social de la que hoy se benefician los obreros
y los trabajadores al servicio del Estado no ha llegado a la
población rural. 20 millones de personas del agro mexica-
no no tienen acceso a la seguridad social y sólo dos de ca-
da 100 pesos que entran como cuotas al Instituto Mexicano
del Seguro Social provienen de ese sector. Son datos duros
que desafortunadamente comprueban que si el mundo rural
en general está desprotegido, el segmento de la población
mayor de 70 años vive una auténtica soledad social.

Muchos países, para hablar de América Latina, han alcan-
zado una cobertura en su régimen de seguridad social,
principalmente en el área rural, donde se otorgan pensiones
asistenciales por vejez e invalidez a las personas mayores
de 70 años que no cuentan con algún tipo de beneficio pre-
visional o de retiro. Son pensiones no contributivas que
han tenido repercusiones importantes en el alivio a la po-
breza en esos pueblos.
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La filosofía de la seguridad social de esos programas es lo
que queremos para los adultos mayores de México como
una política de Estado. Lo que esta iniciativa propone es
que este sector de adultos mayores tenga garantizados en
esta ley los apoyos económicos que le son indispensables.

Plantea que con criterios de justicia, equidad y sustentabi-
lidad fiscal el Estado garantice y atienda con prioridad a los
adultos mayores de 70 y más años, que viven en comuni-
dades rurales de hasta 2 mil 500 habitantes.

Asegurar para ellos los beneficios del Seguro Popular y
con él una pensión vitalicia, un seguro de vida y un pago
de marcha sería nuestra más trascendental contribución a
los valores de la solidaridad humana.

Compañeros diputados, los adultos mayores de las comu-
nidades rurales han esperado históricamente la justicia so-
cial que les reivindique su dignidad y sus derechos huma-
nos. Esta iniciativa busca recuperar para ellos el respeto
social a que tienen derecho y darles un poco de certidum-
bre en el invierno de su vida.

Hoy los mexicanos de 70 años y más deben saber que en su
nombre estamos luchando por sacarlos de su marginación
social, que estamos buscando alternativas para que la espe-
ranza pueda renacer para ellos. Queremos estar a la altura
de nuestra responsabilidad social y política como represen-
tantes del pueblo.

Señor presidente, le solicito respetuosamente que la inicia-
tiva que hoy el diputado Luis Videgaray y la de la voz he-
mos inscrito sea publicada íntegra en el Diario de los De-
bates. Es cuanto.

«Iniciativa que expide la Ley de Apoyo Solidario para los
Adultos Mayores del Campo, suscrita por los diputados
Narcedalia Ramírez Pineda y Luis Videgaray Caso, del
Grupo Parlamentario del PRI

Los diputados que suscriben, Luis Videgaray Caso y Nar-
cedalia Ramírez Pineda, integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto que crea la Ley de Apoyo

Solidario para los Adultos Mayores del Campo, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

En toda la geografía rural de nuestra patria, sobre todo en
las miles de pequeñas poblaciones menores de 2 500 habi-
tantes, los mexicanos de 70 o más años de edad, padecen
lacerantes condiciones de pobreza extrema, prácticamente
excluidos de los programas gubernamentales y con pocas
perspectivas de superar las condiciones de precariedad de
su existencia y el abandono en que viven.

El Consejo Nacional de Población estima que, debido al
aumento de la esperanza de vida, en las zonas rurales del
país la población de adultos mayores de 70 años de edad
será de 1 632 000 este año, de 1 930 000 en el 2015 y de 3
594 000 en el 2030.

En los hogares de estos mexicanos, el ingreso –cuando
existe- es extremadamente inferior al indispensable para
atender sus necesidades alimentarias. Sin embargo, su po-
breza no es sólo la carencia de satisfactores materiales. Su
miseria implica también exclusión social, negación de
oportunidades para llevar una vida plena, es discriminación
e incluso rechazo familiar.

Esta condición de vulnerabilidad, asociada a la falta de in-
dependencia, confianza y autoestima, nos confirma que la
pobreza no es sólo un problema de falta de ingresos o de
desarrollo humano. Para estos hombres y mujeres que de-
jaron atrás su edad productiva, esta situación social impli-
ca también carencia de representación para hacer escuchar
sus voces de inconformidad y exigir sus derechos.

Golpea la conciencia constatar el abandono, maltrato y
marginación que, aun al interior de sus hogares, caracteri-
zan la vida cotidiana de los adultos mayores del campo;
son imágenes que reproducen de manera dolorosa la reali-
dad de las comunidades más marginadas donde mujeres y
hombres ancianos, abandonados a su suerte, enfermos, sin
opciones y menos atención alguna, se ven obligados, en
muchos casos, a la indigencia que lastima aún más su dig-
nidad. 

El problema de fondo es la desigualdad. La estructura so-
cioeconómica del campo es inequitativa e injusta. De las 4
500 000 unidades productivas con que cuenta el país, bajo
diferentes modalidades jurídicas de propiedad y tenencia, 3
millones corresponden a parcelas de ejidatarios, la mayoría
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de ellas minifundios de escasa productividad; 1 335 000 a
productores medianos; 150 000 a pequeños productores; y
sólo 15 000 a grandes negocios o empresas. 

Esta estructura piramidal de la propiedad y uso de la tierra
campesina, de base muy ancha y de cúpula privilegiada, ha-
ce que los campesinos involucrados también difieran gran-
demente en cuanto a su potencial productivo y económico.
Aproximadamente el 90% sólo produce para el autoconsu-
mo. Ante lo exiguo de su ingreso, la inmensa mayoría -si no
es que la totalidad- de los adultos mayores del campo, no pu-
dieron, a lo largo de su vida, cotizar en un esquema de segu-
ridad social que les otorgara un ingreso permanente para en-
frentar los riesgos de su vejez, discapacidad o invalidez.

Así, los logros sociales mayores del siglo XX, como son la
Reforma Agraria y la seguridad social universal, práctica-
mente no llegaron a este olvidado grupo social de nuestra
patria y su situación de miseria y marginación a lo largo y
ancho de nuestro territorio, es hoy una dramática denuncia
que no podemos desoír, sino, antes bien, nos compromete
política e ideológicamente a enfrentar con determinación
para saldar la añeja e insoluta deuda que tiene nuestra so-
ciedad con todos esos mexicanos que merecen toda nuestra
solidaridad.

Partimos de la realidad de que la Seguridad Social de la
que hoy se benefician los obreros y los trabajadores al ser-
vicio del Estado, no sólo no ha llegado a los adultos mayo-
res del campo, sino incluso ha sido omisa o ha retrocedido
en el aseguramiento de los trabajadores agrícolas, pues de
los 3.7 millones que venden su fuerza asalariada en los
campos productivos de nuestro país, a más de medio siglo
de haber sido creado el Instituto Mexicano del Seguro So-
cial, apenas se encuentran afiliados 450 mil, que represen-
tan únicamente un 12% de ese universo.

En la actualidad, 20 millones de personas del agro mexica-
no no tienen acceso a la seguridad social y sólo dos de ca-
da cien pesos que entran como cuotas al Instituto Mexica-
no del Seguro Social provienen de ese sector. Son datos
duros que desafortunadamente comprueban que si el mun-
do rural en general está desprotegido, el segmento de po-
blación mayor a los 70 años vive una auténtica soledad so-
cial.

No existe una política de Estado en materia de seguridad
social para los campesinos y las familias rurales, desaten-
diéndose asuntos como las pensiones y jubilaciones por ce-
santía, que hagan posible el sostenimiento de los adultos

mayores que ya no están en condiciones de trabajar y que,
en consecuencia, no pueden valerse por sí mismos.

La Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares
más reciente destaca que sólo el 10% de los ingresos por
pensiones fueron captados por los hogares ubicados en lo-
calidades rurales, y, en el caso de los segmentos de hoga-
res más pobres, que se ubican en comunidades de hasta 2
500 habitantes, esta participación es de sólo 0.1%. 

La seguridad social para los campesinos que sólo dependen
de su tierra y de su fuerza de trabajo es la que les ofrece el
Seguro Popular en materia de atención a la salud. Los de-
más beneficios que implica la seguridad social, como la
pensión por vejez, el seguro de vida y el pago de marcha,
de los que sí se benefician otros sectores, son inexistentes
para este sector. 

La Organización Internacional del Trabajo define la segu-
ridad social como “la protección que la sociedad propor-
ciona a sus miembros, mediante una serie de medidas pú-
blicas, contra las privaciones económicas y sociales que,
de no ser así, ocasionarían la desaparición o una fuerte re-
ducción de los ingresos por causa de enfermedad, acci-
dente de trabajo, o enfermedad laboral, desempleo, invali-
dez, vejez y muerte y también la protección en forma de
asistencia médica y de ayuda a las familias con hijos.” Pa-
ra los adultos mayores del campo mexicano esta definición
es sólo una buena y remota intención que no está presente
en sus vidas ni en sus familias. 

Lo mismo ocurre con el artículo 22 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos, el cual establece que “To-
da persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a
la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacio-
nal y la cooperación internacional, habida cuenta de la or-
ganización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de
los derechos económicos, sociales y culturales, indispensa-
bles a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.”

Rigen también en nuestro país los convenios 35 (1933), 36
(1933), 48 (1935), 128 y 131 (1967) de la Organización In-
ternacional del Trabajo, los cuales nos comprometen a ga-
rantizar la seguridad social y las pensiones para los ancia-
nos mayores de 65 años de edad.

Por su parte, nuestra Constitución Política establece claros
mandatos a favor del bienestar y la seguridad social de los
campesinos, que esperan la acción efectiva del Estado y de
las leyes para hacerse realidad.
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En su artículo primero la Constitución establece que “En
los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de
las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no po-
drán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las
condiciones que ella misma establece”.

Asimismo, el Apartado B en su artículo segundo dispone
con claridad que “La Federación, los Estados y los Muni-
cipios, (…) tienen la obligación de (…) III. Asegurar el ac-
ceso efectivo a los servicios de salud mediante la amplia-
ción de la cobertura del sistema nacional, aprovechando
debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la
nutrición de los indígenas mediante programas de alimen-
tación, en especial para la población infantil”.

Y en su artículo cuarto establece que “Toda persona tiene
derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las ba-
ses y modalidades para el acceso a los servicios de salud y
establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades
federativas en materia de salubridad general, conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Consti-
tución”.

Y si bien el artículo 123 de nuestra Constitución regula las
relaciones laborales y el derecho de los trabajadores a la
protección social para todos, incluidos los trabajadores del
campo y jornaleros agrícolas, esta disposición tiene escasa
aplicación en las comunidades rurales, y es letra muerta en
el caso de los ancianos y discapacitados que viven en esas
comunidades.

Lo mismo ocurre con la Ley Federal del Trabajo y la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable que definen las modalida-
des para llevar diversos bienes públicos, entre ellos los de
la seguridad social, a campesinos, trabajadores del campo,
indígenas y pequeños productores; señalan la obligatorie-
dad para los programas del gobierno federal de impulsarla,
lo mismo que la salud, la educación, la alimentación y la
atención a personas de la tercera edad.

Estas disposiciones reflejan el interés del Estado mexicano
por la población rural, pero en la realidad sus beneficios no
están a la altura de las intenciones ni se traducen en una vi-
da más digna para los campesinos y sus familias, especial-
mente de los que más necesitan el apoyo del Estado.

Entre otras disposiciones pertinentes, la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable establece en su artículo 154 que “Los
programas del Gobierno Federal, impulsarán una adecuada
integración de los factores del bienestar social como son la

salud, la seguridad social, la educación, la alimentación, la
vivienda, la equidad de género, la atención a los jóvenes,
personas de la tercera edad, grupos vulnerables, jornaleros
agrícolas y migrantes, los derechos de los pueblos indíge-
nas, la cultura y la recreación; mismos que deberán apli-
carse con criterios de equidad”.

Y por si estos mandatos legales y otros similares no fueran
suficientes, el Acuerdo Nacional para el Campo, suscrito
en el 2003, asume el objetivo de “alcanzar un desarrollo ru-
ral sustentable que garantice una redimensión social, pro-
ductiva y económica de la población campesina, bajo el
criterio de paridad urbano-rural que ha sido enunciado co-
mo principio rector del Acuerdo Nacional para el Campo,
a través de la promoción y transformación productiva del
sector primario, así como de actividades económicas alter-
nativas y de un acceso justo a los más elementales satis-
factores y servicios públicos, que el Estado está obligado a
proporcionar a todos los mexicanos por igual, sin importar
su ubicación territorial, urbana o rural.

A pesar de estas justas y humanitarias intenciones, acuer-
dos y normas jurídicas, en las comunidades campesinas e
indígenas de México, por ausencia de políticas e insufi-
ciencias administrativas, los dispositivos emanados de los
mismos e incluso de recientes programas de gobierno, co-
mo el denominado “70 y Más”, originalmente destinado a
los ancianos de las localidades rurales con hasta 2 500 ha-
bitantes, se quedan sólo en la intención. Lo mismo ocurre
con lo dispuesto en la Ley del Seguro Social que extiende
la seguridad social al campo mexicano, al señalar clara-
mente que son sujetos de ella las mujeres y los hombres del
campo que tengan el carácter de trabajadores independien-
tes; o con la declaración de que los ejidatarios, comuneros,
colonos y pequeños propietarios; los ejidos y otras formas
superiores de organización, podrán acceder a la seguridad
social. 

A nivel mundial, por el contrario los apoyos económicos y
la seguridad social a los grupos vulnerables se han ido con-
virtiendo en una política de Estado bajo el criterio de que
ése es el medio más idóneo para redistribuir mejor el in-
greso y luchar más eficazmente contra la pobreza. Así, en
Europa se tiende a garantizar el derecho de todos a recibir
un ingreso permanente y ser objeto de atención especiali-
zada a determinada edad. 

Lo mismo sucede en diversos países de América Latina en
los que existen leyes, políticas y programas que otorgan di-
versos beneficios, incluyendo un apoyo económico a los
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adultos mayores, por los cuales no se requiere ningún pago
de cuotas para tener derecho al mismo. 

Gracias a la introducción de pensiones no contributivas pa-
ra adultos mayores, Brasil ha alcanzado una cobertura ex-
cepcional de su régimen de seguridad social, principal-
mente en el área rural. 

En Argentina se otorga pensiones asistenciales por vejez e
invalidez a las personas mayores de 70 años que no cuen-
tan con algún tipo de beneficio previsional o de retiro; tam-
poco con bienes, ingresos ni recursos de cualquier tipo que
les permitan la subsistencia de su grupo familiar. La pen-
sión de vejez es un monto fijo mensual que incluye servi-
cios médicos, y es financiada con recursos provenientes de
impuestos generales.

Los bolivianos mayores cuentan con el Bonasol, un pro-
grama que transfiere dinero en efectivo a todos los ciuda-
danos residentes que tienen 65 o más años de edad, y que
incluye gastos funerarios equivalentes a nuestro “pago de
marcha”. El Bonasol es financiado con el Fondo creado por
la privatización de empresas estatales. 

En Chile existe la pensión básica solidaria de vejez e inva-
lidez. Para la pensión de vejez el beneficiario debe tener 65
años de edad y no estar inscrito en otro régimen previsio-
nal. Los beneficiarios carentes de recursos tienen, adicio-
nalmente, derecho a una asignación por muerte y están
exentos de la cotización del 7% para salud. 

En Costa Rica el sistema de seguridad social no contributi-
va incluye una pensión mensual, el pago de un décimo ter-
cer mes, un seguro de salud y acceso a las prestaciones so-
ciales. El sistema es financiado con recursos de impuestos
generales: 20% del total recaudado por concepto de im-
puesto sobre ventas y un recargo del 5% del total de suel-
dos y salarios que empleadores públicos y privados pagan
a sus trabajadores. 

En Uruguay existe un programa de carácter no contributivo,
que incluye beneficios especiales para la rehabilitación de
los pensionados por invalidez. La edad mínima para acceder
a este beneficio es de 70 años. Esta prestación se ajusta de
acuerdo a la variación del índice medio de salarios. El fi-
nanciamiento total se cubre con los impuestos generales y
está supeditado a un examen de ingresos familiares.

De acuerdo con diversas investigaciones, estos apoyos a la
población de adultos mayores en los países mencionados

han contribuido a aminorar los índices de pobreza nacional
de forma importante, y a reducir la transmisión intergene-
racional de la pobreza.

En México por el contrario los esfuerzos realizados hasta
hoy con esa finalidad, han sido atomizados, esporádicos y
un tanto voluntaristas, sin la integralidad, intencionalidad y
complementariedad requeridas. 

Así, en la ciudad de México la “Pensión alimenticia para
los adultos mayores de 68 años, residentes en el DF”, con-
siste en un apoyo de medio salario mínimo que se otorga a
quienes habitan en unidades territoriales clasificadas como
de muy alta, alta y media marginación. 

Por su parte, el estado de México tiene el programa “Pen-
sión alimenticia para adultos mayores”, que otorga un apo-
yo de 400 pesos mensuales para las personas mayores de
60 años que no cuenten con servicios de seguridad social y
vivan en comunidades de alta marginación. 

En el orden federal, el Programa Oportunidades de la Se-
cretaría de Desarrollo Social en su componente de “Adul-
tos Mayores”, que operó entre el 2006 y el 2007, ofrecía un
“apoyo alimentario” a los residentes de las comunidades
rurales de hasta 2 500 habitantes, mayores de 70 años, ma-
terializando la entrega, con transferencias bimestrales en
efectivo de 2 550 pesos en el curso del año.

En septiembre del 2006, la Secretaría de la Reforma Agra-
ria puso en marcha el programa “Fondo de Tierras y Joven
Emprendedor Rural”, el cual otorga una pensión dirigida a
campesinos de 65 años o más, a cambio de la venta de sus
tierras a jóvenes capacitados por ese programa. Al aporte
producto de esa venta, se suma un subsidio de 50 000 pe-
sos, misma que les aseguraría una pensión vitalicia garan-
tizada por un salario mínimo mensual. El esquema, además
de ser contributivo por los requisitos que impone a sus po-
sibles beneficiarios, ha tenido poco éxito dada la resisten-
cia de los ejidatarios a ceder sus derechos agrarios.

En el año 2007, la propia Secretaría de Desarrollo Social
puso en marcha el Programa “70 y Más”. Inicialmente di-
rigido a los adultos mayores que viven en localidades rura-
les de hasta 2 500 habitantes, este programa amplió su co-
bertura en el año 2009 a las localidades de hasta 30 mil
habitantes.

Es de destacarse sin embargo que, de acuerdo con diversas
evaluaciones, “70 y Más” no ha alcanzado sus metas, con-
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centrándose sus mayores insuficiencias en las comunida-
des de 2 500 habitantes o menos, tanto por ineficiencia
operativa, como por las dificultades reales que representa
la extrema dispersión de los asentamientos humanos que
existen en ese ámbito.

De allí que no se justifica, pero se explica, que en la actua-
lidad las acciones se concentren en localidades de hasta 30
000 habitantes, que son de más fácil acceso y operaciona-
lidad.

Es evidente, sin embargo, que, con ello, el programa se ale-
ja del objetivo más sentido y del grupo social más agravia-
do de más de un millón de adultos mayores de 70 años y
más que es el que vive en esas dispersas y alejadas comu-
nidades con menos de 2 500 habitantes.

Ello, no obstante que este programa ha contado con asig-
naciones importantes de recursos para su operación que se
elevaron durante el ejercicio fiscal del 2009 a 12 509 mi-
llones de pesos; si bien para el presente ejercicio sufrieron
una merma del 8% al habérsele autorizado en el Presu-
puesto de Egresos para el 2010, solo 11 551.1 millones de
pesos.

Como se desprende de lo anterior, en México la problemá-
tica que aqueja a los adultos mayores, y muy en particular
la de los que habitan en el medio rural, sólo muy reciente-
mente ha pasado a formar parte de la agenda pública y, sin
duda, los programas pertinentes han adolecido de falta de
articulación, integralidad, permanencia y direccionamien-
to, lo que en la práctica ha impedido que se conviertan en
una genuina política de Estado.

Es obvio que no habrá justicia plena para este desprotegi-
do sector de mexicanos, mientras persistan estas deficien-
cias. Los apoyos a los adultos mayores no pueden minimi-
zarse y los programas que los favorezcan no deben
menospreciarse disminuyendo sus presupuestos ni menos
manipularse como instrumentos puramente asistencialistas
o con un ánimo de clientelismo electoral.

Al contrario. Las altas tasas de pobreza en esas comunida-
des, -significativamente más altas que en las zonas urba-
nas-, y el acelerado envejecimiento demográfico, obligan
al Estado a garantizar a los hombres y mujeres de 70 años
o más un apoyo económico permanente y universal, como
primer paso para construir una cultura de respeto y solida-
ridad hacia ellos.

Con ese propósito, es imperativo promover las reformas ju-
rídicas e institucionales indispensables para que los ancia-
nos campesinos no sigan condenados a un destino que no
es inevitable, sino producto de la pobreza y la ineficacia de
las instituciones, así como de la falta de instrumentos nor-
mativos que se traduzcan en políticas públicas y programas
específicamente destinados a atender el desamparo y la du-
ra problemática de los campesinos ancianos.

Como garante de los derechos ciudadanos, al Estado com-
pete la responsabilidad de implementar acciones que pro-
muevan la protección y seguridad social, no sólo por razo-
nes éticas y humanitarias, sino por expreso mandato
constitucional y compromisos internacionales suscritos. 

Eliminar toda forma de discriminación hacia las personas
adultas mayores debe ser una condición fundamental de la
acción de gobierno. Adoptar las medidas necesarias que les
garanticen el acceso a un esquema de apoyo universal, es
un paso crucial para poder brindarles una vejez con justi-
cia, dignidad y respeto, en su diversidad social y cultural.

En este sentido, el proyecto de iniciativa que propongo sig-
nifica sólo un paso inicial, justo y urgente. Implica asumir
la pobreza como un fenómeno complejo y multidimensio-
nal que nos lleve a revisar y replantear los marcos concep-
tuales, normativos, instrumentales y estratégicos de la in-
tervención destinada a superar la pobreza y el abandono
que padecen los ancianos del país, particularmente de las
áreas rurales, donde predominan condiciones de extrema
marginalidad.

Esta iniciativa tiene como propósito ordenar y concertar la
dispersa y heterogénea acción gubernamental en sus tres
niveles a favor de los ancianos del campo. Su pretensión es
que los apoyos que hoy se ofrecen a este sector de la po-
blación no se queden en el marco de simples programas
asistenciales atomizados, sino que se articulen y comple-
menten para que se conviertan en una consistente y vigo-
rosa política de Estado. 

La iniciativa, fundada en criterios de justicia, equidad y
sustentabilidad fiscal, propone garantizar y atender con
prioridad a todos los adultos del campo de 70 o más años,
pero en primer término a los que viven en comunidades ru-
rales de 2 500 habitantes o menos, eliminando con ello los
errores de exclusión en los cuales han incurrido los progra-
mas vigentes, tergiversándose así el espíritu del que debie-
ra estar revestida una política social a favor de este sector
altamente vulnerable y marginado. 
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La propuesta busca asegurar beneficios que actualmente
están incluidos en los programas asistenciales del gobierno
federal y de los estados del país, asegurándoles un estatus
legal; una pensión vitalicia a los adultos mayores de 70
años; un seguro de vida que se traduzca en una transferen-
cia en efectivo por única vez al momento del deceso, en be-
neficio de su cónyuge; y un pago de marcha, también en
efectivo, a la ocurrencia del fallecimiento del beneficiario,
para cubrir los gastos funerarios.

Consecuentemente, en el artículo tercero de esta iniciativa
proponemos que el Ejecutivo Federal, a través de la Secre-
taría de Desarrollo Social, sea la responsable de la organi-
zación, administración y entrega de los apoyos solidarios;
esta dependencia deberá coordinarse en su caso con las de-
más instancias del gobierno federal y los gobiernos estata-
les y municipales.

De lo que se trata es de garantizar que los apoyos econó-
micos a los adultos mayores del campo y los demás bene-
ficios que conlleva la seguridad social, no sean un acto de
voluntarismo aislado, o un juego retórico con ánimo parti-
dario para fines electorales, sino una consistente política de
Estado, un mandamiento expreso de ley que reivindique la
dignidad y los derechos humanos de quienes han esperado
históricamente la justicia social. 

Esta iniciativa tiene por objeto normar y garantizar, en be-
neficio de los adultos mayores de setenta años residentes
en centros de población del medio rural menores a los dos
mil quinientos habitantes: una pensión vitalicia; servicios
integrales de salud en el marco del Seguro Popular; un se-
guro de vida al momento del deceso del beneficiario a fa-
vor de su cónyuge; y un pago de marcha para la cobertura
de gastos funerarios ante el fallecimiento del beneficiario.

Por todo lo anterior, nos permitimos someter a la conside-
ración de esta Soberanía el siguiente proyecto de

Decreto que crea la Ley de Apoyo Solidario para los
Adultos Mayores del Campo

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés
social y de observancia general en toda la República Mexi-
cana, en la forma y términos que la misma establece.

Artículo 2. La Ley tiene por objeto normar y garantizar,
en beneficio de los adultos mayores de setenta años resi-
dentes en centros de población del medio rural menores a
los dos mil quinientos habitantes: una pensión vitalicia;
servicios integrales de salud en el marco del Seguro Po-
pular; un seguro de vida al momento del deceso del bene-
ficiario a favor de su cónyuge; y un pago de marcha para
la cobertura de gastos funerarios ante el fallecimiento del
beneficiario.

Artículo 3. El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría
de Desarrollo Social, será responsable de la organización,
administración y entrega de los apoyos solidarios, así como
del cumplimiento, aplicación e interpretación de la presen-
te Ley en el marco de sus atribuciones, en coordinación, en
su caso, con los gobiernos de las entidades federativas

Artículo 4. Para efectos de esta ley, se entenderá por: 

I. Adultos Mayores: Las personas con 70 o más años
de edad.

II. Secretaría: la Secretaría de Desarrollo Social. 

III. Apoyo solidario: beneficios en dinero por concep-
to de pensión vitalicia, servicios de salud, y otras ayu-
das sociales en favor de las personas de setenta o más
años de edad en localidades del medio rural de hasta 2
mil quinientos habitantes, incluyendo un seguro de vida
y un pago de marcha en caso de fallecimiento del bene-
ficiario. 

IV. Población objetivo: las personas de setenta o más
años de edad susceptibles del apoyo solidario, de acuer-
do a lo establecido en esta Ley y su reglamento.

V. Beneficiario: las personas de setenta o más años de
edad que reciban el apoyo solidario.

VI. Padrón de beneficiarios: Base de datos que con-
tiene la información necesaria de los beneficiarios, así
como del apoyo que reciben.

VII. Residente: persona que acredite su residencia en
localidades del ámbito rural de hasta 2 500 habitantes,
de acuerdo al catálogo único homologado de claves de
entidades federativas, municipios y localidades confor-
me a los criterios del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía.
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VIII. Representante acreditado: el familiar o la persona
autorizada por el adulto mayor para realizar trámites y
cobros ante la Secretaría con motivo del otorgamiento y
la vigencia del apoyo solidario.

IX. Solicitante: persona que presenta su solicitud para
ser incluido en el padrón de beneficiarios.

Artículo 5. Son susceptibles de los beneficios que otorga
esta Ley todos los adultos de setenta o más años de edad,
residentes en las comunidades rurales consideradas y re-
gistradas como tales por el Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía, así como las consideradas como de alta o
muy alta marginalidad por el Consejo Nacional de Pobla-
ción.

Los beneficiarios tienen derecho a recibir del gobierno fe-
deral, por conducto de la Secretaría, los apoyos solidarios
que se establecen en el capítulo Uno del título Tercero de
la presente Ley, en los términos y condiciones que ésta y su
reglamento establecen. Estos beneficios se complementan
con los otorgados por el Seguro Popular adscrito a la Se-
cretaría de Salud.

Los beneficiarios deberán cumplir con los requisitos esta-
blecidos por esta Ley, su reglamento y demás disposiciones
aplicables.

Artículo 6. La inscripción en el padrón de beneficiarios, la
entrega del apoyo solidario y cualquier otro trámite o soli-
citud relacionado con dicho apoyo, serán gratuitos y no es-
tarán sujetos a ningún tipo de condicionamiento.

Título Segundo
De la competencia, 

concurrencia y participación social

Capítulo Uno
De las Atribuciones de la Secretaría

Artículo 7. Corresponde al gobierno federal, a través de la
Secretaría:

I. Otorgar el apoyo solidario a los beneficiarios;

II. Administrar y actualizar el padrón de beneficiarios,
pudiendo utilizar, en su caso, la información proporcio-
nada por las entidades federativas y municipios;

III. Expedir el reglamento de esta ley; 

IV. Verificar el cumplimiento de los requisitos de los be-
neficiarios, conforme a lo establecido en la presente
Ley;

V. Diseñar el formato de solicitud para la inscripción al
padrón de beneficiarios;

VI. Atender las solicitudes de inscripción al padrón de
beneficiarios, de asesoría y orientación a los solicitantes
y beneficiarios, así como las peticiones de información
pública y la resolución de recursos de quejas e impug-
nación; 

VII. Realizar estudios e investigaciones, con apoyo de
instituciones públicas y centros de educación superior,
para mejorar las políticas de atención a las personas de
setenta o más años de edad, con particular referencia a
los que viven en localidades de hasta 2 500 habitantes; 

VIII. Establecer mecanismos de participación social en-
tre las personas de setenta o más años de edad, con-
gruentes con la política pública dirigida a este grupo de
la población, los cuales deberán quedar especificados y
explicados en el reglamento de esta Ley; 

IX. Evaluar las políticas y procedimientos relativos al
pago del apoyo económico;

X. Diseñar e implementar indicadores de gestión que
permitan dar seguimiento y evaluar los beneficios resul-
tado de la aplicación de esta Ley;

XI. Establecer convenios de colaboración con institu-
ciones y organismos públicos, federales, estatales y mu-
nicipales, para la mejor eficiencia y agilidad en la entre-
ga de este apoyo solidario y, en general, para la atención
a las necesidades de las personas de setenta o más años
de edad; 

XII. Rendir un informe trimestral al Congreso de la
Unión, conforme a la Ley de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria y demás disposiciones aplicables, en
el que se detalle la situación financiera de la entrega de
los apoyos, el ejercicio del gasto administrativo relacio-
nado con el mismo, el número total de beneficiarios, su
distribución por entidad federativa, las altas y bajas del
padrón de beneficiarios, y el impacto social y económi-
co derivado de la aplicación de la presente Ley. 
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XIII. Evaluar la suficiencia del apoyo solidario y los cri-
terios de cobertura, a fin de proponer al Congreso de la
Unión las adecuaciones que considere pertinentes para
garantizar la suficiencia y, de ser necesario, la amplia-
ción de la cobertura así como la inclusión de otros apo-
yos cuyo propósito sea lograr el constante bienestar de
la población objetivo, así como la gradual y efectiva
universalización de los beneficios de la seguridad social
en los términos señalados por la Ley; y 

XIV. Las demás que le señalen la presente ley, su regla-
mento y demás disposiciones aplicables.

Capítulo Dos
De la Concurrencia

Artículo 8. La Federación garantizará el pago de los apo-
yos solidarios, tomando en cuenta las particularidades de-
mográficas, económicas y sociales de la población de cada
entidad federativa o región. 

Artículo 9. Cuando las disposiciones de esta Ley com-
prendan materias y acciones que incidan en las atribucio-
nes de otras dependencias de la Federación, de las entida-
des federativas o de los municipios, se aplicarán y
ejecutarán mediante convenios generales y específicos que
suscriban las partes interesadas. Esta disposición se hará
extensiva a los organismos descentralizados del gobierno
federal, las entidades federativas y los municipios.

Artículo 10. El ejecutivo federal, a través de la Secretaría,
podrá celebrar convenios con los gobiernos de las entida-
des federativas, en los que se establezcan procedimientos
de cooperación, administración y ejecución de los disposi-
tivos de esta Ley.

Los gobiernos de las entidades federativas, previo conve-
nio con la Secretaría, podrán aportar recursos para hacer
cada vez mayores y más efectivos los apoyos solidarios
que esta Ley establece.

Artículo 11. La Comisión Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social, deberá realizar informes tri-
mestrales sobre los resultados derivados de la aplicación de
esta Ley, en materia de combate a la pobreza, así como co-
adyuvar en la elaboración de los indicadores a los que ha-
ce referencia la fracción X del artículo 7 de esta Ley.

Capítulo Tres
De la Participación Social

Artículo 12. El gobierno federal, a través de la Secretaría,
garantizará el derecho de las personas de setenta o más
años de edad a participar de manera activa y corresponsa-
ble en la gestión de los apoyos solidarios, en los términos
y condiciones que establezca el reglamento que al efecto se
expida. Este derecho se entenderá otorgado a los indivi-
duos, a las familias o a las organizaciones civiles y priva-
das que tengan como objeto el mejoramiento de las condi-
ciones de vida de los residentes del campo objetos de esta
ley.

Artículo 13. La Secretaría establecerá las disposiciones y
mecanismos más adecuados tendientes a garantizar la aten-
ción oportuna y eficaz de las quejas, denuncias, peticiones
y sugerencias que respecto a los apoyos solidarios que es-
tablece esta Ley, presenten los beneficiarios, sus represen-
tantes acreditados, organizaciones de la sociedad civil o el
público en general.

Título Tercero
Del Apoyo Solidario 

Capítulo Uno
De los Componentes y Montos 

Artículo 14. El apoyo solidario que establece esta ley con-
siste en lo siguiente: 

a. Una pensión vitalicia, consistente en el pago a cada
beneficiario equivalente a 8.5 salarios mínimos diarios
vigentes en el Distrito Federal al mes, en efectivo, me-
diante entregas bimestrales. Este apoyo será inembarga-
ble intransferible.

b. Un seguro de vida que se pagará en caso de falleci-
miento del beneficiario. Dicho seguro consistirá en el
pago en efectivo y en una sola exhibición, del equiva-
lente a cuatrocientos noventa y cinco salarios mínimos
diarios vigentes en el Distrito Federal, el cual será sólo
a favor del cónyuge sobreviviente.

c. Un pago de marcha que tendrá lugar al ocurrir el de-
ceso del beneficiario, en una cantidad equivalente a cua-
renta salarios mínimos diarios vigentes en el Distrito
Federal, y que se entregará al cónyuge sobreviviente del
beneficiario, o en su defecto, al familiar más cercano
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que asumirá, con ese apoyo, los gastos correspondientes
al sepelio del beneficiario fallecido.

d. Los derechos a la salud preventiva y curativa, hasta el
tercer nivel, a través del Seguro Popular, incluyendo el
acceso al cuadro básico de medicamentos, actualizado y
seleccionado regionalmente para la efectividad terapéu-
tica.

Artículo 15. El otorgamiento del apoyo solidario materia
de esta Ley, es incompatible con el disfrute de otras pen-
siones, subsidios o ayudas en efectivo otorgadas por insti-
tuciones federales de seguridad social y de asistencia so-
cial, así como por gobiernos estatales o municipales, salvo
cuando la ayuda económica que se establezca en dichos ca-
sos sea menor a la contenida en esta ley, en cuyo caso el
apoyo solidario se determinará por la diferencia que exista
entre los recursos que establece el artículo 13 de esta Ley,
y el total de los apoyos en efectivo que establezcan los go-
biernos estatales o municipales para el beneficiario que co-
rresponda.

Capítulo Dos
De los Beneficiarios

Artículo 16. Para ser beneficiario, el adulto mayor deberá
cumplir con los siguientes requisitos y condiciones:

I. Tener setenta o más años de edad cumplidos al mo-
mento de solicitar su inscripción en el padrón de bene-
ficiarios; 

II. Tener su residencia permanente en localidades rura-
les de hasta 2 500 habitantes. 

III. Encontrarse en situación de pobreza, de acuerdo con
los criterios previstos en la Ley General de Desarrollo
Social, y 

IV. Informar, mediante la solicitud de inscripción a los
beneficios que establece esta Ley, sobre el disfrute de
pensiones, subsidios o ayudas en efectivo otorgadas por
instituciones federales de seguridad social y de asisten-
cia social, así como por gobiernos estatales o municipa-
les, y

V. Aceptar y cumplir con las obligaciones establecidas
en esta ley y su reglamento.

Artículo 17. La acreditación de los requisitos establecidos
en las fracciones I y II del artículo anterior, deberá reali-
zarse mediante identificación oficial. A falta de lo anterior
y en los casos previstos en la legislación común y en el re-
glamento de esta Ley, la acreditación se hará mediante la
presentación de dos testigos de la comunidad bajo protesta
de decir verdad.

Artículo 18. En caso de que el adulto mayor tenga algún
impedimento físico, mental o de salud para presentar per-
sonalmente la solicitud de inscripción al padrón de benefi-
ciarios, lo podrá hacer su representante acreditado median-
te identificación oficial y documento expedido por la
Secretaría, en los términos previstos por el reglamento de
esta ley. 

Capítulo Tres
Del Financiamiento

Artículo 19. El Presupuesto de Egresos de la Federación
asignará cada ejercicio fiscal, recursos para cubrir los apo-
yos solidarios que esta Ley consigna. Para tal efecto, el
ejecutivo federal deberá incluir en el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal que
corresponda, la estimación, así como un estudio sobre la
población objetivo y el número de beneficiarios, desglo-
sando los recursos que se deberán asignar a los conceptos
que señala el artículo 14 de esta Ley.

Capítulo Cuatro
De la Vigencia de Derechos

Artículo 20. La Secretaría tendrá un plazo no mayor a tres
meses a partir de la recepción de la solicitud correspon-
diente, para corroborar el cumplimiento de los requisitos
para ser beneficiario de los apoyos solidarios. En caso de
que la Secretaría haya aprobado la solicitud, deberá hacer
entrega de los apoyos solidarios en un plazo no mayor a
tres meses a partir de la aprobación de la solicitud.

El beneficiario tendrá derecho a los apoyos solidarios co-
rrespondientes, a partir de la fecha en que hubiere entrega-
do la solicitud y hubiere cumplido con los requisitos y con-
diciones que establece el artículo 16 de esta Ley, y los
demás que establezca su reglamento.

Artículo 21. El beneficiario, por sí o mediante su repre-
sentante, deberá comunicar, en un plazo no mayor a trein-
ta días del momento en que se produzca, cualquier modifi-
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cación en su condición económica, residencial o estado ci-
vil. La falta de esta notificación dará lugar a la suspensión
de los apoyos solidarios, así como una notificación, en su
caso y si así lo comprueban las visitas domiciliarias seña-
ladas en los artículos 22 y 23 de esta Ley, en el sentido de
que se han alterado las condiciones del beneficiario, en
cuanto a los requisitos que lo hacen merecedor de los dere-
chos amparados por el presente ordenamiento. 

Artículo 22. Durante la vigencia, la Secretaría podrá reali-
zar visitas de verificación, seguimiento y evaluación del
otorgamiento de los apoyos. El personal que realice estas
visitas deberá contar con una identificación expedida por la
Secretaría, la que deberá mostrar al beneficiario, a su re-
presentante y a sus familiares al momento de la visita. 

Artículo 23. Las visitas a que se refiere el artículo anterior
tendrán como objeto verificar el cabal cumplimiento de los
fines y disposiciones reglamentarias que regulen el apoyo
solidario, y atender dudas o problemas relacionados con la
entrega del mismo. Durante las visitas se podrá recopilar
información que requiera la Secretaría para implementar
acciones y estrategias orientadas a mejorar el otorgamien-
to de los apoyos solidarios

Capítulo Cinco
De la Suspensión y Cancelación 

de los Apoyos Solidarios

Artículo 24. La suspensión y, en su caso, cancelación de
los apoyos solidarios tendrá lugar por las siguientes causas: 

I. Cuando después de al menos tres visitas domiciliarias
consecutivas en días y horarios diferentes, el beneficia-
rio no sea localizado en el domicilio reportado como re-
sidencia del mismo, sin que exista motivo que lo justifi-
que a juicio de los visitadores;

II. Cuando se compruebe que el beneficiario se haya
inscrito, con intención dolosa, más de una vez en el pa-
drón; 

III. Cuando se compruebe que el beneficiario no cumple
con los requisitos de edad y residencia establecidos en
el artículo 16 de esta ley; 

IV. Cuando el domicilio señalado por el solicitante o be-
neficiario como lugar de residencia no exista; 

V. En el caso del apoyo mensual y otros beneficios per-
tinentes, cuando el adulto mayor haya fallecido; 

VI. Cuando el beneficiario no pueda ser calificado co-
mo en situación de pobreza, de acuerdo con los criterios
establecidos en el artículo 15 de esta ley y de otros or-
denamientos aplicables. 

VII. Cuando el fallecimiento del beneficiario, cause su
baja del padrón, y una vez que se hayan cubierto las
cantidades correspondientes a los conceptos de seguro
de vida y pago de marcha conforme a lo establecido en
esta Ley.

Artículo 25. Las causas para la cancelación de los apoyos,
con excepción de los fallecimientos que deberán ser notifi-
cados por el representante acreditado, serán corroboradas
por la Secretaría mediante las visitas domiciliarias a que se
refiere los artículos 22 y 23 de esta ley. 

Artículo 26. La cancelación de los apoyos solidarios debe-
rá notificarse por escrito al beneficiario o a su representan-
te acreditado. 

Artículo 27. En caso de que el adulto mayor sea remitido
a un asilo o sea hospitalizado, el representante acreditado o
un familiar notificarán a la Secretaría esta situación, me-
diante documentación oficial, para que conserve el derecho
al beneficio.

Artículo 28. El rechazo a la inscripción en el padrón de be-
neficiarios o la baja del mismo podrán ser impugnadas por
el beneficiario por sí o por su representante mediante los
mecanismos jurídicos, administrativos y reglamentarios
previstos en la Ley General de Desarrollo Social relativos
a la denuncia popular, así como en la legislación común o
directamente al Órgano Interno de Control de la Secretaría.
La respuesta que al efecto emita la autoridad competente
deberá estar debidamente fundada. 

Título Cuarto
Del Padrón de Beneficiarios, la Transparencia 

y el Acceso a la Información

Capítulo Único

Artículo 29. La Secretaría establecerá y mantendrá el pa-
drón de beneficiarios, construido de acuerdo a lo estableci-
do en los “Lineamientos normativos para la integración,
mantenimiento y consulta del padrón de beneficiarios de
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programas de Desarrollo Social” y demás normatividad
aplicable. 

El padrón de beneficiarios estará conformado por la infor-
mación individual de cada uno de éstos para el registro,
control y certificación de la asignación, continuación, sus-
pensión y/o cancelación de los apoyos solidarios. 

Artículo 30. La información contenida en el padrón de be-
neficiarios será pública, con las reservas y los criterios de
confidencialidad que prevé la Ley Federal de Transparen-
cia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

Artículo 31. La información contenida en el padrón de be-
neficiarios no podrá ser destinada a otro fin que el estable-
cido en la presente ley y sus disposiciones reglamentarias,
por lo que queda prohibida su utilización para fines políti-
cos, electorales, de lucro o cualquier otro ajeno al objeto de
esta Ley. 

Artículo 32. La Secretaría, a través de su página de Inter-
net, deberá publicar trimestralmente los movimientos de
baja y alta del padrón, estableciendo, para el caso de la can-
celación de los apoyos solidarios y por cada beneficiario,
las causas que la originaron.

Título Quinto
De las Responsabilidades

Capítulo Único

Artículo 33. Los servidores públicos responsables de la
aplicación de los procedimientos de la presente Ley debe-
rán cumplir sus actividades observando los principios de
respeto a la dignidad humana, imparcialidad, apego a dere-
cho y veracidad. 

Artículo 34. La falta de cumplimiento de los principios
mencionados en el artículo anterior será sancionada, según
sea el caso, de acuerdo a lo que establecen el Código Penal
Federal, la Ley Federal de Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos, la Ley Federal de Responsabilidades Ad-
ministrativas de los Servidores Públicos, y las disposicio-
nes legales y administrativas aplicables.

Transitorios

Primero. Esta ley entrará en vigor en toda la república, en
lo conducente, el día siguiente al de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opongan al
presente decreto. 

Tercero. Pasan a regirse por la presente Ley todos los pro-
gramas y servicios del Estado orientados a los mismos fi-
nes en cuanto estén asignados al sector rural y al segmento
de la población referida.

Cuarto. El titular del Poder Ejecutivo federal expedirá el
reglamento de esta ley en un plazo no mayor de noventa dí-
as naturales a partir de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación. 

Quinto. La convocatoria pública para la inscripción al pa-
drón de beneficiarios se hará en un plazo no mayor a no-
venta días naturales posteriores a la publicación del pre-
sente decreto. 

Sexto. El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración del año fiscal posterior a la entrada en vigor del pre-
sente decreto contendrá las partidas a que hace referencia
el Capítulo Uno del Título Tercero de la presente ley. 

Séptimo. La Secretaría de Desarrollo Social dispondrá de
un plazo máximo de noventa días contados a partir de la
publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la
Federación, para el diseño y puesta en operación del pa-
drón de beneficiarios de los apoyos solidarios estipulados
en esta ley, así como para la ejecución de ésta.

Diputados: Luis Videgaray Caso y Narcedalia Ramírez Pineda, Oscar
Lara Salazar, Rosalina Mazari Espín, Guadalupe Pérez Domínguez,
Sergio Mancilla Zayas Fernando Ferreyra Olivares, Julián Francisco
Velázquez y Llorente, Nazario Herrera Ortega, Humberto Lepe Lepe,
Julieta Octavia Marín Torres, Esthela de Jesús Ponce Beltrán, Marga-
rita Gallegos Soto, Hilda Ceballos Llerenas, Janet Graciela González
Tostado, Lucila del Carmen Gallegos Camarena, Velia Idalia Aguilar
Armendáriz, Hugo Héctor Martínez González, Laura Felícitas García
Dávila, Morelos Jaime Carlos Canseco Gómez, Francisco Saracho Na-
varro, Margarita Liborio Arrazola, Jaime Arturo Vázquez Aguilar,
Claudia Edith Anaya Mota, Carlos Cruz Mendoza, David Hernández
Vallín (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada. Como lo solicita, insértese
en el Diario de los Debates y túrnese a la Comisión de
Desarrollo Social, con opinión de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública.

Si diputado, dígame usted.
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El diputado Sergio Mancilla Zayas (desde la curul): Pa-
ra solicitar a la diputada si me permite adherirme a su pro-
puesta.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Está de acuerdo la diputada en que se puedan adherir.
Todas y todos aquellos diputados que deseen hacerlo, por
favor pasen a la Secretaría a firmar el documento corres-
pondiente.

LEY DEL SERVICIO PUBLICO 
DE ENERGIA ELECTRICA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Sofía Castro Ríos, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 32 de la Ley del Servicio Público de Energía Eléc-
trica, suscrita por la diputada Castro Ríos, por el diputado
Cruz López Aguilar e integrantes del Grupo Parlamentario
del PRI.

La diputada Sofía Castro Ríos: Muy buenas tardes, com-
pañeras legisladoras y compañeros legisladores. Con su ve-
nia, señor presidente. En efecto, a nombre de los legislado-
res cenecistas del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional y en uso de las facultades que
la ley me confiere, vengo ante ustedes a presentar la ini-
ciativa con proyecto de reforma al artículo 32 de la Ley del
Servicio Público de Energía Eléctrica, en razón de las si-
guientes consideraciones:

Es sabido que la Procuraduría Federal del Consumidor ha
recibido quejas por los usuarios de la Comisión Federal de
Electricidad, cuyas quejas se han incrementado un 30 por
ciento durante enero de 2010, en relación o en compara-
ción con las quejas que recibió en el mismo mes del año
pasado.

Esto, desde luego, ha sido contemplado dentro de las esta-
dísticas de la Subprocuraduría de Servicios de la Procura-
duría Federal del Consumidor (Profeco), quienes precisa-
ron que en el mes pasado se recibieron 625 quejas, cuando
en enero de 2009 se recibieron 481 quejas en total.

Por lo cual consideramos que hay un incremento en estas
quejas y en nuestras regiones, en las zonas rurales del país,
hemos recibido los planteamientos de los usuarios funda-

mentalmente de las amas de casa de las familias que en su
domicilio han recibido un incremento de manera inexplica-
ble.

Pero también lo es el señalamiento, la denuncia, de los
campesinos que usufructúan el consumo de energía eléctri-
ca para el uso de riego.

En esas consideraciones quiero también señalar que la Au-
ditoría Superior de la Federación durante 2003 a 2008 se-
ñaló que el gasto de la Comisión Federal de Electricidad
por megavatio generado había incrementado un 53.6 por
ciento y, en cambio, se había reducido el 16.1 por ciento en
la generación de energía eléctrica en el mercado nacional
ante las concesiones a la iniciativa privada.

Por ello, no obstante, la Comisión Federal de Electricidad
no ha depurado las cuentas de grandes clientes por 6 mil 37
millones 156 mil 500 pesos, de los cuales 1 mil 466 millo-
nes 944 mil 300 pesos corresponden al ejercicio 2008, y así
existen muchas más cuentas en perjuicio de la Comisión
Federal de Electricidad.

Por lo cual la iniciativa, que solicito sea incluida de mane-
ra íntegra en el Diario de los Debates, está planteando que
la Comisión Federal de Electricidad, por mandato de la ley,
establezca la obligatoriedad para verificar de forma men-
sual a los medidores de cada uno de los usuarios, a efecto
de cobrar lo que puntualmente consumen las familias me-
xicanas y evitar un incremento, que no sólo la tramitología,
la parte burocrática de la Comisión Federal de Electricidad,
va en detrimento de las familias mexicanas.

De establecer por mandato de este artículo 32, en su adi-
ción que proponemos, la obligatoriedad por parte de la Co-
misión Federal de Electricidad para poder llevar a cabo la
lectura del consumo de energía eléctrica, con una periodi-
cidad mensual y cobrar de manera bimestral estableciendo
en el recibo para el cobro la separación del consumo men-
sual registrado, evitaríamos que la Comisión Federal de
Electricidad sea la primera instancia de la empresa mexi-
cana federal que ha sido denunciada ante la Procuraduría
Federal del Consumidor, en detrimento del raquítico ingre-
so de las familias mexicanas.

Es cuanto, señor presidente. Espero que esta iniciativa sea
vista por todos los compañeros, se turne a la Comisión de
Energía y a la comisión correspondiente a efecto de aten-
der puntualmente esta problemática. Muchas gracias.
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«Iniciativa que reforma el artículo 32 de la Ley del Servi-
cio Público de Energía Eléctrica, a cargo de los diputados
Sofía Castro Ríos y Cruz López Aguilar, y suscrita por in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del PRI

Con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el
artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, la que suscribe somete a consideración de esta ho-
norable Cámara de Diputados, la presente iniciativa con
proyecto de decreto que modifica el artículo 32 de la Ley
del Servicio Público de Energía Eléctrica, a fin de procurar
que en los recibos de cobro se apliquen criterios que den
mayor certidumbre y claridad en el cobro de la electrici-
dad, en virtud de la siguiente

Exposición de Motivos

El servicio eléctrico es una pieza fundamental en el fun-
cionamiento del aparato productivo nacional, asimismo,
representa un elemento indispensable para el desarrollo de
las actividades cotidianas de la sociedad. En la actualidad
no podríamos imaginarnos nuestra vida sin la electricidad.

Para proveer del servicio de energía eléctrica a los habitan-
tes del país, el Estado mexicano cuenta la Comisión Fede-
ral de Electricidad (CFE), la cual divide a la República me-
xicana en nueve áreas de generación y transmisión, por
motivos de operación y planeación, así los sistemas eléc-
tricos regionales comparten recursos de capacidad y un
funcionamiento confiable y económico.

Hasta diciembre de 2009, el número de kilómetros que la
CFE utilizó para la cobertura del servicio alcanzó los 49
mil 250 kilómetros.

En el rubro de la distribución, el mayor porcentaje de usua-
rios se ubica en el sector doméstico con el 88.15 por cien-
to del servicio, seguido del comercio con 9.99 por ciento,
el industrial con 0.81 por ciento, y en los últimos lugares se
ubican los sectores servicios y rural, con el 0.63 y 0.43 por
ciento, respectivamente.

Con respecto al nivel de ventas por sector, la industria en-
cabeza el segmento con el 55.71 por ciento de la compra de
electricidad, se sigue el sector doméstico con el 27.85 por
ciento, el comercio con un 6.36 por ciento, el agrícola con
el 6.10 por ciento y finalmente el sector servicios el cual
compra el 3.97 por ciento de la energía generada.

Las entidades federativas que cuentan con un mayor nú-
mero de usuarios son: Jalisco, Veracruz, Puebla y Guana-
juato. En tanto que Baja California Sur, Campeche, Hidal-
go y Colima tienen la menor cantidad de demandantes del
servicio eléctrico.

Por otra parte, los estados del país a los que mayores ven-
tas realizó CFE durante el año 2009 son Nuevo León, Ja-
lisco, Coahuila y Veracruz. Mientras que los que menos de-
manda presentaron fueron Hidalgo, Campeche, Nayarit y
Colima.

Si bien es cierto que debemos reconocer el esfuerzo loable
que realiza la CFE para poder ampliar la cobertura del ser-
vicio eléctrico, también debemos considerar que hay as-
pectos de tipo técnico que impiden una cobertura total.

Asimismo, no debemos perder de vista que la CFE, a pesar
de ubicarse como una empresa competitiva a nivel mun-
dial, debemos reconocer que hay una alta ineficiencia en su
funcionamiento.

Es por todos conocido que ha faltado voluntad y compro-
miso para acabar con el robo de la luz, a pesar de que se
han identificado los puntos en donde se presenta esta situa-
ción, y de que se tienen registradas cientos de averiguacio-
nes previas por el robo de la electricidad, el gobierno fede-
ral y sus instituciones han hecho poco al respecto.

Algunas estimaciones señalan que las pérdidas anualizadas
como consecuencia de robo de la luz superan los 21 mil
millones de pesos al año entre las causas que ocasionan di-
cha disminución en el cobro de energía se encuentran: los
asentamientos irregulares, el comercio informal y la mani-
pulación de los medidores, entre otras más.

Una estrategia, por cierto mal aplicada por parte de CFE,
es querer compensar dicha pérdida de recursos mediante el
cobro disfrazado adicional que se realiza a los clientes que
cumplen con su pago. 

Valiéndose de la falta de información, de la manipulación
técnica y de la poca claridad con que son emitidos los reci-
bos para el cobro de luz, incorporan un conjunto de ele-
mentos que incrementan de manera cuantiosa los montos a
pagar por los usuarios.

Lo anterior ha ocasionado que miles de personas acudan a
las oficinas de aclaraciones a fin de rectificar y corregir di-
cho error, teniendo que enfrentarse a la tramitología y a las
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largas filas. Ante esta situación es imperativo que la CFE
implante medidas que permitan corregir estas irregularida-
des.

Es por ello que el objetivo de la presente propuesta es que
los recibos que emite la CFE para el cobro de la electrici-
dad sean más claros en su contenido a fin de evitar confu-
siones y que se realice un cobro justo, de acuerdo al nivel
de consumo que presente cada usuario.

Que quede claro que no estamos solicitando ningún tipo de
exención o disminución de tarifa aplicable, lo que solicita-
mos es mayor claridad y transparencia en los recibos para
el cobro de luz.

Tampoco estamos proponiendo ni cambiando el esquema
que utiliza CFE para la medición y cuantificación de la
electricidad consumida, lo que proponemos es que en el
propio recibo de realice un desglose mensual del consumo,
lo que permitirá a los usuarios poder tener mayores ele-
mentos para conocer cual es su consumo real.

En razón de lo anterior, se pone a consideración de esta Cá-
mara de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 32 de la Ley del
Servicio Público de Energía Eléctrica, para quedar como
sigue:

Artículo 32. El ajuste, modificación…

La Comisión Federal de Electricidad tomará lectura
del consumo de energía con una periodicidad mensual
y cobrará el servicio de manera bimestral, establecien-
do en el recibo para cobro, la separación del consumo
mensual registrado.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara en vigor a partir de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Queda sin efecto cualquier normatividad que se
contraponga a lo establecido en el presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de marzo de
2010.— Diputadas: Sofía Castro Ríos, Margarita Liborio Arrazola (rú-
brica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputada. Como lo solicita, se turna a la Co-
misión de Energía.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 176 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, el señor diputado Eduardo Alonso
Bailey Elizondo y María del Lourdes Reynoso Femat, a
efecto de ser presentado por los Grupos Parlamentarios del
PRI y del PAN, respectivamente.

El diputado Eduardo Alonso Bailey Elizondo: Con su
permiso, diputado presidente. El tema educativo es parte
fundamental de nuestra Constitución. Quedó plasmado co-
mo un derecho el acceder a estos servicios de forma gra-
tuita porque se está consciente de que la educación es el
elemento fundamental para la superación del ser humano y
como nación.

El Estado mexicano ha desarrollado grandes esfuerzos, sin
embargo, siempre han sido insuficientes. Por ello, también
se ha apoyado a las instituciones de carácter privado, algu-
nas de las cuales han logrado acreditarse en la comunidad
nacional y aún internacional, que han coadyuvado de ma-
nera exitosa con el Estado. Es por ello que los mexicanos
permanentemente debemos explorar los diversos medios a
nuestro alcance para hacer de esta aspiración una realidad;
que los mexicanos tengan acceso, en todos sus niveles a la
educación. Que no sea la falta de oferta una limitante.

El reto, como se aprecia, es mayúsculo. Es importante
mencionar que algunas publicaciones recientes establecen
que a las instituciones ingresan un promedio de 98 por
ciento de los niños en edad escolar, pero ya para secunda-
ria sólo termina el 62 por ciento. Es decir, el 36 por ciento
deserta. Pero aún más grave es que entre los que egresan,
62 por ciento, y los que ingresan a nivel medio superior, es
sólo el 46 por ciento. Es decir, se pierde un 16 por ciento.

En los niveles superiores el patrón se repite: de este 46 por
ciento sólo termina el 25 por ciento del nivel medio supe-
rior, y en licenciaturas sólo la concluye el 13 por ciento. En
posgrado sólo continúa entre un 2 y un 3 por ciento de los
educandos.
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Debemos preguntarnos a qué se debe esta deserción. Va-
mos a encontrar que existen diversas motivaciones, básica-
mente la falta de recursos económicos, y también la oferta.
La oferta de bachillerato es menor a la demanda; se pre-
senta normalmente en las capitales de los estados.

En ese sentido es fundamental el apoyo que brindan las ins-
tituciones educativas de carácter privado, que a veces se
muestra con costos muy elevados para el grueso de la po-
blación por lo que se deben buscar los medios para que es-
ta posibilidad de acceso se dé.

Se trata de apoyar a los padres de familia para que la falta
de estos recursos económicos no sea un elemento determi-
nante para que se abandonen los estudios. Debemos forta-
lecer las instituciones públicas como prioridad, sí, pero
también debemos buscar alternativas para que los padres
de familia puedan acceder a estos servicios en todos los ni-
veles.

Algunas encuestas realizadas en 2009 establecen que la co-
bertura en educación superior es de un promedio nacional
de 27.6 por ciento, con entidades como el Distrito Federal
que tiene un 57 por ciento. Nuevo León con un 38 por cien-
to. Y por otro lado, otras como Quintana Roo y Chiapas
que están con un promedio de cobertura de sólo el 15 por
ciento aproximadamente, cuando en Estados Unidos es de
82 por ciento a nivel nacional y en Argentina el 67 por
ciento, sólo por mencionar algunos ejemplos.

Como diputados hemos hecho el esfuerzo por dotar de ma-
yores recursos en las reasignaciones. Entre 2001 y 2009 se
reasignaron 50 mil 934 millones de pesos contantes, esta-
blece un documento proporcionado por el doctor Narro Ro-
bles.

Es claro que no se debe desperdiciar ese tesoro del ser hu-
mano que es la juventud, porque es alarmante que hoy en
día de los 35 millones de jóvenes mexicanos, el 22 por
ciento de éstos, 7 millones 490 mil no estudian ni cuentan
con un trabajo.

Es en esa dirección en que se inscribe la iniciativa que se
presenta, la deducción en los gastos efectuados por los con-
ceptos de pago de colegiaturas, inscripción, reinscripción y
la transportación escolar, busca aliviar un poco el alto cos-
to de los estudios en instituciones académicas privadas,
evitando así que crezcan los índices de deserción educati-
va y dando mayores oportunidades a los jóvenes.

Volvamos los ojos a experiencias ya probadas de otros pa-
íses, como lo son los países europeos. Así, por ejemplo, la
educación en Europa está exenta del cobro del IVA, todos
los países europeos poseen alguno o varios tipos de apoyo
a la educación que ofrecen directamente a los educandos y
sus familias. Todos los países europeos ofrecen subsidios
y/o incentivos fiscales directamente a las familias, aunque
difieren en cuantía.

Con base en las consideraciones anteriores, y en mi carác-
ter de diputado federal por el estado de Nuevo León, per-
teneciente al Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, es que presento y someto al pleno de
esta honorable Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, el siguiente proyecto de decreto mediante el cual se
reforma la fracción VII del artículo 176 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, en los términos siguientes:

Los gastos efectuados por los conceptos de pago de cole-
giaturas, inscripción, reinscripción y transportación esco-
lar, para sí mismos o para sus descendientes en línea recta,
en el caso de éstos últimos, sólo cuando éstos sean obliga-
torios en los términos de las disposiciones legales del área
donde la escuela se encuentre ubicada o cuando para todos
los alumnos se incluya dicho gasto en la colegiatura. Es
cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 176 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, suscrita por los diputados Eduardo
Alonso Bailey Elizondo y María de Lourdes Reynoso Fe-
mat, de los Grupos Parlamentarios del PRI y del PAN, res-
pectivamente

Eduardo Alonso Bailey Elizondo, diputado federal por
Nuevo León del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional a la LXI Legislatura, en ejercicio de
la facultad que le conceden los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete al pleno de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, proyecto de decreto mediante el
cual se reforma el artículo 176, fracción VII, de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

El pueblo de México ha demostrado a lo largo de su histo-
ria su indomable espíritu por ser cada vez mejores. Para
que como pueblo todos podamos acceder a una mejor cali-
dad de vida, ello tiene que ver con los aspectos sociales, de
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salud y económicos. Lo anterior pasa necesariamente por
contar con una mejor preparación, con una mejor educa-
ción: en este sentido no es ocioso recordar que el tema edu-
cativo fue una parte fundamental de los reclamos en el mo-
vimiento revolucionario y que a su conclusión, con la
redacción de la Constitución de 1917, este tema formó par-
te fundamental de este ordenamiento legal que rige la vida
de los mexicanos. Fue uno de los tres pilares que le dieron
contenido social a la Carta Magna, que la llevó a que en ese
momento fuera considerada como la Constitución más
avanzada del mundo.

Fue ahí en la Constitución de 1917, en su artículo 3o. que
se estableció una de las obligaciones fundamentales del Es-
tado mexicano, que es la de proporcionar educación básica
gratuita a todos los mexicanos. Así quedó plasmado como
un derecho de acceder a estos servicios de forma gratuita.
Por que se estaba consciente de que la educación es el ele-
mento fundamental para la superación como ser humano y
como nación.

La Carta Magna señala en su artículo 3o. que la educación
preescolar, primaria y secundaria es obligatoria y al propio
tiempo, establece que toda la educación que el Estado im-
parta deberá ser gratuita, ello al margen que se permita a
los particulares impartirla, otorgando reconocimiento de
validez oficial a los estudios que se realicen fuera de las
instituciones del Estado, en planteles particulares.

Así por disposición expresa se ha impuesto la obligación
de promover y atender todos los tipos y modalidades edu-
cativos, incluyendo a la educación superior, cuya oferta,
siempre ha sido insuficiente en relación a la demanda.

Sin embargo hay que reconocer que se emprendieron gran-
des cruzadas con el fin de lograr este objetivo, sólo baste
recordar la construcción, en cantidad sin precedente, de es-
cuelas rurales en todo el territorio nacional en el nivel bá-
sico y secundaria; la creación de escuelas para la formación
de los docentes encargadas de brindar esta educación, co-
mo lo fueron la normales rurales que hoy siguen funcio-
nando a cabalidad; se amplió la cobertura a la educación
secundaria aprovechando las tecnologías, a través de la uti-
lización de la televisión, con la creación de las telesecun-
darias y con la educación a distancia; en fin se llevaron a
cabo muchas otras acciones entre las que se destacan la
educación para los adultos y las escuelas normales para tra-
bajadores, entre otras.

Este esfuerzo debe de ser reconocido, sin embargo nunca
fue suficiente, sabemos que no se tuvo un control pobla-
cional y ello ha venido presionando permanentemente la
demanda de servicios educativos. Hoy cada vez más y más
mexicanos reclaman el acceso a esta educación básica, lo-
grándose una cobertura importante en estos niveles.

Paralelamente, también se abordó el tema de la educación
media superior y superior, con el fortalecimiento de las ins-
tituciones públicas en esos niveles; sólo baste recordar el
crecimiento de la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico y la creación del Instituto Politécnico Nacional, dos
instituciones emblemáticas de la nación. Hoy en día en to-
das las entidades federativas ya se cuenta con instituciones
de educación superior fuertes y con un amplio reconoci-
miento nacional.

Son loables los esfuerzos que el Estado mexicano ha desa-
rrollado en sus en su diversas etapas en el ámbito educati-
vo, sin embargo siempre ha sido insuficiente, por ello es
que el esfuerzo ha sido permanente; así en el marco de la
Constitución se ha dado apoyo para la educación impartida
por el Estado, pero también se ha apoyado en este esfuerzo
a las instituciones de carácter privado, algunas  de las cua-
les han logrado acreditarse en la comunidad nacional y aun
internacional, como instituciones serias con un excelente
nivel académico, que han cotribuido de manera exitosa con
el Estado mexicano en la prestación de este servicio.

Es por ello que los mexicanos permanentemente debemos
de explorar los diversos medios a nuestro alcance para ha-
cer de esa aspiración, de contar con una formación de ex-
celencia en todos los niveles educativos, una realidad: Que
los mexicanos tengan acceso en todos sus niveles a la edu-
cación. Que no sea la falta de oferta una limitante. Por lo
anterior, y sólo con la idea de dejar en claro la magnitud del
esfuerzo de que estamos hablando y de lo que ello implica,
es que resulta conveniente mencionar de manera general
como está constituido el sistema educativo escolarizado de
nuestro país:

Educación básica

Preescolar

• General
• Indígena
• Comunitaria
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Primaria

• General
• Indígena
• Comunitaria

Secundaria

• Técnica
• Telesecundaria
• Comunitaria
• Para los trabajadores

Educación media superior

• Bachillerato general
• Bachillerato tecnológico

Educación superior

• Licenciatura
• Educación normal
• Universitaria
• Tecnológica

Posgrado

• Maestría
• Doctorado

El reto como se aprecia es mayúsculo, ya que la deficien-
cia en la demanda y otros factores sobre todo de tipo eco-
nómico han ocasionado que no se adquiera  esta formación.
En este sentido, es importante mencionar que algunas pu-
blicaciones recientes establecían que del 100 por ciento de
alumnos que ingresa al primer nivel, es decir el preescolar,
al final de su trayectoria en el posgrado, sólo dos personas
terminan concluyen éste; el panorama que se presenta es el
siguiente:

Al nivel primaria ingresan un promedio de 98 por ciento de
los niños en edad escolar, por lo que sólo el 2 por ciento no
cuenta con esta posibilidad, pero ya para el nivel escolar de
secundaria sólo termina el 62 por ciento, es decir, el 36 por
ciento deserta en este tramo entre la primaria y la secunda-
ria. Pero lo que es aún más grave, es que entre los que egre-
san 62 por ciento y los que ingresan al nivel medio supe-
rior que es solo el 46 por ciento, se pierden el 16 por ciento.
En los niveles superiores el patrón se repite, de este 46 por
ciento sólo termina el 25 por ciento el nivel medio superior,

y en licenciatura sólo la concluyen el 13 por ciento. En el
posgrado sólo continúan entre un 2 y el 3 por ciento. Esa es
la gravedad de nuestro sistema educativo. Ese es el déficit
que tenemos como país y que nos reduce mucho las posi-
bilidades competitivas con los países con los que queremos
vincular nuestra economía.

Debemos preguntarnos ¿a qué se debe esa deserción, por
que los jóvenes no están accediendo de un nivel educativo
a otro? Y vamos a encontrar que existen diversas motiva-
ciones, que tiene que ver básicamente con la falta de re-
cursos económicos para que los jóvenes puedan acceder a
esta educación. No se cuentan recursos para  pagar los úti-
les escolares, la manutención del alumno, los uniformes es-
colares, el pago de cuotas y porque no decirlo,  la falta la
imposibilidad del pago de las colegiaturas privadas. 

La educación privada, en todos los niveles, es absoluta-
mente indispensable, puesto que viene a coadyuvar en la
materia con los insuficientes esfuerzos públicos, posibili-
tando de manera real y efectiva que los mexicanos tengan
la posibilidad de acceso a la educación. La educación que
proporcionan los particulares tiene la ventaja de no presio-
nar las finanzas públicas, su subsistencia y costos son aje-
nos a los recursos del Estado, a pesar de que, su labor es
igualmente significativa en el logro de estas tareas públi-
cas.

Así, la limitación del Estado mexicano por otorgar una
oferta adecuada de estos servicios y la falta de capacidad
económica de las familias, que aun cuando la educación
pública sea gratuita no puede acceder a los servicios edu-
cativos, lo que obliga al joven al abandono de la educación,
ubicando en este sentido a la pobreza como elemento cen-
tral de la deserción.

Son entonces la conjugación de diversos elementos los que
han provocado esta enorme deserción, sobre todo refleja-
do, entre los que egresan de la secundaria y los que ingre-
san al nivel de bachillerato, lo cual tiene una explicación
lógica en esta ámbito de pobreza, pero también y de mane-
ra muy importante en la oferta educativa por parte del Es-
tado mexicano.

La oferta de bachillerato es muy menor a la demanda que
se presenta, aunado al agravante de que esta oferta se pre-
senta normalmente en las capitales del los estados, lo que
hace que aun cuando sean gratuitos los servicios educati-
vos al joven le cuesta el desplazamiento, el hospedaje y la
manutención en general, ello aunado a que ya está en la
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etapa productiva y ellos forman parte importante de los in-
gresos  para la familia. Por lo que no basta solo el ampliar
la oferta de estos servicios sino además habrá que acercar-
los lo más posible al beneficiario. En este sentido es fun-
damental en este nivel y al igual que en los otros, contar
con el valioso apoyo que brindan las instituciones educati-
vas de carácter privado, las cuales como es evidente tienen
la necesidad de obtener un lucro, entendido este de mane-
ra no peyorativa como la ganancia legítima que deben de
tener toda negociación, para la continuación de la presta-
ción del servicio.

Es este servicio privado, en la prestación de un servicio pú-
blico concesionado, o autorizado por el Estado, como lo es
la educación, los que conjuntamente habrán de hacer reali-
dad la legítima aspiración de todos los mexicanos de con-
tar con mejores elementos para hacer frente a la vida. No
es estigmatizando a los particulares que prestan este servi-
cio, como mejor podemos apoyar a los mexicanos.

Es así como al concurrir las instituciones de carácter priva-
do al apoyo del Estado mexicano cobran importancia la
prestación de sus servicios empresariales, que para poder
seguirlos prestando, a veces se muestran como muy eleva-
dos para el grueso de la población que no puede encontrar
en estas instituciones el elemento que cubra  las necesida-
des de educación ante la limitación en la oferta por parte
del Estado, por lo que se deben de buscar los medios para
que esta posibilidad se dé.

Se insiste, de lo que se trata con esta iniciativa es de bene-
ficiar a los padres de familia que no cuentan con la posibi-
lidad de pagar una cuota para cubrir una colegiatura, por la
imposibilidad del Estado de ofertar suficientemente estos
servicios educativos: que la falta de estos recursos econó-
micos no sea un elemento determinante para que se aban-
done la educación que todos requerimos para aspirar a me-
jores niveles de vida tanto como persona y como nación.

Recientemente el rector de la Universidad Nacional Autó-
noma de México, en representación de las universidades
públicas del país daba un panorama general de la educa-
ción superior en México que resulta realmente desalenta-
dor y que debe de avergonzar y obligarnos a ocuparnos
más de la educación superior en nuestro país, dotándolas
de una mayor cantidad de recursos. Pero también debemos
de buscar alternativas, no para que las instituciones priva-
das que imparten educación hagan los grandes negocios, el
cual por cierto debe de ser moderado atendiendo a lo que

significa este servicio público, sino para que los padres de
familia puedan acceder a estos, en todos los niveles educa-
tivos para sus hijos.

El panorama educativo que se planteó en las instituciones
de educación superior (en reunión celebrada con represen-
tantes de la ANUIES y rectores de diversas instituciones
públicas de nivel superior del país con el Grupo Parlamen-
tario del PRI) es el siguiente:

(Existe) Baja cobertura escolar, inequidad en el acceso, he-
terogeneidad de la calidad y la ausencia de una política de
financiamiento con visión de Estado.

En las encuestas realizadas  con información de la SEP, Di-
rección General de Planeación, Programación y Presupues-
to y Pronosep en el año 2009; podemos observar que la co-
bertura en educación superior, otorga un promedio
nacional de 27.6 por ciento, con entidades como el Distri-
to Federal que tiene un 57 por ciento, Nuevo León con un
38 por ciento y; por el otro lado, otras como Quintana Roo
y Chiapas que están con un promedio de cobertura de sólo
el 15 por ciento aproximadamente, lo que denota un pro-
medio muy por debajo de la media. En este sentido la
UNESCO, Global Educación Digest 2009, afirman que las
tasas de cobertura en educación superior abarcan en Esta-
dos Unidos el 82 por ciento a nivel nacional, en Argentina
el 67 por ciento y México un 27 por ciento, con lo cual que-
da de manifiesto la deficiencia en la oferta que como Esta-
do estamos dando a la educación superior.

Confiando en esta información, abunda, “de mantenerse el
crecimiento inercial de la matrícula en educación superior,
que refiere al 3.6 por ciento anual, México alcanzaría una
cobertura similar a la Argentina que cuenta con el 67 por
ciento, pasando por el 52 por ciento de Chile, todo esto pa-
ra el año 2029; no obstante, la meta oficial plantea alcan-
zar una cobertura en educación superior del 30 por ciento
en el año 2012; es decir, claramente insuficiente, incluso,
por debajo de la media de América Latina con el 34 por
ciento.”

En este sentido, “observamos que la inversión en educa-
ción superior por alumno a nivel internacional, en países
como Estados Unidos es de 22 mil 476 dólares, Alemania
invierte 12 mil 255 dólares y México tiene una pobre in-
versión de 5 mil 778 dólares; todas estas cifras relacionan
el gasto de país-alumno anualmente. De mantenerse un
crecimiento inercial en el financiamiento público de la edu-
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cación superior, la meta de destinar el 1 por ciento del PIB
se cumplirá en el año 2047; lo cual es un hecho que no pue-
de esperar.”

“En años recientes, el incremento del presupuesto para
educación superior en gran medida es atribuible a las rea-
signaciones aprobadas por el Poder Legislativo. Entre 2001
y 2009, se reasignaron 50, 934 millones de pesos constan-
tes.” Estos datos proporcionados por el doctor Narro Ro-
bles conjuntamente con otros rectores de universidades pú-
blicas en el país en noviembre del 2009, es altamente
significativa de que es necesario fortalecer estas institucio-
nes públicas, pero también de diversificar los apoyos que
se dan en el ámbito educativo a los padres de familia para
que sus hijos puedan acceder a esta educación.

Es claro que no se debe desperdiciar ese tesoro del ser hu-
mano que es la juventud, porque es alarmante que hoy en
día de los 35 millones de jóvenes mexicanos, el 22 por
ciento de éstos (7 millones 490 mil 345), no estudia ni
cuenta con un trabajo. Es algo que debe de avergonzar a to-
dos los que tenemos la posibilidad de apoyarlos desde esta
posición privilegiada en que nos encontramos.

Existen entonces cuatro elementos constitucionales funda-
mentales en materia educativa:

• El derecho de los mexicanos a recibir educación

• La obligación de los padres de hacer que sus hijos acu-
dan a las escuelas para obtener educación primaria y se-
cundaria.

• La obligación del Estado (federación, estados y muni-
cipios) de impartir educación preescolar, primaria y se-
cundaria en forma gratuita.

• La obligación de promover y atender todos los tipos y
modalidades educativos, incluyendo a la educación su-
perior

Desafortunadamente la falta de capacidad por parte del Es-
tado para cubrir todos los niveles educativos en el país, au-
nada a la actual crisis económica, está afectando de mane-
ra importante la economía de las familias mexicanas;
particularmente de aquéllas con alta vulnerabilidad en sus
ingresos y de quienes con una mínima variación en éstos,
alteran de forma notable los bienes y servicios que podían
cubrir.

Es claro que en México, como se ha establecido por quie-
nes han abordado este tema, lo que nos ha llevado al atra-
so, a la dependencia económica y, demás males que nos
aquejan, es la falta de una educación bien estructurada, ten-
dente a cubrir las siguientes aspiraciones legítimas:

• El progreso económico, ya que le da a las personas los
conocimientos científicos, técnicos y demás, que les
permitirá incrementar su productividad.

• Una sana convivencia social, ya que la serie de valo-
res morales, de normas cívicas que se obtienen a través
de ella, nos permiten crear un ambiente sano de respeto
a los demás. Respeto que desgraciadamente ya nadie co-
noce y nadie aplica.

• Para el logro de una sociedad, ya que para que ésta
pueda funcionar en términos reales se requiere de un ni-
vel mínimo y generalizado educativo, entre otros aspec-
tos importantes.

Es en esta dirección en que se inscribe la iniciativa que se
presenta, la deducción en los gastos efectuados por los con-
ceptos de pago de colegiaturas, inscripción, reinscripción y
a la transportación escolar, busca aliviar un poco el alto
costo de los estudios en instituciones académicas privadas,
evitando así, crezcan los índices de deserción educativa y
permita acceder a lo enunciado anteriormente.

Lo anterior difícilmente se podrá atender si no se revierten
las tendencias de deserción, a que ya referimos y que son
reafirmadas por las que ha emitido la OCDE respecto a la
cobertura educativa en nuestro país; más de 30 millones de
mexicanos no concluyeron o no comenzaron la primaria; 4
millones 100 mil niños no tienen educación básica (14.4
por ciento de la población entre 6 y 15); y 3 millones 600
mil niños de 5 a 17 años trabajan.

Sin embargo, es de reconocer que el Estado no puede, ni
tiene la capacidad de impartir educación en todos sus nive-
les como lo instruye la Carta Magna en su artículo 3o., por
eso, esta medida fiscal que se propone en la presente ini-
ciativa, ayudará a que se compense de manera gradual el
déficit que históricamente ha acumulado el país, en cuanto
a la inversión en educación se refiere, por sus elevados cos-
tos que representa para el Estado, por lo que la oferta pare-
ce ir en descenso. El Tercer Informe de Gobierno propor-
cionado por el Ejecutivo federal, durante el ciclo escolar
2008-2009, se contó con 247 mil 700 escuelas, esto se dis-
tribuyó de la siguiente manera:
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• Educación básica 71 por ciento (175 mil 867 escuelas)

• Educación media superior 21.7 por ciento (53 mil 750
escuelas),

• Educación superior 5 por ciento (12 mil 385 escuelas)
y capacitación para el trabajo 2.3 por ciento (5 mil 697
escuelas).

En contraparte, tomando en cuenta el último Conteo de Po-
blación y Vivienda 2005, realizado por el Inegi, se conta-
ron 103 millones 263 mil 388 habitantes en México, es de-
cir que durante los últimos 50 años, la población en la
República a crecido cuatro veces, pasando nuestro país a
formar parte de los once países más poblados del mundo,
después de China, India, Estados Unidos de América, Indo-
nesia, Brasil, entre otros. Lo cual presiona la demanda, por
lo que la oferta cada vez es menor, en términos absolutos.

Cabe mencionar que no es la primera iniciativa que se pre-
senta con este objetivo de incentivar la educación, apoyan-
do a los padres de familia vía la metería fiscal. Se han pre-
sentando ya varias iniciativas incluso por compañeros
diputados de Nuevo León en legislaturas anteriores, cuyos
objetivos principales han sido permitir que todos aquéllos
gastos destinados a la educación sean deducibles del Im-
puesto sobre la renta, buscando  apoyar a los padres de fa-
milia y a la vez, se fomente la inversión por parte de las
personas físicas y de las empresas, contribuyendo así a ele-
var el grado de escolaridad en el mediano plazo.

De esta forma, por ejemplo, se planteó la propuesta de adi-
ción al artículo 113 en la Ley del Impuesto sobre la Renta,
que busca que se permita reducir una cantidad equivalente
al costo erogado por el Estado para cada alumno, según el
nivel correspondiente, actualizado anualmente con base en
los datos oficiales del gobierno federal;

Tabla de acreditamiento

• Educación preescolar: 13 mil 400 pesos. 

• Educación primaria: 12 mil 200 pesos.

• Educación secundaria: 18 mil 700 pesos.

• Educación Profesional Técnico: 17 mil 900 pesos.

• Educación Bachillerato: 25 mil 7 pesos.

• Educación Superior: 57 mil 600 pesos.

(Erogación estatal anual por alumno aplicable para 2010.
Informe de Gobierno del Poder Ejecutivo federal corres-
pondiente a 2009).

Como se puede observar existen muchas formas en que se
puede apoyar la educación en el país, sólo debemos explo-
rar alternativas. Volvamos los ojos a experiencias ya pro-
badas de otros países, que ya a han transitado este camino,
como los son los países europeos, y ver cómo han aborda-
do estos temas. Se insiste sólo como un marco de referen-
cia que podemos retomar atendiendo a nuestra realidad es-
pecifica, a nuestras fortalezas pero también a nuestras
debilidades.

A continuación se muestran, sólo a manera de ejemplo, di-
versos planteamientos en los que la educación es motivo de
incentivos fiscales por parte de los Estados nacionales, por
ser éste un sector prioritario y por lo que representan los
conocimientos aplicados a la producción, como el motor de
la economía global y las determinación de las posibilidades
de competir en un entorno mundial que en el que cada vez
las  fronteras geográficas son menores y las desigualdades
en los parámetros educativos son determinantes.

Las principales características del sistema educativo euro-
peo y su tratamiento fiscal son las siguientes

1. La educación en Europa está exenta del cobro de IVA.

2. Todos los países europeos poseen alguno o varios ti-
pos de apoyo a la educación que ofrecen directamente a
los educandos y sus familias.

3. Todos los países europeos utilizan fondos públicos
para financiar tanto el costo directo de la educación co-
mo el costo de manutención de los estudiantes.

4. La mayoría de los países europeos financian en algu-
na forma las escuelas privadas de educación básica
obligatoria, exceptuando Grecia por no contar con insti-
tuciones privadas en este nivel de enseñanza.

5. Con excepción de Grecia (que no tiene escuelas pri-
vadas a nivel básico) e Irlanda del Norte (que no cuenta
con suficientes recursos) todos los países en Europa
apoyan a los estudiantes con la colegiatura en escuelas
particulares.
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6. La educación superior en Europa es mayoritariamen-
te pública, sin embargo todos quienes invierten en la
educación superior (pública o privada) reciben incenti-
vos fiscales y becas o ambos y préstamos del gobierno.

7. Todos los países europeos ofrecen subsidios y incen-
tivos fiscales directamente a las familias aunque difie-
ren en cuantía y en límites de edades para recibirlas.

8. Los subsidios e incentivos fiscales o ambos a las fa-
milias de ingresos más bajos tienen efectos redistributi-
vos, aunque en la mayoría de los países el subsidio y in-
centivo fiscal o ambos es igual para cualquier familia
dependiendo el número de hijos sin importar los ingre-
sos familiares.

Como podemos apreciar es de especial relevancia como
se desprende la obligatoriedad de exentar del cobro de
IVA a los servicios de educación en todos los países de
la Comunidad Económica Europea.

De esta forma, podemos apreciar en términos generales
existen cuatro tipos de ayuda pública que se otorga a la
educación en Europa:

a) Pagos de colegiaturas e inscripción. Este apoyo se
da en dos formas a lo largo de los países europeos para
la educación superior. En la primera forma, el pago lo
hace en su totalidad el gobierno (Alemania, Dinamarca,
Grecia, Luxemburgo, Austria, Finlandia, Suecia y Nor-
uega); y en la segunda forma, se requiere de una contri-
bución privada por parte de los estudiantes cuando se
inscriben (Bélgica, España, Francia, Irlanda, Italia, Ho-
landa, Portugal y el Reino Unido, así como en Islandia
y Liechtenstein.)

b) Becas y préstamos o ambos. Las becas no tienen
que ser pagadas por el estudiante; los préstamos se pa-
gan posteriormente al término de los estudios con años
de gracias distintos para cada país. Ambos proveídos
fundamentalmente por el gobierno aunque fundaciones
privadas y las ONG también ofrecen apoyos.

c) Incentivos fiscales a las familias. Vía deducciones
de impuestos al ingreso.

d) Otros beneficios sociales. Incluye apoyo económico
para el alojamiento de estudiantes, alimentación, seguro
de gastos médicos y transportación.

Es importante ver que en la mayoría de los países  el gasto
de manutención para la educación es responsabilidad de las
familias y estudiantes pero con un incentivo fiscal que per-
mite deducir una cierta cantidad por estudiante así como
deducir los gastos relacionados con la educación. Es de
destacar que existen también apoyos directos otorgados co-
mo subsidios, que se dan considerando el número de hijos
con los que se cuenta en edad escolar;

1) Subsidio anual por hijo estudiante. Todos los países
otorgan un subsidio anual por estudiante a las familias
que tienen hijos dependientes que son estudiantes.

2) Becas y préstamos educativos o ambos. Este tipo de
apoyo como única forma adicional al subsidio con el
que se apoya a las familias con descendientes estudian-
do la educación básica.

3) Incentivos fiscales. Como la deducibilidad de los gas-
tos que incurren los padres por conceptos relacionados
con la educación de sus hijos en el nivel básico de ins-
trucción.

Quizás estos  temas son los que  debemos abordar en una
siguiente generación de reformas fiscales en materia de
educación.

Las becas es otro medio que han venido usando los Esta-
dos nacionales para apoyar a los estudiantes siendo el pro-
medio de recursos anuales destinados a las becas por estu-
diante en Europa en 1996 fue de mil 933 euros (ppp),
siendo Austria, Dinamarca e Irlanda con 3 mil 397, 3 mil
64, 2 mil 934 euros (ppp), respectivamente. Los que menos
recursos destinan son Bélgica, España y Portugal con 1 mil
31, 1 mil 395 y 1 mil 398 Euros (ppp) anuales por estu-
diante.

Otro métodos son los préstamos a estudiantes cuyo prome-
dio en la Comunidad Económica Europea fue en 1996 (se-
gún datos bajados de la red de Internet) fue de 1 mil 978 Eu-
ros (ppp) en 1996. Luxemburgo, Suecia, y Holanda fueron
los que más préstamos/estudiante otorgaron con 5 mil 72.

Existe gran variedad de procedimientos mediante los cua-
les se ha procurado incentivar a la educación, que como ya
se dijo va desde la beca directa, los prestamos, los créditos
bancarios, o los incentivos fiscales, por cierto la mayoría
de ellos probados en el sistema educativo nacional. Hoy en
día hay la obligación de otorgar un porcentaje de becas tan-
to en el sector público como el privado que presta servicios
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educativos, las modalidades son muy variadas, pero nor-
malmente los porcentajes de colegiatura o inscripción cada
vez son menores con la idea de beneficiar a un mayor nú-
mero de personas. Los créditos también han ido en aumen-
to, habiendo instituciones privadas que están otorgando
créditos hasta del 80 por ciento de la colegiatura, con ven-
cimientos a largo plazo, de hasta 15 años, y tasas fijas que
en promedios son del 10 o el 12 por ciento anual.

Sin embargo, el objeto de la presente iniciativa es explorar
el ámbito impositivo como medio para incentivar de la for-
mación de cada vez mas mexicanos en instituciones priva-
das, atendiendo a la insuficiencia de la oferta del Estado en
materia de servicios educativos, y evitar se cancelen las es-
peranzas de un número muy considerable de mexicanos
por esta ausencia de oportunidades.

Así podemos apreciar que en la Unión Europea se estable-
cieron procedimientos básicos de estímulos fiscales en sus
sistemas tributarios: Las exenciones fiscales y los créditos
fiscales basados en el gasto que se dedica a la educación,
incluyendo a los estudiantes que son padres. Se calculan en
base a una capacidad tributaria del contribuyente. Una can-
tidad fija llamada cuota o crédito fiscal que varia con el nú-
mero de hijos estudiantes y del nivel de estudios en el que
se encuentran. También pueden reducir el ingreso total di-
rectamente todos los gastos asociados a la educación me-
diante la debida comprobación fiscal de dichas erogacio-
nes. Otro sistema utilizado en Europa es la de puntajes para
reducir el ingreso de los contribuyentes a su capacidad tri-
butaria mediante la suma de puntos por cada hijo depen-
diente y así obtener un coeficiente tributable por familia.
Una exención fiscal progresiva dependiendo el número de
hijos de hasta 3 mil 428 euros (ppp) anualmente por estu-
diante, en cuyo caso el 100 por ciento del costo de la cole-
giatura puede ser deducible en los ingresos tributarios de
los padres.

Es importante aclarar, sin embargo, que la reforma pro-
puesta no debe afectar necesariamente la recaudación que
estima obtener la federación. De esta forma, permitir que
las colegiaturas pagadas por los particulares para que sus
dependientes en línea recta puedan recibir educación en los
niveles que son responsabilidad del Estado por mandato
constitucional puedan ser acreditables en el pago del im-
puesto sobre la renta a cargo de los contribuyentes hasta
por un monto de 75 por ciento del costo que el Estado ero-
ga por alumno en la educación obligatoria y en aquella que
sin ser una obligación establecida en la Constitución, sí
constituye una obligación moral de todo Estado nacional

que aspira acceder a estadios más elevados en la calidad de
vida de sus habitantes, como lo es la educación media su-
perior y superior, y aún el posgrado. Todos ellos nos lleva-
rán a ser cada vez mejores mexicanos.

En 2009 se estima que el gasto de los particulares en edu-
cación presentó un incremento anual real de 1.9 por ciento,
el cual se espera pueda verse duplicado para el presente
año con la aplicación de esta reforma. Con la presente se
propone se otorgan elementos legislativos y normativos
que permiten contribuir a hacer de la educación, un sector
más amplio, más competitivo y moderno, el cual no sólo
colabora como detonante para el desarrollo de este sector,
sino de toda la economía, además de que el mismo impac-
ta positivamente el equilibrio de los gastos de los contribu-
yentes.

Sin que lo anterior dé un resultado negativo en la recauda-
ción o desequilibre las finanzas públicas, toda vez que co-
mo se ha dicho por quienes han presentado las diversas
propuestas anteriores, los impactos por un mayor acceso a
la educación, generarán efectos positivos en el mediano y
largo plazo, tales como el crecimiento de las instituciones
educativas privadas a consecuencia de un posible incre-
mento de los educandos. Por lo anterior, los recursos que
en teoría, se dejarían de percibir, al introducir el acredita-
miento de dichos gastos, serían significativamente menores
a los beneficios fiscales y económicos que recibiría el Es-
tado.

Con base a las consideraciones anteriores y en mi carácter
de diputado federal por Nuevo León, perteneciente al Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
de la LXI Legislatura, someto al pleno de la honorable Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión el siguiente
proyecto de decreto mediante el cual se reforma el artículo
176, fracción VII de la Ley del Impuesto Sobre la Renta en
los términos siguientes

Decreto

Único. Se reforma el artículo 176, fracción VII, de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 176. …
…
…
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VII. Los gastos efectuados por los conceptos de pago
de colegiaturas, inscripción, reinscripción y a la
transportación escolar, para sí mismos o para sus
descendientes en línea recta, en el caso de estos últi-
mos sólo cuando éstos sean obligatorios en los térmi-
nos de las disposiciones legales del área donde la es-
cuela se encuentre ubicada o cuando para todos los
alumnos se incluya dicho gasto en la colegiatura, de-
biéndose separar en el comprobante el monto que
corresponda por concepto de transportación escolar.
Respecto de la colegiatura, inscripción y reinscrip-
ción se podrá deducir en todos los niveles educativos
y solamente por el equivalente al 75 por ciento de los
montos totales anuales por alumno erogados por el
Estado, atendiendo al nivel de que se trate y de con-
formidad con las cifras oficiales del ejercicio fiscal
inmediato anterior a la presentación de la declara-
ción fiscal del contribuyente, reportado por la SEP;
en el caso de las instituciones de nivel medio superior
se estará a lo erogado por alumno anualmente, en el
ejercicio inmediato anterior a la presentación de la
declaración del contribuyente, por el Estado en el
sistema del Colegio de Bachilleres, y en el nivel supe-
rior se estará bajo el mismo esquema a lo erogado
por la UNAM.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de marzo de 2010.— Diputa-
dos: Eduardo Alonso Bailey Elizondo, María de Lourdes Reynoso Fe-
mat, Carlos Cruz Mendoza, David Hernández Vallín, María Sandra
Ugalde Basaldúa (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, señor diputado. Túrnese a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público.

ARTICULO 25 CONSTITUCIONAL - 
LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA
DE LA DEFENSA DEL CONTRIBUYENTE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Omar Fayad Meneses, del
Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-

siciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la
Defensa del Contribuyente.

El diputado Omar Fayad Meneses: Muchas gracias.
Buenas tardes, compañeras y compañeros diputados, ami-
gos de los medios de comunicación.

Esta tarde vengo a intentar llamar la atención de todos y ca-
da uno de ustedes con un tema que me parece que no sola-
mente es importante porque somos representantes del pue-
blo, representantes de la sociedad, sino como ciudadanos
creo que resulta de la mayor trascendencia, y vengo a ha-
blarles de lo que es el ombudsman fiscal. Lo que debería
ser ya, y no es, la Procuraduría de la Defensa del Contri-
buyente para la República Mexicana.

La materia fiscal –y seguramente la gran mayoría de uste-
des va a coincidir conmigo– es muy compleja, es absoluta-
mente técnica y, en muchos de los casos –por no decir que
en la gran mayoría– los contribuyentes pequeños, o nos-
otros como personas físicas, a veces no contamos con los
recursos suficientes para acudir a abogados o despachos de
contadores que nos orienten y asesoren en actos que tienen
que ver con la autoridad fiscal y esto, sin duda, deja a las
personas en estado de indefensión.

Lo que vengo a proponer a esta tribuna, esta figura, no es
novedad porque ya había sido propuesta por una diputada
desde hace muchos años. Desde 2003 está intentando que
se introduzca esta figura a la legislación mexicana, y que lo
logra a través de muchos problemas. Sin embargo, una vez
más demostramos que muchas de las leyes en este país son
ineficaces.

Hay una iniciativa que se presenta desde el 2003 que crea
la Procuraduría de la Defensa de los Derechos de los Con-
tribuyentes como organismo descentralizado del gobierno
federal. Funge como Cámara de origen el Senado de la Re-
pública. La aprueba. La manda a esta Cámara. Esta Cáma-
ra la aprueba también. Regresa al Senado y se le envía al
presidente para su promulgación y publicación respectiva y
el presidente de la República la observa. Con sus observa-
ciones la devuelve a la Cámara de origen. Se atienden las
observaciones del presidente y una vez que fueron atendi-
das, se le regresa para su debida promulgación y publica-
ción, lo cual el presidente hace.

Sin embargo, una dependencia del gobierno federal la im-
pugna ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
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Una vez impugnada, ésta va a la Corte y la Corte decide re-
solverla, ¿y qué creen? La deja subsistente. Simplemente
habla de que dos artículos de la propia ley, el 5 y el 12, de-
ben de cambiarse en su texto, porque podrían ser violato-
rios a la Constitución, pero queda completamente vigente.

Asimismo, la propia Cámara de Senadores subsana lo se-
ñalado por la Corte y hoy es totalmente vigente, está en la
ley, pero desde entonces hasta la fecha no se ha podido
constituir la institución y el Ejecutivo federal no ha envia-
do jamás la terna para ver quién debe constituirse como ti-
tular de esta dependencia. Increíble.

Esto es lo que yo llamaría, como dicen los abogados cuan-
do algo no es precisamente de la técnica jurídica, sino de
procedimientos de litigantes, dicen que es una chicana. Así
la veo yo. Se ha hecho cualquier tipo de chicanas para que
esta ley no cobre vigencia y para que esta institución no
tenga un titular.

Por eso hoy vengo a presentar una iniciativa que cambia
esto. No puede ser el ombudsman dependiente del Ejecuti-
vo federal y de la Secretaría de Hacienda, puesto que nos
va a defender de ellos. Por eso planteamos aquí la autono-
mía de ese órgano, para que la Procuraduría de la Defensa
del Contribuyente sea un órgano constitucional y sea com-
pletamente autónomo.

Tampoco dejamos a meras recomendaciones sus decisio-
nes. Le estamos dando en esta iniciativa carácter totalmen-
te vinculatorio. Espero que estos breves argumentos –por
el tiempo– los convenzan y si no, ahí está el texto de la ini-
ciativa, o su servidor, para ampliar la información al res-
pecto. Ojalá que cada una y cada uno de ustedes apoye es-
ta iniciativa de reforma a la Constitución para crear un
verdadero defensor de los derechos de los contribuyentes.
Es cuanto, presidente. Muchas gracias, compañeros.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa
del Contribuyente, a cargo del diputado Omar Fayad Me-
neses, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Omar Fayad Meneses, diputado por el
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración de esta honorable asam-

blea iniciativa que adiciona un párrafo noveno al artículo
25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Contri-
buyente para establecer a la Procuraduría de la Defensa del
Contribuyente como un organismo público constitucional
autónomo, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

El pasado 18 de febrero de 2010 presenté a consideración
de esta honorable asamblea una iniciativa para adicionar la
fracción IV del artículo 31 constitucional para transformar
al Servicio de Administración Tributaria (SAT) en un orga-
nismo constitucional autónomo que diera certeza y seguri-
dad jurídica al manejo organizado y transparente de los in-
gresos fiscales, derivados de la obligación que tenemos los
mexicanos de contribuir para los gastos públicos, así de la
federación como del Distrito Federal o del Estado y muni-
cipios en que residan.

Sin embargo, estas contribuciones, así lo establece clara-
mente la Constitución, deben de ser de manera proporcio-
nal y equitativa; es por ello que al aplicar estas dos carac-
terísticas a la materia impositiva, la obligación de
contribuir se convierte en una garantía individual que le co-
rresponde titular al Estado mexicano.

Para cumplir con este principio constitucional, es indispen-
sable que a la obligación contributiva se le coloque en for-
ma paralela un instrumento del Estado que coadyuve al
pleno respeto de las garantías de igualdad fiscal, cumplien-
do así con los postulados de desarrollo económico y una
justa distribución de la riqueza, establecidos en el artículo
25 de la Constitución.

Precisamente, bajo estos postulados constitucionales, el
Poder Legislativo promovió y aprobó la actual Ley Orgá-
nica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente,
que garantiza las garantías de igualdad fiscal, la de contri-
buir de manera proporcional y equitativa.

A pesar de que dicha ley fue publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 26 de abril de 2006 para entrar en vigor
al día siguiente, al día de hoy es una ley ineficaz. 

Parte de este problema se derivó de la acción de inconsti-
tucionalidad 38/2006, que el procurador general de la Re-
publica promovió en su tiempo contra la aprobación de es-
ta ley por las Cámaras de Diputados y de Senadores, y la
promulgación por el presidente de la República, debido a
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que consideró que tal norma contravenía a la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El 16 de mayo del 2008 fue publicada en el Diario Oficial
de la Federación la resolución a esta acción de inconstitu-
cionalidad por parte de los ministros de la Suprema Corte
en contra de la intentona de declarar su invalidez, por lo
que esta ley mantiene su vigencia.

Pero increíblemente, a ya tres años y medio desde su pro-
mulgación y publicación, y a casi dos años de haberse re-
suelto la acción de inconstitucionalidad, no se ha nombra-
do aún al procurador de la Defensa del Contribuyente.

Es patente que no se está respetando la voluntad de los le-
gisladores y de esta ley federal, pues en el artículo tercero
transitorio se establece que la elección del primer procura-
dor de la Defensa del Contribuyente deberá hacerse dentro
de los treinta días siguientes al inicio de vigencia de esta ley,
y que la Procuraduría con todo y órgano de gobierno, el cual
también es facultad del presidente de la República nombrar-
lo, deberá estar operando y funcionando, a más tardar, den-
tro de los siguientes ciento veinte días de vigencia.

La omisión por parte del presidente de la República de pro-
poner la terna para el nombramiento del procurador de la
Defensa del Contribuyente y la implícita implantación ope-
rativa de la propia procuraduría ha desprovisto hasta la fe-
cha a todos los mexicanos obligados a contribuir de un ins-
trumento legal indispensable para garantizar el derecho de
los contribuyentes a recibir justicia en materia fiscal, opo-
nible, en su caso, a los actos arbitrarios de las autoridades
que pudieran transgredir sus garantías constitucionales. 

El hecho de que un instrumento de defensa ciudadana tan
importante como este, que primero fue impugnado ponien-
do en duda su constitucionalidad por una dependencia del
Ejecutivo federal y en la que una vez que se salva este in-
conveniente pasan ya casi 4 años y el propio Ejecutivo fe-
deral  no ha tomado la iniciativa ni siquiera de mandar la
terna para su titular, nos debe de convencer de que no de-
penda del Ejecutivo federal y nos debe de apurar a ponerlo
ya en operación con la autonomía de órgano del Estado que
debe de tener para un eficaz servicio a los mexicanos.

Ante la posibilidad de que en un futuro pudiera presentar-
se otra acción de inconstitucionalidad para evitar la opera-
ción de este instrumento de defensa ciudadana en materia
fiscal, el suscrito presenta esta iniciativa a la consideración
del pleno para modificar la naturaleza jurídica de la Procu-

raduría de la Defensa del Contribuyente, transformándola
de un organismo descentralizado dependiente del Ejecuti-
vo a un órgano constitucional autónomo. El defensor fiscal
del ciudadano no debe ser un trabajador del Ejecutivo fe-
deral.

Ante la falta de voluntad del Ejecutivo federal,  el procura-
dor fiscal y los consejeros que integran el órgano de go-
bierno, deben ser nombrados por el Senado a propuesta de
las fracciones legislativas de la Cámara de Diputados.

Si pretendemos avanzar en una reforma fiscal integral para
fomentar la eficiencia recaudatoria administrativa, propi-
ciando que la estructura impositiva se transforme en una
administración notablemente eficaz, con un mínimo uso de
recursos en su cumplimiento y recaudación, es imprescin-
dible caminar paralelamente en la puesta en operación de
estos medios autónomos de defensa de los contribuyentes.

Muy importante es que la propuesta que presento cambia la
facultad de emitir sólo recomendaciones, a la de que la pro-
curaduría pueda emitir resoluciones que tendrán el carácter
de vinculantes para las autoridades fiscales, lo cual le da
mayor valor y credibilidad a su operación.

Por lo expuesto, y reiterando la importancia de que a la ma-
yor brevedad posible los contribuyentes cuenten con un en-
te protector de sus derechos fundamentales, someto a con-
sideración de esta soberanía el siguiente proyecto de
iniciativa de

Decreto que adiciona un párrafo noveno al artículo 25
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del
Contribuyente

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo noveno al artí-
culo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 25
…
…
…
…
…
…
…
...
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El Estado contará con un organismo público autónomo de-
nominado Procuraduría de la Defensa del Contribuyente,
gozará de autonomía de gestión y presupuestal para la con-
secución de su objeto y de autonomía técnica para dictar
sus resoluciones, y tendrá como objetivo garantizar el de-
recho de los contribuyentes a recibir justicia en materia fis-
cal en el orden federal, mediante la asesoría, representación
y defensa, recepción de quejas y emisión de resoluciones
que tendrán el carácter de vinculantes para las autoridades
fiscales. El órgano de gobierno de la Procuraduría de la De-
fensa del Contribuyente es un cuerpo colegiado que se in-
tegrará por el procurador y seis consejeros independientes
cuyo nombramiento lo hará el Senado de la República o, en
su caso, la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, de entre la terna que someta a su consideración las
fracciones parlamentarias de la Cámara de Diputados. El
procurador de la Defensa del Contribuyente y los conseje-
ros durarán en su encargo cuatro años y el primero podrá
ser ratificado por el Senado a solicitud de la Cámara de Di-
putados sólo para un segundo periodo y ambos sólo podrán
ser removidos por causa grave, estando sujetos a lo dis-
puesto en el Título Cuarto de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Las atribuciones, facultades
ejecutivas, de operación y requisitos para el personal que
integre la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente es-
tarán determinadas por la ley orgánica respectiva.

Artículo Segundo. Se reforman el Titulo del Capitulo V y
los artículos 1, párrafo primero, 2, 5,8, fracción V, 9, 10,
12, 13,14, 18, 21,22, 23, 25, 26,27 y 28 de la Ley Orgáni-
ca de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, pa-
ra quedar como sigue:

Capítulo V
De los Acuerdos y Resoluciones

Artículo 1. La presente ley es de orden público, de aplica-
ción en todo el territorio nacional y tiene por objeto regu-
lar la organización y el funcionamiento de la Procuraduría
de la Defensa del Contribuyente, a fin de garantizar el de-
recho de los contribuyentes a recibir justicia en materia fis-
cal en el orden federal, mediante la asesoría, representación
y defensa, recepción de quejas y emisión de resoluciones
que tendrán el carácter de vinculantes para las autori-
dades fiscales.

Artículo 2. La Procuraduría de la Defensa del Contribu-
yente es un organismo constitucional, con autonomía téc-
nica, funcional y de gestión; personalidad jurídica y pa-

trimonio propios, con las facultades necesarias para ga-
rantizar el derecho de los contribuyentes.

…
…

Artículo 5. …

I. …

II. Previo estudio del caso y de las características so-
cioeconómicas del contribuyente, el órgano de go-
bierno resolverá representar al contribuyente ante la
autoridad correspondiente, promoviendo a su nombre
los recursos administrativos procedentes y, en su caso,
ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra-
tiva, ejerciendo las acciones a que haya lugar, deducien-
do con oportunidad y eficacia los derechos de sus re-
presentados, hasta su total resolución; en caso
contrario, la Procuraduría de la Defensa del Contri-
buyente deberá emitir un dictamen técnico jurídico,
que podrá servir de documento base de acción legal
para que el contribuyente agraviado por los actos de
la autoridad fiscal promueva los medios de defensa
correspondientes que la ley prevé.

III. Conocer e investigar de las quejas de los contribu-
yentes afectados por los actos de las autoridades fisca-
les federales por presuntas violaciones a sus derechos,
en los términos de la presente ley y, en su caso, formu-
lar resoluciones vinculatorias, respecto a la legalidad
de los actos de dichas autoridades;

IV. a VI. …

VII. Atender, dentro de los límites legales que en la ma-
teria existan para las autoridades fiscales, las obligacio-
nes sobre transparencia e información que impone la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, difundiendo entre la población
en general, a través de la página electrónica que tenga
establecida en el sistema Internet las principales accio-
nes que haya realizado tanto en defensa de los contribu-
yentes como para mejorar la relación entre éstos y las
autoridades fiscales, en términos estrictos de las faculta-
des que esta ley le concede. Asimismo y con objeto de
garantizar el cumplimiento de esta ley, la Procuraduría
publicará, al menos semestralmente, en su página de
Internet la información sobre sus principales activi-
dades en defensa del contribuyente.
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VIII. a XV. …

XVI. Proponer a la Cámara de Diputados modificacio-
nes a las disposiciones fiscales. 

XVII. Ejercitar Acciones de Inconstitucionalidad en
materia fiscal; y

XVIII. Las atribuciones que deriven de otros orde-
namientos.

Artículo 8. …

I. a IV. …

V. Emitir las resoluciones públicas vinculativas, así co-
mo los acuerdos que resulten de los procedimientos que
practique;

VI. a XII. …

…

Artículo 9. La designación del procurador de la Defensa
del Contribuyente será realizada por el Senado de la Repú-
blica o, en su caso, por la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión, de entre la terna que someta a su consi-
deración las fracciones parlamentarias de la Cámara de
Diputados.

El procurador de la Defensa del Contribuyente durará en su
encargo cuatro años y podrá ser ratificado por el Senado a
solicitud de la Cámara de Diputados sólo para un segun-
do periodo. 

…

Artículo 10. Los asesores jurídicos deberán reunir para su
nombramiento los mismos requisitos que el procurador, ex-
ceptuando la fracción IV del artículo 7, ya que será nece-
sario que cuenten con experiencia acreditada en materia
fiscal por un período continuo de dos años inmediato ante-
rior a su nombramiento.

Artículo 12. …

I. …

II. Seis consejeros independientes, los cuales serán de-
signados por el Senado, en su caso, por la Comisión

Permanente del Congreso de la Unión, a propuesta
de las fracciones parlamentarias de la Cámara de
Diputados.

El procurador de la Defensa del Contribuyente, así
como los consejeros independientes que integran el
órgano de gobierno, sólo podrán ser removidos por
causa grave, estando sujetos a lo dispuesto en el Tí-
tulo Cuarto de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

El Congreso de la Unión preservará un adecuado equi-
librio al designar a dichos consejeros, tomando en cuen-
ta a los representantes de las principales universidades
del país, a los representantes de asociaciones profesio-
nales, así como a las principales cámaras empresariales.
Estos nombramientos deberán recaer en personas que
cuenten con amplia experiencia en la materia tributaria
y quienes por sus conocimientos, honorabilidad, presti-
gio profesional y experiencia, sean ampliamente reco-
nocidos y coadyuven al buen funcionamiento de la
procuraduría.

…

Los consejeros independientes deberán cumplir para
su nombramiento, los mismos requisitos que el pro-
curador. 

…

…

…

….

Artículo 13. …

I. a III. …

IV. Evaluar y, en su caso, aprobar el proyecto de infor-
me anual del procurador de la Defensa del Contribu-
yente, que enviará a la Cámara de Diputados para su
conocimiento y evaluación correspondiente;

V. a VII. …

Artículo 14. La Procuraduría de la Defensa del Contribu-
yente tendrá un órgano interno de control, cuyo titular será
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designado por el voto de las dos terceras partes de los
miembros presentes de la Cámara de Diputados a pro-
puesta de los grupos parlamentarios.

El órgano interno de control, su titular y los titulares de las
áreas de auditoría, quejas y responsabilidades desarrollarán
sus funciones conforme a las atribuciones que les confie-
re el Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la De-
fensa del Contribuyente.

Artículo 18. La presentación de la queja o reclamación a
que se refiere la fracción III del artículo 5, podrá hacerse en
cualquier tiempo, a menos que, el acto que se reclame de
las autoridades fiscales federales vaya a ser objeto de de-
fensa contenciosa por la procuraduría, en términos de la
fracción II del artículo 5, caso en el cual la queja para efec-
tos de la resolución que le precediera, deberá presentarse a
más tardar dentro de los 15 días hábiles siguientes al en que
surta efectos la notificación del acto o resolución a impug-
narse con el apercibimiento de que, si no se presenta en el
término antes indicado, se tendrá por no presentada.

…

…

…

…

Artículo 21. …

Las conclusiones del expediente, que serán la base de las
resoluciones, estarán fundamentadas exclusivamente en la
documentación y pruebas que obren en el propio expedien-
te.

Artículo 22. …

I. …

II. Resoluciones vinculatorias para la autoridad o ser-
vidor público a la que se dirija; y

III. Acuerdos de responsabilidad y de no responsabili-
dad.

Artículo 23. Dentro de los cinco días siguientes a la re-
cepción del informe de las autoridades responsables a que
se refiere el artículo 19 de esta ley, la Procuraduría de la

Defensa del Contribuyente formulará una resolución, ana-
lizando los hechos, los argumentos y pruebas, así como los
elementos de convicción y las diligencias practicadas, a fin
de determinar si las autoridades o servidores han violado o
no los derechos de los afectados, al haber incurrido en ac-
tos u omisiones ilegales, señalando, en su caso, las prácti-
cas en que hubieren incurrido las autoridades responsables.

En la resolución se propondrán las medidas correctivas
que procedan para la efectiva restitución de los afectados
en sus derechos y, si procede, la reparación de los daños y
perjuicios que se hubiesen ocasionado.

…

Artículo 25. La resolución tendrá carácter vinculatoria
para la autoridad o servidor público a los cuales se dirija y
no podrá por sí misma anular, modificar o dejar sin efecto
las resoluciones o actos contra los cuales se hubiese pre-
sentado la queja o reclamación.

Una vez recibida la resolución y dependiendo del caso, la
autoridad o servidor público de que se trate informará por
escrito a la procuraduría, dentro de los diez días hábiles si-
guientes, las pruebas que acrediten la manera en que ha to-
mado en cuenta la resolución. Dicho plazo podrá ser am-
pliado por una sola vez por igual término cuando la
naturaleza de la resolución así lo amerite y lo autorice el
procurador de la Defensa del Contribuyente o los delega-
dos regionales.

En contra de los acuerdos o resoluciones definitivas de la
procuraduría no procede ningún recurso, salvo el de acla-
ración, que deberá ser presentado ante el órgano inter-
no de control de la misma procuraduría.

Artículo 26. La Procuraduría de la Defensa del Contribu-
yente estará obligada a entregar las pruebas que resulten
necesarias a la autoridad a quien se dirigió una resolución,
con objeto de que dicha autoridad cuente con los elemen-
tos necesarios para cumplimentar, en todo caso, la resolu-
ción de que se trate.

Artículo 27. Las resoluciones y los acuerdos se referirán
a casos concretos; las autoridades no podrán aplicarlos a
otros casos por analogía o mayoría de razón. Sin embargo,
sí podrán formar precedentes como criterios de resolu-
ciones para su aplicación en casos semejantes por parte
de la procuraduría y de las delegaciones regionales.
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Artículo 28. …

I. …

1. …

2. No informen dentro de los términos a que se refie-
ren los párrafos segundo y cuarto del artículo 25 de
esta ley, en su caso, la manera en que han tomado en
cuenta la resolución emitida por la procuraduría;

II. …

III. Será motivo de responsabilidad administrativa, en
términos de lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley del
Servicio de Administración Tributaria, cuando los servi-
dores públicos de las autoridades fiscales federales se
nieguen a tomar en cuenta la resolución que se les diri-
ja, siempre que el contribuyente logre, mediante el ejer-
cicio de acciones administrativas o contenciosas, que el
acto que fue objeto de la intervención de la procuradu-
ría sea declarado nulo por ausencia total de fundamen-
tación o motivación mediante resolución definitiva.

…

Artículo Tercero. Se deroga el artículo tercero transitorio
de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del
Contribuyente publicada el 4 de septiembre del 2006.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. La designación del procurador de De-
fensa del Contribuyente se hará dentro del término de trein-
ta días hábiles contados a partir de que la reforma constitu-
cional cause efectos legales y entren en vigor las reformas
y adiciones a la Ley Orgánica de la Procuraduría del Con-
tribuyente. Dentro de los siguientes cuarenta y cinco días
hábiles a su elección, deberá constituirse el órgano de go-
bierno de la procuraduría, órgano que deberá expedir su es-
tatuto orgánico a más tardar dentro de treinta días siguien-
tes a su constitución.

Artículo Tercero. Quedan sin efecto todas las disposicio-
nes que se opongan al presente decreto, debiendo adecuar-

se las leyes en la materia en un plazo que no exceda de
treinta días hábiles. 

Artículo Cuarto. A la entrada en vigor del presente decre-
to, los trabajadores que pasen a formar parte del nuevo or-
ganismo se regirán por el Apartado B del artículo 123 cons-
titucional.

Artículo Quinto. Conforme a las disposiciones aplicables,
el régimen presupuestario del organismo creado en los tér-
minos del presente decreto deberá garantizar la libre admi-
nistración y la suficiencia de recursos públicos. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de marzo de 2010.— Diputa-
do Omar Fayad Meneses (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, señor diputado. Túrnese a las Comi-
siones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el diputado Ovidio Cortázar Ramos,
del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 37 de la
Ley de Coordinación Fiscal.

El diputado Ovidio Cortázar Ramos: Con su venia, di-
putado presidente. No cabe duda que no hay nada más que
lesione tanto a México como el crimen y la delincuencia.

Es de destacar que la seguridad pública es un asunto de pri-
mera jerarquía en la agenda nacional, por lo cual debemos
continuar en la elaboración de propuestas que permitan
avanzar en el fortalecimiento de las necesidades directa-
mente vinculadas con esta área a favor de la seguridad ciu-
dadana.

En este tenor, de conformidad con el Plan Nacional de De-
sarrollo, en su eje de política pública, titulado estado de de-
recho y seguridad, señala que para garantizar que la vida,
el patrimonio, las libertades y los derechos de todos los
mexicanos estén debidamente protegidos, se proveerá una
base firme para el desarrollo óptimo de las capacidades de
la población.
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En concordancia con el objetivo planteado es importante
continuar impulsando reformas desde una perspectiva pre-
supuestaria, promoviendo, entre otras actividades, iniciati-
vas de ley en la materia que potencien un avance continuo
del área que se traduzca en una palanca para el desarrollo
económico y social de la nación. En definitiva, la seguridad
pública va a incidir favorablemente en el crecimiento del
país, incrementa las posibilidades de atraer inversiones y
con ello más y mejores empleos.

De conformidad con la Sexta Encuesta Nacional sobre In-
seguridad, del Instituto Ciudadano de Estudios sobre la In-
seguridad, el 58.5 por ciento notó que en su municipio au-
mentaron los delitos durante el 2008. Es importante
resaltar que en esta materia se han logrado avances signifi-
cativos. Sin embargo, aún nos encontramos frente a enor-
mes retos y desafíos esenciales.

Por su parte la seguridad pública en los municipios es uno
de los servicios primordiales que el ayuntamiento debe
proporcionar de manera directa. La seguridad pública es
uno de los aspectos de la administración municipal que ma-
yores requerimientos materiales, técnicos y financieros
consume debido a que el servicio de seguridad que deman-
da la sociedad para su desarrollo es gratuito y de carácter
permanente para toda la comunidad.

A partir del ejercicio fiscal de 1998 los municipios, de con-
formidad con la Ley de Coordinación Fiscal, reciben, ade-
más de las participaciones federales, dos importantes fondos
de aportaciones federales destinados a la infraestructura bá-
sica municipal y a la seguridad pública municipal, princi-
palmente el Fondo de Aportaciones Federales de la In-
fraestructura Social Municipal y el Fondo de Aportaciones
Federales para el Fortalecimiento Municipal y de las De-
marcaciones Territoriales del Distrito Federal (Forta-
mundf).

La Ley de Coordinación Fiscal establece que los recursos
destinados al Fortamundf se podrán utilizar para todas
aquellas obligaciones financieras adquiridas por los ayun-
tamientos para el pago de derechos de agua, así como la
atención de necesidades vinculadas directamente con la se-
guridad pública.

Con el objeto de apoyar a los gobiernos municipales en su
lucha por erradicar la inseguridad pública a nivel local, la
propuesta busca establecer, en el artículo 37 de la ley en
comento, lo que señala el artículo 9o. del decreto del Pre-
supuesto de Egresos de 2010, que refiere que el Consejo

Nacional de Seguridad Pública promoverá que al menos el
20 por ciento de los recursos del Fortamundf se destinen a
la seguridad pública a nivel local.

Como diputado integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, estamos a favor de apoyar la mi-
sión y visión del Plan Nacional de Desarrollo y continuar
generando propuestas que ayuden a fortalecer la competiti-
vidad del país, y qué mejor mecanismo que el de promover
reformas dirigidas a combatir la inseguridad pública y, en
consecuencia, atraer y retener inversiones.

Sin duda, esto nos permitirá elevar el nivel de vida de la
ciudadanía y contribuirá a reducir la brecha de desigual-
dad.

Por lo expuesto, someto a la apreciable consideración de
este pleno la siguiente iniciativa con proyecto de decreto.

Único. Se reforma el artículo 37 del la ley de Coordinación
Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 37. Las aportaciones federales que con cargo al
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
nicipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito
Federal, que reciban los municipios a través de las entida-
des y las demarcaciones territoriales por conducto del Dis-
trito Federal, se destinarán a la satisfacción de sus requeri-
mientos dando prioridad al cumplimiento de sus
obligaciones financieras, al pago de derechos y aprovecha-
mientos por concepto de agua, y dedicarán por lo menos el
20 por ciento de los recursos a la atención de las necesida-
des directamente vinculadas con la seguridad pública de
sus habitantes.

Respecto de las aportaciones que reciban, con cargo al fon-
do a que se refiere este artículo, los municipios y las de-
marcaciones territoriales del Distrito Federal tendrán las
mismas obligaciones a que se refieren las acciones prime-
ra y tercera del artículo 33 de esta ley.

Presidente, solicito a usted atentamente, insértese íntegra al
Diario de los Debates la iniciativa con proyecto de decreto
que hoy presento en virtud de que ha sido publicada en la
Gaceta Parlamentaria. Es cuanto, presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 37 de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, a cargo del diputado Ovidio Cortazar Ra-
mos, del Grupo Parlamentario del PAN
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El que suscribe, Ovidio Cortazar Ramos, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política; 39 de la Ley Orgánica del Congreso
General; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos se permite someter a consideración
del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 37 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, en materia de seguridad pública, la cual
se fundamenta en la siguiente

Exposición de Motivos

No hay nada que lesione tanto a México como el crimen y
la delincuencia.

La seguridad pública es asunto de primera jerarquía en la
agenda nacional, por lo cual debemos continuar en la ela-
boración de propuestas que permitan avanzar en el fortale-
cimiento de las necesidades directamente vinculadas con
esta área, en favor de la seguridad ciudadana.

El Plan Nacional de Desarrollo señala en el eje de política
pública 1, “Estado de derecho y seguridad”:

Una premisa fundamental de la interacción social estriba
en que las personas necesitan garantías de seguridad para
su desarrollo humano sustentable. De otra manera, las per-
sonas no podrían actuar y desarrollarse en forma libre y se-
gura. En definitiva, los mexicanos deben contar con la tran-
quilidad de que, en el futuro, no perderán los logros que
son fruto de su esfuerzo.

El gobierno es el primer obligado a cumplir y hacer cum-
plir la ley, de modo que haya un auténtico estado de dere-
cho en México. Sólo garantizando que la vida, el patrimo-
nio, las libertades y los derechos de todos los mexicanos
están debidamente protegidos se proveerá de una base fir-
me para el desarrollo óptimo de las capacidades de la po-
blación.

Es también obligación del Estado promover la adecuación
del marco legal para que éste sea justo y responda a la rea-
lidad nacional, de manera que la ciudadanía esté convenci-
da de que su interés está mejor protegido dentro de la lega-
lidad que al margen de ella.1

En concordancia con el objetivo planteado, es importante
continuar impulsando reformas desde una perspectiva pre-
supuestaria, promoviendo, entre otras actividades, iniciati-
vas de ley en la materia que potencien un avance continuo
del área, que se traduzca en una palanca para el desarrollo
económico y social de la nación. En definitiva, la seguridad
pública incidirá favorablemente en el crecimiento del país
e incrementará las posibilidades de atraer inversiones y,
con ello, más y mejores empleos.

Además, la seguridad pública constituye parte esencial del
bienestar y la tranquilidad de la sociedad; representa una de
las exigencias más sentidas de los ciudadanos.

De conformidad con la Sexta Encuesta Nacional sobre In-
seguridad,2 del Instituto Ciudadano de Estudios sobre la
Inseguridad, 65 por ciento por ciento de la población de 18
años y más considera inseguro su estado. Además, 58.5 por
ciento notó que en su municipio aumentaron los delitos du-
rante 2008.

Se han logrado avances significativos en la materia; sin
embargo, aún nos encontramos frente a enormes retos y a
desafíos esenciales.

La sociedad exige de las autoridades una entrega total; es
nuestro deber continuar realizando propuestas que permi-
tan una transparente revisión de los gastos y de los propó-
sitos que se persiguen al realizarlos.

La función de la seguridad pública está vinculada a la idea
de participación. La seguridad no puede alcanzarse con es-
trategias y acciones aisladas de la autoridad: exige la arti-
culación y coordinación de todos los órganos que intervie-
nen en los tres niveles de gobierno, a lo cual deben sumarse
instituciones encargadas de educación, salud y desarrollo
social e, incluso, la sociedad civil misma.3

La seguridad pública en los municipios es uno de los ser-
vicios primordiales que el ayuntamiento debe proporcionar
de manera directa. La seguridad pública es uno de los as-
pectos de la administración municipal que mayores reque-
rimientos materiales, técnicos y financieros plantea, pues
el servicio de seguridad que demanda la sociedad para su
desarrollo es gratuito y de carácter permanente para toda la
comunidad.4

Es de subrayarse que las formas y los procedimientos para
elaborar y ejecutar el presupuesto se vean en función de las
necesidades del país y su atención continua y progresiva.
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A partir del ejercicio fiscal de 1998, los municipios, de
conformidad con la Ley de Coordinación Fiscal, reciben
además de las participaciones federales que dicha normati-
vidad regula, dos importantes fondos de aportaciones fede-
rales, destinados a la infraestructura básica y seguridad pú-
blica municipales principalmente:

• Fondo de Aportaciones Federales de la Infraestructura
Social Municipal; y

• Fondo de Aportaciones Federales para el Fortaleci-
miento Municipal y de las Demarcaciones Territoriales
del Distrito Federal (Fortamundf).5

Del valor que revisten los anteriores deriva la importancia
de regular respecto al Fortamundf lo relativo a las priori-
dades a que se destinarán dichos recursos.

Tan sólo por mencionar un dato, el Fortamundf ha tenido
un incremento en la asignación de sus recursos: mientras
que en el ejercicio fiscal de 2007 el monto ascendió 32 mil
682.2 millones de pesos, en el Presupuesto de 2010 en la
Cámara de Diputados se aprobaron 42 mil 417.8 millones.

Es imprescindible enfrentar el reto de mejorar la calidad
del gasto, a través de la orientación del presupuesto a la
consecución de metas y objetivos concretos. Así también,
una mayor eficacia del sistema presupuestario requiere ins-
trumentos que permitan mayor flexibilidad y simplifica-
ción de procesos, y oportunidad en el gasto, como señaló la
exposición de motivos del dictamen con proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria.

La Ley de Coordinación Fiscal establece que los recursos
destinados al Fortamundf podrán utilizarse para todas las
obligaciones financieras adquiridas por los ayuntamientos
para el pago de derechos de agua, así como a la atención de
necesidades vinculadas directamente con la seguridad pú-
blica.

Con objeto de apoyar a los gobiernos municipales en su lu-
cha por erradicar la inseguridad pública local, la propuesta
busca establecer en el artículo 37 de la ley en comento lo
que señala el artículo 9 del decreto de Presupuesto de Egre-
sos de 2010: el Consejo Nacional de Seguridad Pública
promoverá que al menos 20 por ciento de los recursos del
Fortamundf se destinen a la seguridad pública a escala lo-
cal.

En virtud de lo expuesto, se propone que 20 por ciento de
los recursos previstos en el Fortamundf se destine a la aten-
ción de necesidades vinculadas directamente con la seguri-
dad pública.

La iniciativa que propongo tiene por objeto destinar un de-
terminado porcentaje de los recursos del fondo en comen-
to a una de las actividades prioritarias de los municipios, y
con ello fortalecer los recursos financieros que se destinan
a la seguridad de la población.

La reforma que presentamos a su consideración etiquetaría
justificadamente el destino de los recursos aportado al res-
pectivo fondo, constriñéndolos a los ejes expresamente in-
dicados, en beneficio de la sociedad, al permitir destinarlos
a un área esencial para el desarrollo del país.

Como integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, estoy en favor de apoyar la misión y visión
del Plan Nacional de Desarrollo y de continuar generando
propuestas que ayuden a fortalecer la competitividad del
país; y qué mejor mecanismo que el de promover reformas
dirigidas a combatir la inseguridad pública y, en conse-
cuencia, atraer y retener inversiones. Sin duda, esto nos
permitirá elevar el nivel de vida de los ciudadanos y con-
tribuirá a reducir la brecha de desigualdad.

Garantizar a la población la administración eficiente de los
recursos por los tres niveles de gobierno, que no se ejerza
mal y a destiempo, y crear procedimientos para mejorar la
rendición de cuentas redundará en la confianza de los ciu-
dadanos en sus autoridades e instituciones.

Por lo expuesto, y con el fundamento legal referido en el
proemio del presente documento, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 37 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 37. Las aportaciones federales que con cargo al
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
nicipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito
Federal reciban los municipios a través de las entidades y
las demarcaciones territoriales por conducto del Distrito
Federal se destinarán a la satisfacción de sus requerimien-
tos, dando prioridad al cumplimiento de sus obligaciones
financieras, al pago de derechos y aprovechamientos por
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concepto de agua y dedicarán por lo menos 20 por cien-
to de los recursos a la atención de las necesidades vincu-
ladas directamente con la seguridad pública de sus habi-
tantes. Respecto a las aportaciones que reciban con cargo
al fondo a que se refiere este artículo, los municipios y las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal tendrán las
mismas obligaciones a que se refieren las fracciones I y III
del artículo 33 de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, en www.presidencia.
gob.mx

2 El ICESI surgió en 2002, con el esfuerzo de cinco importantes insti-
tuciones de la sociedad civil: Consejo Coordinador Empresarial, Co-
parmex, Fundación Este País, UNAM y Tecnológico de Monterrey. La
asamblea de asociados se forma por los titulares de cada institución. El
levantamiento de campo de la ENSI-6 estuvo a cargo del Inegi.

En la encuesta se omiten los resultados correspondientes a Tabasco,
Tamaulipas, Villahermosa y Nuevo Laredo, en virtud de que en la pri-
mera entidad se presentaron problemas inherentes al levantamiento de
campo; y en Tamaulipas no se realizaron las entrevistas en condiciones
adecuadas debido a la vigilancia efectuada en algunas ciudades por
personas no identificadas. Los indicadores nacionales de la ENSI-6 se
han generado con base en las 30 entidades y los globales de ciudades
con base en las 14 zonas metropolitanas restantes

3 Peñaloza, Pedro José; y Garza, Mario A. Los desafíos de la seguri-
dad pública en México, primera edición, Procuraduría General de la
República e Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 2002.

4 Guía técnica 24, La seguridad pública municipal, Instituto Nacional
de Administración Pública, Centro de Estudios de Administración Es-
tatal y Municipal, http://www.bibliojuridica.org/libros/libro.htm?l=
1719

5 http://www.indetec.gob.mx/News/files/FondosMunicipRamo33.htm

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
16 de marzo de 2010.— Diputados Ovidio Cortazar Ramos, Camilo
Rodríguez Puente, Carlos Martínez Martínez, Sergio Ernesto Gutiérrez
Villanueva, Luis Hernández Cruz, Lucila del Carmen Gallegos Cama-

rena, María Antonieta Pérez Reyes, Obdulia Magdalena Torres Abarca,
Jesús Giles Sánchez, Luis Enrique Mercado Sánchez,  Juan José Cue-
vas García, José Ignacio Seara Sierra, Laura Elena Estrada Rodríguez,
Mirna Lucrecia Camacho Pedrero, Wendy Guadalupe Rodríguez Ga-
larza, Adriana Fuentes Cortés (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Como lo solicita insértese en el Dia-
rio de los Debates y túrnese a la Comisión de Hacienda
y Crédito Público.

El diputado Camilo Ramírez Puente (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado Ramírez Puente, dígame.

El diputado Camilo Ramírez Puente (desde la curul): Sí,
señor presidente, con la venia. Nada más para que sea tan
amable de preguntarle al orador si acepta que me adhiera a
su propuesta.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: ¿Diputado Cortázar, está usted de acuerdo que se ad-
hieran a su propuesta?

El diputado Ovidio Cortázar Ramos (desde la curul): Es-
toy de acuerdo.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Está de acuerdo el señor diputado. Así que todas y to-
dos aquellos que deseen pasar a suscribirla, pasen a la Se-
cretaría, por favor.

ARTICULOS 73, 76 Y 89 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el señor diputado José Luis Jaime Co-
rrea, del Grupo Parlamentario del PRD, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
73, 76 y 89 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

El diputado José Luis Jaime Correa: Con su permiso, di-
putado presidente. Compañeras y compañeros legisladores,
en el pasado y durante muchos años el sistema de partido
hegemónico en México se caracterizó por un presidencia-
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lismo en el que el Poder Ejecutivo concentraba la toma de
decisiones en lo absoluto, de tal forma que supeditaba su
voluntad a los otros poderes republicanos, tanto al Legisla-
tivo como al Judicial.

El presidente, investido como jefe de Estado, de gobierno
y como máxima figura del partido oficial copaba práctica-
mente todos los espacios de representación política. Fue
hasta las reformas políticas de los años sesenta y setenta
que cristalizaron, gracias a la presión social y a la presión
opositora del régimen, cuando se logró una apertura inicial
que permitió que diversos partidos, sobre todo de izquier-
da, que habían estado proscritos en el pasado, pudieran te-
ner registro oficial y representación parlamentaria, lo cual
permitió que durante los 10 años siguientes la oposición
cobrara una enorme fuerza que se manifestó contundente-
mente en las elecciones de 1988, cuando la sociedad clara-
mente expresó en las urnas su simpatía por una fuerza dis-
tinta al partido oficial.

Con el advenimiento de la pluralidad se desvaneció el am-
plio consenso que existía hacia el Ejecutivo –más control
que consenso– y la oposición empezó a cuestionar dura-
mente la conducción del gobierno, incluida la política ex-
terior.

Por ello, el Grupo Parlamentario del PRD ha manifestado
reiteradamente su rechazo a una política exterior de corto
plazo y basada en intereses de grupo. Por eso hoy vengo a
plantear reformas para avanzar hacia una política exterior
de Estado.

Quiero decirles que esta propuesta forma parte de un con-
junto de iniciativas de reforma constitucional que nuestro
Grupo Parlamentario está planteando en esta legislatura
para fortalecer al Poder Legislativo.

Como ustedes saben, de manera reciente hemos propuesto
que el Congreso de la Unión tenga mayores facultades pa-
ra evaluar el ejercicio de la función pública, para ratificar
las decisiones del Ejecutivo y para pedirle cuenta de sus
funciones, para que la Cámara de Diputados, y no sola-
mente el Senado, tenga la facultad de aprobar los tratados
internacionales, los tratados que suscribe el Ejecutivo, por-
que nuestra aspiración máxima es poder lograr un cambio
de régimen que le dé equilibrio republicano a la relación
entre poderes y al ejercicio de gobierno.

El Congreso es el espacio que representa la pluralidad po-
lítica del país y consideramos que es muy importante que

participe en los asuntos de Estado, sobre todo en aquéllos
que tienen que ver con definir la posición que debe tener
nuestro país en el mundo.

Consideramos que el Ejecutivo debe seguir manteniendo la
facultad de instrumentar la política exterior. Sin embargo,
es importante que los ejes fundamentales de la misma, que
necesariamente tienen el rango de asuntos de Estado, sean
previamente discutidos y aprobados por el Poder Legislati-
vo, porque las relaciones que mantenga nuestro gobierno
con otros países o regiones del mundo no pueden condu-
cirse a partir de la improvisación o con una visión de co-
yuntura generada a capricho del presidente en turno, sino
que deben ser diseñadas a partir de una política de Estado,
apegada a los principios de política exterior consagrados en
la Constitución, que considere a largo plazo el rumbo que
le queremos dar a nuestro país y eso debe ser una respon-
sabilidad compartida entre el Poder Ejecutivo y el Legisla-
tivo.

Necesitamos promover cabalmente los intereses de Méxi-
co en el mundo, independientemente de la administración
que se encuentre en el gobierno.

Necesitamos posicionar nuestra agenda para el desarrollo
con una visión de largo plazo que nos permita reducir la
desigualdad, la injusticia y la inseguridad que imperan en
nuestro país, a la luz del esfuerzo nacional y de la coope-
ración a través de la experiencia internacional.

Como es sabido, el Poder Legislativo tiene participación
desde hace muchos años en algunos aspectos de la política
exterior, pero curiosamente ésta no ha sido un logro que se
le pueda atribuir a una iniciativa del Congreso de la Unión,
sino que es un espacio que se ha ido generando de manera
espontánea gracias al entorno internacional que ha involu-
crado cada vez más a los legisladores de ambas Cámaras a
participar en diversos organismos internacionales y a reu-
niones interparlamentarias con otros congresos del mundo.

Sin embargo, esta participación es muy acotada, porque se
circunscribe al ámbito de la diplomacia parlamentaria, que
si bien es un espacio de gran importancia, no trasciende pa-
ra la definición de los lineamientos generales de política
exterior.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta soberanía la presente propuesta de reforma
constitucional, a fin de avanzar hacia una mayor participa-
ción del Congreso de la Unión en la definición de los ejes
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rectores de la política exterior del Estado mexicano. Por su
atención, muchas gracias.

Solicito al presidente que esta intervención, junto con la
iniciativa y proyecto de decreto, sean incorporados de ma-
nera íntegra en el Diario de los Debates.

«Iniciativa que reforma los artículos 73, 76 y 89 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado José Luis Jaime Correa, del Grupo Par-
lamentario del PRD

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 135 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, el que suscribe, diputado José Luis Jaime Correa,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática en la Cámara de Diputados, LXI Le-
gislatura, presenta ante esta soberanía la iniciativa que con-
tiene proyecto de decreto por el que se reforman diversos
artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En el pasado y durante muchos años, el sistema de partido
hegemónico en México se caracterizó por un presidencia-
lismo en el que el Poder Ejecutivo concentraba la toma de
decisiones, supeditando a su voluntad a los otros poderes
republicanos, tanto al Legislativo como al Judicial. El pre-
sidente, jefe de Estado, de gobierno y máxima figura del
partido oficial copaba prácticamente todos los espacios de
representación política.

Fue hasta las reformas políticas de los años sesenta y se-
tenta, gracias a la presión social y a la presión opositora al
régimen, cuando se logró una apertura inicial que permitió
que diversos partidos, sobre todo de izquierda, que habían
estado proscritos en el pasado, pudieran tener registro ofi-
cial y representación parlamentaria, lo cual permitió que
durante los diez años siguientes, la oposición cobrara una
enorme fuerza que se manifestó contundentemente en
1988, cuando la sociedad claramente expresó en las urnas
su simpatía por una fuerza distinta al partido oficial.

Posteriormente, nuestro país transitó por un proceso de
cambio político en el que la pluralidad comenzó a permear
en los distintos ámbitos del gobierno, de los estados y en el
propio Congreso de la Unión. De tal forma que a partir de

1997 nuestro país experimentó su primer “gobierno de mi-
noría” porque fue a partir de entonces cuando el gobierno
federal perdió su respaldo mayoritario en la Cámara de Di-
putados y el control de la misma. Pese a todo ello, el Eje-
cutivo conservó sus facultades exclusivas, incluyendo la de
dirigir la Política Exterior de nuestro país.

Sin embargo, con el advenimiento de la pluralidad, se des-
vaneció el amplio consenso que existía hacia el Ejecutivo
en general y particularmente hacia la conducción de la po-
lítica exterior, la cual se consideraba de muy bajo perfil. 

Los legisladores también manifestaron su desacuerdo res-
pecto a la precaria participación de nuestro país en la Or-
ganización de las Naciones Unidas, así como su rechazo a
las tensiones innecesarias que en su momento se generaron
con países como Cuba, Venezuela, Argentina, Chile y Bra-
sil entre otros.

El Grupo Parlamentario del PRD ha manifestado reiterada-
mente su rechazo a una política exterior de corto plazo y
basada en intereses de grupo, por eso hoy vengo a plantear
reformas para avanzar hacia una política exterior de Esta-
do. 

Esta propuesta forma parte de un conjunto de Iniciativas de
reforma constitucional que estamos planteando en esta le-
gislatura para fortalecer al Poder Legislativo. 

De manera reciente hemos propuesto que el Congreso de la
Unión tenga mayores facultades para evaluar el ejercicio
de la función pública; para ratificar las decisiones del Eje-
cutivo y para pedirle cuentas de sus funciones; a fin de que
la Cámara de Diputados y no solamente el Senado tenga la
facultad de aprobar los tratados internacionales que suscriba
el Ejecutivo, porque nuestra aspiración máxima es poder lo-
grar un cambio de régimen que le dé equilibrio republica-
no a la relación entre poderes y al ejercicio de gobierno. 

El Congreso es el espacio que representa la pluralidad po-
lítica del país y consideramos que es muy importante que
participe en los asuntos de Estado, sobre todo en aquellos
que tienen que ver con definir la posición que debe tener
nuestro país en el mundo. 

Necesitamos que el Congreso de la Unión participe con el
Ejecutivo en la conducción de la Política Exterior de nues-
tro país, con esto no estamos planteando eliminar faculta-
des al Ejecutivo, consideramos que éste debe seguir man-
teniendo la facultad de instrumentar la Política Exterior;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 16 de marzo de 2010119



sin embargo, es importante que los lineamientos y los ejes
fundamentales de la misma, que necesariamente tienen
rango de asuntos de Estado, sean previamente discutidos y
aprobados por el Poder Legislativo; porque las relaciones
que mantenga nuestro gobierno con otros países o regiones
del mundo, no pueden conducirse a partir de la improvisa-
ción o con una visión de coyuntura generada a capricho del
Presidente en turno, sino que deben ser diseñadas a partir
de una política de Estado, apegada a los principios de Po-
lítica Exterior consagrados en la Constitución, que consi-
dere a largo plazo el rumbo que le queremos dar a nuestro
país y eso debe ser una responsabilidad compartida entre el
Poder Ejecutivo y el Legislativo. 

Necesitamos promover cabalmente los intereses de Méxi-
co en el mundo, independientemente de la administración
que se encuentre en el gobierno; necesitamos posicionar
nuestra agenda para el desarrollo, con una visión de largo
plazo, que nos permite reducir la desigualdad, la injusticia
y la inseguridad que imperan en nuestro país, a la luz del
esfuerzo nacional y de la cooperación a través de la expe-
riencia internacional. 

Como todos ustedes saben, el Poder Legislativo tiene par-
ticipación desde hace muchos años en algunos aspectos de
la política exterior, pero curiosamente esto no ha sido un
logro que se le pueda atribuir a una iniciativa del Congre-
so de la Unión, sino que es un espacio que se ha ido gene-
rado de manera espontánea gracias al entorno internacional
que ha involucrado cada vez más a los Legisladores de am-
bas Cámaras a participar en diversos organismos interna-
cionales y a reuniones interparlamentarias con otros Con-
gresos del mundo. Sin embargo, esta participación es muy
acotada, porque se circunscribe al ámbito de la diplomacia
parlamentaria, que si bien es un espacio de gran importan-
cia, no trasciende para la definición de los lineamientos ge-
nerales de Política Exterior.

Por lo expuesto, propongo a esta soberanía la siguiente: 

Iniciativa con proyecto de decreto de reforma constitu-
cional en los términos siguientes:

Artículo Único. Se adicionan las fracciones XXX y
XXXI, y se recorre la última fracción del artículo 73; y se
deroga el primer párrafo de la fracción I del artículo 76; se
reforma la fracción X del artículo 89 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a XXIX-O. (…) 

XXX. Examinar, discutir y aprobar los ejes rectores
de la política exterior que instrumente el Ejecutivo
federal de acuerdo a los principios establecidos en la
fracción X del artículo 89 de la Constitución. 

XXXI. Analizar la política exterior desarrollada por
el Ejecutivo Federal con base en los informes anua-
les que el presidente de la república y el secretario
del despacho correspondiente rindan al Congreso.

XXXII. Para expedir todas las leyes que sean necesa-
rias, a objeto de hacer efectivas las facultades anteriores
y todas las otras concedidas por esta Constitución a los
Poderes de la Unión.

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

I. (Primer párrafo) se deroga

Además, aprobar los tratados internacionales y conven-
ciones diplomáticas que el Ejecutivo federal suscriba,
así como su decisión de terminar, denunciar, suspender,
modificar, enmendar, retirar reservas y formular decla-
raciones interpretativas sobre los mismos;

II. a XII…

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del presidente
son las siguientes: 

I. a IX. ...

X. Dirigir la política exterior de acuerdo a los ejes rec-
tores aprobados por el Congreso de la Unión y cele-
brar tratados internacionales, así como terminar, denun-
ciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y
formular declaraciones interpretativas sobre los mis-
mos, sometiéndolos a la aprobación del Senado. En la
conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo
observará los siguientes principios normativos: la auto-
determinación de los pueblos; la no intervención; la so-
lución pacífica de controversias; la proscripción de la
amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones interna-
cionales; la igualdad jurídica de los Estados; la coope-
ración internacional para el desarrollo; y la lucha por la
paz y la seguridad internacionales;
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XI. a XX. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, marzo de 2010.— Diputado José
Luis Jaime Correa (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Como lo solicita el señor diputado insértese en el Dia-
rio de los Debates. Túrnese a la Comisión de Puntos
Constitucionales.

LEY FEDERAL PARA LA REGULACION DE LOS
CENTRO DE APOYO Y REHABILITACION EN 

MATERIA DE ADICCIONES Y DISCAPACIDADES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra la diputada Caritina Sáenz Vargas, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
expide la Ley Federal para la Regulación de los Centros de
Apoyo y Rehabilitación en Materia de Adicciones y Disca-
pacidades.

La diputada Caritina Sáenz Vargas: Muchas gracias, se-
ñor presidente, con su venia. Muy buenas tardes, compa-
ñeras y compañeros legisladores, el fenómeno de las adic-
ciones en nuestro país ha venido incrementándose de
manera alarmante en los años recientes.

Actualmente, cifras de los centros de rehabilitación para
las adicciones nos muestran que cada vez más niños y jó-
venes son propensos a caer en el consumo de drogas, in-
crementándose el número de adictos de 307 mil a 465 mil.
Es decir, de 4.6 por ciento a 5.2 por ciento, sólo en el año
2002 al 2008.

Por otra parte, existe una realidad en México que no pode-
mos seguir obviando y éste es el tema del cuidado y la
atención a personas con algún tipo de discapacidad.

La Organización Mundial de la Salud ha calculado una po-
blación discapacitada de 14 por ciento. Es decir, más de 14
millones de mexicanos padecen alguna discapacidad física
o mental.

Según la Oficina de Representación para la Promoción de
Integración Social para Personas con Discapacidad de la
Presidencia de la República, cada año se suman en México
a las más de 14 millones de personas con alguna discapa-
cidad un promedio de 270 mil personas más.

Estos números más que alarmarnos nos deben alertar sobre
la importancia que tiene legislar sobre este tema de mane-
ra más eficaz, con resultados a corto plazo.

Lo anterior ha generado que la sociedad busque alternati-
vas para la atención especializada a estos grupos vulnera-
bles, las cuales van en función de nivel socioeconómico de
las familias y personas que requieren este tipo de apoyo.

Ello con el propósito de encontrar una alternativa que les
procure la recuperación y rehabilitación de quienes pade-
cen algún tipo de adicción a sustancias psicoactivas, así co-
mo a quienes requieren apoyo para la atención, cuidado y
rehabilitación de personas con capacidades diferentes.

Cabe mencionar que en relación con esta importante pro-
blemática existen en nuestro país un sinnúmero de centros
de apoyo y rehabilitación en materia de adicciones y disca-
pacidades de carácter público y privado. Algunas de estas
organizaciones privadas operan como asociaciones civiles,
religiosas, entre otras, con fines altruistas o lucrativos, y
son comúnmente denominados anexos, granjas, centros de
ayuda mutua, centros para ingobernables, centros 24 horas.

Sin embargo, es importante señalar, compañeras y compa-
ñeros, que no existe un registro confiable, una normativi-
dad estricta ni un control real de la operatividad de dichos
centros, lo cual dificulta la atención integral a estas perso-
nas.

Asimismo, es importante señalar que cada vez se registran
con mayor frecuencia denuncias sobre abusos y maltratos
en los centros de apoyo y rehabilitación en las diversas en-
tidades de nuestro país, quedando al descubierto la falta de
vigilancia de las autoridades para garantizar la adecuada
atención de estos centros, en donde se llevan a cabo mal-
tratos y abusos de toda índole, tanto físicos, psicológicos,
sexuales, así como la trata de personas, incluso, reciente-
mente, esclavitud.

Lo anterior nos da una idea de lo grave de la situación a la
que se enfrentan tanto las personas que buscan rehabilitar-
se de alguna adicción o una discapacidad física o mental,
así como sus familias que, en el ánimo de buscar apoyo y
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ayuda, caen en manos de instituciones y personas sin es-
crúpulos, sin la preparación adecuada y sin los principios
ni la vocación de servicio que se requieren para el cuidado
y la atención a este problema tan delicado.

Al margen de considerar que la causa de este problema es
multifactorial, debemos considerar que es obligación del
Estado mexicano atender el derecho a la salud de los con-
nacionales. Por ello, se presenta esta propuesta inicial de
Ley Federal para la Regulación de los Centros de Apoyo y
Rehabilitación en Materia de Adicciones y Discapacidades,
con la finalidad de que juntos la revisemos. Se puede enri-
quecer y fortalecer en el seno de las comisiones legislati-
vas, a través de las aportaciones de los diferentes grupos
parlamentarios que conforman esta legislatura.

Señoras diputadas y señores diputados, nos corresponde,
como legisladores, revisar y proponer el marco jurídico pa-
ra resolver esta problemática nacional. Los integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico consideramos profundamente necesario que mediante
la presente iniciativa de ley se evite que operen en nuestro
país centros de apoyo y rehabilitación que no cumplan con
los requisitos mínimos indispensables en materia de salud
e higiene, y que, por ello, puedan poner en riesgo la inte-
gridad física y mental de quienes acuden de buena fe a es-
tos centros para su rehabilitación, buscando atención y
apoyo para todos.

Debemos posibilitar que los mexicanos cuenten con estos
servicios y que el Estado garantice que en todo momento
se les dé pleno respeto a sus garantías individuales, a sus
derechos fundamentales y procurando el respeto a la liber-
tad y dignidad humana. Ésa es nuestra responsabilidad le-
gislativa. Muchas gracias. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que expide la Ley Federal para la Regulación de
los Centros de Apoyo y Rehabilitación en materia de Adic-
ciones y Discapacidades, a cargo de la diputada Caritina
Sáenz Vargas, del Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, diputada Caritina Sáenz Vargas, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México
de la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la
consideración del Congreso de la Unión la presente inicia-
tiva de Ley Federal para la Regulación de los Centros de

Apoyo y Rehabilitación en Materia de Adicciones y Disca-
pacidades, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El fenómeno de las adicciones en nuestro País ha venido
incrementándose de manera alarmante en los años recien-
tes. Esto, ha generado que la sociedad busque alternativas
para la atención especializada a este tipo de adicciones, las
cuales van en función del nivel socioeconómico de las fa-
milias y personas que requieren apoyo de este tipo. Ello,
con el propósito de encontrar una alternativa que les pro-
cure la recuperación y rehabilitación de quienes padecen
algún tipo de adicción a sustancias psicoactivas así como,
a quienes requieren apoyo para la atención, cuidado y re-
habilitación de personas con capacidades diferentes.

Actualmente cifras de los Centros de Rehabilitación para
las adicciones en la República Mexicana, en relación al
consumo de drogas nos muestran que cada vez más niños
y jóvenes son propensos a caer en el consumo de drogas
tanto las permitidas (alcohol, cigarro, inhalantes, medica-
mentos) como las ilegales (cocaína, marihuana, heroína y
drogas sintéticas). Algunas de estas cifras son;

El número de adictos a drogas ilegales en nuestro país au-
mentó de 307 mil a  465 mil entre 2002 y 2008. Quienes han
utilizado alguna droga ilegal sólo para experimentar pasaron
-en el mismo periodo- de 3.5 millones a 4.5 millones.

Las encuestas sobre el consumo de drogas se han realizado
en nuestro país desde 1988. El INEGI ha participado en
2002 en la Encuesta Nacional de Adicciones (ENA) y el
Centro de Integración Juvenil (CIJ) concluyó su última en
2005.

De acuerdo al estudio, las mujeres son mayormente consu-
midoras de drogas médicas que los hombres, mientras que
estos últimos consumen más drogas de otro tipo.

La marihuana es la droga ilegal usada por un mayor por-
centaje de mexicanos adictos varones de entre 12 y 65 años
con un 79.8 por ciento, seguido de la cocaína con 25.9 por
ciento mientras que en las mujeres adictas, los porcentajes
son del 34.2 y 19.5 por ciento, respectivamente.

Lo lamentable es que, de acuerdo a la ENA, solamente el
5.7 por ciento de los hombres y el 2.2 por ciento de las mu-
jeres adictas ha solicitado ayuda a alguna institución para
atender su problema de adicción.
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Algunos de los problemas sociales generados por el consu-
mo se traducen en discusiones intrafamiliares, en primer
lugar; seguido por violencia –11.2%– problemas con la po-
licía, en la escuela o en el trabajo con un 10.8 por ciento y
problemas económicos un 9.3 por ciento.

Ocho hombres por una mujer tienen problemas con la po-
licía, escuela o trabajo por una relación 4 a 1 relacionados
con problemas económicos.

Al margen de considerar que la causa de este problema es
multifactorial, debemos de considerar que es obligación
del Estado Mexicano atender el derecho a la salud de los
connacionales de acuerdo a lo establecido en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos que en su
Art. 4, establece que “toda persona tiene derecho a la pro-
tección de la salud”, además de que en el Art. 39 de la   Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, está esta-
blecido que a la Secretaría de Salud le corresponde ejercer
atribuciones en materia de salud, entre ellas la de coordi-
nación con las entidades federativas.

En este sentido, es oportuno destacar que una de las fun-
ciones primordiales del Estado, establecidas en la Ley Ge-
neral de Salud es el otorgamiento de cualquier tipo de aten-
ción médica a la ciudadanía, incluida la prestación de los
servicios de rehabilitación, que deberán cumplir con los re-
quisitos suficientes que permitan garantizar a quienes reci-
ban estos servicios, un trato digno, respetuoso, profesional
y con pleno respeto a los derechos que les asisten como
ciudadanos Mexicanos.

Asimismo, las principales atribuciones del Consejo Nacio-
nal contra las Adicciones (Conadic), consisten en promo-
ver y apoyar las acciones de los sectores público, social y
privado encaminadas a prevenir y combatir los problemas
de salud pública causados por las adicciones, así como pro-
poner y evaluar los programas nacionales contra el alcoho-
lismo y el abuso de bebidas alcohólicas, el tabaquismo y la
fármaco-dependencia.

Por otra parte, existe una realidad en México que no pode-
mos seguir obviando, y este es el tema del cuidado y la
atención a personas con algún tipo de discapacidad; la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS) ha calculado una
población discapacitada del 14%, es decir, más de 14 mi-
llones de mexicanos padecen alguna discapacidad física o
mental.

Según la Oficina de Representación para la Promoción e
Integración Social para Personas con Discapacidad de la
Presidencia de la República, cada año se suman en Méxi-
co, a las más de 14 millones de personas con alguna disca-
pacidad, alrededor de:

125,000 discapacitados por secuelas de fracturas

67,000 por malformaciones congénitas

43,000 por secuelas de enfermedad vascular cerebral

20,000 como consecuencia de trauma cráneo-encefálico

12,000 por parálisis cerebral Infantil

2,400 por sordera congénita

Estos números, más que alarmarnos, nos deben alertar so-
bre la importancia que tiene el legislar sobre este tema de
manera más eficaz y con resultados a corto plazo.

Haciendo referencia al artículo 38 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal encontramos ahí que le co-
rresponde a la Secretaría de Educación Pública; establecer
y ejecutar, planes y programas para la asistencia, preven-
ción, atención y tratamiento a los discapacitados ello, en
coordinación y participación correspondiente con otras de-
pendencias asistenciales, públicas y privadas.

Esta Secretaría también tiene a su cargo el Programa de
Educación Especial a través de los Centros de Atención
Múltiple (CAM), cuyos servicios de educación especial
tienen la responsabilidad de escolarizar a aquellos alumnos
con necesidades educativas especiales asociadas con disca-
pacidad múltiple, trastornos generalizados del desarrollo o
que por su condición requieren de adecuaciones curricula-
res altamente significativas y de apoyos generalizados y/o
permanentes.

En la República Mexicana operan más 1,400 Centros de
Atención Múltiple (CAM), cuyo objetivo es satisfacer las
necesidades básicas de aprendizaje de los alumnos para
promover su autónoma convivencia social y mejorar su ca-
lidad de vida. 

Asimismo, dentro del Programa Especial de la SEP se
cuenta con la Unidad de Servicios de Apoyo a la Educa-
ción Regular (USAER) cuyos servicios de educación es-
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pecial están encargados de apoyar el proceso de integra-
ción educativa de alumnos que presentan necesidades edu-
cativas especiales, prioritariamente aquellas asociadas con
discapacidad y/o aptitudes sobresalientes, en las escuelas
de educación regular de los diferentes niveles y modalida-
des educativas. Actualmente en nuestro país existen más de
2,300 Unidades de Servicios de Apoyo a la Educación Re-
gular.

Es importante señalar así mismo, que cada vez se registran
con mayor frecuencia, denuncias sobre abusos y maltratos
en los “Centros de Apoyo y Rehabilitación” en las diversas
entidades de nuestro país, quedando al descubierto la falta
de vigilancia de las autoridades para garantizar la adecua-
da atención de estos centros en donde se llevan a cabo mal-
tratos y abusos de toda índole, tanto físicos, psicológicos,
sexuales, así como la trata de personas y esclavitud.

Lo anterior nos da una idea de lo grave de la situación a las
que se enfrentan, tanto las personas que buscan rehabilitar-
se de alguna adicción o una discapacidad física o mental,
así como sus familias que en el ánimo de buscar apoyo y
ayuda, caen en manos de instituciones y personas inescru-
pulosas, sin la preparación adecuada y sin lo principios ni
la vocación de servicio que requiere el cuidado y la aten-
ción a un problema tan delicado.

Como sociedad y nación debemos promover y fomentar
una cultura de respeto hacia todas las personas, sea cual sea
su situación, como parte de la salvaguarda de los derechos
fundamentales de todo individuo, sobre todo de los que se
encuentran en mayor desventaja, ya sea porque sufren una
dependencia a una sustancia que vulnera sus integridad,
como los que padecen algún impedimento físico o mental
que merma su capacidad para valerse por si mismos.

A nosotros como representantes populares nos corresponde
ser garantes de los derechos humanos, en particular legis-
lar para que cada día sean menos los caso en que las viola-
ciones a los mismos se presenten, acotando los temas más
vulnerables como este que en particular nos ocupa, y como
mexicanos debemos buscar que a todos se les de un trato
digno y que reciban la atención y el cuidado que merecen,
que nadie se aproveche para medrar con su situación o pa-
ra vejarlos y hacerlos víctimas de abusos de cualquier tipo.

Ante estas circunstancias, los integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, conside-
ramos profundamente necesario que mediante la presente
iniciativa de ley se evite que operen en nuestro país, Cen-

tros de Apoyo y Rehabilitación que no cumplan con los re-
quisitos mínimos indispensables en materia de salud e hi-
giene y que por ello, pudiesen poner en riesgo la integridad
física y mental de quienes acuden de buena fe a estos cen-
tros para su rehabilitación para abandonar el consumo de
sustancias psicoactivas o de aquellos que busquen atención
y apoyo para la rehabilitación de personas con discapaci-
dades.

Cabe mencionar que en la República Mexicana existe un
sin número de Centros de Apoyo y Rehabilitación en ma-
teria de adicciones y discapacidades de carácter privado;
estas organizaciones generalmente operan como Asocia-
ciones Civiles, religiosas, entre otras, con fines altruistas o
lucrativas, sin embargo, no existe un registro confiable,
una normatividad estricta ni un control real de la operativi-
dad de dichos Centros, lo cual dificulta la atención integral
a estas personas.

Consciente de la necesidad de legislar el marco normativo
que posibilite que los mexicanos que acudan a hacer uso de
estos servicios, cuenten con la seguridad de que el Estado
habrá de vigilar y garantizar que se les brinde en todo mo-
mento una atención con pleno respeto a sus garantías indi-
viduales, a sus derechos fundamentales y procurando el
respeto a la libertad y dignidad humana, someto a la consi-
deración de esta H. LXI Legislatura la siguiente iniciativa
con proyecto de:

Decreto que expide la Ley Federal para la Regulación
de los Centros de Apoyo y Rehabilitación en Materia de
Adicciones y Discapacidades.

Artículo Único. Se expide la Ley Federal para la Regula-
ción de los Centros de Apoyo y Rehabilitación en Materia
de Adicciones y Discapacidades, para quedar como sigue:

LEY FEDERAL PARA LA REGULACION DE LOS
CENTROS DE APOYO Y REHABILITACION EN
MATERIA DE ADICCIONES Y DISCAPACIDADES

CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Las disposiciones contenidas en la presente
Ley son de orden público e interés social, y tiene por obje-
to establecer las bases y procedimientos para regular la
atención y operación de los centros de apoyo y rehabilita-
ción en materia de adicciones y discapacidades.
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Artículo 2. La presente Ley tiene por objeto regular la ope-
ración de los centros de apoyo y rehabilitación en materia
de adicciones y discapacidades, ubicados en los Estados
Unidos Mexicanos.

Artículo 3. La aplicación de esta Ley corresponde al Eje-
cutivo Federal a través de la Secretaría de Salud.

Las dependencias y organismos auxiliares del Ejecutivo
Federal y Estatales, en el ámbito de su respectiva compe-
tencia, coadyuvarán al cumplimiento del objeto de la pre-
sente Ley.

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entienda por:

I. Centros de Apoyo y Rehabilitación: Todos aquellos
lugares, comúnmente denominados “anexos” o “gran-
jas”, “centros de ayuda mutua”, “centros espirituales pa-
ra ingobernables” o cualesquiera que sea su denomina-
ción, que ofrezcan atención en materia de apoyo y
rehabilitación a personas con problemas de adicción a
sustancias psicoactivas así como a quienes requieren re-
habilitación debido a discapacidades físicas o mentales;
y que la permanencia sea mayor de veinticuatro horas.

II. Sustancias psicoactivas: Las sustancias psicoactivas
son aquellas cuyo consumo puede alterar los estados de
conciencia, de ánimo y de pensamiento. Son sustancias
psicoactivas, por ejemplo, el tabaco, el alcohol, el can-
nabis, las anfetaminas, el éxtasis, la cocaína y la heroí-
na, entre otras, refiriendo las anteriores en forma enun-
ciativa y no limitativa.

III. Discapacidades físicas o mentales: Las limitaciones
en la capacidad de una o más personas para realizar por
sí misma actividades necesarias para su desempeño físi-
co, mental, social, ocupacional y económico como con-
secuencia de una insuficiencia física, psicológica y so-
cial.

IV. Adicción: Enfermedad crónica caracterizada por epi-
sodios continuos y/o periódicos, de consumo de sustan-
cias psicoactivas que altera la mente y se caracteriza por
la modificación del comportamiento y otras reacciones
causando un impulso irreprimible por consumir en for-
ma continua a fin de experimentar sus efectos psíquicos
en detrimento de la salud física y mental del individuo.

V. La Secretaría: La Secretaría de Salud del Gobierno
Federal.

Artículo 5. Esta ley se aplicará a todos los Centros de Apo-
yo y Rehabilitación que señala la presente ley ubicados en
territorio de la República Mexicana.

Artículo 6. Todos los Centros de Apoyo y Rehabilitación a
que se refiere la presente ley, deberán ser registrados y con-
tar con la autorización de la Secretaría.

Artículo 7. La autorización expedida a los programas es-
pecíficos de los Centros de Apoyo y Rehabilitación por
parte de la Secretaría, debe de contar con el reconocimien-
to y validez de la Secretaría de Educación Pública del Go-
bierno Federal. 

CAPíTULO SEGUNDO
DE LOS DERECHOS 

Artículo 8. El ingreso de los individuos a los Centros de
Apoyo y Rehabilitación debe ser de manera voluntaria, y
cuando el paciente no tenga la capacidad de decidir, su in-
greso será responsabilidad de un familiar directo y avalado
por una constancia médica que así lo establezca.

Artículo 9. Son derechos de los individuos que acuden a
Centros de Apoyo y Rehabilitación voluntariamente, el ser
tratados por el personal de dichos centros, con dignidad y
respeto, exigiendo que en todo momento sean atendidos
con pleno respeto a su integridad física, psicológica y so-
cial y desde luego salvaguardando sus derechos constitu-
cionales. Además de que estos Centros de Apoyo y Reha-
bilitación deben estar avalados y supervisados por
profesionales en las áreas de medicina, psiquiatría y psico-
logía.

Artículo 10. Son derechos de los individuos que acuden a
estos servicios voluntariamente, ser atendidos en estos cen-
tros por personal profesional y debidamente registrado en
la Dirección de Profesiones, Educación Media Superior y
Superior de la Secretaría de Educación Pública del Gobier-
no Federal en carrera médica o afín.

Artículo 11. Son derechos de los individuos que acuden a
estos servicios voluntariamente, ser atendidos en estos cen-
tros bajo normas y procedimientos autorizados por la Se-
cretaría.

Artículo 12. Son derechos de los individuos que acuden a
estos servicios voluntariamente, ser informados en todo
momento por los responsables de los Centros de Apoyo y
Rehabilitación, de la evolución y tratamiento de que sean
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objeto los individuos que sean atendidos por dichos Cen-
tros.

CAPÍTULO TERCERO 
DE LAS RESPONSABILIDADES

Artículo 13. Será responsabilidad de los titulares de los
Centros de Apoyo y Rehabilitación, garantizar el trato dig-
no y respetuoso de los individuos que acuden a recibir sus
servicios, salvaguardando en todo momento la integridad
física, psicológica y social de aquellos.

Artículo 14. Será responsabilidad de los titulares de los
Centros de Apoyo y Rehabilitación, garantizar a los indivi-
duos que acuden a recibir sus servicios, la atención por per-
sonal profesional debidamente acreditado en la Dirección
de Profesiones, Educación Media Superior y Superior de la
Secretaría de Educación Pública del Gobierno Federal, en
carrera médica o afín.

Artículo 15. Será responsabilidad de los titulares de los
Centros de Apoyo y Rehabilitación, garantizar a los indivi-
duos que acuden a recibir sus servicios, que sean tratados
bajo procedimientos debidamente acreditados ante la Se-
cretaría.

Artículo 16. Será responsabilidad de los titulares de los
Centros de Apoyo y Rehabilitación, presentar su marco re-
gulatorio, procedimientos de trabajo así como la acredita-
ción del personal responsable ante la Secretaría para el
ejercicio de su operación.

Artículo 17. Será responsabilidad de los titulares de los
Centros de Apoyo y Rehabilitación, garantizar a los indivi-
duos y a sus familiares en caso de que su estado físico o
mental no se los permitiera, ser informados en todo mo-
mento de la evolución y tratamiento de que sean objeto por
parte de los Centros de Apoyo y Rehabilitación.

Artículo 18. Corresponderá a la Secretaría, vigilar la apli-
cación de esta ley, y realizar periódicamente visitas de su-
pervisión para garantizar su cumplimiento, así como ser el
conducto para recibir en su caso, quejas respecto de la fal-
ta de cumplimiento del presente ordenamiento, brindando
la atención respectiva a familiares y canalizando a las ins-
tancias competentes las mismas para su debida atención.

Artículo 19. Corresponderá a la Secretaría elaborar un Pa-
drón de los Centros de Apoyo y Rehabilitación que operan
al interior de la República Mexicana, así como de sus res-

ponsables y de darlo a conocer a la ciudadanía, en el mar-
co de Transparencia y Acceso a la Información a la que to-
do ciudadano tiene derecho.

Artículo 20. Los Centros de Apoyo y Rehabilitación po-
drán ser visitados en forma aleatoria y sin aviso alguno, a
fin de vigilar su funcionamiento y acceder a los expedien-
tes de cada interno.

Artículo 21. Corresponderá a la Secretaría, vigilar la apli-
cación de esta ley, y realizar periódicamente visitas de su-
pervisión para garantizar el cumplimiento de la presente
ley.

Artículo 22. Es obligación de la persona responsable de in-
ternar al individuo a los Centros de Apoyo y Rehabilita-
ción, asegurar que en dichos lugares se le otorgue al indi-
viduo que atienden, la atención conforme a lo que
establece la presente ley, o en su caso, es su obligación de-
nunciar a las autoridades de la Secretaría, las anomalías ob-
servadas, para su intervención ante las instancias corres-
pondientes.

CAPITULO CUARTO
DE LA INOBSERVANCIA DE LA LEY

SANCIONES

Artículo 23. Las violaciones a los preceptos de esta ley,
sus reglamentos y demás disposiciones que emanen de
ellas, serán sancionadas administrativamente por la Secre-
taría, independientemente de lo señalado en la Legislación
Civil y Penal.

Artículo 24. Las violaciones a los preceptos de esta ley,
sus reglamentos y demás disposiciones que emanen de
ellas, en caso de Servidores Públicos, serán sancionados
conforme a lo establecido en el Título Segundo, Capítulo I
y II de la  Ley Federal de Responsabilidades Administrati-
vas de los Servidores Públicos, independientemente de lo
señalado en la Legislación Civil y Penal.

Artículos Transitorios

Primero. Publíquese el presente decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. Esta ley entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Tercero. La Secretaría, expedirá su reglamento interno
dentro de los 90 días naturales siguientes a la expedición de
la presente Ley. 

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los diesiseis días del mes de marzo del año dos mil
diez.— Diputados: Caritina Saénz Vargas, Diego Guerrero Rubio, Ale-
jandro del Mazo, Rosi Orozco, Juan Carlos Natale López, Cora Ceci-
lia Pinedo Alonso, Gloria Romero León, Lorena Corona Valdés, Rafael
Pacchiano Alaman, Carlos Cruz Mendoza y David Hernández Vallín
(rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de
Salud, con opinión de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública.

Sí, diputada Orozco, dígame usted.

La diputada Rosi Orozco (desde la curul): Para unirme a
la propuesta de mi compañera, si es tan amable.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Diputada Sáenz Vargas, ¿está usted de acuerdo en que
suscriban su documento?

La diputada Caritina Sáenz Vargas: De acuerdo.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Está de acuerdo. A quien le interese suscribir la inicia-
tiva pase a la Secretaría.

Damos la más cordial bienvenida a estudiantes de derecho
de la Universidad Autónoma del Estado de Morelos, que se
encuentran con nosotros, invitados por la diputada Rosali-
na Mazari Espín. Gracias por acompañarnos.

Proceda la Secretaría con las licencias de los señores dipu-
tados solicitadas a este pleno.

DIPUTADA QUE SOLICITA LICENCIA

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—

Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Francisco Ramírez Acuña, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este conducto, y para los efectos conducentes, me per-
mito solicitar que se me conceda licencia por tiempo inde-
finido para separarme de mi encargo como diputado fede-
ral, con efectos a partir del martes 16 de marzo del presente
año.

La presente se funda en lo dispuesto en los artículos 62 y
78, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 47 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Agradeciendo que pueda resolverse conforme a derecho,
sin otro particular, reitero mi consideración.

Atentamente

Palacio Legislativo, a 11 de marzo de 2010.— Diputada Judith Fabio-
la Vázquez Saut (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se ruega a la Secretaría poner a discusión los puntos de
acuerdo.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Es-
tán a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia por tiempo indefinido a la di-
putada Judith Fabiola Vázquez Saut, para separarse de sus
funciones como diputada federal, electa en el distrito XX,
del estado de Veracruz, a partir de esta fecha.

Segundo. Llámese al suplente.

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobado. Comuníquese.

Continúe la Secretaría.
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DIPUTADO QUE SOLICITA LICENCIA

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Diputado Francisco Ramírez Acuña, Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 62 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
me permito solicitar que se me conceda licencia al cargo de
diputado federal a la LXI Legislatura del Congreso de la
Unión a partir de esta fecha y hasta nueva solicitud de rein-
corporación. 

Lo anterior, para todos los efectos conducentes. 

Sin otro particular, quedo de usted. 

Atentamente 

México, DF, a 16 de marzo de 2010.— Roberto Gil Zuarth (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: En consecuencia, se ruega a la Secretaría poner a dis-
cusión los puntos de acuerdo.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado, dígame.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Con respecto al Reglamento para el Gobierno Inte-
rior, carecen de motivación las solicitudes de licencia.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Una vez que dé lectura y que se ponga a votación, con
mucho gusto, diputado.

Proceda el diputado a poner a discusión los puntos de
acuerdo.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Puntos de Acuerdo:

Primero. Se concede licencia por tiempo indefinido al di-
putado Roberto Gil Zuarth, para separarse de sus funciones
como diputado federal electo en la tercera circunscripción
a partir de esta fecha.

Segundo. Llámese al suplente.

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobado. Comuníquese.

Solicitó el uso de la palabra el señor diputado Pablo Escu-
dero Morales, del Partido Verde Ecologista de México,
misma que se le concede desde su curul.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Gracias, presidente. Solamente para reconocer el trabajo
del diputado Gil, quien siempre buscó los consensos nece-
sarios, así como la construcción de acuerdos para impulsar
la labor legislativa.

Para el Partido Verde, el diputado Gil ha sido, es y será, un
interlocutor válido y confiable. Le deseamos mucha suerte,
diputado.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Ha solicitado el uso de la palabra el diputado Cárdenas
Gracia. Dígame usted, señor diputado.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, señor presidente. Tengo aquí –no sé si
pueda pasar a tribuna o quiere que lo haga desde mi lugar.

A mí también me da mucho gusto y reconozco la labor del
diputado Gil en su grupo parlamentario y en los trabajos de
esta Cámara. Creo que debiera ser práctica parlamentaria
que cuando un señor legislador o una señora legisladora so-
licitan licencia se expongan los motivos, las razones, los
argumentos de por qué se solicita esa licencia.

La solicitud de licencia del diputado Gil, lo hace con fun-
damento, dice su solicitud, en el artículo 62 de la Constitu-
ción. Es decir, se refiere, posiblemente, a una incompatibi-
lidad parlamentaria para ocupar un cargo en la federación
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o en los estados, pero no hay ningún razonamiento al res-
pecto. Nos enteramos por los medios de comunicación, que
posiblemente el diputado Gil vaya a ocupar el cargo de
subsecretario en la Secretaría de Gobernación, pero des-
graciadamente la licencia no contiene ese razonamiento ju-
rídico.

Por otra parte, el artículo 48 del Reglamento para el Go-
bierno Interior señala que sólo se concederán licencias por
causas graves y, cuando más, a la cuarta parte de la totali-
dad de los miembros que deban componer la Cámara de
Diputados.

Es decir, el espíritu de la Constitución en los artículos 14,
16, 62 y en este artículo 47 y 48 del Reglamento para el
Gobierno Interior, es fundamental que los legisladores ex-
pongan razones y argumentos y no solamente fundamenten
jurídicamente la solicitud de licencia.

Yo sé que el diputado Gil –por lo que han dicho los medios
de comunicación– ocupará ése importante cargo. Lo felici-
to, me congratulo. Me parece importante la tarea que va a
desempeñar y seguramente, lo hará tan bien como lo hizo
aquí en esta Cámara de Diputados.

Pero me parece también una omisión, que debiera ser sa-
tisfecha ampliamente, para que los legisladores al momen-
to de votar conozcamos las razones que impulsan al dipu-
tado Gil Zuarth a solicitar esta licencia.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado.

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Diputado Benítez, dígame usted. Sonido para el dipu-
tado Benítez Treviño.

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño (desde la
curul): Señor presidente, quiero hacer una reflexión con
motivo de la licencia de nuestro compañero Roberto Gil.
Decía Reyes Heroles que en política no hay enemigos, que
en política hay contrarios.

El compañero diputado Roberto Gil ha acreditado ser un
contrario de calidad, siempre privilegiando la concertación
y el diálogo como métodos de hacer política.

No me gusta que se vaya porque es de los diputados que
han prestigiado a este Congreso y, por otro lado, que ha
acreditado que no se necesita insultar cuando se tienen argu-
mentos, cuando se tiene capacidad dialéctica, cuando la po-
lítica se convierte en método de concertación, de búsqueda
de consensos, de acuerdos, de soluciones compartidas.

Por esa razón estoy de acuerdo en que ejerza su derecho le-
gítimo de retirarse de este Congreso. Pero sí quiero subra-
yar que diputados como el diputado Roberto Gil prestigian
a este Congreso. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias, diputado.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Solicita la palabra el diputado Enrique Ibarra. Adelan-
te, señor diputado.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Gracias, ciudadano presidente. A título individual
quiero expresar aquí que cotidianamente, o en la mayoría
de las ocasiones, estuve en desacuerdo con los posiciona-
mientos que presentó el diputado Gil en tribuna o en los
alegatos de esta asamblea. Posicionamientos contrastantes
en los diversos temas que se han ventilado en lo que va de
esta Legislatura.

Sin embargo, quiero dejar asentado mi reconocimiento por
su disposición al diálogo, por su disposición a la construc-
ción de puntos de vistas convergentes. Expresarle ese re-
conocimiento.

Al mismo tiempo pedirle al diputado Gil que a partir de
hoy, que va a iniciar otra función, tiene que partir de la pre-
misa de que a diferencia de su papel aquí en el Parlamen-
to, que es parcial, que fue parcial por razones de su perte-
nencia a un grupo parlamentario, hoy va a asumir una
función desde el gobierno, de interés para los mexicanos,
por lo que espero que su conducta, sus actos sean en el te-
rreno, si no de la neutralidad, cuando menos de la impar-
cialidad como subsecretario en Gobernación. Le deseo
suerte al diputado Gil.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado
Emilio Serrano, del Partido de la Revolución Democrática.
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El diputado Emilio Serrano Jiménez (desde la curul):
Muchas gracias, diputado presidente. Nada más para enfa-
tizar que como diputado federal se tuvo posiciones antagó-
nicas, inclusive a veces un tanto tirantes, pero qué bueno
que se discuta, se razone y se llegue a entendimientos.

Nosotros respetamos el derecho del diputado Gil y en la
responsabilidad que tenga le decimos que no olvide lo que
vivió aquí, en la Cámara de Diputados, que no olvide lo
que escuchó, los reclamos, las demandas, las peticiones e
inclusive a veces hasta las exageraciones que tuvimos en
tribuna para hacernos escuchar, hacernos entender; y que
en la encomienda que va a tener recuerde que el pueblo se
lo va a reclamar, se lo va a tomar en cuenta y hace falta el
trabajo, no solamente de legisladores, sino de funcionarios
que abonen al progreso, al desarrollo del país. Este país que
se lo están acabando, este país que está en riesgo.

Sólo falta un cerillo para que esto arda, y en la posición que
va a estar usted, diputado, su trabajo va a ser muy impor-
tante. Se necesita entereza, firmeza en ese lugar, y sí le de-
seo suerte porque la va a necesitar, diputado.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Tiene la palabra el señor diputado
Armando Ríos Piter, del Partido de la Revolución Demo-
crática.

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): Para
comentar respecto a la solicitud de licencia que hace el di-
putado Gil, que en lo personal siempre encontré en él a una
persona dispuesta al diálogo.

Compartimos una visión generacional, que independiente-
mente de las trincheras partidistas en las que estemos, creo
que ayuda y abona a la construcción de puentes y que abo-
na precisamente a la construcción de un mejor momento
para el país, en un momento en el que la vida democrática
de nuestro país se encuentra enfrentando grandes retos.

Por tanto, a título personal, desearle en esta nueva enco-
mienda que el trabajo que pueda construir en este nuevo
encargo le siga ayudando a la vida de la República demo-
crática. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Víctor
Castro, del Partido de la Revolución Democrática.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío (desde la cu-
rul): Compañero Gil, quiero decir que ha habido muchas li-
cencias y creo que estás cosechando lo que sembraste.
Sembraste aquí algo muy positivo, que es un buen debate.
Una buena posibilidad de que esta generación de jóvenes
mexicanos, como tú, encuentren de verdad, en la diversi-
dad, lo mejor.

Yo hace un momento te expresé –y lo quiero hacer públi-
co– de corazón que te vaya bien. Yéndole bien a la gente
bien intencionada, a la gente que demostró verticalidad y
apuró el paso para que su partido, aún con las profundas di-
ferencias que podamos tener, estuviera bien representado
en este Congreso, particularmente en la Cámara de Diputa-
dos.

Te lo digo públicamente, si te va bien, le va bien a la Re-
pública. Entendiendo que es de gran trascendencia el que la
conducción del país pueda reencontrar un mejor camino.

Sé, Gil Zuarth, que por lo que aquí has logrado, te puedes
ir contento porque de las distintas expresiones hoy, esta
manifestación pública de reconocimiento, que te sirva no
de autoelogio, que te sirva como acicate para enfrentar las
batallas futuras que vienen. Ojalá en esa diferencia poda-
mos seguir construyendo algo mejor. Mucho éxito. Que te
vaya bien.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Tiene el uso de la palabra el diputa-
do Julio Castellanos, del Partido Acción Nacional.

El diputado Julio Castellanos Ramírez (desde la curul):
Muchas gracias, señor presidente. Compañeros legislado-
res, en especial compañero Roberto Gil, quiero expresarles
que para la bancada del PAN el día de hoy pide licencia no
solamente un extraordinario legislador, sino un entrañable
amigo y compañero.

Roberto Gil, sin lugar a dudas representa, como muchos
otros jóvenes y políticos de este país, lo mejor de México
no solamente en su compromiso que mostró durante estos
meses que tuvimos el privilegio de ser compañeros de ban-
cada, sino por esta unanimidad que existe en los diferentes
grupos parlamentarios de la labor y del trabajo que deja
aquí nuestro compañero Roberto Gil.

Yo estoy seguro que en esta encomienda que habrá de te-
ner Roberto Gil a partir de estos días, seguirá sirviendo
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–como lo ha hecho– al país, a México, y no solamente a es-
ta generación, sino a las futuras generaciones que lo que
están anhelando es tener servidores públicos y políticos de
la talla de Roberto Gil.

Roberto, tus compañeros de bancada te deseamos lo mejor.
Sabemos que al país, al PAN, a tus compañeros, nos va a
ir bien siempre contando con amigos como tú. Éxito, Ro-
berto.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Tiene la palabra la diputada Cora Pi-
nedo, de Nueva Alianza.

La diputada Cora Cecilia Pinedo Alonso (desde la cu-
rul): Gracias, diputado presidente. Igual, a nombre de la
bancada del Partido Nueva Alianza, nos sumamos al reco-
nocimiento del compañero Roberto Gil. A su labor y a su
gran capacidad para construir acuerdos. Sabemos de la al-
ta responsabilidad que le espera. Le servirá de mucho esta
gran formación que se tiene en esta soberanía. El respeto a
la diversidad ideológica, a la pluralidad será sin duda fun-
damental en esa nueva encomienda.

De corazón le deseamos que tenga éxito profesional y per-
sonal. Un abrazo.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputada. Muchas felicidades, señor diputado.
Perdón, Diputado Álvarez.

El diputado Jaime Álvarez Cisneros (desde la curul): Pa-
ra el mismo tema. Gracias, presidente. En nombre del Gru-
po Parlamentario de Convergencia no queremos dejar pa-
sar la ocasión sin saludar este nombramiento. Es un
reconocimiento, no solamente al diputado Roberto Gil, si-
no a la valía que existe en esta Cámara de Diputados. Creo
que aunque haya quien quiera hacer ver aspectos que no
son necesariamente los mejores de esta Cámara, hay mu-
cha calidad, hay respeto, hay compromiso con la sociedad
nacional y Roberto Gil es uno de ellos.

Yo creo que tiene una gran relevancia que siga tomando
fuerza y paso esta Cámara de Diputados, independiente-
mente de aspectos que son parte de la cotidianeidad. Gra-
cias, presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, señor diputado.

DIPUTADOS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se encuentran a las puertas de este recinto los ciudada-
nos Ana Georgina Zapata Lucero y Rafael Rodríguez Gon-
zález, diputados suplentes electos en el II y XX distritos de
los estados de Chihuahua y Veracruz, respectivamente.

Se designa en comisión para que los acompañen en el acto
de rendir la protesta de ley para entrar en funciones a los si-
guientes diputados: Antonio Benítez Lucho, Luis Carlos
Campos Villegas, Camilo Ramírez Puente, Israel Madrigal
Ceja y Adriana Sarur Torre. Les suplicamos que cumplan
su encomienda.

(La comisión cumple con su encargo)

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
Invitamos a los presentes a ponerse de pie, por favor.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Ciudadana Ana Georgina Zapata Lucero y ciudadano
Rafael Rodríguez González, ¿protestan guardar y hacer
guardar la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, las leyes que de ella emanan y desempeñar le-
al y patrióticamente el cargo de diputados que el pueblo
les ha conferido, mirando en todo por el bien y prosperi-
dad de la Unión?

La diputada Ana Georgina Zapata Lucero y el diputa-
do Rafael Rodríguez González: Sí, protesto.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Si así no lo hicieren, que la nación se los demande. Fe-
licidades.

LEY DE PREMIOS, ESTIMULOS 
Y RECOMPENSAS CIVILES

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña:El siguiente punto del orden del día es dictámenes de
primera lectura.

En virtud de que han sido publicados en la Gaceta Parla-
mentaria, pido a la Secretaría que consulte a la asamblea en
votación económica si se dispensa la lectura.
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El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se les dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse a manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse a manifestarlo. 

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

«Dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto
de decreto que reforma los artículos 44 y 45 de la Ley de
Premios, Estímulos y Recompensas Civiles

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la Cámara de Diputados
de la LXI Legislatura fue turnada, para estudio, análisis y
dictamen, iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 44, 45 y 47 de la Ley de Premios,
Estímulos y Recompensas Civiles.

Esta comisión, con fundamento en los artículos 72 y 73,
fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), y
numeral 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 57, 85, 87, 88, 90 93
y 94 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, y habiendo
analizado el contenido de la iniciativa de referencia some-
te a consideración de esta honorable asamblea el presente
dictamen, basándose en los siguientes

Antecedentes

1. Con fecha diez de diciembre de dos mil nueve, la dipu-
tada Cora Pinedo Alonso, integrante del Grupo Parlamen-
tario de Nueva Alianza, en uso de la facultad que le con-
fiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, presentó ante el pleno
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 44, 45 y 47 de la Ley de Premios,
Estímulos y Recompensas Civiles.

2. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va dispuso que la iniciativa fuera turnada a esta Comisión
de Gobernación para estudio y dictamen.

3. El once de enero de dos mil diez se remitió a esta comi-
sión la fe de erratas a la iniciativa con proyecto de decreto

por el que se reforman los artículos 44, 45 y 47 de la Ley
de Premios, Estímulos y Recompensas, presentada por la
diputada Cora Pinedo Alonso.

4. Con fecha cuatro de marzo de dos mil diez, los inte-
grantes de la Comisión de Gobernación aprobaron el pre-
sente dictamen.

Contenido de la iniciativa

En la exposición de motivos de la iniciativa presentada, la
proponente sostiene lo siguiente:

1. El apoyo a la ciencia, la tecnología e innovación, a es-
cala nacional, continúa manteniéndose en niveles por
debajo, incluso, de países pequeños y pobres. La actual
tendencia internacional en materia de asignación de re-
cursos a la educación, impulso de la investigación cien-
tífica e innovación tecnológica obliga a fortalecer di-
chas áreas consideradas estratégicas y definitorias para
alcanzar el desarrollo como país. 

2. Es imperativo establecer como prioridad nacional el
apoyo a la investigación científica, tecnológica y de in-
novación, siendo indispensable el reconocimiento pú-
blico del Estado al campo de la innovación entendida,
genéricamente, como un factor y elemento de cambio
que permitirá al país formar parte de los sectores diná-
micos de la economía mundial y con ello generar los
empleos de mayor valor añadido que requiere la pobla-
ción económicamente activa, sin dejar de lado que la in-
novación se encuentra estrechamente relacionada con la
imaginación, la creatividad, las ideas, las experiencias
prácticas y teóricas, los centros de investigación, de de-
sarrollo, de negocios, de transformación gerencial y or-
ganizacional, entre otras. 

3. La innovación no comprende solamente tecnología:
es un proceso amplio e intensivo en conocimiento de or-
ganización interna, recursos técnicos, económicos, hu-
manos y del mercado. En consecuencia, uno de los pro-
blemas centrales que presenta este campo es el de un
concepto que admite diversos significados con alcances
distintos en función de los agentes que intervienen, es
decir, mientras que para los empresarios dedicados a
elaborar productos, la innovación es la mejora en un
proceso de producción, en el producto o en sus procedi-
mientos de comercialización, para un administrador la
innovación está relacionada con la implantación de pro-
cesos más eficientes y para un científico es el diseño de
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nuevos materiales derivados de la aplicación de conoci-
mientos de la ciencia básica. 

4. Por otro lado, señala que el 1 de diciembre de 2009,
al concluir la 19 Cumbre de la Conferencia Iberoameri-
cana de Jefes de Estado y de Gobierno, el secretario ge-
neral Enrique V. Iglesias convocó a los países integran-
tes de la cumbre a crear una cultura de la innovación,
como elemento indispensable para avanzar decidida-
mente en el camino del crecimiento y del desarrollo sos-
tenido. 

5. Finalmente señala que la ley vigente en materia de
premios, estímulos y recompensas civiles no estimula
de forma cabal la imaginación, la inventiva y la creati-
vidad de los mexicanos. Tampoco destaca el mérito ni
auspicia la emulación en el campo de la innovación. 

6. En este sentido, propone reformar el artículo 44 de la
Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles para
incluir el sustantivo “innovación” en el Premio Nacio-
nal de Ciencias y Artes, en la categoría señalada en la
fracción V, para llamarse “De tecnología, innovación y
diseño”.

7. Por otro lado, propone reforma el artículo 45, a fin de
considerar en la premiación a quienes por sus produc-
ciones o trabajos docentes, de investigación o de divul-
gación hayan contribuido a enriquecer el acervo cultural
del país, el progreso de la ciencia del arte o de la filoso-
fía y de la tecnología e innovación.

8. En cuanto al numerario del premio, propone reformar
el artículo 47 de la ley en comento a fin de modificar la
entrega de 100 mil pesos a mil días de salario mínimo
vigente en el Distrito Federal, de acuerdo con el índice
de precios al consumidor, así como en el caso de concu-
rrencia de 50 mil pesos a 500 días de salario mínimo vi-
gente en el Distrito Federal.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Gobernación de la LXI
Legislatura de la Cámara de Diputados, que suscriben el
presente dictamen, exponen las siguientes

Consideraciones

1. La Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de di-
ciembre de 1975, tiene por objeto determinar las normas

que regulan el reconocimiento que hace el Estado a las per-
sonas que merezcan los premios, estímulos o recompensas
que en ella misma se establecen.

2. Los premios que se otorgan obedecen al reconocimiento
público de una trayectoria vital ejemplar o bien a determi-
nados actos u obras valiosas o relevantes, realizadas en be-
neficio de la humanidad, del país o de cualquier persona.

3. El artículo 6 del ordenamiento señalado establece los
premios nacionales que serán entregados por el presidente
de los Estados Unidos Mexicanos, determinando en la frac-
ción III la existencia del Premio Nacional de Ciencias y Ar-
tes:

Artículo 6. Se establecen los siguientes premios, que
se denominarán y tendrán el carácter de nacionales:

I. a II. …

III. De Ciencias y Artes;

III Bis a XVII. …

4. El Premio Nacional de Ciencias y Artes es uno de los
más altos reconocimientos que el gobierno de la república
otorga a intelectuales, investigadores, científicos, artistas y
artesanos que destacan por su contribución y enriqueci-
miento al patrimonio cultural del país, al progreso de la
ciencia, del arte y de la filosofía.

5. De conformidad con el artículo 44 de la citada Ley de
Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, el Premio Na-
cional de Ciencias y Artes se otorga en las siguientes cate-
gorías:

I. Lingüística y Literatura;

II. Bellas Artes;

III. Historia, Ciencias Sociales y Filosofía;

IV. Ciencias Físico-Matemáticas y Naturales;

V. Tecnología y Diseño; y

VI. Artes y Tradiciones Populares.

6. La dependencia a la que corresponde el trámite del Pre-
mio Nacional de Ciencias y Artes es la Secretaría de Edu-
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cación Pública y su titular preside el consejo de premiación
que se integra por los rectores de la Universidad Nacional
Autónoma de México y de la Universidad Autónoma Me-
tropolitana, los directores generales del Instituto Politécni-
co Nacional y del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnolo-
gía, y por representantes de la Asociación Nacional de
Universidades e Institutos de Enseñanza Superior y del Co-
legio Nacional. 

7. Los galardones del Premio Nacional de Ciencias y Artes
consisten en venera y mención honorífica y una entrega en
numerario de 100 mil pesos; sin embargo, en el caso de que
concurran hasta tres personas para el premio del mismo
campo, la entrega en numerario será de 50 mil pesos para
cada concurrente. Si hay más de tres concurrentes, los ex-
cedentes de este número serán premiados hasta el siguien-
te año. 

8. El objeto de la iniciativa materia del presente dictamen
es reformar la Ley de Premios Estímulos y Recompensas
Civiles para dar a la innovación un reconocimiento públi-
co a través del Premio Nacional de Ciencias y Artes.

9. El artículo 4 de la Ley de Ciencia y Tecnología, publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 5 de junio de
2002, establece el concepto de innovación de la siguiente
forma:

Artículo 4

Para los efectos de esta ley se entenderá por

…

IX. Innovación, generar un nuevo producto, diseño,
proceso, servicio, método u organización o añadir va-
lor a los existentes;

10. El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 considera
profundizar y facilitar los procesos de investigación cientí-
fica y la adopción e innovación tecnológica para incremen-
tar la productividad de la economía nacional, así como im-
pulsar la apreciación, el reconocimiento y el disfrute del
arte y las manifestaciones culturales por parte de la pobla-
ción. Destaca, por otro lado, la importancia de apoyar las ac-
tividades científicas, tecnológicas y de innovación con la fi-
nalidad de que se refleje en la mejora competitiva del país.

11. El eje 2, “Economía competitiva y generadora de em-
pleos, estrategia 5.5”, del mencionado Plan Nacional de

Desarrollo 2007-2012, señala la necesidad de establecer
políticas de Estado a corto, mediano y largo plazos que per-
mitan fortalecer la cadena educación, ciencia básica y apli-
cada, tecnología e innovación, buscando generar condicio-
nes para un desarrollo constante y una mejora en las
condiciones de vida de los mexicanos.

12. En concordancia con lo anterior, el 16 de diciembre de
2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el
Programa Especial de Ciencia y Tecnología 2008-2012,
que tiene su fundamento en el artículo 20 y demás relativos
de la Ley de Ciencia y Tecnología. Dicho programa propo-
ne el fortalecimiento de la apropiación social del conoci-
miento y la innovación y el reconocimiento público de su
carácter estratégico para el desarrollo integral del país, así
como la articulación efectiva de todos los agentes involu-
crados para alcanzar ese fin.

13. El mencionado programa sostiene que en México exis-
ten esfuerzos del sector privado para incrementar sus capa-
cidades en la generación de innovación buscando mejorar
su competitividad. Estos esfuerzos se han concentrado en
algunas empresas y ramas industriales y no se han genera-
lizado, constituyendo uno de los eslabones más débiles de
la cadena de articulación del sistema, debido a la baja ca-
pacidad de absorción tecnológica en la mayor parte de pe-
queñas y medianas empresas, así como a una pobre cultu-
ra de innovación, reflejada en la tendencia a privilegiar la
compra de tecnologías, además de una visión a corto plazo
que impide conceptualizar la importancia estratégica de
generar tecnología propia, incluso para propósitos de asi-
milación.

14. Esta comisión considera importante el Premio Nacional
de Ciencias y Artes por ser un aliciente en la sociedad me-
xicana, teniendo como efecto la promoción del desarrollo
cultural, científico y tecnológico del país estimulando la
producción de creaciones artísticas y científicas de calidad
que contribuyen al progreso, la cultura, la ciencia, el arte y
la filosofía. En consecuencia, la promoción y fomento de
las diferentes ramas que se incluyen en las categorías del
Premio Nacional de Ciencias y Artes tiene como conse-
cuencia un beneficio de carácter personal, social y econó-
mico que mejora el nivel de vida de los mexicanos.

15. Dados los argumentos esgrimidos con anterioridad, se
considera procedente dicha reforma al artículo 44 para in-
cluir el sustantivo “innovación”, al sostener que la promo-
ción de ésta constituye un eje fundamental en el desarrollo
del país y de los mexicanos.
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16. Asimismo se considera viable la reforma del artículo
45 para considerar en el otorgamiento del premio a quie-
nes por sus producciones, trabajos docentes, de investiga-
ción o de divulgación, hayan contribuido a enriquecer el
acervo cultural del país, el progreso de la ciencia, del ar-
te o de la filosofía, por lo que se incluye la tecnología e
innovación.

17. Por otro lado, y de acuerdo a la fe de erratas remitida
por la Mesa Directiva a la que se ha hecho mención en el
capítulo de antecedentes, la iniciativa en estudio propone
modificar el monto del numerario del Premio Nacional de
Ciencias y Artes para otorgar 10 mil días de salario míni-
mo vigente en el Distrito Federal, que se actualizaría de
acuerdo al índice nacional de precios al consumidor y, en
el caso de que concurran hasta tres personas para el premio
del mismo campo, la entrega en numerario sería de 5 mil
días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal para
cada concurrente.

18. En este sentido, se considera loable el espíritu que ani-
ma a incrementar el numerario del premio; sin embargo, es
necesario hacer énfasis que la idea fundamental de la Ley
de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles es fortalecer
los vínculos de solidaridad entre los mexicanos y los valores
cívicos, culturales y axiológicos que la nación tiene procla-
mados como propios y que ésta cultiva e impulsa, de tal for-
ma que al Estado se atribuye la función de premiar una con-
ducta noble, estimulante y positiva. (Dictamen de las
Comisiones Unidas Segunda de Gobernación y Quinta Sec-
ción de Estudios Legislativos del Senado de la República,
con proyecto de decreto que expide la Ley de Premios, Estí-
mulos y Recompensas Civiles. Octubre 21 de 1975.)  

19. A mayor abundamiento, el artículo 8 de la Ley de Pre-
mios, Estímulos y Recompensas Civiles establece como re-
gla general que los premios puedan ser entregados con un
estímulo en numerario que será determinado por los conse-
jos de premiación respectivos; sin embargo, esto es consi-
derado accesorio al objetivo del premio que se otorgue.

20. No obstante lo anterior, y como una excepción a la re-
gla general, el Premio Nacional de Ciencias y Artes consi-
dera un estímulo específico en numerario, mismo que esta
comisión considera suficiente al tener en cuenta la actual
emergencia económica que atraviesa el país, por lo que no
se considera viable la reforma al artículo 47 de la Ley de
Premios, Estímulos y Recompensas Civiles. 

Por lo antes expuesto, los integrantes de la Comisión de
Gobernación someten a consideración del pleno de esta ho-
norable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 44 y 45 de
la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles

Artículo Único. Se reforman los artículos 44, fracción V, y
45 de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civi-
les para quedar como sigue:

Artículo 44. …

I. a IV. …

V. Tecnología, Innovación y Diseño;

VI. …

Artículo 45. Merecerán estos premios quienes, por sus
producciones o trabajos docentes de investigación o de di-
vulgación, hayan contribuido a enriquecer el acervo cultu-
ral del país o el progreso de la ciencia, de la tecnología, de
la innovación, del arte o de la filosofía.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a 4 de
marzo de 2010. 

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Ilich Lozano Herrera (rúbrica),
Lorena Corona Valdés, Juan Enrique Ibarra Pedroza (rúbrica), Claudia
Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Gastón Luken Garza (rúbrica), Fran-
cisco Ramos Montaño (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija (rúbrica),
Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Raúl Domínguez Rex, secreta-
rios; Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Agustín Carlos Castilla Ma-
rroquín (rúbrica), Gabriela Cuevas Barron (rúbrica), Sami David Da-
vid, Alejandro Encinas Rodríguez, Nancy González Ulloa (rúbrica),
Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari,
Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía, José Ricardo Ló-
pez Pescador, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Sonia Mendoza
Díaz (rúbrica), Nazario Norberto Sánchez, Beatriz Paredes Rangel, Ju-
lio Saldaña Morán, César Augusto Santiago Ramírez (rúbrica), Arturo
Zamora Jiménez (rúbrica).»

Es de primera lectura.
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LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
«Dictamen de la Comisión de Ciencia y Tecnología, con
proyecto de decreto que reforma las fracciones IV y V del
artículo 36 de la Ley de Ciencia y Tecnología

Honorable Asamblea:

La Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 39, numerales 1 y 3, y 45, numeral 6, incisos e) y
f), de la Ley Orgánica; y 56, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de los miembros de esta honorable asamblea el si-
guiente dictamen:

I. Antecedentes

Primero. Con fecha 14 de octubre de 2008, los senado-
res Francisco Javier Castellón Fonseca y Yeidckol Po-
levnsky Gurwitz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, presentaron ante el ple-
no del Senado de la República una iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman las fracciones
IV y V del artículo 36 de la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva del Se-
nado turnó la iniciativa para estudio y dictamen a las
Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología; y de Estu-
dios Legislativos, Segunda.

Tercero. El 13 de octubre de 2009, después de estudiar
y analizar la iniciativa en comento, las Comisiones Uni-
das de Ciencia y Tecnología; y de Estudios Legislativos,
Segunda, sometieron a consideración del pleno del Se-
nado de la República el dictamen correspondiente, que
se aprobó con 85 votos.

Cuarto. El 3 de diciembre de 2009, para los efectos
constitucionales fue enviado por la Mesa Directiva del
Senado de la República el expediente que contiene la
minuta con proyecto de decreto por el que se reforman
las fracciones IV y V del artículo 36 de la Ley de Cien-
cia y Tecnología.

Quinto. En sesión celebrada con fecha 8 de diciembre
de 2009, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados

del Congreso de la Unión dio cuenta del oficio de la Cá-
mara de Senadores con el que remitió el expediente con
la minuta proyecto de decreto por el que se reforman las
fracciones IV y V del artículo 36 de la Ley de Ciencia y
Tecnología.

Sexto. Con esa fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva turnó a la Comisión de Ciencia y Tecnología el ex-
pediente para la elaboración del dictamen correspon-
diente y sus efectos constitucionales.

II. Contenido

La propuesta de la colegisladora señala lo siguiente:

A. Busca incluir en la mesa directiva del Foro Consulti-
vo Científico y Tecnológico a representantes de la Con-
federación Patronal de la República Mexicana (Copar-
mex) y de Cámara Nacional de la Industria de
Transformación (Canacintra), a fin de contribuir a pro-
mover de manera más eficaz las relaciones entre las ins-
tituciones y los centros de investigación científica y
desarrollo tecnológico con los sectores productivo y de
servicios del país.

B. Se propone mejorar la operación y organización de
los comités de trabajo del Foro Consultivo Científico y
Tecnológico, los cuales deberán estar integrados por es-
pecialistas en los diversos temas de la ciencia y tecno-
logía.

III. Consideraciones

Primera. La minuta que se estudia tiene por objeto pro-
mover la expresión de la comunidad científica, acadé-
mica y tecnológica, y del sector productivo para la for-
mulación de propuestas en materia de política y
programas de investigación científica y tecnológica.

Segunda. Mediante la inclusión de representantes de la
Coparmex y de la Canacintra en el Foro Consultivo
Científico y Tecnológico se contribuirá al estableci-
miento de condiciones para la prosperidad de todos los
mexicanos que propicien una creciente cohesión social,
a la vez que propiciaría que las empresas se desarrollen,
multipliquen y cumplan su función creadora de empleo
y de riqueza con responsabilidad social. Asimismo, se
promovería aún más el desarrollo del capital humano,
de las instituciones, de la infraestructura, de la ciencia y
tecnología de manera coordinada, lo que redundaría en
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mejores políticas públicas, a la vez de fortalecer las ac-
ciones tendentes al desarrollo y adopción de nuevas tec-
nologías en los sectores público y privado como los pi-
lares determinantes del nivel de productividad y el
potencial de crecimiento.

Tercera. A través de las propuestas y opiniones de la
Coparmex y de la Canacintra en el Foro Consultivo
Científico y Tecnológico de las políticas y los progra-
mas sectoriales de apoyo de la investigación científica y
desarrollo tecnológico se detectarían áreas de oportuni-
dad para la implantación de acciones prioritarias para el
crecimiento armónico y sustentable en materia de in-
vestigación científica, desarrollo tecnológico, forma-
ción de investigadores, difusión del conocimiento cien-
tífico y tecnológico y cooperación técnica internacional.

Cuarta. Al formular en el Foro Consultivo Científico y
Tecnológico sugerencias tendentes a vincular la moder-
nización, la innovación y el desarrollo tecnológico en el
sector productivo, en el que son partícipes la Coparmex
y la Canacintra, se incrementaría la vinculación entre la
investigación científica y su aplicación.

Quinta. La comisión dictaminadora concuerda con la
colegisladora en lo siguiente:

Fortalecer el Foro Consultivo Científico y Tecnoló-
gico mediante la incorporación de representantes de
la Coparmex y de la Canacintra a su mesa directiva,
así como en la propuesta de una fórmula para su me-
jor operación, en el sentido de tener una organiza-
ción basada en comités de trabajo integrados por es-
pecialistas en los diversos temas de la ciencia y la
tecnología.

La inclusión de representantes del sector industrial en los
organismos encargados de fomentar la ciencia, la tecnolo-
gía y la innovación en México, ya que contribuiría a pro-
mover de manera más eficaz las relaciones entre las insti-
tuciones y los centros de investigación científica y
desarrollo tecnológico con los sectores productivos y de
servicios del país.

Significa una representación más equilibrada y efectiva en
el Foro Consultivo Científico y Tecnológico, al incorporar
en su mesa directiva a representantes de los sectores indus-
triales. Este equilibrio de sectores interesados en la ciencia
y la tecnología del país favorecerá su vinculación, así co-
mo consistencia y armonía con las reformas de la Ley de

Ciencia y Tecnología promulgadas el 12 de junio del año
próximo pasado.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Ciencia
y Tecnología someten a consideración de la honorable
asamblea, para los efectos de la fracción A del artículo 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman las fracciones IV y V del
artículo 36 de la Ley de Ciencia y Tecnología

Artículo Único. Se reforman las fracciones IV y V del ar-
tículo 36 de la Ley de Ciencia y Tecnología, para quedar
como sigue:

Artículo 36.

…

I. a III. …

IV. Tendrá una organización basada en comités de tra-
bajo integrados por especialistas en los diversos te-
mas de la ciencia y la tecnología;

V. Contará con una mesa directiva formada por veinte
integrantes, diecisiete de los cuales serán los titulares
que representen a las siguientes organizaciones: la Aca-
demia Mexicana de Ciencias, AC; la Academia Mexica-
na de Ingeniería, AC; la Academia Nacional de Medici-
na, AC; la Asociación Mexicana de Directivos de la
Investigación Aplicada y Desarrollo Tecnológico, AC;
la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones
de Educación Superior; la Confederación Nacional de
Cámaras Industriales; el Consejo Nacional Agropecua-
rio; la Confederación Patronal de la República Mexi-
cana; la Cámara Nacional de la Industria de Trans-
formación, y un representante de la Red Nacional de
Consejos y Organismos Estatales de Ciencia y Tecnolo-
gía, AC; la Universidad Nacional Autónoma de México;
el Instituto Politécnico Nacional; el Centro de Investi-
gación y Estudios Avanzados del Instituto Politécnico
Nacional; la Academia Mexicana de la Lengua; la Aca-
demia Mexicana de Historia; el Sistema de Centros Pú-
blicos de Investigación y el Consejo Mexicano de Cien-
cias Sociales.

…
…
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VI. a VIII. …
…
…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de febrero de 2010.

La Comisión de Ciencia y Tecnología, diputados: Reyes S. Tamez
Guerra (rúbrica), presidente; Rodolfo Lara Lagunas (rúbrica), Óscar
Román Rosas González (rúbrica), Alejandro Bahena Flores (rúbrica),
Guadalupe Robles Medina (rúbrica), secretarios; Ángel Aguirre Herre-
ra (rúbrica), Nicolás Carlos Bellizia Aboaf (rúbrica), César Francisco
Burelo Burelo (rúbrica), Germán Osvaldo Cortez Sandoval (rúbrica),
Alejandro del Mazo Maza (rúbrica), José Alberto González Morales
(rúbrica), Tomás Gutiérrez Ramírez (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pe-
droza, Aarón Irízar López, José Francisco Javier Landero Gutiérrez,
Óscar Lara Salazar (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández (rúbrica), Ana
Luz Lobato Ramírez (rúbrica), Miguel Antonio Osuna Millán, José
Trinidad Padilla López (rúbrica), César Octavio Pedroza Gaitán (rú-
brica), María Isabel Pérez Santos, Jorge Carlos Ramírez Marín (rúbri-
ca), Jorge Romero Romero (rúbrica), Laura Margarita Suárez Gonzá-
lez (rúbrica), José Luis Velasco Lino (rúbrica), José Antonio Yglesias
Arreola (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE POBLACION

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Población, Fron-
teras y Asuntos Migratorios, y de Gobernación, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 71 y
128 de la Ley General de Población

Honorable Asamblea:

A las Comisiones de Población, Fronteras y Asuntos Mi-
gratorios, y de Gobernación, les fue turnada la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 71 y 128 de la Ley General de Población.

Estas comisiones unidas, con fundamento en los artículos
71 y 73, fracción XXX, de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 39, numera-
les 1 y 2, y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, someten a consideración del pleno de esta Cámara de
Diputados, el siguiente dictamen de la iniciativa que refor-
ma, adiciona los artículos 71 y 128 de la Ley General de
Población, bajo los siguientes antecedentes y consideracio-
nes.

Antecedentes

1. Con fecha 12 de abril de 2007, el diputado Alejandro
Chanona Burguete, integrante del Grupo Parlamentario
de Convergencia, presentó ante el pleno de la Cámara
de Diputados la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona los artículos 71 y 128 de la Ley Ge-
neral de Población.

2. En esa misma fecha, la presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados ordenó que la iniciativa
de referencia fuera turnada a las Comisiones Unidas de
Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, y de Go-
bernación, para su estudio y dictamen correspondiente.

3. Con fecha 17 de febrero de 2010, los integrantes de la
Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migrato-
rios aprobaron el dictamen correspondiente.

4. Con fecha 4 de marzo de 2010, los integrantes de la
Comisión de Gobernación aprobaron el dictamen co-
rrespondiente.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa del diputado Chanona Burguete propone in-
corporar dos nuevos párrafos al artículo 71 de la Ley Ge-
neral de Población, para garantizar que el aseguramiento
de los extranjeros se hará con arreglo a las garantías que
otorga nuestra constitución y con el respeto de sus dere-
chos humanos.

Asimismo, pretende garantizar que las estaciones migrato-
rias cuenten con instalaciones adecuadas, para evitar el ha-
cinamiento de los migrantes.

Se propone la modificación del artículo 128 para garantizar
que no sean utilizados los centros de detención o reclusión
federales, estatales o municipales, con el fin de cumplir las
funciones de estaciones migratorias o lugares habitaciona-
les, cuando no se ha cometido delito alguno.
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Establecidos los antecedentes y el contenido de las inicia-
tivas, los integrantes de las Comisiones Unidas de Pobla-
ción, Fronteras y Asuntos Migratorios, y de Gobernación,
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados que sus-
criben el presente dictamen, exponemos las siguientes

Consideraciones

1. El artículo 71 de la Ley General de Población esta-
blece la facultad de la Secretaría de Gobernación para
habilitar las estaciones migratorias en los lugares de la
República Mexicana que estime conveniente con la fi-
nalidad de alojar en ellas, como medida de asegura-
miento, a los extranjeros cuya internación se haya auto-
rizado en forma provisional y los que deban ser
expulsados.

2. Asimismo, el artículo 94 del Reglamento de la Ley
General de Población señala que la Secretaría de Go-
bernación debe establecer o habilitar en lugares que
considere adecuados las estaciones migratorias para la
estancia provisional de los extranjeros carentes de algún
requisito migratorio que no puedan satisfacer en el mo-
mento de la revisión de la documentación, y a los que
deban ser expulsados. En aquellos lugares en que la se-
cretaría no tenga establecidas estaciones migratorias, se
habilitarán locales de detención preventiva para el ase-
guramiento de los extranjeros que deban ser expulsados.
Se establece además que en ningún caso podrá habili-
tarse para este fin a los centros de reclusión para sen-
tenciados, como señala a continuación:

Artículo 94. La secretaría podrá establecer o habili-
tar, en los lugares que considere adecuados, estacio-
nes migratorias para la estancia provisional de los
extranjeros y extranjeras carentes de algún requisito
migratorio que no puedan satisfacer en el momento
de la revisión de la documentación, o para alojar, co-
mo medida de aseguramiento, a los extranjeros que
deban ser expulsados. En aquellos lugares en que la
secretaría no tenga establecidas estaciones migrato-
rias, se considerarán habilitados locales de detención
preventiva para el aseguramiento de los extranjeros
que deban ser expulsados.

En ningún caso podrá habilitarse para este fin a los
centros de reclusión para sentenciados.

Cuando las autoridades sanitarias determinen la in-
ternación de extranjeros en estaciones sanitarias, la

secretaría podrá establecer la vigilancia que juzgue
adecuada, si los extranjeros de que se trate no tuvie-
ren autorizada su internación al país.

3. De conformidad con el artículo 209 del Reglamento
de la Ley General de Población, al asegurar a un ex-
tranjero en alguna estación migratoria, se debe proceder
con base en las siguientes reglas:

Artículo 209. Cuando se asegure al extranjero en la
estación migratoria en virtud de haber violado la ley,
este reglamento o demás disposiciones aplicables
que amerite su expulsión, se procederá de la si-
guiente forma: 

I. Se le practicará examen médico, mediante el cual
se certificarán sus condiciones psicofísicas;

II. Se le permitirá comunicarse con la persona que
solicite, vía telefónica o por cualquier otro medio de
que se disponga;

III. Se notificará de inmediato a su representante
consular acreditado en México y, en caso de no con-
tar con pasaporte, se solicitará la expedición de éste
o del documento de identidad y viaje; 

IV. Se levantará inventario de las pertenencias que
traiga consigo, las cuales se depositarán en el área
establecida para ello;

V. Se procederá a su declaración mediante acta admi-
nistrativa y en presencia de dos testigos, haciéndole
saber los hechos que se le imputan, su derecho a ofre-
cer pruebas y alegar lo que a su derecho convenga;
ello siempre y cuando la autoridad migratoria no lo
hubiere declarado al momento de ser asegurado. En
caso de ser necesario, se habilitará traductor para el
desahogo de la diligencia.

Al momento de ser levantada el acta, se notificará al
extranjero el derecho que tiene a nombrar represen-
tante o persona de su confianza que lo asista; el ex-
tranjero tendrá acceso al expediente que sobre el
particular se integre;

VI. Se le proporcionará durante su estancia un espa-
cio digno, alimentos, enseres básicos para su aseo
personal y atención médica en caso de ser necesario;
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VII. Tendrá derecho a ser visitado durante su estan-
cia por sus familiares, su representante o persona de
su confianza;

VIII. Cuando se trate de aseguramiento de familias,
se alojarán en la misma instalación y la autoridad
permitirá la convivencia diaria, de conformidad con
las disposiciones administrativas aplicables, y

IX. Al momento de ser autorizada la salida del ex-
tranjero de la estación migratoria, se le devolverán
todas las pertenencias que le hayan sido recogidas en
su ingreso, excepto la documentación falsa que haya
presentado.

4. De la misma forma, el artículo 7o. de la Ley General
de Población señala la obligación de la Secretaría de
Gobernación para que, en asunto de orden migratorio,
vele por el respeto de los derechos humanos de los mi-
grantes como se describe a continuación:

Artículo 7o. Por lo que se refiere a los asuntos de
orden migratorio a la Secretaría de Gobernación co-
rresponde:

I. a IV.

En el ejercicio de estas facultades, la Secretaría
de Gobernación velará por el respeto a los dere-
chos humanos y, especialmente, por la integridad
familiar de los sujetos a esta ley.

5. En este sentido, el acuerdo por el que se emiten las
normas para el funcionamiento de las estaciones migra-
torias del Instituto Nacional de Migración, publicado el
7 de octubre de 2009 en el Diario Oficial de la Federa-
ción, establece una serie de prohibiciones en las esta-
ciones migratorias entre las que destacan las acciones u
omisiones que vulneren los derechos humanos de los
alojados en estos centros:

Artículo 6. Queda prohibido en las estaciones mi-
gratorias:

I. Toda acción u omisión que viole los derechos hu-
manos de los alojados;

II. Toda acción u omisión que constituya un trato
cruel, inhumano o degradante para los alojados;

III. La discriminación hacia los alojados, en los tér-
minos que establece la Ley Federal para prevenir y
eliminar la Discriminación, en lo relativo al origen
étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, condi-
ción social o económica, estado de salud, embarazo,
lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales,
estado civil o cualquier otro tipo de condición propia
del individuo;

IV. a VIII. …

6. Por lo anterior, estas comisiones unidas estiman via-
ble la propuesta de adición del artículo 71 de la Ley Ge-
neral de Población toda vez que, de acuerdo con la tute-
la de las garantías individuales consagradas en la
Constitución, de las cuales todo individuo goza en los
Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con la
normatividad secundaria en la materia, deben ser respe-
tados los derechos fundamentales de los migrantes que
sean asegurados por las autoridades migratorias, evitan-
do que sean víctimas de malos tratos por parte de los
servidores públicos, cuidando que los centros de asegu-
ramiento cuenten con las instalaciones adecuadas que
eviten problemas como el hacinamiento, como ya se
viene estableciendo en el artículo 46 del acuerdo por el
que se emiten las normas para el funcionamiento de las
estaciones migratorias del Instituto Nacional de Migra-
ción:

Artículo 46. No se alojará a un número de extranje-
ros que supere la capacidad física de las estaciones
migratorias. En caso de contingencia, el responsable
de la estación migratoria informará a su superior je-
rárquico con el objetivo de que se habilite un lugar
como estación migratoria o bien se traslade a los ex-
tranjeros a otra. En caso de que estas medidas no
puedan realizarse, el superior jerárquico del respon-
sable de la estación migratoria deberá coordinarse
con la Dirección de Estaciones Migratorias del insti-
tuto para resolver la situación en un plazo máximo
de veinticuatro horas, tomando las medidas perti-
nentes para evitar el hacinamiento.

7. En este sentido, estas comisiones unidas consideran
una modificación al proyecto original del diputado Cha-
nona Burguete, de manera que la adición de un segundo
párrafo al artículo 71 de la Ley General de Población se-
ñale la protección y respeto de los derechos humanos de
los migrantes en cualquier momento, es decir, desde su
aseguramiento, traslado, alojamiento en las estaciones
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migratorias y, dado el caso, de su expulsión del país o
repatriación, tutelando las garantías consagradas en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

8. Por otro lado, se considera establecer que las estacio-
nes migratorias deban contar con instalaciones adecua-
das que eviten el hacinamiento, tomando en considera-
ción la disponibilidad de recursos que permitan las
condiciones óptimas de los centros a los que se ha he-
cho referencia.

9. De esta manera, se reforzarán las acciones que se han
llevado a cabo con la despenalización de la migración y
estar en posibilidades de reforzar las reformas al brindar
a los migrantes un trato digno, toda vez que ellos no
pueden ser considerados como delincuentes.

10. Asimismo, se considera viable la reforma al artículo
128 para prohibir el uso de los centros de detención o re-
clusión federal, estatal y municipal como estaciones mi-
gratorias y evitar el trato a los migrantes indocumentados
como delincuentes; de esta manera se irán cumpliendo
con las disposiciones contenidas en los tratados o acuer-
dos internacionales firmados por nuestro país relativos al
respeto de los derechos fundamentales de los migrantes;
en este sentido, las comisiones unidas consideran opor-
tuna la adición de un segundo párrafo al artículo 128 de
la Ley General de Población para señalar que en las es-
taciones migratorias se garantizará el goce de los dere-
chos humanos de los extranjeros, conforme a los trata-
dos internacionales suscritos y ratificados por México
en la materia, fortaleciendo así el sentido del proyecto
del diputado Alejandro Chanona Burguete.

Por lo anterior expuesto, los integrantes de las Comisiones
Unidas de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, y
de Gobernación, someten a la consideración del pleno de
esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 71 y 128 de la Ley General de Población

Único. Se reforma el artículo 128 y se adicionan un segun-
do y tercer párrafos al artículo 71 de la Ley General de Po-
blación, para quedar como sigue:

Artículo 71. …

En el aseguramiento, traslado y alojamiento de los ex-
tranjeros en las estaciones migratorias, expulsiones o

repatriaciones, se respetarán y protegerán sus derechos
humanos, con arreglo a las garantías individuales que
establece la Constitución.

Las estaciones migratorias deberán contar con instala-
ciones adecuadas que eviten el hacinamiento de los mi-
grantes, proveyéndoles lo necesario para su estancia
temporal, así como adoptar las medidas pertinentes de
conformidad con los recursos disponibles.

Artículo 128. Son de orden público, para todos los efectos
legales, la expulsión de los extranjeros y las medidas que
dicte la Secretaría de Gobernación para el aseguramiento
de los extranjeros en estaciones migratorias o en lugares
habilitados para ello, cuando tengan por objetivo su expul-
sión del país. Queda prohibida la utilización de los centros
de detención o reclusión federales, estatales o municipales,
con ese fin, cuando no se ha cometido delito alguno.

Lo anterior se realizará garantizando el pleno goce de los
derechos humanos de los extranjeros y conforme a los tra-
tados internacionales suscritos y ratificados en la materia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo, a 17 de febrero de 2010.

La Comisión de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, di-
putados: Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), presidenta; Julieta
Octavia Marín Torres (rúbrica), Héctor Agustín Murguía Lardizábal,
Cristabell Zamora Cabrera (rúbrica), Gumercindo Castellanos Flores
(rúbrica), Ramón Jiménez Fuentes (rúbrica), Teresa Guadalupe Reyes
Sahagún (rúbrica), secretarios; Heriberto Ambrosio Cipriano (rúbrica),
Guillermina Casique Vences, José del Pilar Córdova Hernández (rúbri-
ca), Jorge Venustiano González Ilescas, Olivia Guillén Padilla (rúbri-
ca), Sandra Méndez Hernández, Héctor Pedraza Olguín (rúbrica), Mi-
guel Ernesto Pompa Corella (rúbrica), Sofío Ramírez Hernández,
Adriana Terrazas Porras, Judith Fabiola Vázquez Saut, Carlos Martí-
nez Martínez (rúbrica), Jaime Oliva Ramírez (rúbrica), Benigno Que-
zada Naranjo (rúbrica), Alejandra Noemí Reynoso Sánchez (rúbrica),
Adolfo Rojo Montoya (rúbrica), María Yolanda Valencia Vales, Fran-
cisco Arturo Vega de Lamadrid (rúbrica), Ariel Gómez León (rúbrica),
José Torres Robledo, Alfonso Primitivo Ríos Vázquez, Roberto Pérez
de Alva Blanco (rúbrica).

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 16 de marzo de 2010141



lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Ilich Augusto Lozano Herrera
(rúbrica), Lorena Corona Valdés, Juan Enrique Ibarra Pedroza (rúbri-
ca), Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Gastón Luken Garza (rú-
brica), Francisco Ramos Montaño (rúbrica), Gregorio Hurtado Leija
(rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Raúl Domínguez
Rex, secretarios; Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Agustín Carlos
Castilla Marroquín (rúbrica), Gabriela Cuevas Barron (rúbrica), Sami
David David, Alejandro Encinas Rodríguez, Nancy González Ulloa
(rúbrica), Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi
Macari, Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía, José Ri-
cardo López Pescador, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Sonia
Mendoza Díaz (rúbrica), Nazario Norberto Sánchez, Beatriz Elena Pa-
redes Rangel, Julio Saldaña Morán, César Augusto Santiago Ramírez
(rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.»

Es de primera lectura.

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

El Secretario diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar:
«Dictamen de la Comisión de Ciencia y Tecnología, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Ciencia y Tecnología

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara de
Diputados fue turnada, para estudio y dictamen correspon-
diente, minuta proyecto de decreto por el que se reforman
las fracciones I y II del artículo 6; el inciso a) de la fracción
II del artículo 10; el artículo 20; y se adicionan un nuevo
párrafo al artículo 20 y una nueva fracción III Bis al artí-
culo 21 de la Ley de Ciencia y Tecnología, aprobada por el
pleno de la honorable Cámara de Senadores el 3 de di-
ciembre de 2009 y remitida ese mismo día a esta soberanía.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, y 56, 87, 88
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de esta honorable asamblea el presente dictamen de
acuerdo con los siguientes

I. Antecedentes

Primero. El 8 de diciembre de 2009, la Mesa Directiva de
la honorable Cámara de Diputados recibió del Senado de la

República la minuta con proyecto de decreto por el que se
reforman las fracciones I y II del artículo 6; el inciso a) de
la fracción II del artículo 10; el artículo 20; y se adicionan
un nuevo párrafo al artículo 20 y una nueva fracción III Bis
al artículo 21 de la Ley de Ciencia y Tecnología (minuta),
aprobada por la colegisladora en sesión plenaria el 3 de di-
ciembre de 2009.

Segundo. El mismo 8 de diciembre, en sesión ordinaria, la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó la minu-
ta de referencia a la Comisión Ciencia y Tecnología para su
estudio y dictamen correspondiente.

Tercero. En sesión de trabajo del 24 de febrero de 2010, la
Comisión de Ciencia y Tecnología aprobó el presente dic-
tamen en los términos y con las consideraciones que se ex-
presan, para someterlo a la aprobación del pleno de la Cá-
mara de Diputados.

II. Contenido de la iniciativa

La minuta aprobada por el Senado contiene propuestas de
modificación a la Ley de Ciencia y Tecnología para dar ca-
racterísticas innovadoras al Programa Especial de Ciencia,
Tecnología e Innovación (Peciti): 

1. Una visión de largo plazo, con proyección a 25 años;

2. Que sea actualizable cada tres años, coincidiendo con
el inicio de cada nueva legislatura; y

3. Que se evalúe y atienda presupuestalmente conforme
a las actualizaciones. 

Para ello la colegisladora propone lo siguiente:

• Reformas para estimular el adecuado funcionamiento
del Consejo General de Investigación Científica, Desa-
rrollo Tecnológico e Innovación (Consejo General), en-
cabezado por el presidente de la República, que sea el
órgano encargado de aprobar y actualizar el Peciti con
esa nueva visión de largo plazo; y

• Que en el Peciti se establezcan áreas prioritarias del
conocimiento y la innovación, así como proyectos es-
tratégicos de investigación y desarrollo por sectores y
regiones, a los que puedan destinarse eficientemente  los
apoyos que prevé la Ley de Ciencia y Tecnología me-
diante los fondos Conacyt y otros mecanismos.
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III. Consideraciones

Primera. Las modificaciones propuestas a la Ley de Cien-
cia y Tecnología por la colegisladora son coincidentes con
el eje central del programa de trabajo de la Comisión de
Ciencia y Tecnología de la LXI Legislatura de la Cámara
de Diputados, ya que nos proponemos promover que los
esfuerzos realizados en la materia que nos ocupa adquieran
el rango de política de Estado, en tanto integre una visión
de largo plazo, que, con base en el análisis de la situación
que actualmente vive México y su relación con los proble-
mas que enfrenta el sector CTI, defina los ejes rectores de
la acción, los objetivos que se propone y las estrategias pa-
ra producirlos, y convoque y estimule la participación
comprometida de los actores involucrados. 

Apoyar la propuesta, también forma parte del cumplimien-
to del primero de los objetivos de nuestro programa de tra-
bajo, que refiere actualizar, enriquecer y aplicar el marco
jurídico en materia de ciencia, tecnología e innovación.

Segunda. Esta Comisión de Ciencia y Tecnología conside-
ra fundamental que las actividades de investigación cientí-
fica y el desarrollo tecnológico asuman un papel más acti-
vo en el crecimiento económico y el desarrollo social de
México, lo cual sólo puede plantearse con visión estratégi-
ca de mediano y largo plazos y metas precisas. La proyec-
ción sexenal que se acostumbra no se traduce en los nive-
les de competitividad y desarrollo socioeconómico que
caracterizan a nuestro país, frente a otros países que apos-
taron al apoyo decidido a la producción tecnológica y al
desarrollo científico como medio de superación de circuns-
tancias económicas de crisis (por ejemplo, Chile, Brasil, Ir-
landa y la India).

La visión de largo plazo requiere el compromiso de los Po-
deres Legislativo y Ejecutivo de los tres órdenes de go-
bierno. Los momentos presentes de crisis financiera global
son una valiosa oportunidad para asumir ese compromiso,
que puede hacerse, en un primer momento reforzando los
instrumentos de la política nacional de ciencia, tecnología e
innovación reconocidos por la Ley de Ciencia y Tecnología.

Tercera. México forma parte de la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), que
emitió en septiembre de 2008 un reporte en el que hace una
evaluación global de la política mexicana de innovación y
realiza diversas recomendaciones para mejorarla y poder
hacer de la investigación, el desarrollo y la innovación ele-
mentos fundamentales para el crecimiento sostenible, el

aumento de la productividad y la competitividad de las em-
presas nacionales y el desarrollo socio-económico de nues-
tro país.

Dentro de estas recomendaciones está la necesidad de que
el gobierno mexicano realice una planeación de largo pla-
zo para la ciencia, la tecnología y la innovación, y asuma
un compromiso sostenido que brinde estabilidad a la inver-
sión en actividades científicas y tecnológicas. Esta planea-
ción debe identificar los beneficios económicos y sociales
concretos como un prerrequisito indispensable para una po-
lítica efectiva de ciencia, tecnología e innovación, con re-
sultados palpables y con alto impacto social y económico. 

La OCDE menciona también la importancia de apoyar la
investigación pública para atender sectores estratégicos y
áreas tecnológicas específicas que respondan a necesidades
sociales e incrementen las ventajas competitivas, por lo
que se hace necesario precisar las áreas prioritarias de de-
sarrollo, en las políticas públicas nacionales y estatales.

Al respecto, debe reconocerse que la innovación, especial-
mente la tecnológica, se ha convertido en un tema central
de las agendas públicas de crecimiento económico, que
promueven la competitividad de las empresas y el benefi-
cio social, por los impactos y satisfacciones que puede re-
presentar en la solución de problemas nacionales, locales y
regionales. Lo anterior exige de los gobiernos en el orbe la
planeación estratégica y la formulación de proyectos con-
cretos de alcances mayores a cinco o seis años. 

Cuarta. Se coincide con la colegisladora en que lamenta-
blemente uno de los aspectos que caracteriza a nuestro pa-
ís es su escasa actividad innovadora, lo que retrasa cada día
y a una velocidad cada vez mayor el desarrollo nacional,
especialmente frente a países que consideran la investiga-
ción, el desarrollo tecnológico y la innovación como motor
de crecimiento económico, con efectos favorables en el
mediano y largo plazos. 

El reconocimiento de esta situación desventajosa, motiva
reformas legales cuya finalidad principal es sentar las ba-
ses y condiciones jurídicas mínimas que detonen el refor-
zamiento y multiplicación de programas de formación y
perfeccionamiento de capacidades humanas en pro de la
innovación tecnológica. En este contexto se plantearon las
modificaciones a la Ley de Ciencia y Tecnología aprobadas
el año pasado por el Congreso de la Unión y publicadas en
el Diario Oficial de la Federación el 12 de junio de 2009.
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Quinta. Existe concordancia con el Senado en cuanto a la
necesidad de que el Peciti, como instrumento que estable-
ce la política pública en materia de desarrollo científico,
tecnológico y de la innovación, se formule con visión de
largo plazo, con planteamientos estratégicos que se traduz-
can en programas y proyectos que repercutan favorable-
mente en la solución de problemáticas nacionales, locales
y regionales. 

Lo anterior implica que se involucren y comprometan los
Poderes Ejecutivo y Legislativo Federales, y Estatales, en
una acción coordinada y colaborativa, por lo que esta co-
misión dictaminadora coincide con la colegisladora en que
la actualización del Peciti debe promoverse y autorizarse,
después de su análisis cuidadoso, por el Consejo General,
liderado por el titular del Ejecutivo federal, e involucrar de
forma directa al Poder Legislativo en los aspectos presu-
puestales trianuales y de rendición permanente de cuentas.

Sexta. Quienes integramos la Comisión de Ciencia y Tec-
nología consideramos que el Peciti debe replantearse como
un instrumento abierto, flexible y práctico, que además de
contener los fines de la política de Estado en materia de
ciencia, tecnología e innovación, traduzca y exprese de ma-
nera precisa, directa y sensible los compromisos y sea su-
jeto de evaluación permanente. 

Por ello, la importancia de definir con precisión las áreas
del conocimiento, los programas y proyectos con los que se
atenderán, los mecanismos de seguimiento y evaluación de
sus acciones, de manera que cada tres años sea posible en-
cauzar nuevos programas y apoyos, o bien fortalecer o re-
orientar los existentes. 

Séptima. En el marco de los planteamientos anteriores, el
papel del Consejo General de Investigación Científica,
Desarrollo Tecnológico e Innovación se considera funda-
mental, dada su naturaleza de órgano de política y coordi-
nación en materia de ciencia y tecnología. Al respecto esta
comisión dictaminadora concuerda con la colegisladora en
el sentido de que el Consejo General debe operar con fre-
cuencia y revisar periódicamente los resultados del segui-
miento y evaluación de la consecución del Peciti, sus pro-
gramas, proyectos y acciones para estar en posibilidades
de autorizar su actualización trianual con el sustento nece-
sario. 

Octava. En apoyo al perfil de evolución programática que
se plantea en la minuta que se dictamina, los integrantes de
esta Comisión de Ciencia y Tecnología consideramos que

las reformas al artículo 20 de la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía habrán de precisarse en un soporte metodológico y ad-
ministrativo que las haga viables, por lo que será necesario
establecer las reglas que permitan la actualización trianual
del Peciti. En caso contrario, se corre el riesgo de que al in-
terior del Ejecutivo federal esta reforma no se haga efecti-
va por falta de disposición o reglas que establezcan el có-
mo se debe actualizar, ejecutar y evaluar dicho programa.

En este sentido será fundamental el compromiso del Eje-
cutivo federal para emitir las disposiciones que deriven de
la Ley de Ciencia y Tecnología que regulen la forma y los
términos en que se concretará la visión de largo plazo del
Peciti y su proyección a 25 años, así como los pasos a se-
guir en el proceso de actualización trianual de dicho pro-
grama, considerando que el resultado de la actualización se
someterá con posterioridad al Poder Legislativo Federal y
especialmente a esta soberanía, que goza de la facultad de
expedir anualmente el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración.

Por lo anterior, esta comisión estima necesario que a partir
de las modificaciones propuestas corresponda al secretario
general presentar al consejo directivo para su aprobación
los lineamientos generales y específicos que regulen la for-
ma y los términos en que se concretará la visión de largo
plazo del Peciti, así como el proceso para su actualización
trianual. 

Novena. Respecto al momento de actualización del Peciti,
esta comisión está de acuerdo con que se realice al inicio
de cada legislatura, como propone su colegisladora, des-
pués de considerar que el inicio de cada legislatura coinci-
de con dos momentos clave en la administración pública
del Ejecutivo federal: ya sea en el preámbulo del inicio del
periodo de gobierno federal (agosto-diciembre), ya sea con
la mitad de la gestión del Ejecutivo federal. En el primer
caso, la actualización del programa habría de tomar en
cuenta los resultados del periodo de gobierno anterior y, en
el segundo, los resultados de los primeros tres años de go-
bierno. En ambas circunstancias la actualización del pro-
grama habría de tomar en cuenta el trabajo legislativo rela-
cionado con su contenido. 

Décima. Los integrantes de la Comisión de Ciencia y Tec-
nología consideramos que las reformas planteadas en la
minuta que se dictamina son congruentes con las reformas
a la Ley de Ciencia y Tecnología promulgadas el 12 de ju-
nio de 2009, y constituyen una aportación más del Poder
Legislativo por favorecer el desarrollo, con visión de Esta-
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do, de las actividades de desarrollo científico, tecnológico
y la innovación.

Por lo expuesto, la Comisión de Ciencia y Tecnología so-
mete a consideración de la honorable asamblea, para los
efectos de la fracción A del artículo 72 constitucional, el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Ciencia y Tecnología

Artículo Único. Se reforman las fracciones I y II del artí-
culo 6; el inciso a) de la fracción II del artículo 10; el artí-
culo 20; y se adicionan un segundo párrafo al artículo 20 y
una nueva fracción III Bis al artículo 21 de la Ley de Cien-
cia y Tecnología para quedar como sigue:

Artículo 6

El Consejo General tendrá las siguientes facultades:

I. Establecer en el programa especial las políticas na-
cionales para el avance de la investigación científica, el
desarrollo tecnológico y la innovación que apoyen el
desarrollo nacional;

II. Aprobar y actualizar el Programa Especial de Cien-
cia, Tecnología e Innovación;

III. a XI. …

Artículo 10

El secretario ejecutivo del Consejo General tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. y II. ….

a) El proyecto del Programa Especial de Ciencia,
Tecnología e Innovación y sus actualizaciones, pa-
ra su aprobación;

b) y c) …

…

…

III. a VI. …

Artículo 20

El programa será considerado un programa especial y su
integración, aprobación, actualización, ejecución y eva-
luación se realizará en los términos de lo dispuesto en la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
en la Ley de Planeación y por esta ley.

El programa incluirá una visión de largo plazo y proyec-
ción de hasta veinticinco años en los términos de esta ley
y de las disposiciones que deriven de ésta. El programa
será actualizado cada tres años. Las actualizaciones
coincidirán con el inicio de cada nueva legislatura del
Congreso de la Unión.

Artículo 21

…

…

I. y II. …

a) a g) …

III. …

III Bis. Las áreas prioritarias del conocimiento y la
innovación tecnológica, así como los proyectos estra-
tégicos de ciencia, tecnología e innovación por secto-
res y regiones;

IV. y V. …

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de febrero de 2010.

La Comisión de Ciencia y Tecnología, diputados: Reyes S. Tamez
Guerra (rúbrica), presidente; Rodolfo Lara Lagunas (rúbrica), Óscar
Román Rosas González (rúbrica), Alejandro Bahena Flores (rúbrica),
Guadalupe Eduardo Robles Medina (rúbrica), secretarios; Ángel Agui-
rre Herrera (rúbrica), Nicolás Carlos Bellizia Aboaf (rúbrica), César
Francisco Burelo Burelo (rúbrica), Germán Osvaldo Cortez Sandoval
(rúbrica), Alejandro del Mazo Maza (rúbrica), José Alberto González
Morales (rúbrica), Tomás Gutiérrez Ramírez (rúbrica), Juan Enrique
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Ibarra Pedroza, Aarón Irízar López, José Francisco Javier Landero Gu-
tiérrez, Óscar Lara Salazar (rúbrica), Gerardo Leyva Hernández (rú-
brica), Ana Luz Lobato Ramírez (rúbrica), Miguel Antonio Osuna Mi-
llán (rúbrica), José Trinidad Padilla López (rúbrica), César Octavio
Pedroza Gaitán (rúbrica), María Isabel Pérez Santos (rúbrica), Jorge
Carlos Ramírez Marín (rúbrica), Jorge Romero Romero (rúbrica), Lau-
ra Margarita Suárez González (rúbrica), José Luis Velasco Lino (rúbri-
ca), José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen con proyecto de decreto que reforma el artículo
37 y adiciona los artículos 33, 43 y 44 de la Ley de Des-
arrollo Rural Sustentable.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea en votación
económica si se dispensa la lectura.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea,
en votación económica, si se le dispensa la lectura al dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse a manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse a manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 37 y adiciona el
33, 43 y 44 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión de la LXI Legislatura, me-
diante el acuerdo de la Mesa Directiva relativo a los dictá-
menes de proyectos de ley o decreto y de proposiciones
con punto de acuerdo que quedaron pendientes de resolver
por el pleno de la Cámara de Diputados de la LX Legisla-
tura, publicado en la Gaceta Parlamentaria el 18 de sep-
tiembre de 2009, fue turnada para estudio y dictamen la

iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, presentada por el
diputado Ramón Barajas López, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, publicada en la
Gaceta Parlamentaria el 28 de abril de 2009.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de De-
sarrollo Rural somete a consideración de sus integrantes el
presente dictamen, el cual se realiza conforme a los si-
guientes

Antecedentes

I. Con fecha 28 de abril de 2009, el diputado Ramón Ba-
rajas López, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, en uso de la facultad que le
confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentó an-
te el pleno de la Cámara de Diputados la iniciativa que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable.

II. En la misma fecha, el presidente de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados dispuso que dicha inicia-
tiva fuera turnada a la Comisión de Desarrollo Rural pa-
ra estudio y dictamen.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa se sustenta en el hecho de que el acceso y uso
de nuevas tecnologías de información y comunicación por
la población rural no han sido valorados, destacando que
en el Título Tercero, Capítulo II, de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable se establecen en las fracciones I y II los
sistemas nacionales de investigación y transferencia tecno-
lógica para el desarrollo rural sustentable, y de capacita-
ción y asistencia técnica rural integral. En el artículo 33 de
la citada ley se establece que la comisión intersecretarial,
con la participación del consejo mexicano, integrará la po-
lítica nacional de investigación para el desarrollo rural sus-
tentable.

Respecto al sistema nacional de capacitación y asistencia
técnica rural integral, dicho ordenamiento establece que
corresponde al gobierno federal desarrollar la política de
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capacitación. Por lo anterior, el legislador proponente con-
sidera que hay formas de establecer vínculos que redunden
en beneficio de los productores rurales, haciendo efectiva
la aplicación de la investigación, la capacitación y la trans-
ferencia de tecnología al sector productivo rural.

Para el diputado proponente, el fortalecimiento de la coor-
dinación institucional, la investigación y la transferencia de
tecnología deben ser asequibles para los productores rura-
les para conocer y, en su caso, satisfacer sus necesidades
específicas en materia de desarrollo rural sustentable, per-
mitiéndoles conocer los avances que se vayan registrando
conforme a los resultados de los procesos de investigación
y los adelantos tecnológicos que se vayan generando.

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de esta comisión formulamos las siguientes

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de dictaminadora, realizó el estudio y análisis de los plan-
teamientos expuestos en la iniciativa citada, con objeto de
valorar su contenido, deliberar e integrar el presente dicta-
men.

Segunda. La comisión dictaminadora coincide con los ar-
gumentos planteados por el legislador proponente respecto
a la importancia que revisten la investigación y la transfe-
rencia de tecnología. En términos de lo previsto en el artí-
culo 32 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, se con-
sidera entre las acciones por establecer para incrementar la
productividad y la competitividad en el ámbito rural dar
impulso a la investigación y al desarrollo tecnológico agro-
pecuario, a la apropiación tecnológica y su validación, así
como la transferencia de tecnología a los productores, pro-
moviendo la inducción de prácticas sustentables.

Tercera. Conforme a lo dispuesto en la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, el sistema nacional de investigación y
transferencia tecnológica para el desarrollo rural sustenta-
ble se establece para impulsar la generación de investiga-
ción sobre el desarrollo rural sustentable y, en particular, el
desarrollo tecnológico, su validación, transferencia y apro-
piación por los productores y demás agentes rurales, consi-
derando que la investigación y la formación de recursos hu-
manos son una inversión prioritaria para el desarrollo rural
sustentable, por lo que se deberán fortalecer las instituciones
públicas encargadas de la generación de dichos activos.

Cuarta. La comisión dictaminadora coincide con el legis-
lador proponente en que resulta conveniente que la pobla-
ción rural cuente con los elementos indispensables para
que tenga acceso a las tecnologías de la información, faci-
litando la capacitación en el uso de portales informáticos,
toda vez que con ello se fortalecen la investigación, la ca-
pacitación y la actualización de la asistencia técnica rural
integral que, para efectos productivos, satisface las necesi-
dades cognitivas de los productores rurales respecto al
aprovechamiento sustentable de los recursos naturales del
campo.

Quinta. Desde el punto de vista legislativo, si bien es cier-
to que la Ley de Desarrollo Rural Sustentable establece
instancias colegiadas como los sistemas y servicios nacio-
nales inherentes a la capacitación, asistencia técnica rural
integral, investigación y transferencia de tecnología, el ac-
ceso a tecnologías de la información y de la comunicación
no se considera de manera expresa en estas instancias. Por
ello destaca el legislador proponente que en la actualidad
tener acceso a las comunicaciones electrónicas no es una
necesidad que sólo se genere en las grandes ciudades, es
también una vía para que los actores productivos del sector
rural se comuniquen y amplíen su interacción con el resto
de la sociedad.

Sexta. La comisión dictaminadora coincide con la inten-
ción del diputado proponente de que es pertinente que la
política nacional de investigación en el ámbito del desarro-
llo rural sustentable debe considerar el uso de las tecnolo-
gías de información y comunicación tanto para su formula-
ción como para la difusión de avances con los diversos
actores de la sociedad rural.

En mérito de lo expuesto, con base en las consideraciones
anteriores y en el análisis de la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas dispo-
siciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, los in-
tegrantes de la Comisión de Desarrollo Rural de la Cáma-
ra de Diputados en la LXI Legislatura manifestamos
nuestra aprobación y sometemos a consideración de esta
honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se reforma el artículo 37, fracción I; y se
adicionan los artículos 33, con un tercer párrafo, 43, con un
segundo párrafo, y 44, con una fracción VIII, recorriéndo-
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se las subsecuentes, a la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble, para quedar como sigue:

Artículo 33. …

…

La política nacional de investigación contemplará el
uso de las tecnologías de información y comunicación
tanto para su formulación como la difusión de avances,
con los diversos actores de la sociedad rural.

Artículo 37. …

I. Atender las necesidades en materia de ciencia y tec-
nología de los productores y demás agentes de las cade-
nas productivas agropecuarias y agroindustriales y las
de carácter no agropecuario que se desarrollan en el me-
dio rural;

II. a XVIII. …

Artículo 43. …

El Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Téc-
nica Rural Integral deberá considerar el uso de las tec-
nologías de información y comunicación para el cum-
plimiento de sus propósitos.

Artículo 44. …

I. a VII. …

VIII. Las instituciones públicas de educación que
desarrollan actividades en la materia;

IX. Los organismos de educación técnica y de capa-
citación de la Secretaría de Educación Pública; y

X. Los mecanismos y las estructuras que se deberán
establecer para este fin en los distritos de desarrollo
rural.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de enero de 2010.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbri-
ca), Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Alfonso Jesús Martínez
Alcázar (rúbrica), Federico Ovalle Vaquera, María Esther Terán Veláz-
quez (rúbrica), Martín Enrique Castillo Ruz (rúbrica), Hernán de Jesús
Orantes López (rúbrica), Julio Saldaña Morán (rúbrica), secretarios;
Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh (rúbrica), María Hilaria Do-
mínguez Arvizu (rúbrica), Felipe Borja Texocotitla, Francisco Alberto
Jiménez Merino (rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Sabino Bautista
Concepción (rúbrica), Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), José
Erandi Bermúdez Méndez, Esteban Albarrán Mendoza (rúbrica), Ru-
bén Arellano Rodríguez, Alba Leonila Méndez Herrera (rúbrica), Ave-
lino Méndez Rangel, Fermín Montes Cavazos (rúbrica), Emiliano Ve-
lázquez Esquivel (rúbrica), Rolando Zubía Rivera (rúbrica), Norma
Leticia Orozco Torres (rúbrica), Alberto Esquer Gutiérrez, Sergio Er-
nesto Gutiérrez Villanueva, Arturo Ramírez Bucio (rúbrica), Francisco
Amadeo Espinosa Ramos, Israel Madrigal Ceja (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No tenemos registrado en este momento a nadie para
su discusión. En consecuencia está a discusión en lo gene-
ral. No se ha registrado ningún orador en lo general, por con-
siguiente se considera suficientemente discutido, en lo gene-
ral.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso se pregunta a la asamblea
si se reserva algún artículo para discutirlo en lo particular.

No habiendo ningún artículo reservado, pido a la Secreta-
ría que abra el sistema electrónico por 10 minutos para pro-
ceder a la votación en lo general y en lo particular en un so-
lo acto del dictamen correspondiente.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento para el Gobierno Interior.

Ábrase el sistema electrónico por 10 minutos para proceder
a la votación en lo general y en lo particular de los artícu-
los no impugnados del proyecto de decreto.

(Votación)

Señores diputados, se les informa que resta un minuto y
medio para que puedan registrar su voto en el sistema elec-
trónico.
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¿Falta alguna diputada o diputado por emitir su voto? Por fa-
vor, diputado, está abierto el sistema. Por favor, regístrelo.

¿Falta alguna diputada o diputado? Por favor, regístrenlo,
está el sistema abierto.

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? Está
abierto el sistema, por favor, quien no haya registrado su
voto hágalo en este momento.

¿Falta alguna diputada o algún diputado por emitir su vo-
to?

Los señores diputados que se acaban de integrar al recinto
está aún abierto el sistema electrónico. Quien no haya re-
gistrado su voto, favor de hacerlo en este momento.

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

De viva voz, por favor, señora diputada. Perdón diputada,
¿su nombre?

La diputada Mary Telma Guajardo Villarreal (desde la
curul): A favor.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: De
viva voz se solicita el voto de la diputada Ana Georgina
Zapata Lucero.

La diputada Ana Georgina Zapata Lucero (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Se
solicita de viva voz el voto del diputado Rafael Rodríguez
González.

El diputado Rafael Rodríguez González (desde la curul):
A favor.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Mu-
chas gracias. El diputado Díaz Brown.

El diputado Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh
(desde la curul): A favor.

El diputado Ramón Jiménez López (desde la curul): A
favor.

La diputada Maricela Serrano Hernández (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Inocencio Ibarra Piña (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Balfre Vargas Cortez (desde la curul): A fa-
vor.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Se-
ñor presidente, se emitieron 388 votos en pro, ninguno en
contra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobado en lo general y en lo particular por 388
votos el proyecto de decreto que reforma el artículo 37
y adiciona los artículos 33, 43 y 44 de la Ley de Des-
arrollo Rural Sustentable. Pasa al Senado para los efec-
tos constitucionales.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Continuamos con el siguiente punto del orden del día
que es discusión del dictamen con proyecto de decreto que
adiciona un artículo 24 Bis a la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en vota-
ción económica, si se dispensa la lectura.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea, en
votación económica, si se le dispensa la lectura. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por
la negativa sírvanse manifestarlo. 

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con pro-
yecto de decreto que adiciona el artículo 24 Bis a la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión de la LXI Le-
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gislatura, mediante el acuerdo de la Mesa Directiva relati-
vo a los dictámenes de proyectos de ley o decreto y de pro-
posiciones con punto de acuerdo que quedaron pendientes
de resolver por el pleno de la Cámara de Diputados de la
LX Legislatura, publicado en la Gaceta Parlamentaria el
pasado 18 de septiembre de 2009, fue turnada para estudio
y dictamen la iniciativa que adiciona el artículo 24 Bis de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, presentada por
el diputado Martín Óscar González Morán, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, publicada en la
Gaceta Parlamentaria el 30 de octubre de 2008.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Des-
arrollo Rural somete a consideración de sus integrantes el
presente dictamen el cual se realiza bajo los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 30 de octubre de 2008, el diputado Martín
Óscar González Morán, del Grupo Parlamentario del
Partido de Acción Nacional, haciendo uso de la facultad
que le confiere el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
sentó ante el pleno de la Cámara de Diputados, la ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

II. En la misma fecha, el presidente de la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados dispuso que dicha inicia-
tiva fuera turnada a la Comisión de Desarrollo Rural pa-
ra estudio y dictamen.

Contenido de la iniciativa

La presente iniciativa destaca la importancia de los facto-
res que fortalecen el desarrollo rural sustentable, señalando
que la tecnificación e intensificación del riego agrícola en
el campo, así como las facilidades para acceder a mayores
financiamientos para la compra de activos, como tractores
y otros tipos de maquinaria, permite a los productores ge-
nerar alimentos de mejor calidad que pueden ser ofertados
a precios más competitivos.

El legislador proponente plantea que una de las medidas
más atinadas que pudiera adoptar el gobierno federal a cor-

to plazo consiste en hacer efectiva la planeación del des-
arrollo rural sustentable a mediano y largo plazos, a través
de la creación de comités consultivos alimentarios, en las
cadenas productivas en las que se considere necesario inte-
gración que se vería reflejada al interior de los Consejos
para el Desarrollo Rural Sustentable.

Lo anterior se pretende concretar a través de la adición de
un artículo 24 Bis en el contenido de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, a fin de que estos comités consultivos
especializados en política alimentaria y conformados por
algunos miembros de los consejos, se enriquecieran con la
opinión de jóvenes egresados de carreras dedicadas al
aprovechamiento del campo, profesionales que con sus
contribuciones apoyarían a los referidos comités en el di-
seño e implantación de políticas públicas en materia ali-
mentaria, particularmente de la producción agropecuaria,
considerando las características agroecológicas, económi-
cas, sociales y culturales del estado, región o municipio de
que se trate, impulsando así la producción nacional con cri-
terios de factibilidad económica, en beneficio de producto-
res y consumidores.

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de esta comisión formulamos las siguientes

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de comisión dictaminadora, realizó el estudio y análisis de
los planteamientos expuestos en la iniciativa citada con ob-
jeto de valorar su contenido, deliberar e integrar el presen-
te dictamen.

Segunda. Esta comisión dictaminadora coincide con los ar-
gumentos planteados por el legislador proponente en que
es indispensable hacer efectiva la planeación del desarrollo
rural sustentable, haciendo uso de los conocimientos ac-
tualizados en el aprovechamiento de los recursos naturales
del campo mexicano, utilizando herramientas tales como la
tecnificación e intensificación del riego agrícola en el cam-
po, así como las facilidades para acceder a mayores finan-
ciamientos para la compra de activos, como tractores y
otros tipos de maquinaria.

Tercera. En términos de lo establecido en el artículo 22,
fracciones II, y XV de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table, la Comisión Intersecretarial para el Desarrollo Rural
Sustentable mediante la concertación que realice con las
dependencias y entidades del sector público y con los sec-
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tores privado y social integrará el sistema y el servicio na-
cionales de capacitación y asistencia técnica rural integral.
Por ello el gobierno federal desarrollará la política de ca-
pacitación a través del Sistema Nacional de Capacitación y
Asistencia Técnica Rural Integral, atendiendo la demanda
de la población rural y sus organizaciones.

Cuarta. Por otro lado, en el marco jurídico aplicable al des-
arrollo rural sustentable se tiene previsto que las acciones
en materia de cultura, capacitación, investigación, asisten-
cia técnica y transferencia de tecnología son fundamentales
para el fomento agropecuario y el desarrollo rural sustenta-
ble y se consideran responsabilidad de los tres órdenes de
gobierno y de los sectores productivos, las cuales se debe-
rán cumplir en forma permanente y adecuada a los diferen-
tes niveles de desarrollo y consolidación productiva y so-
cial.

Quinta. En este sentido, la comisión dictaminadora coinci-
de con el proponente en que es importante que tanto la ca-
pacitación, como la asistencia técnica rural integral que de-
manda de la población rural y sus organizaciones, podrá ser
atendida de manera adecuada con la creación de comités
consultivos alimentarios que operen al interior de los con-
sejos estatales, municipales y distritales, con profesionales
preparados que proporcionen la información requerida pa-
ra que los productores alimentarios cuenten con herra-
mientas eficientes para hacer uso de la tecnificación de for-
ma sustentable.

Sexta. Finalmente, en aras de enriquecer la iniciativa de re-
ferencia, el diputado Israel Madrigal Ceja expreso ante el
pleno de esta comisión dictaminadora expresó la conve-
niencia de citar en el cuerpo del artículo 24 Bis, que tam-
bién podrán incorporarse expertos de gran valía adscritos a
los centros de investigación y a instituciones educativas de
nivel superior, propuesta que fue aprobada por los inte-
grantes del pleno de la Comisión de Desarrollo Rural.

Consecuentemente, la Comisión de Desarrollo Rural, por
acuerdo unánime de sus integrantes, adiciona al segundo
párrafo del artículo 24 Bis la redacción que compila la pro-
puesta del diputado Israel Madrigal Ceja.

En mérito de lo expuesto, con base en las consideraciones
anteriores y el análisis de la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona el artículo 24 Bis de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, los integrantes de la Comi-

sión de Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados de la
LXI Legislatura manifestamos nuestra aprobación y some-
temos a consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 24 Bis a la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se adiciona un artículo 24 Bis a la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable para quedar como sigue:

Artículo 24 Bis. Se podrán integrar, dentro de los consejos
mexicano, estatales, distritales y municipales, cuando así
se considere necesario, comités consultivos alimentarios,
cuya finalidad será opinar al seno de los consejos mexica-
no, estatales, distritales y municipales en materia de pro-
ducción agropecuaria, utilizando criterios de factibilidad
técnica y económica, considerando principalmente las ca-
racterísticas agroecológicas, económicas, sociales y cultu-
rales del ámbito territorial en cuestión.

Podrán participar en los comités consultivos alimentarios,
adicionalmente a los integrantes de los consejos mexicano,
estatales, distritales y municipales, profesionistas inscritos
en el padrón de prestadores de servicios del sector rural
perteneciente al Sistema Nacional de Capacitación y Asis-
tencia Técnica Rural Integral al que hace referencia esta
ley en el Capítulo Tercero del Título Tercero, en su carác-
ter de expertos en los temas abordados por los comités con-
sultivos alimentarios, con la finalidad de reforzar la opi-
nión técnica que dichos comités puedan emitir en el seno
de los consejos mexicano, estatales, distritales y municipa-
les.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de enero de 2010.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbri-
ca), Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Alfonso Jesús Martínez
Alcázar (rúbrica), Federico Ovalle Vaquera, María Esther Terán Veláz-
quez, Martín Enrique Castillo Ruz (rúbrica), Hernán de Jesús Orantes
López (rúbrica), Julio Saldaña Morán (rúbrica), secretarios; Rogelio
Manuel Díaz Brown Ramsburgh (rúbrica), María Hilaria Domínguez
Arvizu (rúbrica), Felipe Borja Texocotitla, Francisco Alberto Jiménez
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Merino (rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Sabino Bautista Concep-
ción, Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), José Erandi Bermúdez
Méndez, Esteban Albarrán Mendoza (rúbrica), Rubén Arellano Rodrí-
guez, Alba Méndez Herrera (rúbrica), Avelino Méndez Rangel, Fermín
Montes Cavazos (rúbrica), Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica), Ro-
lando Zubia Rivera (rúbrica), Norma Leticia Orozco Torres, Alberto
Esquer Gutiérrez, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Arturo Ramí-
rez Bucio (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Israel Madri-
gal Ceja (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No se tiene registrado a ningún participante...

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado, dígame.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Quiero hablar a favor del dictamen.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Permítame. En consecuencia está a discusión el dicta-
men en lo general y en lo particular del proyecto de decre-
to. Esta Presidencia informa que se ha registrado para
discutirlo en lo general y en lo particular, a favor del pro-
yecto de decreto, el diputado Gerardo Fernández Noroña.
Adelante, diputado.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Muchas gracias, diputado presidente. Compañeros diputa-
dos, compañeras diputadas, la propuesta que estamos revi-
sando es que se integren con consejo nacional, estatal, dis-
trital y municipal para el desarrollo rural sustentable,
comités consultivos alimentarios y precisar sus facultades
y formas de integración.

Me parece que es una buena intención lo que está plante-
ando esta iniciativa y por esta razón decidí hacer uso de la
palabra a favor. Estoy planteando esta posición. Pero creo
que esta Cámara de Diputados merece una explicación de
lo que sucedió esta mañana. Rechazamos de manera abso-
luta y tajante... Sí, ése es el tema, el tema es esta iniciativa
¿no?

Entonces les decía, rechazamos de manera tajante que se
esté buscando el desprestigio del Poder Legislativo. En
más de una ocasión...

El diputado Carlos Luis Meillón Johnston (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado Meillón, dígame usted.

El diputado Carlos Luis Meillón Johnston (desde la cu-
rul): Sí, para pedirle al expositor que se apegue estricta-
mente al tema, por favor.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Como lo está solicitando el señor diputado, diputado
Fernández Noroña la moción de orden consiste en que tra-
te el tema que se está discutiendo en el punto del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona el artículo 24 Bis, de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
A ver, diputado presidente, no acepto ni su comentario ni el
del diputado y le explico por qué: el diputado está dicien-
do que me pide a mí que me centre en el tema y él no es
nadie para pedirme a mí que me centre en el tema.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No, por eso la Presidencia le está pidiendo a usted, di-
putado...

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Permítame, permítame, permítame, diputado presidente...

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le pido que se ajuste al tema correspondiente, si no
tendré que quitarle el sonido, diputado.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
No sea oficioso, diputado presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No, no es oficialidad.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
A ver, escúcheme primero. Nadie le está pidiendo a usted
que me llame a centrarme en el tema. El diputado me está
pidiendo a mí que me centre en el tema y estoy diciendo
que no es su derecho. Así es que no está haciendo la peti-
ción de manera correcta.

Segundo. Ni siquiera he expresado lo que quiero expresar
y ya están diciendo que no estoy en el tema. ¿Me leen el
pensamiento o qué es lo que pasa con este diputado panis-
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ta? No ha escuchado lo que estoy diciendo. ¿En qué mo-
mento me he desviado del tema si hago dos frases y ya me
están diciendo que me centre en el tema? Por tanto le pido,
diputado presidente, que respete mi intervención.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Se la estamos respetando y ajústese al tema que se es-
tá tratando en el dictamen, diputado.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Me ajusto al tema. Como estaba diciendo, voy a votar a fa-
vor porque el campo está abandonado, está destrozado, no
hay ni un solo apoyo a la actividad económica de los pro-
ductores del campo. Están empobrecidos, no tienen acceso
a crédito, no tienen acceso a semillas, no tienen apoyo pa-
ra ninguna posibilidad de un desarrollo productivo verda-
dero.

El campo es hoy uno de los rostros más brutales de la mi-
seria en nuestro país. La injusticia, la desigualdad y la des-
esperanza que hay en el campo obligan no sólo a tomar ini-
ciativas como la que está presentándose y que estoy
planteando mis argumentos a favor, sino obliga a cambios
de fondo para hacer de la actividad productiva del campo
la actividad económica central del país.

No tenemos suficiencia alimentaria, importamos la mayor
parte de los productos del extranjero, traemos semillas y
carnes transgénicas que estoy cierto que son los responsa-
bles, aunque no lo puedo probar, de que México tenga el
primer lugar en obesidad. Gordura monstruosa que no exis-
tía antes entre los mexicanos y que a raíz del consumo de
granos y de carne con hormonas y con manejos dizque
científicos, han generado daños brutales a la salud de la po-
blación del país.

Así es que, como ven, sigo en el tema y planteo de manera
muy clara que aquí hay compañeros y compañeras diputa-
dos que son muy celosos de la honra y muy desentendidos
del gasto. Están muy preocupados por la forma y muy des-
preocupados del fondo. Se van sobre la superficie y no so-
bre los verdaderos problemas que hay en el país como éste
del campo mexicano.

Se van sobre el asunto de si se ve mal que de repente los
diputados tomen la tribuna porque hay 44 mil trabajadores
lanzados a la calle y no ven mal que quien está usurpando
la Presidencia de la República haya comprado casas de 1
mil 940 metros cuadrados: tres casas en la colonia Las

Águilas, sin que su sueldo justifique que pueda acceder a
ese tipo de cosas. Entonces planteamos con toda firmeza y
con toda claridad nuestra decisión.

Quiero comentar aquí que el diputado Martel –con eso ter-
mino– se acercó en la mañana a nosotros, preocupado de
que pudiera usarse la toma de la tribuna para golpear al Le-
gislativo y fue esa preocupación compartida y no otra cosa
la que dio la salida que finalmente aceptamos.

Y quiero plantearlo con toda claridad, porque me parece
que en esa línea estamos coincidiendo, pero me parece que
no podemos seguirnos haciendo ciegos frente a los graves
problemas que están poniendo al país en una crisis econó-
mica, política y social brutal. Muchas gracias, compañeros
diputados, compañeras diputadas.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Tiene la palabra el señor diputado Emilio Serrano, a
favor.

El diputado Emilio Serrano Jiménez: Gracias, diputado
presidente, con su venia. Creo que es importante que refle-
xionemos –claro que estoy a favor de votar esta iniciativa–,
reflexionemos –al compañero de Acción Nacional– que es-
tamos dando motivo a que haya una reacción.

Yo les puedo garantizar, sin temor a equivocarme, que si
fuéramos escuchados quienes opinamos diferente, si fuéra-
mos atendidos en los reclamos de la gente, no habría razón
para tomar medidas drásticas, a veces exageradas que mo-
lestan y duelen. A veces no nos dejan otro camino.

Tenemos un gran desprestigio. Nos dicen que somos flojos,
que aprovechamos el espacio de diputados federales para
cobrar bien, para hacer negocios y para utilizar el fuero, es
la impresión que tiene la gente de nosotros.

Podemos constatar que sí trabajamos, habemos a quienes sí
nos interesa el trabajo legislativo, la representación popu-
lar, la gestión, y sé que muchos diputados saliendo de aquí
van a sus comunidades a escuchar a la gente, principal-
mente la del campo –el campo se está muriendo. Hacen
gestión, meten demandas, escuchan, representan a la gen-
te. Pero también hay diputados que les vale poco el traba-
jo legislativo y la representación que tenemos, que no vie-
nen, que no asisten a comisiones, que no asisten a las
plenarias, que no regresan a sus distritos, que no escuchan
a la gente, y eso es grave...
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El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Sí, diputado Escudero, dígame usted.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Presidente, para ver si es tan amable de invitar al diputado
que está haciendo el uso de la palabra a que se apegue al
tema. Hay muchos dictámenes importantes y el tiempo
apremia. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Diputado Serrano, por favor, trate el
tema correspondiente del dictamen que está a discusión.

El diputado Emilio Serrano Jiménez: Con mucho gusto,
diputado presidente...

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Permítame, diputado. Sí, diputado Fernández Noroña,
dígame.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Pediría solamente, diputado presidente, le
pediría a usted que hubiera un trato parejo a todos los di-
putados y a todas las diputadas de esta Cámara, porque el
diputado César Nava pidió la palabra en un dictamen, ha-
bló de lo que le dio la gana y nadie lo llamó al tema, se le
permitió que expresara su posición porque era conveniente
que así se hiciera. Me parece que están siendo muy parcia-
les mis compañeros diputados.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: De ninguna manera, diputado. No hay parcialidad, si-
no que se aplica el reglamento correspondiente. Y a solici-
tud de cualquiera de la asamblea, de los diputados, estamos
pidiéndole al señor diputado Serrano que por favor se ajus-
te al tema.

El diputado Emilio Serrano Jiménez: Con mucho gusto,
diputado presidente, estoy haciendo uso de mi tiempo.

Le digo al diputado que no sea hipócrita, ni falto de me-
moria, porque aquí se han tratado temas diferentes.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Le pido diputado, por favor, que mantenga la cordura
y el respeto para los compañeros de la asamblea.

El diputado Emilio Serrano Jiménez: Con mucho gusto,
diputado presidente. Hay que ser congruentes, no sirvamos
de tapete de nadie, hay que tener vergüenza. El interés pri-
mordial es el país, es México. Antes de los intereses perso-
nales, de grupo o de partido, son los intereses de México;
es lo que se nos ha olvidado.

Aquí se ha desviado, no una, sino muchas veces el tema y,
sin embargo, no han protestado. Insisto, voy a votar a fa-
vor, pero por un desarrollo auténtico del campo, que nos dé
de comer a los mexicanos, que cree fuentes de trabajo. Se
está abandonando al campo, porque quienes lo trabajan se
están muriendo de hambre. Ni siquiera hay producción pa-
ra el autoconsumo. Es a donde debemos enfocar nuestras
baterías, nuestra atención, a sacar a esa gente de la miseria.

El campo daba de comer a los mexicanos y ahora somos
consumistas. No producimos en el campo. Los apoyos no
deben ser para terratenientes, sino para los de la pequeña y
mediana producción en el campo. Claro que mi voto es a
favor y, de veras, vamos a ser parejos y todos centrarnos al
tema que nos ocupa, porque siempre la tribuna se utiliza
para hablar de todo, menos del tema que se está tratando.

Y si va a ser para unos, que sea parejo para todos, porque
cuando se toman medidas drásticas, es cuando se provoca
la reacción. Y la gente está cansada, muy cansada. Vamos
a abonar todos, vamos a cambiar el rumbo del país, pero
con trabajo, no deteniendo la protesta, no deteniendo la de-
manda, no deteniendo el grito de justicia, hay que trabajar
para lograrla. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. En virtud de no haber más oradores
inscritos, y en los términos del artículo 122 que señala que
cuando sólo piden en pro podrán ser hasta dos miembros de
la Cámara quienes hagan uso de la palabra. Se considera
suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico por 10
minutos, para proceder a la votación en lo general y en lo
particular del proyecto de decreto.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamento
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para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electrónico por
10 minutos para proceder a la votación en lo general y en
lo particular del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? Toda-
vía nos queda un minuto.

¿Falta alguna diputado o diputado por emitir su voto? Cié-
rrese el sistema.

Los diputados que no pudieron emitirlo pueden hacerlo de
viva voz.

La diputada Ana Georgina Zapata Lucero (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Rafael Rodríguez González (desde la curul):
A favor.

La diputada María Dolores del Río Sánchez (desde la
curul): A favor.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: El de la
voz, a favor.

El diputado Roberto Rebollo Vivero (desde la curul): A
favor.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Diputado
presidente, se informa que son 372 a favor, 0 en contra, 1
abstención.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Gracias, diputado. Aprobado en lo general y en lo
particular por 372 votos a favor el proyecto de decreto
que adiciona un artículo 24 Bis a la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable. Pasa al Senado para los efectos
constitucionales.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen con proyecto de decreto que reforma el artículo
84 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en vota-
ción económica, si se dispensa la lectura.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se le dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
favor de manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa favor de manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, señor presidente. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 84 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión de la LXI Legislatura, me-
diante el acuerdo de la Mesa Directiva relativo a los dictá-
menes de proyectos de ley o decreto y de proposiciones
con punto de acuerdo que quedaron pendientes de resolver
por el pleno de la Cámara de Diputados de la LX Legisla-
tura, publicado en la Gaceta Parlamentaria el 18 de sep-
tiembre de 2009, fue turnada para estudio y dictamen la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un tercer
párrafo del artículo 84 de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, presentada por el diputado Ramón Barajas López,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional (PRI).

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, 72 y
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 58, 60, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de De-
sarrollo Rural somete a consideración de sus integrantes el
presente dictamen, el cual se realiza conforme a los si-
guientes

Antecedentes

1. La iniciativa mencionada fue presentada por el dipu-
tado Ramón Barajas López, del Grupo Parlamentario
del PRI, el 24 de abril de 2009 y fue publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria de esa fecha.
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2. En términos del último párrafo del artículo 94 del Re-
glamento para Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, la iniciativa referida
en el proemio del presente dictamen fue turnada por la
Mesa Directiva de la LXI Legislatura a la Comisión de
Desarrollo Rural como parte de los asuntos legislativos
pendientes de resolución con el carácter de proyectos.

Contenido de la iniciativa

1. La iniciativa materia del presente dictamen implica la
adición del tercer párrafo del artículo 84 de la Ley de Des-
arrollo Rural Sustentable, para quedar como a continuación
se transcribe:

Artículo Único. Se reforma y adiciona un tercer párra-
fo al artículo 84 de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table, para quedar como sigue:

Artículo 84. El gobierno federal, a través de las depen-
dencias y entidades competentes, en coordinación con
los gobiernos de las entidades federativas y con la par-
ticipación de los productores beneficiarios, promoverá
el desarrollo de la electrificación y los caminos rurales
y obras de conservación de suelos y agua, considerán-
dolos como elementos básicos para el mejoramiento de
las condiciones de vida de los habitantes del medio ru-
ral y de la infraestructura productiva del campo.

…

La infraestructura de comunicación deberá ser la
adecuada a las condiciones geográficas y climatoló-
gicas de la zona, así como con la calidad requerida
para ser usada por transporte de personas, produc-
tos, insumos y maquinaria necesarios para las tareas
agrícolas, ganaderas y pecuarias, incidiendo en la
producción y en las condiciones de bienestar de la
población rural.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de la comisión formulamos las siguientes

Consideraciones

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de dictaminadora, realizó el estudio y análisis de los plan-
teamientos expuestos en la iniciativa precitada, con objeto
de valorar su contenido, deliberar e integrar el presente dic-
tamen.

Segunda. La Ley de Desarrollo Rural Sustentable, como
ordenamiento reglamentario de la fracción XX del artículo
27 constitucional, considera de interés público el desarro-
llo rural sustentable, que incluye la planeación y organiza-
ción de la producción agropecuaria, su industrialización y
comercialización, y de los demás bienes y servicios, y to-
das las acciones tendentes a la elevación de la calidad de
vida de la población rural, según lo previsto en el artículo
26 de la Carta Magna, para lo cual el Estado tendrá la par-
ticipación que determina este ordenamiento.

Tercera. En términos de lo establecido en el artículo 20 de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, la comisión inter-
secretarial se encargará de atender, coordinar y dar el se-
guimiento correspondiente a los programas sectoriales y
especiales que tengan como propósito impulsar el desarro-
llo rural sustentable. Asimismo, será la responsable de pro-
mover y coordinar las acciones y la concertación de la asig-
nación de responsabilidades a las dependencias y entidades
federales competentes en las materias consideradas en la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Cuarta. Según lo establece el artículo 36, fracción I, de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, a la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes corresponde
formular y conducir las políticas y los programas para el
desarrollo del transporte y las comunicaciones de acuerdo
con las necesidades del país. Asimismo, conforme a los ar-
tículos 20 y 21 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable,
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes es una de
las dependencias integrantes de la Comisión Intersecreta-
rial para el Desarrollo Rural Sustentable.

Quinta. Como expone el legislador proponente, en el cam-
po mexicano hay una notable demanda de vías de comuni-
cación eficientemente acondicionadas, las que optimizarí-
an el transporte de personas y productos resultado de las
actividades económicas del sector rural, facilitando el ac-
ceso de insumos, materias primas, equipos y maquinaria
para las tareas productivas, incrementando el bienestar de
la población que vive en el campo y, con ello, propiciando
una efectiva calidad de vida a ese sector de la población.
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Sexta. En consecuencia, de aprobarse la adición propuesta
en la iniciativa de referencia, al establecer que la infraes-
tructura de comunicación deberá tomar en cuenta las con-
diciones geográficas y climáticas de cada zona, así como
con la calidad requerida para ser usada por transporte de
personas, productos, insumos y maquinaria necesarias pa-
ra las tareas agrícolas, ganaderas y pecuarias, se estarían
haciendo efectivas las acciones tendentes a la elevar de la
calidad de vida de la población rural, de conformidad con
la fracción XX del artículo 27 de la Constitución Política y
con el objeto de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Conclusiones

Primera. En virtud de lo anterior y una vez que la comi-
sión dictaminadora ha entrado en el análisis del fondo del
asunto, valorando los argumentos que sustentan la adición
propuesta en la iniciativa, se determina que la propuesta le-
gislativa es jurídicamente procedente.

Segunda. Consecuentemente, la Comisión de Desarrollo
Rural considera que es procedente aprobar la iniciativa ma-
teria de este dictamen, por resultar congruente con lo esta-
blecido por la fracción XX del artículo 27 constitucional y
con el objeto que persigue la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, por lo que respecta a elevar la calidad de vida de
la población rural.

En mérito de lo expuesto, y con base en las consideracio-
nes anteriores y en el análisis de la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma el artículo 84 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, en su primer párrafo, y se
adiciona al mismo artículo 84 un párrafo tercero, los inte-
grantes de la Comisión de Desarrollo Rural de la Cámara
de Diputados de la LXI Legislatura manifestamos nuestra
aprobación y sometemos a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 84 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo y se adicio-
na un tercer párrafo al artículo 84 de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 84. El gobierno federal, a través de las dependen-
cias y entidades competentes, en coordinación con los go-
biernos de las entidades federativas y con la participación
de los productores beneficiarios, promoverá el desarrollo

de la electrificación y los caminos rurales y obras de con-
servación de suelos y agua, considerándolos elementos bá-
sicos para el mejoramiento de las condiciones de vida de
los habitantes del medio rural y de la infraestructura pro-
ductiva del campo.

…

La infraestructura de comunicación rural deberá ser la
adecuada a las condiciones geográficas y climáticas de
la zona, así como con la calidad requerida para ser usa-
da por transporte de personas, productos, insumos y
maquinaria necesarios para las tareas agrícolas y pe-
cuarias, incidiendo en la producción y en las condicio-
nes de bienestar de la población rural.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de diciembre de 2009.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences (rúbri-
ca), Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh (rúbrica), María Esther
Terán Velázquez (rúbrica), Hernán de Jesús Orantes López (rúbrica),
Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Federico Ovalle Vaquera (rú-
brica), Martín Enrique Castillo Ruz (rúbrica), Julio Saldaña Morán (rú-
brica), Alfonso Jesús Martínez Alcázar (rúbrica), secretarios; Felipe
Borja Texocotitla (rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Guadalupe Pé-
rez Domínguez, Esteban Albarrán Mendoza (rúbrica), María Hilaria
Domínguez Arvizu, Francisco Alberto Jiménez Merino, Sabino Bau-
tista Concepción, José Erandi Bermúdez Méndez, Rubén Arellano Ro-
dríguez (rúbrica), Alba Leonila Méndez Herrera (rúbrica), Fermín
Montes Cavazos, Rolando Zubía Rivera, Alberto Esquer Gutiérrez (rú-
brica), Arturo Ramírez Bucio (rúbrica), Avelino Méndez Rangel, Emi-
liano Velázquez Esquivel (rúbrica), Norma Leticia Orozco Torres, Ser-
gio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Francisco Amadeo Espinosa Ramos,
Israel Madrigal Ceja (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: No existiendo participación de la comisión, en conse-
cuencia está a discusión en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto.

No existiendo quien haga uso de la palabra, se considera
suficientemente discutido en lo general y en lo particular.
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Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico por 10
minutos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular del proyecto de decreto.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico hasta por 10 minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular del proyecto de decreto.

(Votación)

Todavía está el tablero electrónico abierto, señores diputa-
dos. Pueden emitir su voto. Ciérrese el tablero electrónico.

La diputada Ana Georgina Zapata Lucero (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Enrique Torres Delgado (desde la curul): A
favor.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Vamos a empezar de derecha a izquierda, por favor.

El diputado Gustavo González Hernández (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Miguel Antonio Osuna Millán (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Arturo Ramírez Bucio (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul):
La de la voz, a favor.

El diputado Pedro Ávila Nevárez (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Guadalupe Acosta Naranjo (desde la curul):
A favor.

El diputado Héctor Hernández Silva (desde la curul): A
favor.

La diputada Leticia Robles Colín (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Balfre Vargas Cortez (desde la curul): A fa-
vor. 

El diputado Armando Ríos Piter (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Uriel López Paredes (desde la curul): A fa-
vor.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: A
favor.

Señor presidente, se emitieron 357 votos a favor, 0 en con-
tra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Aprobado en lo general y en lo particular por 357
votos el proyecto de decreto que reforma el artículo 84
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Pasa al Se-
nado para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: El siguiente punto del orden del día es la discusión del
dictamen con proyecto de decreto que reforma y adiciona
los artículos 21 y 33 de la Ley General de Educación. En
virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Parla-
mentaria consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Dolores del Río Sánchez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económica
se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al dicta-
men. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse a manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura. 

«Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 21 y 33 de la Ley General de Educa-
ción

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con opinión de la Comisión de Asuntos Indígenas, de
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la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión de la LX Legislatura le fue turnada para su estudio
y análisis la minuta con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 21 y 33 de la Ley General de Educa-
ción, en materia de educación indígena.

De conformidad con lo enunciado en los artículos 71 y 72
constitucionales, y de conformidad con los artículos 39, 43,
44 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en 56, 60, 88, 93 y 94 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se procedió al análisis de la mencionada
minuta, presentando a consideración de esta honorable
asamblea, el siguiente dictamen:

I. Antecedentes

1. El 8 de febrero de 2007, el senador Gabino Cué Mon-
teagudo, del Grupo Parlamentario del Partido Conver-
gencia, presentó ante el Pleno del Senado iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Educación,
de manera que se garantice que la educación indígena
sea bilingüe e intercultural. La iniciativa fue suscrita,
además, por el senador Guillermo Enrique Marcos Tam-
borrel Suárez, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

2. El 6 de septiembre de 2007, el senador Adolfo Tole-
do Infanzón del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, presentó ante el Pleno del Senado de la
República iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma la fracción I del artículo 33 de la Ley Gene-
ral de Educación, con el propósito de garantizar que se
atienda de manera especial a las escuelas de las comu-
nidades indígenas y se impulsen la matriculación, la
asistencia escolar y la conclusión de estudios de las ni-
ñas y niños indígenas.

3. El 29 de octubre de 2007 el senador Andrés Galván
Rivas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional presentó iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación, con el propósito de incorporar la fi-
gura de la educación básica intercultural y bilingüe y
propiciar la formación de profesores especializados en
lenguas indígenas, así como generar los contenidos edu-
cativos, materiales didácticos, escuelas y demás proce-
sos educativos necesarios para la especialidad.

4. En esa misma fecha y por disposición de la Presiden-
cia de la Mesa Directiva del Senado de la República, las
iniciativas fueron turnadas para su estudio y dictamen a
las Comisiones Unidas de Educación y de Estudios Le-
gislativos y, en particular, la del senador Andrés Galván
Rivas se turnó, además, a la Comisión de Asuntos Indí-
genas.

5. El 21 de abril de 2008 el dictamen se aprobó en la Cá-
mara de Senadores por 70 votos y, en esa misma fecha,
la minuta se turnó a la Cámara de Diputados para los
efectos del inciso a) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

6. El 22 de abril de 2008 la Minuta se recibió en la Cá-
mara de Diputados, y la Presidencia de la Mesa Directi-
va acordó turnarla a la Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos, con opinión de la Comisión de
Asuntos Indígenas.

7. Con fecha 1 de abril de 2009, el dictamen con senti-
do positivo –que incorpora la opinión de la Comisión de
Asuntos Indígenas– fue aprobado por el Pleno de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos,
LX Legislatura.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
llevó a cabo el análisis de la minuta en cuestión y el pre-
sente dictamen, en el que se considera la opinión de la Co-
misión de Asuntos Indígenas, da cuenta de las observacio-
nes, comentarios y conclusiones expresadas en relación
con el contenido de la misma.

II. Contenido de la minuta 

La minuta da cuenta del contenido de las tres iniciativas
dictaminadas, en las cuales los Senadores promoventes ex-
presan preocupación por la calidad de la atención educati-
va que reciben los hablantes de lenguas indígenas que cur-
san por los distintos niveles del sistema educativo nacional.
Las iniciativas proponen un conjunto de reformas y adicio-
nes a la Ley General de Educación, cuyo contenido se sin-
tetiza en las siguientes líneas:

1. Iniciativa del senador Cué Monteagudo:

a. Incorporar el derecho de los indígenas a recibir
educación bilingüe e intercultural en sus pueblos y
comunidades. 
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b. Establecer un sistema de becas para los estudian-
tes indígenas de todos los niveles educativos.

c. Establecer un sistema de educación, formación y
capacitación que asegure la atención educativa de la
población indígena.

d. Promover la preservación y difusión de la cultura
indígena.

e. Elaborar y mantener actualizados libros de texto
gratuitos en lenguas indígenas.

f. Incorporar las necesidades y propuestas de las co-
munidades indígenas en las acciones federales y es-
tatales dirigidas a apoyar la función social educativa.

g. Tomar medidas para garantizar el acceso a la edu-
cación y la permanencia de los alumnos provenien-
tes de comunidades indígenas.

h. Facultar a los Consejos Municipales de Participa-
ción Social para que promuevan la cultura de los
pueblos indígenas.

i. Incorporar a representantes de las comunidades in-
dígenas en los Consejos Estatales de Participación
Social.

2. Iniciativa del senador Toledo Infanzón:

a. Especificar que la atención de las escuelas ubica-
das en comunidades indígenas, junto con las que se
encuentran en localidades aisladas y zonas urbanas
marginadas, deberá ser prioritaria para las autorida-
des educativas, estableciendo incentivos que impul-
sen el ingreso, la asistencia y la conclusión de los es-
tudios.

3. Iniciativa del senador Galván Rivas:

a. Añadir el texto “y educación básica intercultural y
bilingüe” en todas las referencias que se hacen a la
“educación básica”, específicamente en las fraccio-
nes I, II, VI y XIII del artículo 12; las fracciones I a
VI del artículo 13; la fracción IV del artículo 14; los
párrafos primero y segundo del artículo 16; la frac-
ción I del artículo 20; primer párrafo del artículo 37;
el artículo 38; el primer párrafo del artículo 48; el

primer párrafo del artículo 51; primer párrafo del ar-
tículo 53; segundo párrafo del artículo 54; fracción
III del artículo 55; primero y cuarto párrafos del ar-
tículo 69; segundo párrafo del artículo 70; y, frac-
ción III del artículo 77.

III. Consideraciones del Senado

En sus consideraciones, la Cámara de Senadores señala
que “las iniciativas en análisis representan un esfuerzo de
reflexión de parte de los iniciantes por tratar de incidir en
el hecho de que la educación indígena en general mantiene
índices de eficiencia terminal y deserción por debajo de la
media nacional y un índice superior de reprobación, no
obstante la puesta en marcha de planes y programas para
lograr mayor equidad y cobertura en la educación en las
comunidades en las que habitan. Asimismo, también son
muestran del interés de los senadores por encontrar fórmu-
las que permitan mantener el patrimonio cultural intangible
que representan los idiomas indígenas, cuya pérdida se
acrecienta cuando las propias comunidades dejan de escri-
bir y comunicarse en su propia lengua…”

Sin embargo, la codictaminadora destaca diversos argu-
mentos en los cuales fundamenta modificaciones a las pro-
puestas de los promoventes. Los principales argumentos se
citan a continuación:

1. La reforma a los artículos 1o., 2o., 4o., 8o. y 115
constitucionales promulgada el 14 de agosto de 2001,
otorga mayor presencia en el orden jurídico nacional a
las inquietudes y demandas de los pueblos y comunida-
des indígenas, pues se reconoce la autonomía de los
pueblos para preservar y enriquecer sus lenguas, así co-
mo para fortalecer su cultura e identidad; también se es-
tipula la obligación del Estado para garantizar e incre-
mentar los niveles de escolaridad de la población
indígena, favoreciendo la educación bilingüe e intercul-
tural, la alfabetización, la conclusión de la educación
básica, la capacitación productiva y la educación media
superior y superior, además de establecer un sistema de
becas para los estudiantes indígenas de todos los niveles
y definir programas educativos de contenido regional
que reconozcan el legado cultural de los pueblos indí-
genas.

2. En congruencia con lo anterior, el 13 de marzo de
2003 se adicionó la fracción IV del artículo 7o. de la
Ley General de Educación, misma que establece como
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uno de los fines de la educación que imparta el Estado
la promoción, mediante la enseñanza, del conocimiento
de la pluralidad lingüística de la nación y el respeto a los
derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, así como
que los hablantes de lenguas indígenas tendrán acceso a
la educación obligatoria en su propia lengua y en español.

3. Asimismo, se publicó la Ley General de Derechos
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, cuyo artículo 11
establece que las autoridades educativas federales y es-
tatales garantizarán que la población indígena tenga ac-
ceso a la educación obligatoria, bilingüe e intercultural,
y adoptarán las medidas necesarias para que en el siste-
ma educativo se asegure el respeto a la dignidad e iden-
tidad de las personas, independientemente de su lengua;
también se establece que en los niveles medio y superior
se fomentará la interculturalidad, el multilingüismo y el
respeto a la diversidad y los derechos lingüísticos. El ar-
tículo 13 de la citada ley señala lo siguiente:

“Corresponde al Estado en sus distintos órdenes de
gobierno la creación de instituciones y la realización
de actividades en sus respectivos ámbitos de compe-
tencia, para lograr los objetivos generales de la pre-
sente ley, y en particular las siguientes:

I. Incluir dentro de los planes y programas, nacio-
nales, estatales y municipales en materia de educa-
ción y cultura indígena las políticas y acciones ten-
dientes a la protección, preservación, promoción y
desarrollo de las diversas lenguas indígenas nacio-
nales, contando con la participación de los pueblos
y comunidades indígenas;

...

IV. Incluir en los programas de estudio de la educa-
ción básica y normal, el origen y evolución de las
lenguas indígenas nacionales, así como de sus apor-
taciones a la cultura nacional;

V. Supervisar que en la educación pública y priva-
da se fomente o implemente la interculturalidad, el
multilingüismo y el respeto a la diversidad lingüís-
tica para contribuir a la preservación, estudio y de-
sarrollo de las lenguas indígenas nacionales y su li-
teratura;

VI. Garantizar que los profesores que atiendan la
educación básica bilingüe en comunidades indíge-

nas hablen y escriban la lengua del lugar y conoz-
can la cultura del pueblo indígena de que se trate;

VII. Impulsar políticas de investigación, difusión,
estudios y documentación sobre las lenguas indíge-
nas nacionales y sus expresiones literarias;

VIII. Crear bibliotecas, hemerotecas, centros cultu-
rales u otras instituciones depositarias que conser-
ven los materiales lingüísticos en lenguas indígenas
nacionales;

IX. Procurar que en las bibliotecas públicas se re-
serve un lugar para la conservación de la informa-
ción y documentación más representativa de la lite-
ratura y lenguas indígenas nacionales;

...” 

4. La Secretaría de Educación Pública, a través de la Di-
rección General de Educación Indígena (DGEI) ha
constituido una red de servicios educativos en el territo-
rio nacional para atender el rezago educativo en la po-
blación indígena y para dar solución a la demanda edu-
cativa bilingüe e intercultural. 

5. De acuerdo con datos de la DGEI, para el ciclo esco-
lar de 2004-2005 “de los 62 grupos indígenas que exis-
ten en el país, 54 grupos étnicos cuentan con los servi-
cios de educación inicial, preescolar y primaria
indígena, así como de apoyo y asistenciales. Estos ser-
vicios se encuentran ubicados en 25 entidades federati-
vas, siendo las lenguas con mayor captación de matri-
cula: Náhuatl, Mixteco, Tseltal, Tsotsil, Zapoteco,
Hñahñu y Maya”.

6. En preescolar se brindan servicios en 46 lenguas in-
dígenas, principalmente Náhuatl, Mixteco, Maya, Zapo-
teco y Tseltal. El servicio de primaria se brinda en 51
lenguas indígenas, siendo el Náhuatl, Mixteco, Tseltal,
Tsotsil, Hñahñu, Mazateco, Zapoteco y Chol las que
mayor número de alumnos concentran. Los servicios de
educación indígena se ofrecen en entidades en las que
no existen grupos originarios, pero que por efectos de la
migración interna cuentan con población indígena.

Con base en las consideraciones anteriores, el senado for-
mula el siguiente:
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“Proyecto de decreto que reforma los artículos 21 y
33 de la Ley General de Educación en relación con la
educación indígena

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artí-
culo 21; se reforma la fracción I y se adiciona una frac-
ción XIII recorriendo la actual a la XIV del mismo artí-
culo 33, para quedar como sigue:

Artículo 21. El educador es promotor, coordinador y
agente directo del proceso educativo. Deben proporcio-
nársele los medios que le permitan realizar eficazmente
su labor y que contribuyan a su constante perfecciona-
miento.

Para ejercer la docencia en instituciones establecidas
por el Estado, por sus organismos descentralizados y
por los particulares con autorización o con reconoci-
miento de validez oficial de estudios, los maestros de-
berán satisfacer los requisitos que, en su caso, señalen
las autoridades competentes. En el caso de los maes-
tros de educación indígena que no tengan licenciatu-
ra como nivel mínimo de formación, deberán parti-
cipar en los programas de capacitación que diseñe la
autoridad educativa y certificar su bilingüismo en la
lengua indígena que corresponda y el español.

...

...

...

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artícu-
lo anterior, las autoridades educativas en el ámbito de
sus respectivas competencias llevarán a cabo las activi-
dades siguientes:

I. Atenderán de manera especial las escuelas en que, por
estar en localidades aisladas, zonas urbanas marginadas
o comunidades indígenas, sea considerablemente ma-
yor la posibilidad de atrasos o deserciones, mediante la
asignación de elementos de mejor calidad para enfrentar
los problemas educativos de dichas localidades;

De la II. a la XII. ....

XIII. Proporcionarán materiales educativos en las
lenguas indígenas que correspondan en las escuelas en
donde asista mayoritariamente población indígena.

XIV. Realizarán las demás actividades que permitan
ampliar la calidad y la cobertura de los servicios educa-
tivos, y alcanzar los propósitos mencionados en el artí-
culo anterior.

...

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.”

IV. Consideraciones de la comisión

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
coincide en lo general y en lo particular con el dictamen
elaborado por la Cámara de Senadores, así como con el
proyecto de decreto que se propone en la minuta. 

De manera específica, esta comisión coincide con la codic-
taminadora cuando señala que la educación bilingüe e in-
tercultural a que se refieren los preceptos constitucionales,
no implica la puesta en marcha de un sistema paralelo a la
educación básica que atienda específicamente a esa pobla-
ción, ni tampoco se orienta al establecimiento de un nuevo
tipo educativo. La educación bilingüe e intercultural forma
parte de la educación básica, integrada por los niveles pre-
escolar, primaria y secundaria, de acuerdo con lo estipula-
do en el artículo 37 de la Ley General de Educación. 

Como señala el Senado, algunos de los temas propuestos
por los senadores promoventes están expresados en la Ley
General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indíge-
nas, así como en los fines educativos señalados en la frac-
ción IV del artículo 7o. de la Ley General de Educación:

“IV. Promover mediante la enseñanza el conocimiento
de la pluralidad lingüística de la nación y el respeto a los
derechos lingüísticos de los pueblos indígenas.

Los hablantes de lenguas indígenas, tendrán acceso a la
educación obligatoria en su propia lengua y español.”

Sin embargo, como complemento a la disposición citada
anteriormente, esta comisión considera pertinente la refor-
ma al artículo 33 de la Ley General de Educación, que pro-
pone proporcionar materiales educativos en las lenguas in-
dígenas correspondientes, en aquellas escuelas a las que
asista población indígena, ya sea de manera mayoritaria o
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no. Es importante mencionar que en este sentido hay un gran
avance, ya que –como los señala el dictamen del Senado–
actualmente la SEP ha publicado libros de texto gratuitos en
las 42 lenguas indígenas que se hablan en nuestro país.

Interesa destacar que la distribución y uso pedagógico de
libros de texto en lengua indígena –elevada a rango de ley-
constituye, sin duda, un elemento importante en la cons-
trucción de una sociedad plural, entendiendo que esto sig-
nifica el reconocimiento de los sectores culturalmente dife-
renciados “como gente que no son iguales que nosotros,
pero que son legítimamente diferentes”.1 De acuerdo con
Díaz (2001), “no es lo mismo tratar de utilizar el instru-
mento educativo del Estado [los libros de texto gratuitos]
para crear una nación unitaria, culturalmente homogénea,
que para construir una nación plural”.

Respecto a la formación de los educadores, la fracción I del
artículo 20 de la misma ley, establece las instancias res-
ponsables del sistema de formación, actualización, capaci-
tación y superación profesional para maestros con nivel li-
cenciatura. Este sistema también incluye la formación de
maestros indígenas, encargados de la atención educativa en
las 24 entidades federativas en las que se prestan servicios
de educación indígena.

Sin embargo, es necesario reconocer que nuestro sistema
educativo aún enfrenta el reto de lograr que todos los niños
y jóvenes indígenas sean atendidos por maestros profesio-
nales y bilingües, cuya lengua materna –además- coincida
con la de los alumnos que atienden. Por esta razón, se con-
sidera pertinente la reforma propuesta al artículo 21 de la
Ley General de educación, en el sentido de que los docen-
tes de educación indígena que no cuenten con estudios de
licenciatura, participen de manera obligatoria en progra-
mas de profesionalización, además de que acrediten su bi-
lingüismo.

Esta propuesta no pretende constituirse en un mecanis-
mo que permita a personas sin la formación adecuada
acceder, en un futuro, como docentes de educación in-
dígena, sino garantizar que todos los profesores adscri-
tos actualmente a este subsistema cuenten con estudios
profesionales en la docencia. 

De acuerdo con datos de la SEP,2 los jóvenes maestros que
atienden a los niños indígenas tienen una “insuficiente ca-
pacitación y actualización”, pues sólo tienen estudios de
secundaria o preparatoria. Sólo 9% (4 mil 626) del total de
los maestros indígenas han logrado acreditar exámenes pa-

ra profesores en servicio. Sin embargo, esa condición se
complica porque de un catálogo de 539 programas de ac-
tualización, sólo 30% son orientados específicamente a los
maestros de las comunidades indígenas.

Por su parte, el Observatorio Ciudadano de la Educación3
destaca que “los docentes indígenas todavía son contrata-
dos sólo con estudios de bachillerato y enviados, después
de un curso de inducción de tres meses, a laborar frente a
grupo. Se les pide que se inscriban en la licenciatura se-
miescolarizada de la Universidad Pedagógica Nacional, que
cursan en cuatro o cinco años. Hace algunos años, los do-
centes eran contratados con secundaria. Esto explica porqué
en las escuelas indígenas ahora poco menos del 50% de los
maestros no cuentan con estudios de licenciatura.”

En este sentido, la dictaminadora hace hincapié en que los
programas de capacitación que la autoridad educativa dise-
ñe, deben cumplir con los criterios de calidad y pertinen-
cia, por lo cual es necesario que no se limiten a cursos
breves sino que contemplen diversas estrategias que
aseguren una preparación profesional sólida de todos
los docentes que atienden actualmente población indí-
gena. 

En relación con el tema de la equidad educativa –en cober-
tura, permanencia y eficiencia terminal– esta comisión
coincide con el Senado cuando señala que es suficiente la
normatividad vigente, pues la Ley General de Educación
incluye un capítulo sobre el tema. Los distintos apartados
del artículo 33 incluyen a la educación indígena como su-
jeto implícito, aunque también se coincide con el Senado
en que es pertinente retomar la propuesta de enfatizar que
los esfuerzos educativos deben establecer como prioridad
la atención de las escuelas indígenas, además de las escue-
las ubicadas en zonas rurales y urbanas de alta margina-
ción, debido a que es en ellas donde se concentran los ma-
yores rezagos.

Respecto a la propuesta de entregar materiales educativos
en lengua indígena en las escuelas en donde asista mayori-
tariamente población indígena, es importante destacar que
su inclusión en el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción implica una obligación concurrente de los distintos ór-
denes de gobierno, debido a que el citado artículo estable-
ce explícitamente las actividades que deberán llevar a cabo
“las autoridades educativas en el ámbito de sus respectivas
competencias…” Por tanto, dicha labor no es exclusiva del
gobierno federal, sino de las entidades federativas y
municipios, en concurrencia.
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En apoyo a lo anterior debe mencionarse que en el presen-
te ciclo escolar la SEP, a través del subsistema de educa-
ción indígena, atiende a más de 1.3 millones de alumnos de
primaria y secundaria, para quienes se producen materiales
educativos en las 42 lenguas indígenas de nuestro país, más
algunas variantes dialectales. La producción actual de li-
bros de texto en lengua indígena asciende a más de 1.5 mi-
llones de ejemplares.4

Los datos anteriores permiten apreciar que existe un avan-
ce considerable respecto a la propuesta de reforma del artí-
culo 33, por lo cual la medida no implicaría erogaciones
extraordinarias. Además, es importante mencionar que la
reforma se plantea en un sentido más amplio que la sola
producción de materiales educativos, ya que la “entrega de
materiales” incluye también la distribución oportuna de los
mismos, lo cual es competencia de las autoridades educati-
vas estatales; de esta manera, un efecto probable de la re-
forma sería la mejora de los sistemas de distribución.

Otro señalamiento en que se coincide con el dictamen del
Senado, es que el artículo 38 de la citada Ley señala que en
los tres niveles de la educación básica se realizarán las
adaptaciones necesarias para responder a las características
lingüísticas y culturales de cada uno de los diversos grupos
indígenas del país, así como de la población rural dispersa
y grupos migratorios. En este sentido, resulta redundante la
propuesta de añadir el término “intercultural y bilingüe” en
cada uno de los artículos en los que se habla de la educa-
ción básica.

De manera más general, esta comisión destaca que la re-
forma propuesta por el Senado refrenda el compromiso ad-
quirido con la sociedad para reivindicar los derechos de to-
dos los mexicanos, en particular de los pueblos indígenas.
Es importante recordar que el artículo 2 de nuestra Carta
Magna decreta que la nación mexicana es única e indivisi-
ble, y reconoce su composición pluricultural, sustentada
originalmente en sus pueblos indígenas. El mismo artículo
impone la obligación a la federación, estados y municipios
para promover la igualdad de oportunidades de los indíge-
nas y eliminar cualquier práctica discriminatoria. 

Asimismo, la reforma propuesta está en armonía con los
esfuerzos internacionales para preservar la diversidad cul-
tural de los pueblos. En la Declaración Universal de la
UNESCO sobre la Diversidad Cultural,5 Koichiro Matsuu-
ra, Director General del organismo, señala que “La riqueza
cultural del mundo reside en su diversidad dialogante”,6 y

sostiene que el documento “… aspira a evitar toda tenta-
ción segregacionista y fundamentalista que, en nombre de
las diferencias culturales, sacralice esas mismas diferencias
y desvirtúe así el mensaje de la Declaración Universal de
Derechos Humanos”. De acuerdo con el artículo 1o. de la
Declaración Universal de la UNESCO sobre la Diversidad
Cultural, ésta es patrimonio común de la humanidad.

En este sentido, la comisión considera importante cual-
quier esfuerzo por preservar la riqueza cultural de nuestros
pueblos indígenas. La escuela en nuestro país debe ser un
fuerte impulsor del respeto por la diversidad cultural y la
igualdad de todos los pueblos y de todas las personas, a fin
de evitar cualquier tipo de privilegio no sólo de razas, reli-
giones, grupos, de sexos, sino también y, en particular de
cualquier persona. 

Adicionalmente, esta comisión subraya que la reforma
propuesta en la minuta es congruente con los planteamien-
tos formulados por los distintos grupos parlamentarios de
LX Legislatura, en la Comisión Ejecutiva para la Negocia-
ción y Construcción de Acuerdos (CENCA), creada en el
marco de la Ley para la Reforma del Estado (Diario Oficial
de la Federación, 13 de abril de 2007).

Al igual que las reformas propuestas por el Senado a la Ley
General de Educación, las aportaciones de la CENCA res-
pecto a la educación indígena se orientan al reconocimien-
to y atención de la diversidad cultural y lingüística de nues-
tro país y a la promoción del respeto a las diferencias. Con
estas reformas se robustece el fortalecimiento de la identi-
dad local, regional y nacional, así como con el desarrollo
de actitudes y prácticas que tienden a la búsqueda de liber-
tad y justicia para todos, que favorezcan el desarrollo y
consolidación tanto de la lengua indígena como del espa-
ñol y eliminen la imposición de una lengua sobre otra.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos y para
los efectos de la fracción E del artículo 72 Constitucional,
somete a la consideración de la honorable asamblea, el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 21 y 33 de la Ley General de Educación, en materia
de educación indígena

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artícu-
lo 21; y se reforma la fracción I y se adiciona una fracción
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XIII, recorriéndose en su orden las demás fracciones del
artículo 33 de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue:

Artículo 21. El educador es promotor, coordinador y agen-
te directo del proceso educativo. Deben proporcionársele
los medios que le permitan realizar eficazmente su labor y
que contribuyan a su constante perfeccionamiento.

Para ejercer la docencia en instituciones establecidas por el
Estado, por sus organismos descentralizados y por los par-
ticulares con autorización o con reconocimiento de validez
oficial de estudios, los maestros deberán satisfacer los re-
quisitos que, en su caso, señalen las autoridades competen-
tes. En el caso de los maestros de educación indígena
que no tengan licenciatura como nivel mínimo de for-
mación, deberán participar en los programas de capa-
citación que diseñe la autoridad educativa y certificar
su bilingüismo en la lengua indígena que corresponda y
el español.

...

...

...

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artículo
anterior, las autoridades educativas en el ámbito de sus res-
pectivas competencias llevarán a cabo las actividades si-
guientes:

I. Atenderán de manera especial las escuelas en que, por
estar en localidades aisladas, zonas urbanas marginadas
o comunidades indígenas, sea considerablemente ma-
yor la posibilidad de atrasos o deserciones, mediante la
asignación de elementos de mejor calidad para enfrentar
los problemas educativos de dichas localidades;

II. a XI. ...

XII. Concederán reconocimientos y distinciones a quie-
nes contribuyan a la consecución de los propósitos men-
cionados en el artículo anterior;

XIII. Proporcionarán materiales educativos en las
lenguas indígenas que correspondan en las escuelas
en donde asista mayoritariamente población indíge-
na;

XIV. Realizarán las demás actividades que permitan
ampliar la calidad y la cobertura de los servicios educa-

tivos, y alcanzar los propósitos mencionados en el artí-
culo anterior, y

XV. Apoyarán y desarrollarán programas destinados a
que los padres y/o tutores apoyen en circunstancias de
igualdad los estudios de sus hijas e hijos, prestando es-
pecial atención a la necesidad de que aquellos tomen
conciencia de la importancia de que las niñas deben re-
cibir un trato igualitario y que deben recibir las mismas
oportunidades educativas que los varones.

...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Las erogaciones que deban realizarse a fin de dar
cumplimiento con el presente decreto se sujetarán a los re-
cursos aprobados en sus respectivos presupuestos para ta-
les fines por la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, las legislaturas de los estados, así como
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en términos
del apartado B del artículo 2 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Notas:

1 Díaz Couder, Ernesto (2001). “Sociolingüística y planeación lingüís-
tica”, en Revista Mexicana de Investigación Educativa, mayo-agosto,
vol. 6, núm. 12, pp. 283-315.

2 SEP (2008). Diagnóstico de la educación indígena en México. 

3 OCE (2008). La educación indígena en México: inconsistencias y re-
tos. Septiembre. 

4 SEP (2008). Segundo informe de labores. México, SEP.

5 Adoptada por la 31ª reunión de la Conferencia General de la UNES-
CO, París, 2 de noviembre de 2001. 

6 http://unesdoc.unesco.org/images/0012/001271/127160m.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2010.

La Comisión de Educación Pública, diputados: José Trinidad Padi-
lla López (rúbrica), presidente; Jorge Romero Romero (rúbrica), Héc-
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tor Hernández Silva (rúbrica), José Alberto González Morales (rúbri-
ca), Germán Contreras García (rúbrica), Jaime Oliva Ramírez (rúbri-
ca), Víctor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Lorena Corona Valdés (rú-
brica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Roberto Pérez de
Alba Blanco (rúbrica), Carlos Cruz Mendoza (rúbrica), Paz Gutiérrez
Cortina (rúbrica), María de Lourdes Reynoso Femat (rúbrica), secreta-
rios; Eduardo Alonso Bailey Elizondo (rúbrica), Germán Osvaldo Cor-
tez Sandoval (rúbrica), Elpidio Desiderio Concha Arellano, Óscar La-
ra Salazar (rúbrica), José Antonio Aysa Bernat (rúbrica), Beatriz Elena
Paredes Rangel (rúbrica), Onésimo Mariscales Delgadillo (rúbrica),
Francisco Herrera Jiménez (rúbrica), Alejandro Bahena Flores, José
Francisco Javier Landero Gutiérrez, Manuel Jesús Clouthier Carrillo,
María Sandra Ugalde Besaldúa (rúbrica), Yolanda del Carmen Montal-
vo López, Obdulia magdalena Torres Abarca, María Araceli Vázquez
Camacho (rúbrica), Ana Luz Lobato Ramírez (rúbrica), Reyes Tamez
Guerra (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: En consecuencia está a discusión en lo general en vir-
tud de no haberse registrado nadie de la comisión.

En virtud de no haberse registrado ninguna diputada y nin-
gún diputado se considera suficientemente discutido, y pa-
ra los efectos del artículo 134 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se pregunta a la asamblea si va a reser-
var algún artículo para discutirlo en lo particular.

No se ha reservado artículo alguno para discutirlo en lo
particular. Abra la Secretaría el sistema electrónico por 5
minutos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular en un solo acto.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos y ábrase el sistema electró-
nico por 5 minutos para proceder a la votación en lo gene-
ral y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

Señores diputados, solamente les quedan dos minutos para
emitir su voto. Sigue abierto el sistema electrónico, emitan
su voto por favor.

Se les suplica atentamente que se dirijan a su curul y pue-
dan emitir su voto en el sistema electrónico.

Señoras diputadas y señores diputados, sigue abierto el sis-
tema electrónico, por favor registren su voto.

¿Falta alguna diputada o algún diputado por emitir su vo-
to? Está abierto el sistema electrónico, por favor regístren-
lo.

Está abierto el sistema electrónico, por favor registre su vo-
to desde su curul, diputado Moreno.

¿Falta alguna diputada o algún diputado por emitir su vo-
to? Está abierto el sistema por favor regístrenlo.

¿Falta alguna diputada o algún diputado por emitir su vo-
to? Por favor, compañero diputado. Regístrenlo, está abier-
to el sistema. Ciérrese el sistema electrónico.

De viva voz se pide el voto de la diputada Ana Georgina
Zapata Lucero. No se encuentra en el salón. De viva voz,
también, el diputado Rafael Rodríguez González.

El diputado Rafael Rodríguez González (desde la curul):
A favor.

El diputado Ricardo Armando Rebollo Mendoza (desde
la curul): A favor.

El diputado Marcos Carlos Cruz Martínez (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Armando Neyra Chávez (desde la curul): A
favor.

El diputado Herón Agustín Escobar García (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado José Luis Velasco Lino (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Jesús Ricardo Enríquez Fuentes (desde la
curul): A favor.

El diputado Luis Antonio Martínez Armengol (desde la
curul): A favor.

El diputado Ramón Jiménez López (desde la curul): A
favor.

El diputado José Ignacio Pichardo Lechuga (desde la
curul): A favor.
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El diputado Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (desde la
curul): A favor.

El diputado Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez (desde la
curul): A favor.

El diputado José Luis Marcos León Perea (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Norma Leticia Orozco Torres (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Héctor Eduardo Velasco Monroy (desde la
curul): Rectificación de voto, es a favor.

El diputado Alejandro del Mazo Maza (desde la curul):
A favor.

El diputado José Antonio Yglesias Arreola (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Ana Georgina Zapata Lucero (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Jesús Gerardo Cortez Mendoza (desde la
curul): A favor.

El diputado César Mancillas Amador (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
¿Falta alguna diputada o diputado?

El diputado Juan Nicolás Callejas Arroyo (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Antonio Benítez Lucho (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Javier Orduño Valdez (desde la
curul): A favor.

El diputado Patricio Chirinos del Ángel (desde la curul):
A favor.

La diputada María Antonieta Pérez Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella:
¿Falta alguna diputada o diputado por emitir su voto? El di-
putado Víctor Hugo Círigo.

El diputado Víctor Hugo Círigo Vásquez (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Georgina Trujillo Zentella: Se-
ñor presidente, se emitieron 355 votos en pro. Unanimidad,
señor presidente. No hay ningún voto en contra ni ninguna
abstención.

El Presidente diputado Francisco Javier Ramírez Acu-
ña: Muchas gracias. Aprobado en lo general y en lo par-
ticular el proyecto de decreto por 355 votos en pro, que
reforma y adiciona los artículos 21 y 33 de la Ley Ge-
neral de Educación. En consecuencia, se devuelve al Se-
nado para los efectos del apartado E del artículo 72
constitucional.
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